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PRESENTACIÓN

Dr. Salvador Romero Espinosa

Durante casi 200 años, en México y en Jalisco, la información en ma-
nos de nuestros gobernantes fue considerada prohibida para el pueblo 
y de acceso exclusivo para quienes ocupaban un cargo público de re-
levancia, y tras casi dos siglos de lucha incesante por las libertades y 
derechos de todas las y los mexicanos, pudimos llegar al punto donde 
hoy nos encontramos.

Fue hace apenas 20 años cuando la historia de nuestro país y 
nuestro Jalisco cambiaron de manera decisiva para la consolidación de 
nuestra democracia, con la entrada en vigor de las primeras leyes de 
transparencia de todo el país en el año 2002 que abrieron, por primera 
vez en la historia, los archivos públicos a la sociedad y, desde entonces 
a la fecha, cada día más personas acceden a información pública que 
antes era totalmente inaccesible.

Por ello, el día de hoy conmemoramos estos 20 años de transparen-
cia, de acceso a información pública, de apertura gubernamental y pro-
tección de datos personales en posesión de autoridades, con este libro 
sobre el tema más delicado, complicado y álgido que sigue existiendo 
en materia del derecho a la información: El de la restricción a dicho 
derecho a través de la clasificación y reserva de información pública.

Este libro es producto del esfuerzo de 20 autoras y autores que en 
un brevísimo espacio de tiempo accedieron a participar en esta ambi-
ciosa obra, cuya finalidad es ayudar a todas las personas a que conoz-
can mejor su derecho humano de acceso a información pública, consti-
tuyéndose en una referencia obligada para identificar y evitar casos de 
abusos o de restricciones no justificadas a sus derechos, mediante la 
indebida reserva de información pública.

También tiene por objeto orientar y capacitar a todas las y los ser-
vidores públicos para que puedan realizar mejores ejercicios de clasifi-
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cación de información pública, para que conozcan claramente todas las 
reglas y candados que implica la debida reserva de dicha información, 
de tal forma que eviten excesos y reservas indebidas, injustificadas o 
discrecionales en perjuicio del referido derecho humano.

Este libro constituye un repositorio de teorías, conocimientos, casos 
reales y criterios desarrollados a través de estos 20 años de transpa-
rencia en México y Jalisco, a través de sus 20 autoras y autores, de 
sus 20 capítulos, de sus más de 40 ejemplos y casos prácticos y, sobre 
todo, de los casi 400 años de experiencia combinada que tenemos en 
estas materias quienes hemos escrito en estas páginas.

Debo reconocer que coordinar esta obra y conjuntar estas plumas 
ha sido uno de los retos más grandes de mi vida profesional y que dicho 
reto no hubiera sido posible sin la inspiración que me provocó una de 
las autoras de esta obra, la maestra Yolli García Álvarez, una mujer 
con una entereza y una capacidad profesional indiscutibles, quien a tra-
vés de su lucha personal por la justicia nos ha servido de inspiración a 
todas y todos quienes hicimos posible esta obra, y a la cual se la quiero 
dedicar con todo mi cariño, sabedor de que un día no muy lejano estará 
en posibilidad de disfrutar esta obra en la libertad que merece.
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INTRODUCCIÓN

Mtra. Blanca Lilia Ibarra Cadena

El acceso a la información pública es una premisa ineludible para todos 
los países que se precien de ser democráticos. Sin embargo, la expan-
sión de este derecho es relativamente nueva, pues fue solo tras el de-
rrumbe de las dictaduras y totalitarismos en gran parte del mundo, que 
se sucedieron numerosas transiciones a la democracia, lo que abrió la 
puerta para que este derecho se reconociera y plasmara en las legis-
laciones de diversos países. Este crecimiento ha sido particularmente 
acelerado en los últimos años, pues, de 2004 a la fecha, pasamos de 
40 a 135 naciones que ahora cuentan con leyes sobre acceso a la in-
formación (UNESCO, 2022). 

Aunque la interpretación de este derecho se guía por el principio de 
máxima publicidad, como toda regla, tiene excepciones, mismas que 
deben ser aplicadas en casos concretos de forma limitada y temporal, 
y que requieren y se sustentan de marcos legales claramente definidos 
(García, 2018). 

Las primeras excepciones las encontramos en tratados internacio-
nales fundacionales en la materia, como el Pacto Internacional de los 
Derechos Civiles y Políticos de 1966 o la Convención Americana sobre 
los Derechos Humanos de 1969, que coinciden en que el derecho a la 
información debe tener como límite el respeto a los derechos o reputa-
ción de los demás, así como a la protección de la seguridad nacional, el 
orden público, la salud o la moral públicas (INAI, 2015). 

Desde el ámbito nacional, la Constitución plantea limitaciones que 
deben corresponderse con los tratados internacionales y, en caso con-
trario, prevalecer el principio pro persona, a fin de que proteger la vida 
privada, los datos personales, la información entregada por los particu-
lares como confidencial, así como las reservas motivadas por el interés 
público (INAI, 2015).
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A pesar de que dichas excepciones se han clarificado, evoluciona-
do y definido jurídica y normativamente en lo general, lo cierto es que 
implican disyuntivas de aplicación según los casos concretos donde se 
presentan. 

Esta obra, coordinada exitosamente por Salvador Romero Espino-
sa, Comisionado Presidente del Instituto de Transparencia, Información 
Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco (ITEI), 
es un gran instrumento para conocer la complejidad y los retos de la 
clasificación de información en los más diversos campos, desde los 
partidos políticos, las relaciones internacionales, el debido proceso y 
los procedimientos judiciales, la seguridad nacional, la política mone-
taria, la salvaguarda de la vida e integridad de las personas; pasando 
por las excepciones en los casos graves de violaciones a derechos 
humanos, actos de corrupción e información confidencial en registros 
públicos; hasta los desafíos técnicos que suponen la prueba de interés, 
la prueba de daño o la elaboración de versiones públicas. 

Por ello, sin duda será de gran utilidad para los diversos sectores 
relacionados con la aplicación y la efectividad de las leyes de acceso a 
la información, ya que la relativa juventud de este derecho, la necesi-
dad de seguir trabajando para consolidar la cultura de la transparencia 
en todos los niveles de gobierno, la vastedad de casos de aplicación, 
así como la necesidad de velar por el respeto a la privacidad y datos 
personales, requieren de libros que se ocupen de socializar de manera 
clara las dificultades que se presentan al clasificar información.

En ese marco, los sujetos obligados deben mantener un alto nivel 
de conocimiento de la norma y un agudo criterio para deliberar en torno 
a las dimensiones de apertura de la información pública. Pues sólo bajo 
esas condiciones es posible clasificarla en apego a los supuestos de re-
serva o confidencialidad, y sin contravenir los principios y disposiciones 
establecidos en las leyes de la materia.

Por nuestra parte, los organismos garantes debemos mantenernos 
actualizados y a la vanguardia para actuar con diligencia y responsabili-
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dad en los casos en los que se presentan colisiones de derechos, como 
suele suceder, por ejemplo, con la libertad de expresión que confronta 
al interés público con información susceptible de clasificación. 

En virtud de lo anterior, celebro que esta publicación emane del 
esfuerzo de un organismo garante, pues al ser una institución que vela 
simultáneamente tanto por el acceso a la información como por la pro-
tección de datos personales, derechos que pueden considerarse como 
dos caras de la misma moneda, se parte de un punto de equilibrio, que 
permite valorar con mayor amplitud las fronteras entre uno y otro. 

Estoy convencida que este esfuerzo editorial, dada la calidad de 
plumas que lo nutren, así como a la cohesión y unidad temática de los 
artículos que la integran, servirá de base para abonar a la discusión de 
los expertos en la materia, para la labor académica y para el desarrollo 
profesional de las y los responsables de las unidades de transparencia, 
que encontrarán en este texto un mosaico sobre la complejidad de su 
labor.

Bibliografía
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PRÓLOGO

Dra. Laurence Pantin

Pedir información a las instituciones públicas es una tarea que cada 
vez más ciudadanos mexicanos hemos aprendido a hacer en los úl-
timos años. Muchos queremos saber cómo se gastan sus impuestos, 
cuánto ganan los funcionarios públicos o cómo se toman las decisiones 
públicas.

Pero cuánta frustración no hemos experimentado cuando, después 
de esperar con ansias las respuestas a nuestras preguntas, la insti-
tución nos entrega la versión pública de un documento que contiene 
tantos campos testados que es imposible entender lo que dice o nos 
contesta que la información que solicitamos se clasificó como reserva-
da, cuando es evidente que ésta no entra en los supuestos que pueden 
justificar esta reserva1.

Un ejemplo de ello es la respuesta que nos dio la Suprema Corte 
cuando le solicitamos la fecha en que un ministro entregó un proyecto 
de sentencia a la Secretaría General de Acuerdos:

Esta Secretaría General de Acuerdos hace de su conoci-
miento que la información requerida corresponde al trámite 
de un asunto pendiente de resolver, por lo que en tér-
minos de lo previsto en el artículo 113, fracción XI, de la 
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública los datos requeridos constituyen información tem-
poralmente reservada. (…) Como quedó descrito en líneas 
precedentes, a través del diseño del dispositivo de mérito, 
el legislador optó por reducir el acceso a la información 

1 Recordemos que la información puede clasificarse como reservada de manera temporal cuando, 
después de realizar una prueba de daño, se considera que su publicación supondría un riesgo o 
amenaza a la seguridad nacional o a la estabilidad económica del país, a la buena conducción de ne-
gociaciones internacionales, a las relaciones internacionales del país, o al debido proceso, entre otros 
supuestos previstos en el art. 113 de la LGTAIP. A su vez, debe ser considerada como confidencial, 
sin límite de tiempo, los datos personales de las personas, es decir los que permitan identificarlas.
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jurisdiccional a un momento procesal concreto, marcado, 
en todo caso, por la solución definitiva del expediente, de 
donde es posible extraer, por tanto, que toda información 
que obre en un expediente judicial, previo a su solución, se 
entenderá válidamente reservada (siempre bajo la valora-
ción del condicionamiento relativo a la demostración de una 
afectación a la conducción del expediente judicial, así 
como a la específica aplicación de la prueba del daño).
Precisamente en función de la identificación de la fuerza de 
esa nota distintiva es factible confirmar que el propósito de 
esa causal de reserva es el de lograr el eficaz mantenimien-
to de los procesos jurisdiccionales en todas sus etapas, es-
pecíficamente respecto de la sana e imparcial integración 
del expediente judicial (documental y decisoria) desde 
su apertura hasta su total solución (cause estado), en el 
entendido de que, en principio, en ese lapso, las constan-
cias que nutren su conformación sólo atañen al universo 
de las partes y del juzgador.
En el caso que nos ocupa, se estima configurado el supues-
to aludido, en tanto que sí se configura esa causal de reser-
va sobre las constancias que obran en el expediente de la 
acción de inconstitucionalidad 46/2016, incluyendo, en su 
caso, el acuse solicitado y, en esa medida, se confirma la 
clasificación de la información solicitada como reservada. 
(SAI 330030522001633)

Es decir, la Suprema Corte considera que se debe reservar la fecha en 
que un ministro entregó su proyecto de sentencia, porque el publicarla 
puede afectar la conducción del expediente judicial, sin explicar de qué 
manera puede existir tal afectación. 

Es más, si efectivamente fuera así, ¿cómo explicar que el mismo 
Presidente de la Suprema Corte, Arturo Zaldívar, haya dado a conocer, 
en distintas de sus conferencias de prensa mensuales, las fechas en 
la que ministros entregaron sus proyectos de sentencia a la Secretaría 
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General de Acuerdos en distintos casos que todavía no se resolvían 2? 
Si la Suprema Corte considera que la fecha en que un ministro entre-
ga su proyecto de sentencia a la Secretaría General de Acuerdos en 
asuntos no resueltos debe reservarse, ¿no es por lo menos una impru-
dencia, sino una falta administrativa del Presidente que divulgue esta 
fecha? O más bien, si el presidente de la misma institución divulga es-
tas fechas, ¿no significa que no existe afectación en darlas a conocer?

Ello demuestra que hasta en nuestro máximo tribunal la correcta 
clasificación de la información pública todavía es una tarea pendien-
te, como lo es en muchas instituciones públicas del país. Y como lo 
demuestra la gran mayoría de los capítulos del libro que tiene entre 
manos, es muy común que las instituciones reserven información de 
manera excesiva, buscando la manera de no dar a conocer información 
que debería ser pública.

No es por falta de una legislación clara. La Ley General de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública define qué información se 
puede clasificar y bajo qué supuestos y los Lineamientos generales en 
materia de clasificación y desclasificación de la información, así como 
para la elaboración de versiones públicas precisan de qué manera se 
debe llevar a cabo esa clasificación.

Pese a ello, desde 2018, Salvador Romero –hoy presidente del 
Instituto de Transparencia, Información Pública y Protección de Datos 
Personales del Estado de Jalisco, pero quien dedicaba entonces parte 
de su tiempo a capacitar a funcionarios de distintas órdenes de gobier-

2 En el caso de las acciones de inconstitucionalidad vinculadas con la Ley de Industria Eléctrica, en su 
conferencia de prensa del 20 de abril, el ministro Zaldívar mencionó “Quiero decirles que el Ministro 
Franco bajó a la Secretaría General de Acuerdos el proyecto, los proyectos relativos a la Ley de la 
Industria Eléctrica el 30 de noviembre y su ceremonia de despedida, como todos ustedes saben, fue 
el 2 de diciembre. Entonces yo no tuve en ningún cajón ese proyecto, el Ministro Franco lo presentó 
al final de su gestión”.

 En el caso de los amparos en revisión vinculados con Laura Morán y Alejandra Cuevas, familiares de 
Alejandro Gertz Manero, en su conferencia de prensa del 16 de marzo, el ministro Zaldívar dijo: “Un 
primer tema que quiero referir es el relacionado a los asuntos de las señoras Laura Morán Servín y 
Alejandra Cuevas, que fueron votados el pasado lunes en la Suprema Corte. Como informé el día 
de ayer, el Ministro ponente para el returno es el Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, pero quiero 
agregar a esta información que el Ministro Gutiérrez presentará el proyecto, los proyectos de estos 
dos recursos, el próximo martes 22”. 
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no sobre la clasificación de la información pública–, detectó que estas 
herramientas no eran suficientes para explicar cómo realizar esta clasi-
ficación. Para ayudarles, les proponía realizar ejercicios prácticos, que 
les permitían entender mejor los supuestos de clasificación.

De allí nació la idea de realizar una suerte de manual, que, con base 
en casos concretos, permitiera a los funcionarios discernir más fácil-
mente qué información deben clasificar y cómo deben hacerlo.

Allí reside una de las primeras cualidades por las que destaca este 
libro. No aborda el tema de la clasificación desde una perspectiva me-
ramente teórica, sino que busca aclarar los conceptos con base en 
ejemplos prácticos de gran valor para todo tipo de lectores.

Y ésta es otra de las grandes aportaciones de este libro. Sin ol-
vidar su objetivo inicial de ser una herramienta de apoyo para todos 
los funcionarios del país –pues hay que recordar que los funcionarios 
encargados de las áreas que manejan la información solicitada son los 
que tienen la responsabilidad de proponer al Comité de Transparen-
cia de su institución clasificar la información y de qué manera–, estoy 
convencida de que tiene el potencial de ir mucho más allá. Puede ser 
un instrumento muy útil (e interesante) para todas las personas que 
solicitan información, ya que, cuando parte o toda la información que 
solicitaron se clasificó como reservada o confidencial, les permite saber 
si esta clasificación se realizó correctamente y, si detectan que no, les 
da armas, bajo la forma de argumentos y referencias, para recurrirlo.

Esta obra también destaca por la calidad de sus autores, todos es-
pecialistas en el tema de la transparencia y de la clasificación de la 
información. La lista comprende a varias comisionadas y comisionados 
del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Pro-
tección de Datos Personales, pero también de órganos garantes de 
transparencia de varios estados, así como a personas representantes 
de otros órganos autónomos, de la sociedad civil organizada y de la 
academia, algunas de las cuales impulsaron la aprobación del cuerpo 
normativo que asentó nuestro derecho de acceso a la información.
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Finalmente, otro elemento digno de admiración es la rapidez con la 
que se ejecutó este proyecto. Aunque Salvador Romero tenía en mente 
realizar este libro desde hace cinco años, contactó a las y los autores 
solamente hace cinco semanas y les propuso a cada una y cada uno 
escribir un capítulo. Sin duda, Salvador es una persona muy amigable 
y persuasiva, a quien es difícil decir que no, pero esa respuesta posi-
tiva no se pudiera explicar si no fuera porque la solicitud de participar 
en esta obra se acompañó con una solicitud de aceptar que ésta se 
dedicara a una persona. Una persona que también es autora de uno de 
sus capítulos. Esto es poco común, pero en este caso, todas y todos 
aceptaron y cumplieron con la tarea con contribuciones de gran calidad 
y en un tiempo récord, porque el libro está dedicado a Yolli García Ál-
varez, ex comisionada presidenta del Instituto Veracruzano de Acceso 
a la Información, injustamente presa desde hace más de dos años, en 
espera de un juicio donde se le acusa de delitos que, de confirmar-
se, son de orden administrativo: el haber aprobado, presuntamente de 
manera irregular, las designaciones de dos funcionarios del Instituto y 
desatender una petición de presupuesto.

Esta respuesta positiva de todas las personas involucradas de-
muestra nuestra solidaridad con Yolli, quien, a todas luces, es víctima 
de una venganza política por las decisiones que tomó cuando desem-
peñaba su cargo en el órgano garante de transparencia local. Y si nos 
parece muy importante defenderla y exigir su liberación, es porque de-
jar que siga en la cárcel sin alzar la voz no solamente equivaldría a 
avalar la persecución en su contra, sino que abriría la peligrosa puerta 
a que este suceso se repita en otras partes del país. Si las personas 
encargadas de garantizar que las instituciones públicas en nuestro país 
sean transparentes viven con una espada de Damocles que les cuelga 
encima, al final, lo que está en juego es nuestro derecho de acceso a la 
información y nuestra posibilidad de exigir que las instituciones públicas 
y sus funcionarios nos rindan cuentas. Nada más, ni nada menos. Por 
eso pedimos #JusticiaParaYolli.

Ciudad de México, a 8 de noviembre de 2022
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LA PRUEBA DE DAÑO: ESTRUCTURA Y 
APLICACIÓN

Dr. Salvador Romero Espinosa

Resumen

Toda negativa de acceso a información pública constituye una restric-
ción al derecho humano a la información, sin embargo, en práctica-
mente todos los países se reconoce la necesidad de que los gobiernos 
clasifiquen y protejan cierto tipo de información en su poder que, por su 
naturaleza, pueda poner en riesgo el cumplimiento de sus funciones y 
atribuciones o para prevenir vulneraciones contra derechos de terceros.

Concretamente en México, nuestra Constitución Política Federal 
establece que únicamente por razones de interés público y de segu-
ridad nacional se podrá restringir el derecho de acceso a información 
pública, debiendo aplicarse siempre el principio de máxima publicidad 
cuando exista alguna duda razonable sobre la procedencia o no de la 
reserva de algún documento o expediente en particular.

La Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental establece también que la reserva de información pú-
blica requiere la elaboración de una “prueba de daño” en cada caso, 
prohibiéndose de ese modo la posibilidad de reservar información sin la 
realización de dicho test jurídico especial, que impone a las autoridades 
la carga de probar que se generaría un daño a la sociedad mayor del 
que generará la restricción que conlleva negar el acceso a información 
pública.

En este capítulo abordaremos elementos importantes para enten-
der la prueba de daño, identificando primero los diversos tipos de in-
formación pública clasificable; después veremos los principios rectores 
del derecho a la información, aplicables a toda clasificación; posterior-
mente veremos algunos antecedentes de la prueba de daño en México; 
continuaremos con una guía práctica para la reserva de información 
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pública; y, finalmente, cerraremos este capítulo con un caso práctico de 
cómo elaborar adecuadamente una prueba de daño, todo ello atendien-
do los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasifi-
cación de la Información, recientemente reformados por el Consejo del 
Sistema Nacional de Transparencia en octubre del año 2022.

Tipos de Información Pública

Antes de entrar de lleno a hablar de la prueba de daño es importante 
establecer cuáles son los diferentes tipos de información pública que 
existen y, de ellos, a cuál tipo en específico corresponde la aplicación 
de este tipo de test de naturaleza jurídica.

En primer lugar, es importante señalar que de acuerdo a la fracción 
I, del párrafo A, del artículo sexto de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos1 (CPEUM, en adelante), toda la información 
que posea cualquier autoridad o sujeto obligado se considera pública y 
sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público 
y seguridad nacional.

Por otra parte, la propia Carta Magna señala en dicho artículo que 
la información que se refiere a la vida privada y los datos personales 
será protegida en los términos que dispongan las leyes, lo que puede 
generar la duda si la información relacionada con la vida privada y da-
tos personales es pública o no y, en caso de así serlo, si es sujeta o no 
a ser reservada en los términos de la referida fracción I.

Aquí me parece que se debe de precisar que se debe de partir de 
la premisa constitucional de que “toda” la información en poder de una 
autoridad debe de ser considerada pública (lo que varía es la forma en 
que cada tipo de información debe de protegerse), por lo que no impor-
ta si la autoridad generó o no directamente la información que posee, 
sino que es suficiente que la posea o administre para que se considere 

1 Consultada en octubre de 2022 en el portal: https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/index.htm
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información pública.

Esto es importante señalarlo, porque existen muchas autoridades 
que para el cumplimiento de sus funciones y el ejercicio de sus atri-
buciones recaban una importante cantidad de datos personales (por 
ejemplo, en materia tributaria para calcular impuestos) o de información 
confidencial (por ejemplo, los planos arquitectónicos de una obra priva-
da para conceder el permiso de construcción correspondiente), que no 
generan directamente, pero que sí poseen en sus expedientes o archi-
vos y, por consecuencia, debe de ser considerada información pública 
aunque se le deba de proteger.

En ese sentido, la información pública confidencial es aquella que 
entregamos las personas físicas o morales a nuestras autoridades para 
algún fin específico, estableciéndose en la Constitución y las leyes, que 
este tipo de información debe de ser siempre protegida (salvo casos 
excepcionales) y sólo ser accesible a sus titulares; por ejemplo, cuando 
se proporciona el nombre completo, la fecha y lugar de nacimiento, el 
domicilio, la fotografía y las huellas dactilares y oculares para el trámite 
de un pasaporte, toda esa información debe de ser resguardada por la 
Secretaría de Relaciones Exteriores e inaccesible para cualquier per-
sona que la solicite, debiéndose clasificar como confidencial sin necesi-
dad de realizar ninguna prueba de daño.

Sin embargo, para clasificar el resto de la información pública -no 
confidencial- como reservada, sí es necesario que las autoridades 
construyan una justificación convincente y coherente, que no le deje 
duda a quien haya pretendido acceder a dicha información sobre las 
razones que existen para que se le niegue dicho acceso, mientras que 
para clasificar información confidencial, las autoridades solamente tie-
nen que identificarla, protegerla y negarla, sin mayor argumentación, y 
únicamente puede ser dada a conocer cuando se presente alguna de 
las causales previstas por el artículo 120 de la Ley General de Trans-
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parencia y Acceso a la Información Pública2 (LGTAIP, en adelante), que 
son las siguientes:

“I. La información se encuentre en registros públicos o 
fuentes de acceso público;
II. Por ley tenga el carácter de pública;
III. Exista una orden judicial;
IV. Por razones de seguridad nacional y salubridad general, 
o para proteger los derechos de terceros, se requiera su 
publicación, o
V. Cuando se transmita entre sujetos obligados y entre és-
tos y los sujetos de derecho internacional, en términos de 
los tratados y los acuerdos interinstitucionales, siempre y 
cuando la información se utilice para el ejercicio de faculta-
des propias de los mismos.”

Cabe señalar que la referida Ley General establece un candado excep-
cional para el caso de la fracción IV, que es la realización de una “prue-
ba de interés público” por parte del organismo garante de transparencia 
competente, que es un ejercicio de ponderación de derechos humanos 
o principios constitucionales que no puede ser realizado nunca por los 
sujetos obligados o autoridades que posean la información confiden-
cial, según se describirá en el capítulo correspondiente de esta misma 
obra.

Finalmente, es importante precisar que toda la información pública 
es clasificable (o protegible), sin embargo, la diferencia entre los dos 
grandes tipos de información pública clasificable es la forma en que se 
lleva a cabo el proceso para llegar a la protección de dicha información, 
pues en tratándose de información pública de naturaleza confidencial, 
el proceso de clasificación se constriñe a identificar y proteger dicha 
información, mientras que tratándose de información pública de natu-
raleza reservada, el proceso de clasificación implica identificar, realizar 

2 Consultada en el mes de octubre de 2022 en el siguiente portal: https://www.diputados.gob.mx/Leyes-
Biblio/index.htm
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una prueba de daño y, sólo después de su debida realización, proteger 
la información pública, según se plasma en la siguiente tabla:

Figura 1. Fuente: Elaboración propia

 El principio de Máxima Publicidad o Apertura

Para la debida aplicación de una prueba de daño es indispensable rea-
lizar una ponderación, que implica la utilización de principios para poder 
determinar el sentido en que debe resolverse determinado conflicto en-
tre reservar o no reservar información pública.

Los principios son entendidos actualmente como máximas jurídicas 
que deben de servir siempre como brújula o herramienta a los opera-
dores jurídicos cuando en la aplicación de una norma existan diversas 
posibles lecturas o interpretaciones válidas sobre cuál debiera ser su 
sentido o esencia y cuáles debieran ser sus efectos y/o consecuencias.
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El derecho de acceso a información pública se rige, de acuerdo a lo 
establecido en la LGTAIPG, por varios principios especiales, a los que 
podríamos denominar como: 

• El principio de inclusión y no discriminación.
• El principio de confiabilidad y veracidad.
• El principio de claridad.
• El principio de suplencia en la deficiencia. 
• El principio de anonimato y no interés legal. 
• El principio de gratuidad.
• El principio de presunción de existencia.
• El principio de documentación; y 
• El principio de reserva excepcional, que es el que da origen a la 

prueba de daño.

Sin embargo, el principio más importante en materia de acceso a la 
información es el principio de máxima publicidad o máxima apertura, 
por varias razones, siendo formalmente la más importante de ellas, el 
hecho normativo que de todos los principios referidos es el único que se 
encuentra expresamente previsto en la CPEUM: “En la interpretación 
de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad.”.

En términos futbolísticos, el principio de máxima publicidad es si-
milar al último criterio de desempate que se utiliza cuando existen dos 
equipos que están parejos en los parámetros principales de medición 
tradicionales (por ejemplo, en puntos totales o marcador global) y en-
tonces es necesario acudir a otro tipo de parámetros menos utilizados 
(por ejemplo, diferencia de goles o posición en la tabla), que permiten 
determinar al equipo ganador o superior en una competencia en la que 
llegan parejos a la última instancia. En esos términos, en materia de 
acceso a la información, en caso de empate, no hay tiempos extras ni 
tiros del punto penal, pues el criterio de desempate es el principio de 
máxima publicidad, que obliga a las autoridades a que en un empate de 
razones para entregar o reservar, gane siempre la persona que solicita 
la información pública. 
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Por ello es que este principio implica que siempre que una autoridad 
que deba realizar un análisis sobre la procedencia o no de la clasifica-
ción de información pública como reservada, tiene que tener presente 
que en caso de que exista duda sobre si debe de proceder dicha reser-
va o no, tenga que optar por entregar la información o, en su caso, por 
entregar la mayor cantidad posible (evitando la reserva absoluta), y que 
únicamente deberá de proceder la reserva de información en aquellos 
casos en que no quede duda de que es lo más conveniente para el 
interés público o la seguridad nacional.

Es justo en este punto donde la prueba de daño juega un papel im-
portantísimo en la aplicación de este principio, pues a través de dicho 
test se permite al operador jurídico identificar con claridad si se justifica 
la reserva o no y, en su caso, despejar cualquier duda y llegar a una cer-
teza plena de que no existe forma de entregar la información solicitada 
sin causarle un perjuicio mayor a toda la sociedad.

En teoría este principio debe aplicarse en cada una de las etapas 
de la prueba de daño, pero su utilización más importante se presenta 
principalmente en el cuarto y quinto paso de la realización de la prueba 
de daño, pues si en ese momento todavía quedara alguna duda o falta 
de certeza absoluta sobre si es necesario o no reservar determinada 
información pública (un empate), el principio de máxima publicidad, nos 
obligaría a desestimar dicha reserva y conceder el acceso a la infor-
mación.

Antecedentes de la prueba de daño en México

Lo primero que debemos aclarar es que la “prueba de daño” como tal, 
es una figura bastante reciente en la legislación mexicana, pues no 
estuvo contemplada ni regulada en la primera Ley Federal de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental (LFTAIPG 
2002, en adelante) publicada el 11 de junio del 2002, ni tampoco en el 
reglamento que derivó de dicha ley.
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En los artículos 13 y 14 de la entonces Ley Federal se enlistaban las 
11 posibles causales de reserva de información pública, de las cuales 
10 de ellas se encuentran actualmente aún contenidas en el artículo 
113 vigente de la LGTAIP, habiéndose eliminado una causal, ampliado 
dos causales y añadido dos causales más a las “originales”.

En aquella primera LFTAIPG 2002 existía todavía una confusión 
respecto a la naturaleza de la información confidencial, pues tanto en la 
fracción II de su artículo 13, como en la fracción I de su artículo 14, se 
establecía expresamente la posibilidad de “reservar” información de na-
turaleza claramente confidencial, a diferencia de la legislación vigente, 
en la cual se dispone con toda claridad que la información confidencial 
no debe de pasar por un proceso de reserva, en los términos en que 
actualmente se define este verbo por la LGTAIP.

En otras palabras, se puede deducir que para el legislador de la LF-
TAIPG el verbo “reservar” estaba aún entendido como un sinónimo del 
verbo “clasificar”, en el sentido, que era cualquier proceso que conlle-
vaba una protección o restricción para el acceso a información pública, 
sin importar si era por razones de interés público, seguridad nacional o 
de confidencialidad.

Finalmente es importante señalar que el primer antecedente para la 
“prueba de daño” en México, no fue de carácter legislativo, sino produc-
to de un lineamiento administrativo expedido por el entonces Instituto 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública (IFAI, en 
adelante), que en el mes de agosto del año 2003 expidió los “Linea-
mientos Generales para la Clasificación y Desclasificación de la Infor-
mación de las dependencias y entidades de la Administración Pública 
Federal”3, en los cuales se estableció en su numeral octavo que: 

“Al clasificar la información con fundamento en alguna de 
las fracciones establecidas en el artículo 13 de la Ley, no 
será suficiente que el contenido de la misma esté directa-

3 https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=692002&fecha=18/08/2003#gsc.tab=0
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mente relacionado con las materias que se protegen en di-
cho artículo, sino que deberá también considerarse la exis-
tencia de elementos objetivos que permitan determinar si la 
difusión de la información causaría un daño presente, 
probable y específico a los intereses jurídicos tutelados 
por dicho precepto.”

(Lo resaltado es nuestro)

De acuerdo a lo anterior, las autoridades que pretendieran clasificar 
cualquiera de los tipos de información contenidos en el citado artículo 
13, sí estaban obligadas a realizar un ejercicio de argumentación que 
fuera más allá de la simple fundamentación y motivación tradicional, 
que implicaba además identificar un daño “presente, probable y espe-
cífico”, aunque sin obligar a ponderar o contrarrestar dicho daño con la 
restricción al derecho de acceso a la información que implicaría dicha 
clasificación (es decir, bastaba con que identificaran dicho hipotético 
daño para poder reservar).

Por otra parte, de conformidad con estos Lineamientos del 2003, 
las cinco causales de reserva previstas en el artículo 14 de la LFTAIPG 
2002, no requerían ni siquiera la realización de este ejercicio de iden-
tificar un daño, es decir, bastaba con que la información fuera parte 
de alguna de las causales (por ejemplo, las averiguaciones previas) 
para proceder a realizar la reserva de manera prácticamente automáti-
ca, con fundamentación pero sin mayor motivación ni la realización de 
prueba de daño alguna.

Desgraciadamente, hasta la fecha ha prevalecido en las autorida-
des esta tendencia de intentar clasificar prácticamente de manera casi 
automática muchos de los preceptos considerados en el artículo 113 
de la Ley General de Transparencia, pretendiéndose muchas veces uti-
lizar “pruebas de daño” genéricas o incomprensibles, atiborradas de 
fundamentos legales (casi transcribiendo la ley), para pretender reser-
var, casi en automático, cualquier solicitud de acceso a documentos y 
expedientes relacionados con muchas causales, a pesar de que por 
disposición legal expresa, se requiere elaborar siempre de una prueba 
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de daño específica para cada caso concreto, según veremos en el si-
guiente apartado.

Marco Normativo

La prueba de daño, como ya hemos señalado, es el instrumento jurídi-
co previsto en la Ley General de Transparencia y en las leyes estatales 
para efecto de justificar plenamente ante la sociedad la reserva de in-
formación pública en posesión de alguna autoridad o sujeto obligado.

La LGTAIPG establece con absoluta claridad y contundencia, en su 
artículo 108, que toda clasificación de información pública como reser-
vada debe de ser precedida siempre por un análisis caso por caso y la 
aplicación de la prueba de daño correspondiente, prohibiéndose la cla-
sificación de documentos que aún no se hayan generado, así como de 
acuerdos que determinen la clasificación de información como reserva-
da sin que se haya realizado el análisis y la prueba de daño específica 
para cada caso concreto.

En el artículo 114 de la referida LGTAIP se establece también que 
cualquier intento de reservar información comprehendida dentro de las 
causales de reserva previstas en el artículo 113 (desarrolladas previa-
mente en el apartado de antecedentes y a lo largo de varios capítulos 
de esta obra), debe de realizarse siempre a través de la aplicación de 
una prueba de daño.

Por su parte, en el artículo 104 se establece como obligatorio para 
todas las autoridades que elaboren una prueba de daño, el que se jus-
tifiquen tres cuestiones, a saber: 

“I. La divulgación de la información representa un riesgo 
real, demostrable e identificable de perjuicio significati-
vo al interés público o a la seguridad nacional;
II. El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supe-
ra el interés público general de que se difunda, y
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III. La limitación se adecua al principio de proporcionali-
dad y representa el medio menos restrictivo disponible para 
evitar el perjuicio.”

(Lo resaltado es propio)
Este sistema de clasificación de información pública a través de la 

prueba de daño, según se desprende de estos tres elementos, es uno 
complejo, pues representa -entre otras cosas- la aplicación del “princi-
pio de proporcionalidad”, el cual desarrollaremos un poco más adelante 
en este capítulo, pero que en pocas palabras constituye uno de los 
mecanismos de ponderación y argumentación jurídica más complejos 
que existen.

Aunado a lo anterior, el artículo 109 de la LGTAIPG establece que 
el Sistema Nacional de Transparencia tiene la obligación de emitir los 
“Lineamientos generales que en materia de clasificación de la informa-
ción reservada y confidencial y, para la elaboración de versiones públi-
cas” (Lineamientos de Clasificación, en adelante), los cuales, además, 
serán de observancia obligatoria para la totalidad de los más de 8,200 
sujetos obligados que existen en el país.

Dichos Lineamientos son los sucesores de los ya referidos linea-
mientos en materia de clasificación aprobados por el entonces IFAI en 
el año 2003, y fueron aprobados por el Consejo Nacional del SNT origi-
nalmente en el año 2016 y, recientemente, objeto de una reforma inte-
gral en el mes de octubre del año 2022, la cual fue producto de diversas 
propuestas derivadas de la experiencia que ha implicado su aplicación 
obligatoria en todo el país durante 7 años desde su expedición.

El lineamiento trigésimo tercero de dicho cuerpo normativo, tam-
bién fue actualizado en dicha reforma4, y desarrolla con mayor detalle 
los elementos torales previstos en la Ley General y que, de manera 
obligatoria, deben de implementar los sujetos obligados cuando pre-
tendan utilizar la prueba de daño para reservar y restringir el acceso a 
información pública.

4 La base de dicha actualización surgió de la propuesta presentada por el entonces comisionado del 
INFOEM, José Guadalupe Luna Hernández, autor de un capítulo de esta obra.
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Con la reforma de dicho lineamiento, se buscó dar mucha mayor 
claridad y coherencia cronológica a las etapas que deben de seguir los 
sujetos obligados al aplicar una prueba de daño, buscando establecer 
un paso a paso más acorde con las características que, de acuerdo a la 
LGTAIPG, debe de contener este test de reserva, y que pueden apre-
ciarse con claridad en la siguiente tabla comparativa:

Trigésimo tercero. Para la aplicación de la prueba de daño a la que 
hace referencia el artículo 104 de la Ley General, los sujetos obligados 

atenderán lo siguiente:

Original 2016 Reformado 2022

I. Se deberá citar la fracción y, en su 
caso, la causal aplicable del artículo 
113 de la Ley General, vinculándo-
la con el Lineamiento específico del 
presente ordenamiento y, cuando 
corresponda, el supuesto normativo 
que expresamente le otorga el ca-
rácter de información reservada;

I. Se deberá fundar la clasificación, 
al citar la fracción y la hipótesis de la 
causal aplicable del artículo 113 de 
la Ley General, vinculándola con el 
Lineamiento específico del presente 
ordenamiento y cuando correspon-
da, el supuesto normativo que ex-
presamente le otorga el carácter de 
información reservada;

II. Mediante la ponderación de los 
intereses en conflicto, los sujetos 
obligados deberán demostrar que la 
publicidad de la información solicita-
da generaría un riesgo de perjuicio 
y por lo tanto, tendrán que acreditar 
que este último rebasa el interés pú-
blico protegido por la reserva;

II. Se deberá motivar la clasificación, 
señalando las circunstancias de 
modo, tiempo y lugar que acrediten 
el vínculo entre la difusión de la in-
formación y la afectación al interés 
público o a la seguridad nacional;

III. Se debe de acreditar el vínculo 
entre la difusión de la información y 
la afectación del interés jurídico tute-
lado de que se trate;

III. Se deberán precisar las razones 
objetivas por las que la apertura de 
la información generaría un riesgo 
de perjuicio real, demostrable e iden-
tificable al interés jurídico tutelado de 
que se trate;
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IV. Precisar las razones objetivas por 
las que la apertura de la información 
generaría una afectación, a través 
de los elementos de un riesgo real, 
demostrable e identificable;

IV. Mediante una ponderación entre 
la medida restrictiva y el derecho de 
acceso a la información, deberán 
justificar y probar objetivamente me-
diante los elementos señalados en 
la fracción anterior, que la publicidad 
de la información solicitada genera-
ría un riesgo de perjuicio que supera 
al interés público de que la informa-
ción se difunda;

V. En la motivación de la clasifica-
ción, el sujeto obligado deberá acre-
ditar las circunstancias de modo, 
tiempo y lugar del daño

V. Deberán elegir y justificar la op-
ción de excepción al derecho de 
acceso a la información que menos 
lo restrinja y que sea adecuada y 
proporcional para evitar el perjuicio 
al interés público, evitando siempre 
que sea posible la reserva absoluta 
de documentos o expedientes

VI. Deberán elegir la opción de ex-
cepción al acceso a la información 
que menos lo restrinja, la cual será 
adecuada y proporcional para la pro-
tección del interés público, y deberá 
interferir lo menos posible en el ejer-
cicio efectivo del derecho de acceso 
a la información.

VI. En los casos en que se deter-
mine la clasificación total de la in-
formación, se deberán especificar 
en la prueba de daño, con la mayor 
claridad y precisión posibles, los as-
pectos relevantes de la información 
clasificada que ayuden a cumplir con 
el objetivo de brindar certeza al so-
licitante.

La clasificación de información reservada paso a paso

En este apartado vamos a desarrollar de manera detallada y, a la vez, 
sencilla, cómo se debe de llevar a cabo el proceso de clasificación de 
la información ante cualquiera de las tres causales que prevé la Ley 
General para iniciar dicho proceso, a saber: a) Solicitud de acceso; b) 
Cumplir con obligación de transparencia o; c) Cumplir con mandato de 
autoridad competente.
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1. En primer lugar, la unidad de transparencia debe de requerir 
al área o áreas administrativas que de conformidad con sus 
funciones y atribuciones legales posean, deban poseer o puedan 
poseer la información pública que deba de entregarse. 

a. Si la unidad tuviere duda sobre a cuál área le corresponde, 
deberá analizar toda la normatividad aplicable al sujeto 
obligado (incluyendo reglamentos o manuales de 
organización, en caso de ser necesario) para poder fundar 
el requerimiento a dicha área.

b. En el caso de que, por la naturaleza de la información 
solicitada, sean varias las áreas que estén en ese 
supuesto, la unidad deberá requerir a cada una de ellas, 
especificándoles siempre la parte que les corresponde.

c. En caso de que la unidad considerara que el sujeto 
obligado no es competente para atender toda o parte de la 
solicitud, deberá de fundar y motivar con exhaustividad la 
razón para declararse incompetente.

2. Una vez que el área administrativa que genere, posea o cuente 
con la información pública implicada reciba el requerimiento de 
la unidad de transparencia, deberá de identificar si el documento 
o expediente solicitado contiene o no información que deba de 
reservarse por actualizarse alguna de las causales previstas en 
el artículo 113 de la LGTAIPG.

3. En caso de que identifique una posible causa de reserva, debe 
de proceder a realizar la prueba de daño correspondiente (ver el 
apartado correspondiente más adelante).

4. Si después de realizar la prueba de daño, el área administrativa 
concluye que:

a. No se justifica reservar la información pública: Deberá 
remitir a la unidad de transparencia la totalidad del 
documento o del expediente íntegro para que sea 
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entregado al solicitante o publicado en el portal de 
transparencia correspondiente, finalizando el proceso de 
reserva. Cabe señalar una posible anomalía en este paso, 
pues normalmente ningún sujeto obligado documenta este 
tipo de pruebas de daño, en las que se concluye que no se 
justifica la reserva, lo cual, en estricto sentido, podría ser 
incorrecto, pues tan grave es reservar en exceso como en 
defecto (es decir, entregar información sin analizar si debe 
de reservarse o no).

b. Sí se justifica reservar la información pública: Deberá 
remitirse al comité de transparencia la propuesta de prueba 
de daño y de la modalidad de reserva que considere 
procedente: 

i. Versión pública (el área debe elaborar la propuesta); 
o 

ii. Reserva absoluta.

5. El Comité de Transparencia, deberá proceder a revisar la 
propuesta de prueba de daño y de la modalidad de restricción 
que le haya remitido el área administrativa responsable de la 
información, y deberá:

a. Confirmar la propuesta: Ello implica la ratificación tanto 
de la prueba de daño como de la modalidad de restricción 
(absoluta o parcial), debiendo fundar y motivar las razones 
para ello. En caso de que se proponga restricción parcial, 
deberá de confirmar también la propuesta de versión 
pública elaborada por el área administrativa.

b. Modificar la propuesta: Ello implica ajustar o rehacer la 
prueba de daño y/o la modalidad de acceso propuesta, 
es decir, el comité tiene facultad de reservar menos 
información o más información de la que propone el área 
administrativa, e incluso de modificar la propuesta de 
versión pública también.



28

c. Revocar la propuesta: Ello implica que el comité 
desestime la prueba de daño y considere que no se 
justifica la reserva de la información, ordenando a la 
unidad de transparencia se entregue o publique íntegro el 
documento o expediente correspondiente.

6. Cada determinación que tome el comité de transparencia, 
derivada del análisis a una propuesta de reserva de información 
pública, deberá de estar respaldada en una resolución 
debidamente fundada y motivada, en la cual se podrá transcribir 
en su totalidad o anexar la propuesta de prueba de daño que se 
haya confirmado.

7. Las resoluciones del comité de transparencia podrán, a su vez, 
incluirse de manera íntegra en el acta de la sesión correspondiente 
del comité o bien, únicamente referirse y anexarse al solicitante 
de la información. Es indispensable que en la respuesta a una 
solicitud se entregue siempre de manera íntegra la prueba de 
daño confirmada por el comité de transparencia.

8. Cada que el comité de transparencia ratifique o determine 
procedente la propuesta de reserva a algún documento o 
expediente, deberá de integrarlo en el “índice de expedientes 
reservados” correspondiente, mismo que deberá de actualizarse 
y publicarse dos veces por año en el portal de transparencia del 
sujeto obligado y la PNT.

La elaboración de la prueba de daño paso a paso

En este apartado nos basaremos en las seis fracciones contenidas en 
el lineamiento Trigésimo Tercero de los Lineamientos de Clasificación 
para facilitar su desarrollo y comprensión.

I. Se deberá fundar la clasificación, al citar la fracción y la 
hipótesis de la causal aplicable del artículo 113 de la Ley 
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General, vinculándola con el Lineamiento específico del 
presente ordenamiento y cuando corresponda, el supuesto 
normativo que expresamente le otorga el carácter de infor-
mación reservada;

Este primer paso es el más sencillo de todos, al menos en teoría, pues 
consiste en lo que jurídicamente se conoce como la subsunción de la 
norma al caso específico, es decir, identificar el hecho que se tiene en-
frente y posteriormente identificarlo con la hipótesis normativa ante la 
cual nos encontramos (alguna de las causales de reserva previstas por 
el artículo 113 de la LGTAIP o de la ley aplicable).

En esta etapa aparentemente sencilla, debemos de filtrar y dejar 
de lado todos aquellos casos en los cuales no existan elementos ob-
jetivos para asumir o presumir que cierto tipo de información pudiera 
encuadrar dentro de alguno de los supuestos normativos, porque ello 
atentaría contra el principio constitucional de máxima publicidad que 
debe servir como parámetro en todo intento de reserva de información 
pública, tal y como ya se expuso en el apartado correspondiente.

II. Se deberá motivar la clasificación, señalando las cir-
cunstancias de modo, tiempo y lugar que acrediten el vín-
culo entre la difusión de la información y la afectación al 
interés público o a la seguridad nacional;

Una vez que hemos encuadrado un hecho concreto dentro de una hi-
pótesis normativa que permita iniciar el proceso de clasificación, se de-
berán describir con claridad el cómo y el por qué es que la información 
solicitada en específico podría generar un perjuicio al interés público o 
seguridad nacional (según la norma aplicable).

Las circunstancias de modo, tiempo y lugar implican desarrollar de 
qué forma en concreto se causaría la afectación, en qué momento en 
concreto se podría generar dicha afectación y en qué espacio territorial 
en concreto se generaría dicha afectación, con la mayor cantidad de 
precisión que sea posible.
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III. Se deberán precisar las razones objetivas por las que la 
apertura de la información generaría un riesgo de perjuicio 
real, demostrable e identificable al interés jurídico tutelado 
de que se trate;

En primer lugar, me parece importante señalar que, en mi considera-
ción, en este paso no es necesario u obligatorio separar o analizar por 
separado los tres tipos de daño que se plantean en este apartado, sino 
que pudieran ser englobados dentro de un solo análisis del caso con-
creto, sin que ello impida, por supuesto, que el sujeto obligado que así 
lo desee pueda realizarlo.

En consecuencia, en mi opinión un daño real, demostrable e iden-
tificable es aquél:

a) Que tiene sentido, es decir, que cualquier persona lo 
pueda entender usando su “sentido común”;

b) Que puede respaldarse con suficientes precedentes o 
casos similares locales, regionales, nacionales o, en 
algunos casos, internacionales, donde se generó un 
perjuicio real utilizando información muy similar;

c) Que es probable que suceda (no basta con decir que es 
“posible”), porque referir que algo es posible es sumamente 
vago y difícilmente puede ser suficiente para acreditar 
que existe un daño demostrable; lo verdaderamente 
importante es tratar de acreditar una probabilidad alta 
(+50% al menos) de que algo malo pudiera sucederle a la 
sociedad o a la nación si se revela esa información pública 
(por ejemplo, es posible que el año que entra caiga un 
meteorito que acabe con la humanidad, pero muy poco 
probable); y

d) Que se pueda especificar de dónde se desprende 
dicha probabilidad, debiéndose evitar especulaciones 
descabelladas o hipótesis increíbles y sin ningún sustento 
objetivo y sólido.
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IV. Mediante una ponderación entre la medida restrictiva y 
el derecho de acceso a la información, deberán justificar y 
probar objetivamente mediante los elementos señalados en 
la fracción anterior, que la publicidad de la información soli-
citada generaría un riesgo de perjuicio que supera al interés 
público de que la información se difunda;

Este es el paso más importante y más complicado de todos pues im-
plica el análisis y la realización de un “test de proporcionalidad” que es 
uno de los ejercicios de argumentación jurídica más complicados que 
existen, y que incluso para profesionales del derecho con preparación 
en materia de argumentación jurídica puede constituir un reto complejo.

A pesar de ello, la LGTAIP expresamente señala que, en la aplica-
ción de la prueba de daño, el sujeto obligado deberá justificar que la 
limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el 
medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio, lo cual im-
plica, que dicha Ley reconoce que el derecho de acceso a información 
pública no es ilimitado y que, por consecuencia, sí es susceptible de 
afectación en alguna medida, siempre y cuando sea justificada, pro-
porcional y no vulnere el núcleo toral de dicho derecho, su parte más 
esencial.

Este principio ha sido tradicionalmente utilizado por tribunales para 
dirimir los conflictos entre derechos fundamentales, sin embargo, la LG-
TAIP ha determinado que, en casos de reserva de información pública, 
este ejercicio de ponderación sea realizado por los sujetos obligados en 
sede administrativa, a través de sus áreas administrativas poseedoras 
de la información y de sus comités de transparencia, con toda la enor-
me complejidad que ello representa.

El principal objetivo de la utilización de este principio para la limita-
ción de algún derecho o bien jurídico consiste en la justificación racional 
de cualquier decisión que pretenda dicha limitación, en oposición a las 
decisiones discrecionales que tradicionalmente se han utilizado para la 
restricción de derechos y, para su debida aplicación, es indispensable 
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la realización de tres pasos o utilización de tres subprincipios: idonei-
dad, necesidad y ponderación.

La propia LGTAIP define lo que se debe de entender por idoneidad 
y necesidad en el artículo 149 que, si bien está referido a los elementos 
de la “prueba de interés público” y no así a la de daño, son elementos 
del principio o test de proporcionalidad que se consideran indispensa-
bles, por lo cual vale la pena referirnos a cada uno de ellos:

a) Idoneidad: Se debe de acreditar que la restricción al 
derecho de acceso a información pública que se pretende 
es la única solución adecuada que existe para conseguir el 
fin superior que se busca resguardar en el caso específico, 
es decir: el interés público o la seguridad nacional.

b) Necesidad: Ante la falta de otra mejor salida, se tiene 
que acreditar que es, por consecuencia, necesario utilizar 
la vía de la reserva de información pública para proteger 
el interés público o la seguridad nacional, por no existir 
otra solución que cause menos daño al solicitante de la 
información sin lastimar dichos intereses superiores.

c) Ponderación: Este elemento suele estar referido a casos 
difíciles en que se encuentren principios en conflicto (en 
lugar de normas), pues se parte de la premisa que ambos 
son igualmente válidos en abstracto y, en razón de ello, es 
necesario determinar cuál es el que debe prevalecer en 
un caso concreto. En ese contexto, al restringir el derecho 
de acceso a la información a favor del interés público o la 
seguridad nacional, se debe de señalar con toda precisión 
el porqué en el caso concreto de análisis pesa menos el 
primero que alguno de los segundos.

V. Deberán elegir y justificar la opción de excepción al de-
recho de acceso a la información que menos lo restrinja y 
que sea adecuada y proporcional para evitar el perjuicio al 
interés público, evitando siempre que sea posible la reserva 
absoluta de documentos o expedientes; y
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En este apartado, se debe de determinar cómo se va a aplicar la res-
tricción al derecho de acceso a la información pública, estableciéndose 
en la LGTAIP que cuando algún documento contenga partes o seccio-
nes reservadas, los sujetos obligados deberán elaborar una “versión 
pública” de dicho documento en la que se testen las partes o secciones 
clasificadas, indicando su contenido de manera genérica, y fundando y 
motivando su clasificación.

Sin embargo, la propia Ley General también reconoce que la cla-
sificación podrá establecerse de manera parcial o total de acuerdo al 
contenido del documento cuya reserva se haya justificado, por lo que el 
sujeto obligado tiene que determinar si procede la elaboración de una 
versión pública o no.

En caso de que se llegue a la conclusión que dentro del documento 
sólo existen ciertas partes de naturaleza reservada, se deberán de tes-
tar o eliminar dichas partes para proceder a elaborar el documento que 
se vaya a hacer público, debiéndose eliminar únicamente la informa-
ción que sea estrictamente necesaria para prevenir el daño al interés 
público o la seguridad nacional.

Es posible y, desgraciadamente común, que en las versiones pú-
blicas de documentos con información reservada se teste u oculte mu-
cha más información de la estrictamente necesaria, por lo que este 
paso dentro del procedimiento de reserva cobra particular relevancia, 
debiéndose de tener siempre claro que no se trata de reservar por re-
servar, sino que todas y cada una de las palabras testadas deben de 
estar plenamente justificadas.

Por ello es que en la reciente reforma a los Lineamientos de Clasifi-
cación del SNT, se incorporó en el quincuagésimo quinto y sexagésimo 
tercero la figura de la persona “responsable del testado”, justamente 
con el objetivo de darle la importancia y relevancia que merece esta 
etapa de la clasificación, posibilitando e, incluso, recomendando a los 
sujetos obligados contar con personas especializadas en la elaboración 
de versiones públicas para poder hacer frente a la enorme responsabili-
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dad que implica testar únicamente aquella información que se despren-
da directamente de la prueba de daño correspondiente.

VI. En los casos en que se determine la clasificación total de 
la información, se deberán especificar en la prueba de daño, 
con la mayor claridad y precisión posible, los aspectos re-
levantes de la información clasificada que ayuden a cumplir 
con el objetivo de brindar certeza al solicitante.

La máxima restricción que existe al derecho a la información se presen-
ta cuando los sujetos obligados determinan la reserva absoluta de un 
documento o expediente, lo que implica negar el acceso incluso a una 
versión pública del mismo, por lo que en la reciente reforma a los Linea-
mientos de Clasificación se incorporó esta fracción como una propues-
ta realizada por el autor de este capítulo, para que incluso en los casos 
de clasificación total de la información el solicitante reciba al menos 
una descripción del documento o expediente reservado en su totalidad.

Cabe señalar que la propuesta original que se realizó fue la de crear 
la figura del “informe específico”, basándome en el artículo 90 de la 
Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 
Jalisco y sus municipios5, sin embargo, durante el debate se llegó a la 
conclusión de que era mejor generar esta obligación como parte del 
desarrollo de la prueba de daño, en lugar de establecer la posibilidad 
de generar dicho informe de manera potestativa para los sujetos obli-
gados.

Aunque se deja a los sujetos obligados la posibilidad de determinar 
cuáles son los aspectos relevantes de la información reservada que 
van a desarrollar para dar cumplimiento a esta fracción, con el objetivo 
de brindar certeza al solicitante de la existencia y contenido general de 
dicha información, mi recomendación a los sujetos obligados y a los 
organismos garantes de transparencia que revisen su cumplimiento, es 

5 Que fue bautizada como “Ley Vitrina” desde que fue impulsada en 2013 por el entonces diputado José 
Hernán Cortés Berumen.
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que al menos pueda contener -en la medida que ello sea posible- los 
siguientes elementos:

a. La cantidad de documentos o fojas que fueron clasificadas 
totalmente.

b. El área que la generó y resguarda. 
c. El lugar de resguardo.
d. El nombre de la persona responsable de su resguardo
e. El nombre de las personas involucradas en el origen, uso 

y destino de la información. 
f. La fecha en la que se generó el documento o expediente,
g. Las fechas que den cuenta de cualquier actuación en 

relación a las constancias, en su caso.
h. Descripción general de la información contenida en el 

documento o expediente.
i. La importancia de la información clasificada; y/o
j. Las implicaciones o riesgos generales derivados del 

conocimiento público del contenido de la información.

Con estos elementos incorporados dentro de la prueba de daño, será 
mucho menor la restricción al derecho a la información derivada de la 
clasificación total o absoluta de un documento o expediente por la na-
turaleza reservada de la información que contiene, lo cual es siempre 
lo más deseable.

Ejemplo de reserva de información y prueba de daño

Dado que al momento de escribir estas líneas aún no existen pruebas 
de daño desarrolladas conforme a los nuevos Lineamientos de Clasi-
ficación, es imposible presentar algún caso real del debido desarrollo 
de dichos pasos, sin embargo, en este apartado haremos el ejercicio a 
través de una prueba de daño hipotética a una solicitud de información.

Imaginemos que la solicitud de información es la siguiente: “Solicito 
se me informe el número total de escoltas o elementos de seguridad 
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pública asignados directamente a la Gobernadora del Estado X, así 
como el número de escoltas o elementos asignados a cada uno de 
sus familiares de manera desagregada por cada familiar, incluyendo la 
cantidad y tipo de vehículos que utilizan”.

En primer lugar, la unidad de transparencia recibe la solicitud y la 
remite al área administrativa que considere competente para poseer o 
generar la información solicitada, en este caso hipotético, supongamos 
que sería a la unidad de escoltas de la Secretaría de Seguridad Pública.

En segundo lugar, el área competente procederá a analizar la soli-
citud de información y determinará si es procedente o no su reserva a 
través de la prueba de daño correspondiente, de acuerdo a las siguien-
tes etapas:

1. Fundamentación: Se considera que la información solicitada 
debe ser reservada atendiendo a que por la naturaleza del cargo 
que ostenta la Gobernadora, se podría poner en riesgo su vida, 
su seguridad o su integridad y/o la de sus familiares, lo cual es 
una causal válida de reserva según lo dispuesto en la fracción 
V del artículo 113 de la LGTAIP y su correspondiente en la Ley 
Estatal.

 � Aunado a lo anterior, cualquier atentado o ataque en contra de 
la Gobernadora o su familia, implicaría un riesgo a la seguridad 
pública de la entidad, por la evidente inestabilidad política que 
implicaría el homicidio de la Gobernadora, lo cual también es una 
causal válida de reserva según lo dispuesto en la fracción I del 
artículo 113 de la LGTAIP y su correspondiente en la Ley Estatal.

2. Motivación: Ejercer el cargo de elección más elevado dentro 
del Estado de “X” conlleva una enorme responsabilidad, pero 
también conlleva riesgos inherentes al ejercicio de dicho cargo, 
ya que gobernar para el bien común implica muchas veces 
atentar contra intereses de particulares, de grupos de poder y/o 
de criminales, por lo que el solo hecho de ejercer dicho cargo 
implicará siempre la necesidad de una protección adecuada 



37

que garantice el debido desarrollo y un ejercicio de dicho cargo 
independiente y libre del temor a perder su vida.

 � En ese contexto, cabe señalar que desde su campaña electoral 
y hasta la fecha, la hoy Gobernadora ha sido víctima de diversas 
amenazas en redes sociales digitales, tales como las siguientes:

• (Poner capturas de pantalla de algunas amenazas, en que 
aparezca la fecha y hora en que se recibieron).

 � Aunado a lo anterior, es un hecho público y notorio que 
desde que asumió el cargo, la Gobernadora ha combatido 
a la delincuencia en todo el estado, tal y como se puede 
acreditar a través de la detención de las y los siguientes 
criminales:

• (Hacer una relación de las detenciones consideradas más 
importantes, estableciendo la fecha y hora en que se llevaron 
a cabo).

 � Así las cosas, es evidente hay suficientes circunstancias que 
ameritan el que nuestra Gobernadora y su familia tengan la 
protección mínima indispensable para evitar cualquier represalia 
en su contra, que permita atentar no sólo contra su vida, 
integridad o salud, sino también en contra de la autonomía de 
sus decisiones, la cual es indispensable para que ejerza el cargo 
para el cual fue electa constitucionalmente por el voto popular de 
la sociedad.

3. Riesgo: Existen diversos estudios que señalan que actualmente 
el “Cartel X” es uno de los más poderosos no sólo de México, 
sino de todo el Mundo, tales como:

(Citar él o los estudios, el lugar donde puedan ser consulta-
dos y de preferencia extractos de los mismos que corrobo-
ren lo afirmado).

 � En ese sentido, existen hechos notorios e información dentro 
de diversos expedientes y documentos en posesión de esta 
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institución, suficientes elementos para considerar que el “Cártel 
X” se encuentra operando activamente en nuestro territorio 
estatal:

(Referir algún hecho notorio relacionado con la presencia 
del “Cártel X” en la entidad).

 � Cabe agregar, que entre algunas de las actividades criminales 
que se le atribuyen al referido Cartel X dentro del territorio 
nacional se encuentran las siguientes:

(Referir casos específicos, de preferencia emblemáticos, de 
homicidios y atentados vinculados con el “Cártel X”).

 � También es importante señalar algunos casos de ex gobernadores 
y ex presidentes municipales que en las últimas décadas han sido 
asesinados o sufrido atentados contra su vida, lo que pone en 
evidencia que los riesgos derivados del cargo suelen perseguir 
a quienes lo ejercen, incluso años después de que lo concluyen 
cuando dejan de tener la suficiente protección del Estado, y que 
probablemente hubieran sido víctimas de atentados similares 
durante su encargo sin la debida protección, tales como:

(Referir casos específicos que ex gobernadores y de ex 
presidentes municipales -particularmente si son del mismo 
estado- que hayan sido asesinados o intentado asesinar en 
los últimos años).

 � Aunado a lo anterior, cabe señalar que, teniendo acceso a la 
información solicitada, incluso un delincuente en solitario 
pudiera representar un peligro para la vida, integridad o 
salud de la gobernadora y su familia, pues permitiría conocer 
detalles importantes para llevar a cabo un atentado en contra 
de cualquiera de dichas personas, al conocer la cantidad de 
elementos que protegen a cada una de ella, por lo cual esta 
reserva se considera indispensable.



39

 � En conclusión, es evidente que sí existe un riesgo de perjuicio 
real, demostrable e identificable, pues tanto por el simple 
ejercicio del cargo, los intereses que ha tenido y tendrá que 
enfrentar, las ofensas y amenazas que directa o indirectamente 
ha recibido, así como la presencia de la delincuencia organizada 
en la entidad, ponen a la gobernadora y a sus familiares en 
una situación vulnerable, que hacen que sea probable que, en 
caso de no tener el resguardo mínimo suficiente, pudieran ser 
víctimas de coerción o de atentados en contra de su vida, salud 
o integridad física.

4. Ponderación: En este caso concreto, entre la importancia de 
que la sociedad tenga conocimiento de la cantidad de elementos 
de seguridad pública que resguardan a la gobernadora y a 
sus familiares, y la importancia de proteger la vida, seguridad, 
integridad y salud de la gobernadora y sus familiares, 
consideramos que es más relevante lo segundo, por varias 
razones:

a. En primer lugar, porque la gubernatura es el máximo 
cargo de elección que existe en el Estado de X, y sus 
funciones son trascendentales para la debida conducción 
y estabilidad de la vida social y política de esta entidad 
federativa, razón por la cual, es del más elevado interés 
público prevenir y, en la medida de lo posible, evitar 
cualquier circunstancia que pudiera poner en riesgo a la 
persona que ostenta dicho cargo o su autonomía para 
la toma de las decisiones que constitucionalmente le 
competen.

b. En segundo lugar, porque la erogación de recursos públicos 
que representa el resguardo de la seguridad, la vida, la 
salud y la integridad de la gobernadora y sus familiares, 
representa una minúscula fracción del presupuesto que 
ejerce esta entidad federativa, por ello, entre el interés 
público que representa la vida de la gobernadora y el 
interés público que representa conocer cuánto cuesta 
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proteger su vida, es mucho más valiosa su vida.
c. En tercer lugar, porque es un hecho público y notorio que 

la gobernadora y su familia tienen protección, es decir, no 
se está ocultando este hecho de la opinión pública para 
los efectos de los ejercicios de rendición de cuentas que 
procedan; lo único que se están reservando son los detalles 
de esa protección, por lo cual, la restricción al derecho a 
la información no es excesiva ni desproporcional con el fin 
que se persigue con la reserva de la información solicitada.

5. Modalidad: En el caso específico, es imposible generar una 
versión pública de los documentos solicitados, pues no existe 
un solo ápice de la información solicitada que pueda revelarse 
y, por consiguiente, cualquier intento de elaborar una versión 
pública de los documentos que contienen la información 
solicitada, pudieran traer como consecuencia el que se deduzca 
la información solicitada cuya reserva se propone.

 � Lo anterior es así, toda vez que de la simple cantidad de oficios 
de comisión especial girados a cada uno de los elementos de 
seguridad pública que prestan el servicio de protección a la 
gobernadora y sus familiares, puede traer como resultado el que 
se deduzca el número total de elementos que se encargan de 
dicha seguridad, que es justo uno de los datos que se deben de 
reservar por las razones argumentadas en la presente prueba 
de daño.

6. Certeza: Para efecto de dar la mayor certeza posible de la 
existencia de la información pública requerida por el solicitante, 
nos permitimos informarle que es atribución de la persona titular 
de la Secretaría de Seguridad Pública proponer la cantidad de 
elementos de seguridad pública que serán asignados para la 
protección de la persona titular del Poder Ejecutivo del Estado 
y sus familiares, y que dicha atribución la ejerce a través de la 
emisión de oficios de comisión especial a dichos elementos, 
de la cual se marca copia a la Gobernadora y a su secretaria 
particular.
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 � Una vez que dichos elementos de seguridad pública han recibido 
el oficio, se apersonan ante el titular del Poder Ejecutivo y sus 
familiares, y cubriendo los turnos y guardias correspondientes 
brindan tal seguridad.

 � Las rotaciones, aumentos y disminuciones a dicho personal, 
dependen del criterio del titular del Poder Ejecutivo y las 
recomendaciones del titular de la Secretaría de Seguridad 
Pública, atendiendo a las circunstancias especiales que se 
vayan desenvolviendo durante la gestión de quien ocupe la 
gubernatura.

 � La información solicitada se obtiene de dichos oficios, de los 
cuales se desprenden las comisiones especiales vigentes y cuyo 
número total no puede ser revelado porque de él se podría deducir 
el número total de elementos de seguridad pública asignados.

 � La mayoría de dichas comisiones especiales se realizan por 
tiempo indeterminado hasta que el elemento recibe un oficio en 
el cual se le informe que dicha comisión especial ha cesado, 
con excepción de algunos casos en que se asignan de manera 
transitoria o temporal un mayor o menor número de elementos 
para casos o situaciones específicas.

En tercer lugar, este proyecto de prueba de daño se remitirá posterior-
mente al comité de transparencia del sujeto obligado competente, para 
que analice la propuesta y la confirme, la modifique o la revoque (una 
solicitud similar a nivel federal no pasaría por ningún comité de trans-
parencia, de acuerdo al quinto párrafo del artículo 43 de la LGTAIP).

Es decir, dicho comité de transparencia, en estricto sentido legal, 
podría válidamente hacer ajustes o incluso revocar la prueba de daño y 
ordenar la entrega de la información, aunque en la práctica este último 
caso creo que nunca ha sucedido, pues por regla general el área y el 
comité trabajan conjuntamente el análisis de los casos de reserva de 
información pública.

Finalmente, el comité de transparencia está obligado a llevar a cabo 
una sesión, en la cual determine si confirma, modifica o revoca la pro-
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puesta de reserva (y de prueba de daño) remitida por el área compe-
tente y emitir la resolución correspondiente, en la cual, podrá transcribir 
la prueba de daño que haya determinado confirmar o, cuando menos, 
fundar y motivar las razones que le llevaron a confirmar, modificar o 
revocar dicha prueba de daño.

Este es un ejemplo de proceso de clasificación de información pú-
blica como reservada, a través de la prueba de daño correspondiente, 
en la que se desarrolla la totalidad de los seis puntos contenidos en 
el lineamiento trigésimo tercero de los Lineamientos de Clasificación, 
poniendo de relieve elementos suficientes para tratar de generar una 
convicción plena en el solicitante (y de cualquier persona) de que sí se 
encuentra plenamente justificada la reserva de la información a la cual 
solicitó tener acceso.

En la elaboración de la prueba de daño se deberá usar, en la medi-
da de lo posible, lenguaje ciudadano (como en este ejemplo), sin sacri-
ficar la claridad de cada uno de los apartados pero evitando siempre la 
transcripción innecesaria de normas y/o criterios (especialmente cuan-
do no apliquen al caso concreto), de tal forma que incluso si al final el 
solicitante no estuviera de acuerdo en las razones que llevaron a la 
autoridad a reservar la información, al menos siempre esté comple-
tamente seguro de cuáles fueron esas razones (en lugar de aquellas 
ocasiones en que ni siquiera a través de la prueba de daño entiende 
las razones por las cuales le fue negada la entrega de determinada 
información).

Conclusiones

La clasificación de información pública como reservada constituye 
siempre una restricción a un derecho humano imperativo en una de-
mocracia moderna, razón por la cual jamás deberá de tomarse a la 
ligera por las autoridades y, la prueba de daño, busca justamente ser 
el filtro para evitar que ello pueda llegar a suceder, pues a través de los 
6 pasos procedimentales establecidos por los Lineamientos de Clasifi-
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cación, se obliga a los sujetos obligados a desarrollar suficientes ejer-
cicios de argumentación y razonamiento que exhiban cualquier intento 
de reserva discrecional o no justificada de información pública.

Cabe señalar que los organismos garantes de transparencia no rea-
lizan formalmente pruebas de daño en el ejercicio de sus atribuciones 
constitucionales (solo en su carácter de sujetos obligados), sino única-
mente revisan que las pruebas de daño cumplan con los 6 requisitos 
establecidos por el artículo 104 de la LGTAIPG y el lineamiento trigé-
simo tercero de los Lineamientos de Clasificación, de tal forma que 
cuando analizan la reserva de información pública deben de valorar 
justamente el contenido de la prueba de daño, para tomar alguna de 
las siguientes decisiones:

1. Que la prueba de daño es formalmente válida, y por lo tanto se 
confirma la reserva de la información pública solicitada.

2. Que la prueba de daño es formalmente válida, pero a pesar de 
ello se revoca la reserva y se ordena la entrega de la información 
pública reservada, a través de la aplicación de una “prueba de 
interés público”.

3. Que la prueba de daño es formalmente defectuosa, y no se 
justifica la reserva, por lo cual se revoca dicha reserva y se 
ordena la entrega de la información pública.

4. Que la prueba de daño es formalmente defectuosa, pero se 
confirma la reserva de la información pública, por considerar que 
es evidente que los errores son subsanables en la resolución 
mediante el análisis correspondiente (no a través de una 
nueva prueba de daño, pero sí a través de una interpretación o 
modificación de la defectuosa); y

5. Que la prueba de daño es formalmente defectuosa, por lo que 
se ordena la elaboración de una prueba de daño que cumpla 
con todos los requisitos que establece la ley o, en su defecto, la 
entrega de la información pública.
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LA CLASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN 
QUE COMPROMETA LA SEGURIDAD 
NACIONAL O LA DEFENSA NACIONAL Y 
CUENTE CON UN PROPÓSITO GENUINO 
Y UN EFECTO DEMOSTRABLE

Dra. Norma Julieta del Río Venegas

Antes que nada, me parece muy oportuno reconocer lo valioso de este 
ejercicio editorial llevado a cabo desde el Instituto de Transparencia, In-
formación Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Ja-
lisco (ITEI), ya que las hipótesis de excepción al derecho de acceso a la 
información pública establecidas por el Congreso de la Unión a través 
de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(LGTAIP) reglamentaria del artículo 6 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), deben estudiarse y entenderse 
por parte de todos los involucrados en el procedimiento de atención a 
las solicitudes de acceso a la información para, posteriormente, aplicar-
se adecuadamente y, como el título de la obra lo indica, en su caso, se 
efectué una debida clasificación de la información pública.

En primer lugar, antes de hablar de las excepciones al derecho hu-
mano de acceso a la información, es importante hablar de la regla, esto 
es, el llamado principio de publicidad de la información.

Conforme a nuestro sistema jurídico vigente, el derecho de acce-
so a la información pública es un derecho humano consagrado en el 
artículo 6º Constitucional, el cual tiene un apartado A que establece 
los principios que regulan y garantizan el ejercicio de este derecho en 
nuestro país. Es un derecho que, además, deriva del derecho a la infor-
mación, el cual consiste en que toda persona tiene el derecho a buscar, 
recibir y difundir información y opiniones libremente.

Es así como el derecho de acceso a la información pública, en térmi-
nos de lo señalado por el artículo 4 de la LGTAIP, consiste en solicitar, 
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investigar, difundir, buscar y recibir información. Al solicitar información, 
toda persona, sin necesidad de acreditar personalidad alguna, interés, 
o justificación del uso que dará a la información, tiene el derecho a 
requerir y a exigir la entrega de cualquier tipo de información que se en-
cuentre en los archivos físicos, electrónicos o de cualquier otra índole 
de los sujetos obligados.

Esta premisa de que la sola posesión de un documento (documento 
conforme a la descripción amplia del artículo 3, fracción VII de la LG-
TAIP) en los archivos de un sujeto obligado lo convierte en un docu-
mento público, es lo que se conoce como el principio de publicidad de la 
información en poder de los sujetos obligados, esto significa que, desde 
el momento mismo de su creación, transmisión por parte de otro sujeto 
obligado, cesión, entrega o cualquier acto que se traduzca en que un 
documento esté en poder del sujeto obligado, dota de publicidad a la 
información en el contenido.

Este principio de publicidad que en nuestro país vino de la mano en 
el año 2002, cuando entró en vigor la primer ley de acceso a la infor-
mación en México, fue un parteaguas en el pensamiento del servicio 
público, porque tradicionalmente este tomaba decisiones en un círculo 
muy cerrado por quienes ejercían el poder público, sin tener el hábito 
de publicitar la toma de decisiones, el ejercicio del gasto público o de 
rendir cuentas, de ahí que hoy en día, y a veinte años del ejercicio del 
derecho de acceso a la información pública en México, los ciudadanos 
continúan enfrentándose, en no muy pocas ocasiones, con respuestas 
a sus requerimientos informativos dotadas de ese recelo por la entrega 
de la información, ya que esta actitud es herencia de una tradición de 
secrecía.

En ese sentido, la respuesta a una solicitud de información, en don-
de se observe por parte de los sujetos obligados que la información que 
obra en su poder se ajusta a alguna de las hipótesis normativas previs-
tas por el legislador como causas de excepción al mencionado principio 
de publicidad, debe ser una respuesta que no sólo indique qué artículo 
y fracción es la que funda esa excepción, sino que es obligación del 
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sujeto obligado acreditar cómo es que lo solicitado corresponde total-
mente a la descripción de dicha hipótesis legal, para efecto de entregar 
al requirente de información una negativa a su pretensión informativa 
fundada y motivada, tal y como lo mandata nuestra Carta Magna para 
todo acto de autoridad.

Dicho lo anterior, en el caso concreto, es necesario efectuar el análi-
sis de la excepción al derecho humano de acceso a la información, pre-
visto en la LGTAIP en su artículo 113, fracción I. Dicho precepto señala 
tres hipótesis de excepción al derecho de acceso a la información, sien-
do estas: aquella información que comprometa la seguridad nacional, la 
seguridad pública o la defensa nacional. El presente artículo analizará 
dos de dichas hipótesis, siendo la de la información que, de entregarse, 
pudiera comprometer la seguridad o la defensa nacional.

Es importante discernir sobre la que es causa de excepción al de-
recho de acceso a la información por excelencia, no sólo en nuestro 
país, sino en el mundo. Desde el surgimiento mismo de este derecho, la 
seguridad nacional ha sido la restricción que se ha encontrado presente 
en las normas que regulan este derecho.

A nivel constitucional, de acuerdo con lo previsto en el artículo 6, 
Apartado A, fracción I de la CPEUM, se señala cuáles son las limitan-
tes al derecho de acceso a la información, cuando se menciona: “sólo 
podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público en 
los términos que fijen las leyes”, esta fórmula además, nos establece 
dos reglas importantes a seguir al momento de clasificar información 
en la modalidad de reservada; la primera consiste en tener bien cla-
ro que esta restricción al acceso es por un tiempo limitado, así como 
explicamos que la información nace pública desde su creación o pose-
sión por el sujeto obligado, al encuadrar en una hipótesis de excepción 
debemos tener claro que esta condición será temporal y que una vez 
que desaparezcan las causas que podrían poner en riesgo el bien ju-
rídico de interés público tutelado en la norma, la información regresa 
a su naturaleza primigenia, es decir vuelve a ser pública y asequible a 
cualquier persona.
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La segunda condición que nos menciona el texto constitucional en 
esta porción normativa es que estas causas de interés público estarán 
fijadas en las leyes. Esta frase es mucho muy importante porque el 
mensaje es claro, las restricciones al derecho humano de acceso a 
la información no pueden ser arbitrarias o inventadas al momento de 
responder. Las causales de reserva, como comúnmente se les conoce, 
deben de obrar en la ley; ley en sentido formal, emitida por el Poder 
Legislativo, en este caso por el Congreso de la Unión, y en sentido ma-
terial, con carácter general, impersonal y abstracta, en nuestro caso es-
tán previstas en la LGTAIP reglamentaria del artículo 6 constitucional.

Estas directrices constitucionales están enfocadas a que se tenga 
bien en cuenta, que las restricciones al acceso a la información deben 
ser excepcionales, temporales y reguladas previamente.

Estas causas por las que se puede restringir el derecho de acceso a 
la información son razones de interés público que fueron determinadas 
por el Congreso de la Unión y puestas en el artículo 113 de la LGTAIP. 
Son hipótesis que tutelan bienes jurídicos, cuya ponderación estuvo a 
cargo del legislador para concluir que son de mayor preponderancia 
que el derecho individual de una persona a conocer información.

Dicho de otro modo, las causas de reserva de la información prote-
gen bienes jurídicos de mayor peso que el bien jurídico que tienen las 
personas y la sociedad de acceder a información pública.

En ese sentido, en el artículo 113, fracción I, de la LGTAIP se seña-
la como información que se considera reservada, aquella que con su 
difusión pueda comprometer tanto a la seguridad nacional como a la 
defensa nacional; la primera de esta hipótesis se refiere conforme a los 
Lineamientos generales en materia de clasificación y desclasificación 
de la información, así como para la elaboración de versiones públicas,1 
a aquella información que al divulgarse pudiera poner en riesgo las 

1 Publicados en el Diario Oficial de la Federación el 15 de abril de 2016, visibles en https://www.dof.gob.
mx/nota_detalle.php?codigo=5433280&fecha=15/04/2016#gsc.tab=0
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funciones del Estado orientadas al bienestar general de la sociedad, 
tendientes a proteger la integridad, estabilidad y permanencia del Es-
tado Mexicano, la gobernabilidad democrática y la seguridad interior.

Por otro lado, la información reservada que puede poner en riesgo 
la defensa nacional se refiere, conforme a los mencionados lineamien-
tos, a aquella información que suponga un riesgo para las misiones 
generales del Ejército, Fuerza Aérea Mexicana o Armada de México, 
relacionadas con la defensa del Estado Mexicano, para salvaguardar 
la soberanía y defender la integridad, y permanencia del territorio na-
cional.

En ambos casos, podemos observar que hay un denominador co-
mún; estas funciones y misiones de sujetos obligados del estado que 
generan información susceptible de ser clasificada por alguna de estas 
dos razones de interés público, son llevadas a cabo por un número muy 
restringido de sujetos obligados, es decir, sólo algunos cuantos de és-
tos tienen atribuciones para llevarlas a cabo y, por ende, son ellos quie-
nes poseen esta información y pudieran aludir a la reserva en comento.

Para el caso de la información relacionada con seguridad nacional, 
podemos mencionar a sujetos obligados como la Secretaria de Segu-
ridad y Protección Ciudadana (SSyPC), la Guardia Nacional (GN), la 
Fiscalía General de la República (FGR), la Secretaría de la Defensa 
Nacional (SEDENA), la Secretaría de Marina (SEMAR), principalmente, 
ya que efectúan labores de seguridad, acciones para el combate a la 
delincuencia organizada, pero también hay sujetos obligados que están 
a cargo de instalaciones e infraestructura de carácter estratégico como 
la relacionada con la provisión de bienes o servicios públicos como las 
presas de agua a cargo de Comisión Nacional del Agua (CONAGUA); 
las plataformas petroleras a cargo de Petróleos Mexicanos (PEMEX) 
entre otros.

Pero en el caso de la reserva de la información por motivos de de-
fensa nacional, el universo de sujetos obligados que pueden invocar 
esta hipótesis de clasificación es aún más limitada ya que, por norma-
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tividad, son contados los sujetos obligados que pudieran poseer infor-
mación que, de divulgarse, pudiera poner en riesgo las misiones para la 
defensa del Estado Mexicano, salvaguardar la soberanía de la repúbli-
ca, defender la integridad y permanencia del territorio nacional. Esta es 
una causal de reserva que prácticamente está diseñada para proteger 
información en posesión de la SEDENA y de la SEMAR, sin que sean 
los únicos que en su momento puedan poseer este tipo de documentos.

Dicho lo anterior, lo que debemos mencionar es que, tanto la segu-
ridad como la defensa nacional, son bienes jurídicos que, por su natu-
raleza, son de mayor preponderancia que cualquier otro bien jurídico 
particular. Poner en riesgo estos bienes jurídicos al entregar informa-
ción, puede afectar a toda una nación de manera directa o indirecta, por 
ello, en principio, parecería que la motivación que los sujetos obligados 
deben elaborar al responder una solicitud de acceso a la información 
determinando que lo pedido es reservado, resultaría sencilla, sin em-
bargo, esta negativa de acceso a la información no sólo se trata de 
parafrasear la causa de reserva y señalar la fracción correspondiente.

La normatividad nos obliga como sujetos obligados a que la reserva 
de la información se realice mediante un ejercicio de demostración, de 
que los documentos en los que obra la respuesta a la solicitud de acce-
so a la información constituyen documentos que, de divulgarse, pueden 
poner en riesgo a los bienes jurídicos que se protegen con las causas 
de reserva. Esta demostración es la denominada prueba de daño.

Con base en la experiencia adquirida con relación a la resolución de 
diversos casos relacionados con estos temas, es posible afirmar que el 
principal reto existente para reservar este tipo de información es que, al 
querer proteger la documentación que se considera encuadra en estas 
hipótesis de reserva, los sujetos obligados carecen de elementos para 
explicar el tipo de contenido que obra en los mismos, las acciones que 
provocaron la generación de esa información, el uso que se le puede 
dar, el que no querer revelar ningún dato relacionado con los documen-
tos a clasificar, es decir, la motivación muchas veces no es suficiente 
para que se acredite fehacientemente la causa de reserva.
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Otra dificultad detectada en este tipo de casos es que, si bien es 
cierto existen sujetos obligados que incluso por su propia denominación 
como la SEDENA, llevan a cabo labores de defensa nacional, ello no 
significa que toda la información en su poder ponga en riesgo la defen-
sa nacional en caso de divulgarse; incluso pudiera haber información 
que encuadre perfectamente en la descripción normativa de que se 
trata de alguna estrategia, por ejemplo, para combatir a la delincuencia, 
pero si analizando dicha información resultase que se trató de un ope-
rativo único, ya pasado, o que no supone un riesgo actual a la defensa 
nacional, esa información es pública.

También es muy común que se clasifiquen la totalidad de documen-
tos o expedientes relacionados con un tema como de seguridad nacio-
nal, siendo que la ley en la materia señala que se deben entregar ver-
siones públicas de la información, suprimiendo únicamente las partes o 
secciones que pudieran tener información clasificada (ya sea reservada 
o confidencial).

Por lo anterior, la solución a estas áreas de oportunidad al momento 
de clasificar información de este tipo es que los sujetos obligados, en 
primer lugar, hagan referencia a la denominación (en caso de poderlo 
hacer) del documento o documentos en donde se contiene la informa-
ción, hacer referencia de manera general a los títulos, secciones o con-
tenido de estos.

En segundo lugar, deben describir específicamente cómo es que 
se causaría el daño al revelarse la información; no basta con decir que 
se causa un daño, decir que tipo de daño se puede configurar, por 
ejemplo, se pierde eficacia del operativo, se pueden cometer daños a 
las instalaciones, se revelan métodos o técnicas de combate a la de-
lincuencia, entre otros; y luego de señalar el daño, la mejor manera de 
demostrar que es posible que se lleve a cabo, es mediante la cita de 
ejemplos de casos similares o análogos, que en el pasado han suce-
dido; estos ejemplos pueden ser locales o de otras latitudes del orbe, 
la cuestión en la prueba de daño es acreditar que ese daño puede ser 
real, o dicho en otra palabras, probable que suceda, presente, es decir, 
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que al divulgarse la información en un futuro cercano pueda provocarse 
el daño y que sea un daño específico, como se mencionó con anterio-
ridad, un daño concreto.

De esta manera, al señalar los elementos anteriores, cumpliríamos 
con la obligación de motivar adecuadamente la restricción al derecho 
humano de acceso a la información. Esta motivación se debe realizar 
caso por caso, evitando caer en los convencionalismos y analizando de 
manera responsable el contenido de los documentos que contienen la 
información pedida, por muy laborioso que sea este ejercicio, ya que 
debemos recordar en todo momento que estamos frente a un derecho 
humano de los peticionarios.

Señalado todo lo anterior, y con la finalidad de ejemplificar la reser-
va de información como la mencionada, es posible destacar el caso 
de la solicitud de acceso a la información registrada en la Plataforma 
Nacional de Transparencia con el número de folio 0001700291617 pre-
sentada ante la FGR en octubre de 2017, donde se solicitó, para el 
periodo de los años 2000 a 2017, la versión pública de cualquier do-
cumento relacionado con la contratación de software, licencia o herra-
mienta tecnológica desarrollada por la empresa NSO Group.

Este software mencionado en la solicitud en comento es el llamado 
“Pegasus”: “el software espía se puede instalar de forma remota en un 
teléfono inteligente sin requerir ninguna acción por parte de su propie-
tario. Una vez instalado, permite a los clientes tomar el control total del 
dispositivo, incluido el acceso a mensajes de aplicaciones de mensa-
jería encriptada como WhatsApp y Signal, y encender el micrófono y la 
cámara.”2

En la respuesta, la FGR clasificó la información como reservada por 
considerar que se configuraban cuatro causales de reserva, a saber, la 
primera de ellas, porque se ponía en riesgo la seguridad nacional, ya 

2 De acuerdo con lo publicado por consorcio Forbidden Stories y Amnistía Internacional, visible en 
https://forbiddenstories.org/about-the-pegasus-project/
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que la información contiene elementos que permiten establecer el pro-
cedimiento y especificaciones técnicas útiles utilizadas en las labores 
de inteligencia. 

En la prueba de daño, la FGR manifestó que en caso de que la 
información requerida cayera en manos de los integrantes de la delin-
cuencia, estos últimos tendrían información de inteligencia y contrainte-
ligencia generada para la investigación y persecución de los delitos en 
materia de delincuencia organizada, que además ello revelaría estrate-
gias y capacidades de la FGR utilizadas exclusivamente en contra de 
los miembros de las organizaciones delictivas y así verse afectada la 
seguridad pública y nacional.

Como segunda causa de reserva, la FGR señaló que se podía po-
ner en riesgo la su vida, seguridad y salud de las personas involucra-
das en los instrumentos contractuales, manifestando en la prueba de 
daño que con la entrega de la información: “se harían identificables y 
susceptibles de amenazas, extorsiones, intimidaciones y atentados por 
miembros de la delincuencia, ya que al conocer y/o al haber conocido 
de información sensible de inteligencia y contrainteligencia utilizada en 
contra de la delincuencia organizada, los hace vulnerables de repre-
salias y objetos del crimen para la revelación de datos de su interés.”

También se consideró reservada la información porque podría po-
ner en riesgo la persecución de los delitos, ya que, de acuerdo a su 
motivación en la prueba de daño, de caer la información en manos 
de grupos criminales, se utilizarían para evadir, destruir u ocultar los 
medios de prueba recopilados para la acreditación del cuerpo del delito 
y la probable responsabilidad de las personas responsables de la co-
misión de un delito.

Por último, que con la entrega de la información se contraviene lo 
dispuesto por una ley que considera como reservada la información, 
siendo que en el caso concreto, de acuerdo a la prueba de daño mani-
festada por la FGR, conforme a la Ley de Seguridad Nacional, el titular 
del sujeto obligado, el procurador, forma parte del Consejo de Seguri-
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dad Nacional y es responsabilidad de los integrantes de dicho Consejo 
la protección de la información que genere o custodie, que implique 
la revelación de normas, procedimientos, métodos, fuentes, especifi-
caciones técnicas, tecnología o equipos útiles para la generación de 
inteligencia en contra de la delincuencia organizada, por lo que, cual-
quier persona que por algún motivo tenga conocimiento de información 
derivada de las acciones en materia de seguridad nacional no podrá 
difundirla y deberá tomar medidas que eviten su publicidad.

El solicitante de información acudió al INAI a través del recurso de 
revisión, inconformándose por la clasificación de la esta, señalando 
medularmente que no se actualizaban las causales de reserva y que en 
su caso podía entregarse una versión pública en donde se suprimieran 
las partes clasificadas.

Durante el trámite del recurso de revisión, la ponencia a cargo acu-
dió a las instalaciones de la Agencia de Investigación Criminal de la 
FGR, a efecto de tener acceso directo a la documentación consistente 
en el contrato de adquisición del software mencionado en la solicitud y 
se analizaron y describieron de manera general en el acta de audiencia 
las partes y secciones que conforman dicho instrumento jurídico.

Hecho lo anterior y con todos los elementos del expediente, el Pleno 
del INAI dictó una resolución en el recurso de revisión RRA 0115/18 
mediante la cual consideró que, si bien la información deriva de la apli-
cación de la Ley de Seguridad Nacional, hay diversos rubros que tratan 
de cuestiones generales, como son su objeto general, declaraciones 
de las partes, importe total, precio unitario, forma de pago, restricción 
de transferencia de derechos, obligaciones de las partes, entre otros.

Asimismo, se aludió a que los contratos y convenios que suscriban 
los sujetos obligados constituyen información de obligaciones de trans-
parencia conforme al artículo 70, fracción XXVII de la LGTAIP, que de-
bían actualizarse sólo las causales específicas a cada tipo de informa-
ción contenida en el contrato localizado y, en consecuencia, determinó 
modificar la respuesta de la FGR instruyéndola a efecto de que entre-
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gara al solicitante la versión pública del contrato para la adquisición del 
software, licencia o herramienta tecnológica desarrollada por la firma 
NSO Group o por alguna de sus filiales y/o subsidiarias y su anexo, 
en donde únicamente se debía proteger las especificaciones técnicas 
del equipo en cuestión, y de procedimientos relacionados con su ope-
ratividad, en términos de la causal de reserva de seguridad nacional y 
proteger los nombres, cargos y firmas de aquellas personas físicas que 
participaron en la contratación y que tienen conocimiento privilegiado, 
concreto y específico sobre procedimientos, métodos, especificaciones 
técnicas, tecnología y equipo que se utilizan para la generación de in-
teligencia, en términos de la causal de reserva de la vida, la salud y la 
seguridad de las personas.

Sin embargo, a pesar de esta determinación que se pudiera consi-
derar favorable al peticionario, el propio particular se inconformó contra 
la resolución del INAI ante el Poder Judicial de la Federación (PJF), y 
presentó juicio de amparo, por considerar que se violaba su derecho 
de acceso a la información porque el INAI no se pronunció sobre de-
más documentos relacionados con la adquisición del software como lo 
requirió en su solicitud; que también se violaba su derecho al confir-
mar la reserva de información aludiendo a la fracción l del artículo 110, 
de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(LFTAIP), ya que consideró que el conocer la capacidad del sistema 
no otorga a los potenciales objetivos ninguna ventaja o posibilidad de 
resistencia a la operación del software, y que por el contrario hacer 
del conocimiento “el alcance de las capacidades que posee el Estado 
para potencialmente invadir su privacidad, lo cual es esencial para que 
exista un debate público informado respecto de la pertinencia de que el 
Estado posea dichas facultades y bajo qué circunstancias y controles 
democráticos”.

Por último, también el quejoso aludió como agravio en el juicio de 
amparo, que le causa perjuicio la clasificación de los datos de nom-
bres, cargos y firmas de los servidores públicos que participaron en la 
contratación de la adquisición del software, ya que datos de algunos 
funcionarios ya son públicos y se ha detectado irregularidades en el 
proceso de contratación.



56

El PJF, en resolución al Juicio de amparo 591/2018, consideró que 
“las acciones que inciden en el derecho fundamental a la vida privada 
de los particulares deben encontrase sujetas a un mayor estándar o 
presunción de publicidad y transparencia, pues por su injerencia en la 
privacidad constituye, desde luego, una obligación positiva del Estado 
el someterlas a una intensa supervisión y rendición de cuentas por par-
te de la sociedad en general”, aunado al hecho de que de acuerdo a las 
Observaciones Preliminares del Relator Especial de la Organización 
de las Naciones Unidas (ONU) sobre libertad de expresión y el Relator 
Especial sobre libertad de expresión de la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos (CIDH), después de su visita conjunta a México, efec-
tuada de los días 27 de noviembre al 4 de diciembre de 2017, emitieron 
informes en que se documentó que el Gobierno de México y diversos 
gobiernos estatales, compraron un software diseñado para vigilar indi-
viduos mediante sus teléfonos celulares, conocido como Pegasus, en 
concreto los informes mencionan que:

“Una serie de informes bien documentados este año han 
demostrado que el Gobierno de México y un número de go-
biernos estatales compraron o utilizaron software diseñado 
para vigilar individuos mediante sus teléfonos celulares. Es-
tos informes han mostrado, de manera convincente, que los 
objetivos del spyware -producido por el Grupo NSO basado 
en Israel llamado “Pegasus”-, incluye, entre otros, a políti-
cos, periodistas, defensores de derechos humanos, aboga-
dos, expertos en salud pública y anticorrupción, e incluso el 
organismo internacional establecido para investigar la des-
aparición masiva de los estudiantes en Iguala en 2014” 3.

Tomando en cuenta lo anterior, el PJF, consideró que el INAI debió rea-
lizar un pronunciamiento a primera instancia (prima facie) por advertir 
que existe una causa genuina de interés público en que se difunda la in-
formación, que no era necesario realizar la prueba de daño en relación 

3 Observaciones preliminares del Relator Especial de la ONU sobre la libertad de expresión y el Relator 
Especial sobre libertad de expresión de la CIDH después de su visita conjunta en México, 27 de 
noviembre – 4 de diciembre 2017
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a un supuesto riesgo relacionado con la seguridad nacional, porque al 
tratarse de información relacionada con posibles actos de corrupción y 
posibles violaciones graves a derechos fundamentales, no se permite 
la reserva de la información y que, considerando lo anterior, al rendir 
cuentas sobre estas posibles violaciones, se permita a las víctimas la 
oportunidad de acceder a una reparación efectiva. 

La resolución del Juicio de amparo 591/2018 determinó que el INAI 
debía dejar insubsistente su resolución, determinar que existe prima 
facie una causa de interés público y un efecto corruptor en la compra 
del software Pegasus y que se determine que la totalidad del contrato 
y sus anexos constituyen información pública, incluyendo las especifi-
caciones técnicas del equipo, los procedimientos relativos a su operati-
vidad, así como nombres, cargos y firmas de aquellas personas físicas 
que participaron en la contratación, además de que se debía buscar 
cualquier otro documento que sirviera de base para que la Agencia de 
Investigación Criminal celebrara el contrato con NSO Group (por ejem-
plo, estudios de mercado, facturas, entre otros).

Esta resolución llegó a la revisión y el Tribunal Colegiado respectivo 
y confirmó la resolución del Juzgado de Distrito.

En el caso expuesto, es posible observar ciertas áreas de oportuni-
dad, desde la propia respuesta del sujeto obligado que invocó diversas 
casuales de reserva; esto es una práctica común que debe erradicarse 
por parte de los sujetos obligados, que es de invocar diversas causales 
de clasificación y no sólo las específicas, creyendo que con ellos se 
refuerza más la reserva misma.

Otra cuestión importante es que los organismos garantes debe-
mos resolver sobre todos los puntos expuestos por los recurrentes, y 
también que como lo pudo hacer ver el PJF, si bien en principio cierta 
información pudiera cumplir con los extremos de las hipótesis de reser-
va, se debe tomar en cuenta el contexto de la propia información para 
poder determinar en qué casos se puede realizar un pronunciamiento a 
primera vista (prima facie) sobre que esa información está relacionada 
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con posibles violaciones graves a derechos humanos o con posibles 
actos de corrupción, para así superar cualquier reserva latente.

Por otro lado, un segundo caso a exponer es el relativo a las so-
licitudes presentadas en el mes de abril de 2018 y registradas en 
la Plataforma Nacional de Transparencia con los números de folio 
0320000180118 y 0320000180218, en la que se requirió al Consejo de 
la Judicatura Federal (CJF), la versión pública de la última resolución 
que obre en la causa penal 157/2013, radicada en el Segundo Tribunal 
Unitario del Segundo Circuito y en la causa penal 2/2013-ii, radicada en 
el Juzgado Primero de Distrito en materia de procesos penales federa-
les en el Estado de Tamaulipas, el estado procesal de dichas causas 
penales; los delitos por lo que se iniciaron las causas penales; qué 
otras causas y/o procesos penales se relacionan con esas causas, y 
si se ha ordenado aseguramiento, decomiso o incautación de bienes, 
y qué bienes.

El CJF reservó la información con fundamento en la causal de se-
guridad nacional ya que las causas penales referidas están vinculadas 
con delincuencia organizada, por lo que la divulgación de la información 
podría comprometer la seguridad nacional, al dar cuenta de estrategias 
de combate al crimen organizado.

El solicitante presentó recurso de revisión ante el INAI en contra de 
la reserva y el INAI, al resolver el recurso, consideró que únicamente es 
procedente la reserva respecto de los hechos, circunstancias de tiem-
po, modo y lugar; relación de pruebas e información que revele estra-
tegias de combate al crimen organizado, contenida en las resoluciones 
de las causas penales, la información sobre otras causas penales que 
se encuentren relacionadas y si en las causas penales se ha determi-
nado el aseguramiento, incautación y/o decomiso de bienes.

Lo anterior se consideró así, ya que la divulgación de dicha infor-
mación representa un riesgo real, demostrable e identificable de per-
juicio significativo al interés público, pues las causas penales sobre las 
que se requiere información se instruyen por el delito de delincuencia 
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organizada; por lo que de otorgarse la información proveniente de di-
chos expedientes se podrían entorpecer las acciones que se tomen 
para combatir los ilícitos en comento, ello en detrimento de la seguridad 
nacional, ya que se pondría al alcance de terceros información que 
en su conjunto brindaría elementos de utilidad para los grupos de la 
delincuencia organizada que podrían ser aprovechados para mermar la 
efectividad de las acciones emprendidas por la autoridad para el com-
bate a dichas organizaciones.

Por el contrario, no se consideró procedente la reserva de la in-
formación relativa a delito por el que se siguen las causas penales y 
el estado procesal de las mismas, ya que dicha información no revela 
detalles sobre las estrategias de combate a la delincuencia organizada, 
sino que únicamente se refiere a la descripción de un tipo penal y a la 
etapa procesal que se encuentra regulada en la legislación adjetiva en 
la materia.

Por lo que el Pleno del INAI determinó modificar la respuesta del 
CJF y ordenar que proporcionará versión pública de las resoluciones 
pedidas en donde sólo pudiera proteger además de lo mencionado en 
el párrafo anterior, los nombres y alias de partes (procesados y testi-
gos) y domicilios particulares como información confidencial y reserva-
da por seguridad de las personas.

Una peculiaridad de esta resolución es que se emitieron diversos 
votos particulares por los entonces integrantes del Pleno del INAI, hubo 
quienes consideraron que únicamente debían darse sentencias definiti-
vas y no así las relativas a los tocas penales por encontrarse en trámite 
y quienes consideraron que debía también entregarse la información de 
aseguramientos y/o incautación de bienes.

De este caso podemos advertir nuevamente cómo es una práctica 
común de los sujetos obligados el de reservar la totalidad de la informa-
ción relacionada con la materia de la solicitud, sin efectuar un análisis 
detallado del tipo de documentos y de la información contenida en cada 
uno de ellos para que en su caso, se pueda proporcionar una versión 



60

pública de la misma eliminado la información que sí encuadre en la 
clasificación, ya sea como reservada o confidencial.

Es verdad que como servidores públicos tenemos una doble res-
ponsabilidad cuando nos encontramos ante una solicitud de acceso a 
la información, que es tanto el de conceder el acceso a toda la infor-
mación que obre en nuestros archivos, como el de resguardar aquella 
información que de divulgarse, vulnere los bienes jurídicos contempla-
dos en las causales de clasificación reservada o confidencial que el 
legislador previó.

Hasta aquí podemos asegurar, sin duda alguna, que cuando cual-
quier persona escucha o lee que cierta información en posesión de 
una entidad de gobierno se considera de seguridad nacional o rela-
cionada con la defensa nacional, se nos viene a la mente información 
que por llevar sólo esos adjetivos podemos asegurar que se trata de 
información delicada que no cualquier persona debiera conocer y que 
seguramente contiene datos, estrategias, informes o comunicaciones 
relacionadas con actividades que llevan a cabo fuerzas de seguridad 
o fuerzas armadas en nuestro país, para proteger los bienes jurídicos 
más necesarios para garantizar una estabilidad de la república.

Hace unos pocos días en nuestro país se hizo del conocimiento 
público a través de medios de comunicación, que una organización de 
hackers se atribuía el hackeo de las bases de datos de la Secretaría de 
la Defensa Nacional, con un volumen aproximado de seis terabytes de 
información, hasta el momento no se tiene certeza sobre qué tipo de 
información ha sido extraída de los archivos de dicho sujeto obligado y 
hasta ha sido difundida, esto nos pone en una paradoja que sin duda 
en tiempos cercanos tendremos que analizar y resolver; si bien las cau-
sales de reserva protegen precisamente ciertos bienes jurídicos y per-
miten que temporalmente la información no pueda ser clasificada como 
reservada, por otra parte cuando la información que se busca proteger 
alcanza un dominio público, no hay razón de ser para la reserva, en fin, 
será por demás interesante y sobre todo una gran responsabilidad, lo 
que pueda llegar a acontecer en el análisis de estos casos de llegar a 
presentarse.



61

El reto que tenemos todos como servidores públicos, es el de seguir 
preparándonos desde nuestras unidades administrativas, unidades de 
transparencia, comités de transparencia y organismos garantes, para 
brindar a la ciudadanía atención a sus peticiones en las que se garan-
tice su derecho humano de acceso a la información, porque debemos 
recordar que el derecho no sólo se garantiza entregando la información 
como idealmente se espera, también cuando en concordancia con la 
ley se clasifica la información de forma fundada y motivada.
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ESTRATEGIAS DE LOS PARTIDOS 
POLÍTICOS PARA NO HACER PÚBLICA 
DETERMINADA INFORMACIÓN

Dra. Adriana Favela Herrera

Introducción

La transparencia es uno de los pilares fundamentales de la democracia, 
que permite que el desempeño de las autoridades se encuentre ex-
puesto a la mirada de la ciudadanía, lo que ofrece un mecanismo para 
conocer la gestión de gobierno, así como la forma en que se ejercen 
los recursos públicos.

Los partidos políticos no son órganos de gobierno, más bien son 
entidades de interés público que tienen una función primordial en el fun-
cionamiento del sistema democrático, que reciben recursos del erario y 
por ello, tienen la obligación de hacer pública toda su información a la 
ciudadanía en general, salvo la que se encuentre reservada de manera 
expresa con base en alguna disposición legal.

En el presente ensayo se analiza el hecho de que los partidos polí-
ticos clasifican como reservada determinada información, sin justificar 
de manera reforzada esa necesidad a través de la prueba del daño, y 
sin tomar en cuenta que, por su propia naturaleza y por su participación 
en la renovación del poder público, es indispensable que en todas sus 
actividades rija la máxima transparencia para que la ciudadanía pueda 
conocer a plenitud cómo se manejan en su vida interna y en qué utilizan 
los recursos públicos que obtienen, entre otros temas relevantes.

En la parte inicial del presente ensayo, se realiza un análisis con-
ceptual respecto a la calidad de los partidos políticos como sujetos obli-
gados en materia de transparencia y acceso a la información pública, 
así como el mecanismo legal de aplicación de sanciones para el caso 
de que incurran en violaciones a la normatividad aplicable.
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En la segunda parte se desarrolla el concepto de prueba del daño y 
su aplicación en los supuestos que la ley establece como información 
de los partidos políticos que tiene el carácter de reservada.

En la tercera sección del trabajo, se precisan las acciones realiza-
das por el Instituto Nacional Electoral (INE) para impulsar un auténtico 
régimen de transparencia electoral, que permite subsanar las deficien-
cias en las que llegan a incurrir los partidos políticos.

Finalmente, el ensayo concluye con el desarrollo de una problemá-
tica real, consistente en la falta de colaboración entre autoridades para 
compartir información reservada en materia penal, que resulta indis-
pensable para la investigación en materia de fiscalización que realiza 
el INE respecto del origen y destino de los recursos de los partidos 
políticos.

1. Los Partidos políticos como sujetos obligados en 
materia de transparencia y acceso a la información pública

De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 41 Constitucional, los par-
tidos políticos son entidades de interés público que tienen como fin 
promover la participación del pueblo en la vida democrática, fomentar 
el principio de paridad de género, contribuir a la integración de los ór-
ganos de representación política, y como organizaciones ciudadanas, 
hacer posible su acceso al ejercicio del poder público, de acuerdo con 
los programas, principios e ideas que postulan y mediante el sufragio 
universal, libre, secreto y directo, así como con las reglas que marque 
la ley electoral para garantizar la paridad de género, en las candidatu-
ras a los distintos cargos de elección popular.

Precisamente, por tener esa calidad de entidades de interés público 
y al ser una pieza fundamental para el sistema democrático mexicano, 
los partidos políticos disponen de financiamiento público para gastos 
ordinarios y de campaña, así como prerrogativas de acceso a tiempos 
en radio y televisión. Así, por recibir recursos del erario y por la función 
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primordial que desempeñan, los partidos políticos se consideran como 
sujetos obligados en la normatividad en materia de transparencia y ac-
ceso a la información pública.

El simple hecho de que reciban recursos públicos para gastos ordi-
narios y de campaña, obliga a los partidos políticos transparentar todas 
su actuaciones; por ello, la ciudadanía tiene el derecho a consultar, en 
cualquier momento, si el financiamiento que reciben se aplica para los 
fines para los que fue otorgado, si sus procesos internos de selección 
de cargos de dirigencia y de candidaturas se realizan con métodos de-
mocráticos, si actúan conforme a sus programas de acción, si cumplen 
con el número mínimo de afiliados para efectos de conservar su regis-
tro, entre otros muchos aspectos que son de interés tanto de la militan-
cia como de la sociedad en general.

Se destaca que los partidos políticos son sujetos obligados en ma-
teria de transparencia en forma completamente independiente al INE, 
que su vez también es sujeto obligado como órgano constitucional au-
tónomo, como se señala en el artículo 6 de la Constitución, que en 
su apartado A, fracción I, refiere los sujetos obligados, entre otros, los 
órganos autónomos y los partidos políticos.

Es claro que el INE es una autoridad respecto a los partidos políti-
cos, que los regula en materia electoral y puede sancionarlos cuando 
cometen alguna infracción, ello a través de procedimientos ordinarios 
sancionadores o procedimientos en materia de fiscalización. Resaltan-
do que el INE también impone sanciones a los partidos políticos cuando 
el Instituto Nacional de Acceso a la Información (INAI) determina que 
estos incumplieron con alguna obligación de transparencia o protección 
de datos personales. Desde 2015 a octubre de 2022, el INE ha resuelto 
45 procedimientos ordinarios sancionadores (POS), con motivo de las 
vistas ordenadas por el INAI, en los que se analizaron diversos temas 
como la omisión de entregar la información en la modalidad requerida 
por la persona solicitante; la entrega de manera extemporánea de la in-
formación solicitada; la omisión de informar a la ciudadanía la finalidad 
con que tratarían los datos personales y la forma en que destruyeron 
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tales datos; incumplimiento de publicar información pública en el portal 
de internet de los partidos políticos (está irregularidad es la de mayor 
incidencia con 31 casos); omisión de proporcionar información y pro-
porcionar datos personales en forma indebida.

La Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(LGTAIP) establece las obligaciones aplicables al INE y a los Organis-
mos Públicos Locales Electorales (OPL) en su artículo 74, regulando 
14 rubros de información que deben estar disponibles para el público 
y actualizados en todo momento; mientras que el artículo 76 de la in-
vocada ley, establece 30 rubros específicamente aplicables a los parti-
dos políticos nacionales y locales, agrupaciones políticas nacionales y 
asociaciones civiles creadas por personas que pretendan postular una 
candidatura independiente.

En tanto que la Ley General de Partidos Políticos (LGPP), concreta-
mente en el Capítulo IV, Título Segundo, artículos del 27 al 33, contem-
pla las obligaciones de los partidos políticos en materia de transparen-
cia en el ámbito electoral; y en el artículo 30 se precisa la información 
de los partidos políticos que se considera pública, refiriendo 19 rubros, 
y el artículo 31 prevé el tipo de información que se considera reservada.

Resalta que el modelo normativo vigente dispone que, en caso de 
que los partidos políticos incumplan las obligaciones de transparencia, 
acceso a la información pública, así como de las disposiciones de pro-
tección de datos personales, entonces el INAI declara la infracción y 
da vista al INE para que imponga la sanción correspondiente; ello, sin 
perjuicio de otras sanciones establecidas para los partidos políticos en 
las leyes aplicables.1

Desde el año de 2015 hasta el 20 de octubre de 2022, el INE ha 
tramitado 49 procedimientos ordinarios sancionadores derivado de vis-
tas del INAI por incumplimiento en las obligaciones de transparencia, 

1 Artículo 187 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, artículo 209 de 
la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y artículo 5, fracción V, de la Ley 
General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados.
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acceso a la información pública, atribuidas a los partidos políticos, los 
cuales han sido resueltos en los términos que a continuación se preci-
san, en el entendido de que lo resuelto por el INE es impugnable ante la 
Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
(TEPJF):

Resoluciones en Procedimientos Ordinarios Sancionadores (POS) por 
vistas del INAI por infracciones atribuidas a los partidos políticos

Año Número de 
POS POS en trámite

INE
Resoluciones 
sancionatorias

2015 2 --- 1

2016 1 --- 1

2017 1 --- 1

2018* 24 --- 24

2019 16 --- 16

2020 1 --- 1

2021 1 1 --

2022** 3 1 1

Total 49 2 45

Fuente: Elaboración propia con datos de la UTCE

* En 2018, en la columna de sentencias que confirman, corresponde a 9 reso-
luciones que confirmaron las sanciones impuestas por el INE y un medio de 
impugnación fue desechado.
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Resoluciones en Procedimientos Ordinarios Sancionadores (POS) por 
vistas del INAI por infracciones atribuidas a los partidos políticos

INE
Resoluciones 
absolutorias

Resoluciones 
impugnadas 

ante Sala 
Superior del 

TEPJF

Sentencias que 
confirman

Sentencias que 
revocan

1 -- --

-- -- -- --

-- 1 1 --

-- 11 10 1

-- 14 12 2

-- -- -- --

-- -- -- --

1 -- -- --

2 26 23 3

 
** En 2022, al mes de octubre se resolvieron 2 procedimientos en los que uno 
fue fundado, y en otro se declaró el sobreseimiento. Ambos asuntos se encuen-
tran dentro de término para ser impugnados.
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Como se aprecia, resultaron fundados 45 (91.83%) de los 49 procedi-
mientos resueltos por el INE derivados de vistas ordenadas por el INAI, 
razón por la cual los partidos políticos fueron sancionados; y solamente 
26 resoluciones fueron impugnadas ante la Sala Superior del TEPJF, 
quien revocó lo resuelto por el INE en tres sentencias, lo que implica 
que 46 determinaciones (93.87%) del INE quedaron firmes.

2. Clasificación de la información de los partidos políticos

Los partidos políticos cuentan con la libertad de decisión interna y el 
derecho a la auto organización; no obstante, deben transparentar to-
das sus actividades, tanto las de carácter financiero, como la toma de 
decisiones para dotar de certeza los procesos de emisión y reformas 
de documentos básicos, selección de integrantes de sus órganos de 
dirección, así como de candidaturas, entre otra información. En adición 
a los supuestos contenidos en el artículo 76 de la LGTAIP, se entiende 
que deben poner a disposición del público la totalidad de su información 
interna, salvo los casos que conforme a la propia ley debe clasificarse 
como información reservada o confidencial.

Por su parte, el artículo 31 de la LGPP precisa la información de los 
partidos políticos que es susceptible de considerarse reservada, a sa-
ber: la relativa a los procesos deliberativos de los órganos internos de 
los partidos políticos, la correspondiente a sus estrategias políticas, la 
contenida en todo tipo de encuestas por ellos ordenadas, y la referida a 
actividades de naturaleza privada, personal o familiar de sus militantes, 
dirigentes, precandidaturas y candidaturas a cargos de elección popu-
lar; en cambio, no se podrá reservar la información relativa a la asig-
nación y ejercicio de los gastos de campañas, precampañas y gastos 
en general del partido político con cuenta al presupuesto público, ni las 
aportaciones de cualquier tipo o especie que realicen los particulares, 
sin importar el destino de los recursos aportados.2

2 Artículo 31 de la LGPP, párrafo 1: Se considerará reservada la información relativa a los procesos 
deliberativos de los órganos internos de los partidos políticos, la correspondiente a sus estrategias 
políticas, la contenida en todo tipo de encuestas por ellos ordenadas, así como la referida a las 
actividades de naturaleza privada, personal o familiar, de sus militantes, dirigentes, precandidatos y 
candidatos a cargos de elección popular, en términos de la ley de la materia.
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Ahora bien, la pregunta es si se justifica que determinada informa-
ción de los partidos políticos se considere reservada, y para responder 
tendríamos que aplicar la prueba del daño con el fin de conocer cuáles 
son los principales motivos que justifican que una información en con-
creto se clasifique como reservada.

Para una respuesta puntual, empezaremos por aclarar lo que se 
conoce como prueba de daño que sirve para valorar si es necesaria la 
reserva de información pública.

• Prueba de daño

La prueba de daño es una herramienta prevista en la LGTAIP publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el 4 de mayo de 2015, la cual fue un 
logro para fortalecer el estándar del derecho a la información y limitar 
las excepciones que confinaban el ejercicio pleno del referido derecho.

Cervantes (2021) sostiene que la prueba del daño surge como una 
respuesta a la necesidad de establecer nuevos estándares en materia 
constitucional que ayuden a realizar interpretaciones que resultan más 
adecuadas para poder garantizar y afectar lo menos posible los prin-
cipios que se contemplan en la norma fundamental, específicamente 
aquellos que convergen con el derecho de acceso a la información. 
Ello, tomando como referencia la definición del concepto en estudio 
propuesta por Villanueva (2003):

Una herramienta metodológica de interpretación cuyo pro-
pósito es, por un lado, superar la aplicación de interpreta-
ciones tradicionales, literales y estrechas de la ley funda-
mental, y, por otro, acotar al máximo las posibilidades del 
ejercicio discrecional de la clasificación informativa.

Esta prueba es una herramienta que permite a las autoridades limitar 
el acceso a la información únicamente en los casos en que se ponga 
en riesgo el interés público jurídicamente protegido, como lo es la se-
guridad pública o seguridad nacional, o porque la información pudiera 
afectar la vida privada y/o el patrimonio de las personas. 
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La prueba de daño es una herramienta interpretativa que se erige 
como obligación para los sujetos obligados en materia de transparencia 
en México, en el momento en que se pretende reservar información a 
raíz de una solicitud de acceso. Su finalidad es legitimar las reservas 
de información a través de las cuales se limita el derecho de acceso a 
la información de las personas, mediante la ponderación entre el riesgo 
y el beneficio que pudiera representar la divulgación de la información 
solicitada. Así, la prueba de daño tiene como objetivo realizar una pon-
deración entre el derecho humano de acceso a la información de la 
ciudadanía o el interés jurídico protegido, para determinar cuál debe 
prevalecer. 

Para determinar si un dato debe ser clasificado como reservado, los 
sujetos obligados deben justificar las razones por las cuales se consi-
dera que la información podría poner en riesgo a la nación o bien la vida 
privada de una persona. 

El esquema de la prueba de daño obedece a la estructura del prin-
cipio de proporcionalidad, razón por la que se deben explorar las al-
ternativas a través de las cuales se puede conseguir un menor daño a 
los principios en pugna o verificar que el medio que se eligió es el más 
benigno, lo que implica determinar la idoneidad, necesidad y propor-
cionalidad de la reserva de la información, frente al interés público en 
divulgarla (Cervantes, 2021).

Ahora bien, tratándose de la clasificación como reservada respecto 
de la información de los partidos políticos relacionada con los procesos 
deliberativos de sus órganos internos, a sus estrategias políticas, a sus 
encuestas, y la referida a las actividades de naturaleza privada, perso-
nal o familiar, de sus militantes, dirigentes, precandidatos y candidatos 
a cargos de elección popular, como ya se dijo, el artículo 31, numeral 1, 
de la LGPP, dispone que dicha información se “considerará reserva-
da”. Por tanto, de la aplicación literal de ese precepto se entiende que 
se releva al sujeto obligado de reforzar la motivación en la prueba del 
daño para reservar esa información, precisamente porque la propia ley 
prevé que se trata de información que debe reservarse.
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Por el contrario, el numeral 2 del citado artículo 31 de la LGPP, es-
tablece los supuestos que no podrán ser clasificados como información 
reservada:

Artículo 31
(…)
2. No se podrá reservar la información relativa a la asig-
nación y ejercicio de los gastos de campañas, precampa-
ñas y gastos en general del partido político con cuenta al 
presupuesto público, ni las aportaciones de cualquier tipo o 
especie que realicen los particulares sin importar el destino 
de los recursos aportados.

En este caso, la ley dispone que no pueda negarse la información rela-
cionada con el manejo de los recursos públicos con los que cuentan los 
partidos políticos, ya que debe conocerse el destino, o sea, en qué fue-
ron utilizados. De hecho, considero que todos los gastos realizados por 
los partidos políticos deben considerarse información pública, con inde-
pendencia que sean cubiertos con presupuesto público o privado, para 
fomentar la transparencia y vigilar que se apliquen para actividades 
partidistas. En caso de que se niegue dicha información, el INAI puede 
ordenar su entrega y el INE impondrá la sanción correspondiente.

Sin embargo, algunos partidos políticos clasifican como reservada 
información que involucra el destino de sus recursos. Por ejemplo, en la 
sesión celebrada el 19 de octubre de 2022, el Consejo General del INE 
impuso una multa de $134,430.00 a Morena (INE, 2022-c), porque se 
negó a entregar información requerida mediante una solicitud, relativa 
a si compró o alquiló un determinado inmueble en la Ciudad de México, 
y el INAI en la Resolución RRA 11165/21 le ordenó realizar una nue-
va búsqueda en sus archivos a efecto de localizar dicha información. 
Además, Morena informó que un día antes de que fuera notificado del 
mencionado requerimiento para que buscara la información, su Comité 
de Transparencia sesionó y decidió reservar dicha información por tres 
años; como se advierte, el partido político no negó la existencia de la 
información, sino que la reservó, sin haber fundado y motivado las razo-
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nes para ello. Pero lo más grave es que la información no era suscepti-
ble de ser reservada, porque se trataba de conocer si con los recursos 
del partido político se había comprado o alquilado un inmueble.

Este asunto hace evidente el ánimo de los partidos políticos de no 
dar a conocer la información aunque sea pública y, por ello, proceden 
a reservarla en cuanto es requerida a través de la solicitud correspon-
diente.

Como se puede apreciar, tratándose del manejo de los recursos 
públicos y aportaciones privadas relacionadas con los partidos políti-
cos, la ley obliga a que sean transparentadas todas las operaciones, 
razón por la que existe prohibición expresa para reservar la información 
financiera.

De lo anterior, se desprende que la LGPP establece los supuestos 
en que la información debe ser reservada y en los que debe ser pública, 
y no es susceptible de reserva, porque lo importante es que la sociedad 
conozca la vida interna de los partidos políticos; como se puede corro-
borar con el contenido del Dictamen de dicha ley para ser aprobada 
por la Cámara de Diputados, a cargo del entonces Diputado Williams 
Oswaldo Ochoa Gallegos, quien manifestó lo siguiente (Cámara de Di-
putados, 2014):

En el rubro de transparencia la ley responde a un reclamo 
popular por abrir la vida de los partidos a la sociedad, y por 
tanto establece lo que habrá de considerarse como informa-
ción pública, así como la que habrá de considerarse como 
información reservada. 

Por tanto, los supuestos en que la información se considera reserva-
da deben estar previstos en forma expresa en la legislación, como se 
advierte del artículo 113, fracción XIII, de la LGTAIP en relación con el 
artículo 31, numeral 1, de la LGPP.
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Se precisa que en un sentido garantista y atendiendo al principio 
de máxima publicidad que rige en materia de transparencia, en caso 
de conflicto entre normas de distinta naturaleza (LGTAIP y otro ordena-
miento) deberá prevalecer el acceso a la información sobre cualquier 
otra legislación, en virtud de que para restringirlo será indispensable 
hacer la prueba del daño (Peschard, 2022); sin embargo, en los su-
puestos expresamente señalados como información reservada por la 
LGPP, genera que difícilmente los sujetos obligados realizan motu pro-
prio una motivación reforzada para demostrar la prueba del daño y que, 
en su caso, las valoraciones sean superficiales, debido a que la propia 
ley dispone su reserva.

La reserva de la información prevista en la ley no es una restricción 
de carácter absoluto, toda vez que la regulación en materia de trans-
parencia establece que tratándose de información reservada, debe 
aplicarse una “prueba de interés público”, para que en forma funda-
da y motivada se evidencie si el interés público es mayor al ofrecer la 
información que al reservarla o si se protege mejor el interés público 
manteniendo la reserva de la información clasificada (Peschard, 2022); 
no obstante, este es un ejercicio que realiza el INAI cuando conoce los 
recursos de revisión que los particulares interponen ante la negativa de 
los sujetos obligados de entregar la información, entre ellos los partidos 
políticos.

Lo que debe buscarse es evitar el abuso en la reserva de informa-
ción al pretender darle un alcance más amplio a los supuestos previstos 
en la LGPP, es decir, que los partidos políticos reserven información 
relacionada con diversos temas -que en principio son públicos- tratán-
dolos de ubicar en alguno de los supuestos previstos en el artículo 31, 
numeral1, de la LGPP. 

A continuación, se analizarán cada uno de los supuestos legales en 
que se considera reservada la información generada por los partidos 
políticos, para determinar su alcance.
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• Procesos deliberativos de los órganos internos de los partidos 
políticos y estrategias políticas

Los procesos deliberativos de los partidos políticos forman parte de sus 
procesos internos, según lo dispone el artículo 34, numeral 2, inciso e), 
de la LGPP:

Artículo 34
(…)
2. Son asuntos internos de los partidos políticos:
(…)
e) Los procesos deliberativos para la definición de sus es-
trategias políticas y electorales y, en general, para la toma 
de decisiones por sus órganos internos y de los organismos 
que agrupen a sus militantes.

En tal sentido, a partir de estos procesos definirán sus estrategias po-
líticas y electorales, encaminadas a la obtención del voto, la afiliación 
y ratificación de militantes, así como todas aquellas acciones que les 
permita posicionarse ante la ciudadanía. Por ello, es comprensible que 
el legislador haya determinado que la información relacionada con el 
tema sea de carácter reservado.

El problema de estos procedimientos consiste en que pueden repre-
sentar espacios de opacidad en el manejo de los recursos económicos. 
Si bien los partidos políticos tienen el deber de transparentar el destino 
de los recursos usados en las campañas mediante los informes que 
presenta al INE, así como publicitarlos como información pública que 
no puede ser objeto de reserva; lo cierto, es que la ciudadanía y la mi-
litancia no tienen posibilidad de conocer los procedimientos para deter-
minar los criterios para distribuir los recursos de los partidos entre sus 
diversas estructuras, entre las distintas candidaturas y la distribución de 
tiempos en radio y televisión asignados por el INE, entre otros temas.

Esto no es una problemática novedosa, ya que desde hace 15 años, 
existía el señalamiento de que si bien los partidos políticos reportan 
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los gastos que realizan sus estructuras de carácter nacional, lo cierto 
es que no difunden los criterios que utilizan para repartir los recursos 
entre los órganos que los conforman, tanto en el plano geográfico como 
en el funcional, y ello genera una de las lagunas normativas que per-
miten márgenes de maniobra discrecionales, que no están sujetas al 
escrutinio público, ni siquiera de los propios integrantes de los partidos 
(Peschard, 2007).

Esta situación continúa, ya que aun cuando para el proceso electo-
ral 2020-2021, el INE estableció la obligación de los partidos políticos 
de otorgar a las mujeres al menos el 40% del financiamiento público 
con el que cuente cada partido o coalición para las actividades de cam-
paña, así como aplicar el mismo porcentaje de los tiempos en radio y 
televisión para la difusión de las campañas de las mujeres, conforme 
lo previsto en el artículo 14, fracción XIV de los Lineamientos aproba-
dos en el Acuerdo INE/CG517/2020 (INE, 2020-c); lo cierto es que se 
desconocen los criterios para realizar dicha distribución en las diversas 
candidaturas que integran cada uno de los géneros, toda vez que se 
considera como parte de los procesos deliberativos que son reserva-
dos, lo que produce espacios de opacidad y discrecionalidad en el ma-
nejo del financiamiento público y de las prerrogativas.

Cuando se debería entender que los procesos deliberativos de los 
partidos políticos son reservados, mientras se están llevando a cabo, 
pero cuando concluyen entonces se debe hacer pública la información 
respectiva generada en dichos procesos para explicar cómo se llegó a 
determinada decisión.

• Encuestas ordenadas por los partidos políticos

El legislador consideró que las encuestas realizadas por orden de los 
partidos políticos debían considerarse como información reservada. 
Sobre el particular, se aclara que hay dos tipos de encuestas, las que 
se difunden al público en general y las que no se difunden porque sirven 
como insumo a los partidos políticos para el diseño de sus estrategias.
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Existe una diferencia entre las encuestas realizadas por empresas 
del ramo, conocidas como casas encuestadoras y las que llevan a cabo 
los partidos políticos a través de su propio personal que labora de for-
ma permanente, razón por la cual, la mayor parte de las ocasiones, 
no reportan al INE los gastos erogados para la realización de dichas 
encuestas, además de que se desconoce la metodología utilizada.

Para la detección de las encuestas ordenadas por los partidos polí-
ticos que no son reportadas a la autoridad fiscalizadora, el INE realiza 
monitoreos en los que revisa las publicaciones en redes sociales, en 
medios impresos y las declaraciones de las personas dirigentes par-
tidistas. También, se requiere a las principales casas encuestadoras 
para que informen si algún partido político les contrató la realización 
de algún estudio. La información obtenida se compara con lo reportado 
por los partidos políticos y si se detecta alguna omisión en el reporte de 
gastos, entonces se impone la sanción correspondiente, que consiste 
en un 150% del costo con el que sea cuantificado el estudio en cues-
tión.

Ahora bien, cuando las encuestas son utilizadas como un método 
para la definición interna de candidaturas a cargos de elección popular 
o elección de dirigentes de los partidos políticos, como acontece en el 
caso de Morena -artículo 44, fracción l), de sus estatutos-, entonces se 
presenta un problema complejo porque el artículo 31, numeral 1, de 
la LGPP, considera como reservada la información contenida en todo 
tipo de encuestas ordenadas por los partidos políticos, lo que abre una 
ventana a la opacidad respecto a las encuestas que se realizan para 
determinar las candidaturas a cargos de elección popular o dirigencias, 
porque al no difundirse ni conocerse la metodología utilizada para lle-
varlas a cabo, impide que la propia militancia de los partidos se allegue 
de la información, y si alguna persona contendió en algún proceso in-
terno de selección de candidaturas o dirigencias se le deja en estado 
de indefensión, porque solamente conoce que el resultado no le fue 
favorable pero no tiene certeza de que la encuesta se formula en forma 
adecuada.
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Un ejemplo en el que sí se hizo pública la información relacionada 
con la encuesta para elegir a la dirigencia de un partido político, aconte-
ció con la selección de la dirigencia nacional de Morena en el año 2020, 
ejercicio que estuvo a cargo del INE.

Como se recordará, el proceso de renovación de la Presidencia y 
Secretaría General de Morena en 2020 fue sumamente controvertido 
por los involucrados, lo que generó que ante las múltiples impugnacio-
nes a la convocatoria respectiva, la Sala Superior del TEPJF ordenara 
al INE conducir dicho proceso de elección interna de Morena, a través 
del método de encuesta abierta, al no existir condiciones internas para 
la autoorganización del partido (sentencia incidental dictada en el expe-
diente SUP-JDC-1573/2019).

Así, el INE realizó las acciones conducentes para emitir los Linea-
mientos (INE, 2020-a) y la convocatoria respectiva (INE, 2020-b); en 
un primer momento se previó que el levantamiento de la encuesta se 
realizaría en 45 días, pero el plazo se amplió por mandato de la Sala 
Superior en la sentencia SUP-JDC-1903/2020.

El ejercicio se realizó con cargo a las prerrogativas de Morena, con 
un presupuesto previsto por 20.9 millones de pesos, del cual se utili-
zaron 15.6 millones de pesos, por lo que se realizó la devolución del 
remanente al partido político (INE, 2021-b).

En atención a que el INE no cuenta con atribuciones para reali-
zar ejercicios demoscópicos, contrató a diversas casas encuestadoras, 
que efectuaron tres encuestas para obtener resultados contundentes.

En un primer momento, se encontraban registradas 100 personas 
candidatas (47 a la Presidencia y 53 a la Secretaría General), por lo 
que se realizó una primera encuesta de reconocimiento que redujera 
el número de opciones a elegir. Del resultado de ese ejercicio, queda-
ron cinco opciones de candidaturas para la Presidencia (tres mujeres 
y dos hombres), así como 13 opciones a la Secretaría General (nueve 
mujeres y cuatro hombres), y se determinó que para cada cargo se 
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realizaría una consulta por separado, lo que implicó que las personas 
encuestadas podían manifestar su preferencia por una persona para 
la Presidencia y por dos personas para la Secretaría General, una de 
cada género. Se previó que la Secretaría se asignaría a la persona 
mejor posicionada del género distinto al que fuera favorecido para la 
Presidencia.

Como resultado del segundo ejercicio, se obtuvo un empate técnico 
entre los dos hombres que aspiraban a la Presidencia (25.34 y 25.29%), 
por ello se realizó una tercera encuesta de desempate, resultando favo-
recido Mario Delgado Carrillo con 58.6% de las preferencias. Respecto 
a la Secretaría General, la encuesta presentó una tendencia marcada 
sobre la candidata Minerva Citlalli Hernández Mora con 21.44% de las 
preferencias.

En este caso, las diversas etapas del proceso de encuesta, la meto-
dología, los resultados y los costos sí fueron dados a conocer oportuna-
mente, porque el proceso interno de selección de la dirigencia nacional 
lo condujo el INE. Lo que evidencia que sí es posible hacer pública la 
información relativa a las encuestas para definir dirigencias de los parti-
dos políticos, desde su metodología hasta los resultados.

Por tanto, la regla debe ser que si las encuestas constituyen insu-
mos para el diseño de estrategias políticas, se justifica la reserva de 
esa información; pero cuando se trata de encuestas que se llevan a 
cabo como parte del proceso interno para definir candidaturas a car-
gos de elección popular o selección de dirigencias partidistas, entonces 
debería ser pública la información relacionada con la metodología em-
pleada y sus resultados, porque tienen consecuencias jurídicas al servir 
como sustento para la postulación de las personas que participarán en 
determinada contienda electoral o determinar a sus dirigentes -quienes 
actuaran en nombre del partido y tomarán decisiones importantes-, y 
evitar que se designen a personas favorecidas por los resultados de 
encuestas que carecen de una metodología objetiva o, inclusive, con 
base en encuestas inexistentes. 
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• Actividades de naturaleza privada, personal o familiar, de sus 
militantes, dirigentes, precandidatos y candidatos a cargos de 
elección popular

Desde luego, los datos personales de los integrantes y militantes de 
los partidos políticos se encuentran protegidos por la Ley General de 
Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados y, 
en caso de incumplimiento, el INAI da vista al INE para que aplique la 
sanción correspondiente.

El INE, mediante el acuerdo INE/CG406/2017 (INE, 2017), sancio-
nó al PRI con una multa de $283,087.50, por la divulgación de infor-
mación confidencial de 263 trabajadores correspondiente a su número 
de seguridad social, que se entregó con motivo de una solicitud de 
información, porque el partido omitió proteger (testar) dichos datos per-
sonales. Tal sanción se confirmó por la Sala Superior del TEPJF, en la 
sentencia SUP-RAP-638/2017.

Ahora bien, el artículo 31, numeral 1, de la LGPP, establece que se 
considera reservada la información relativa a las actividades de natura-
leza privada, personal y familiar de las personas militantes, dirigentes 
partidistas, precandidatas y candidaturas, razón por la cual se deben 
analizar los alcances de esta restricción, porque si bien en principio 
dicha información debe considerarse como reservada, lo cierto es que 
si dichas actividades se financian con los recursos de los partidos polí-
ticos, entonces la información sobre el tipo de actividad realizada y los 
gastos erogados debe ser pública, porque se actualizaría el supuesto 
previsto en el numeral dos del citado artículo.

El problema radica en definir si una actividad de la persona militante, 
dirigente, precandidata o candidata de un partido político corresponde 
al ámbito privado o se encuentra relacionada con sus actividades parti-
distas. En este caso, se debe realizar una valoración para determinar el 
tipo de actividad realizada y, después, definir si se trata de información 
reservada o de carácter público.
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Este tipo de valoración no resulta sencilla, porque en ocasiones se 
dificulta determinar si una persona realiza actividades dentro del ámbito 
privado o público.

Por ejemplo, en un procedimiento de queja en materia de fiscaliza-
ción interpuesto por el PRD en contra de Morena porque no rechazó la 
aportación en especie de ente prohibido consistente en vuelos en avión 
privado, utilizados por Mario Delgado Carrillo, cuando todavía no era 
Presidente Nacional de Morena, y Américo Villarreal Anaya, entonces 
precandidato de ese partido a la Gubernatura de Tamaulipas.

Respecto a Mario Delgado Carrillo, se emitió la resolución INE/
CG480/2022 (INE, 2022-b), que declaró el sobreseimiento de la queja 
ya que el INE no resultaba competente para investigar los hechos de-
nunciados, debido a que en marzo de 2019 cuando se realizaron los 
vuelos en avión privado que se le atribuyeron, dicha persona todavía no 
ocupaba la Presidencia de Morena ni otro cargo de dirigencia partidista, 
por lo que no era un sujeto obligado en materia de fiscalización, y toda 
vez que dicho ciudadano tenía el carácter de Diputado Federal, enton-
ces se dio vista a la Contraloría Interna de la Cámara de Diputadas y 
Diputados, para que en el ámbito de sus atribuciones determinara lo 
que correspondiera.

Trasladando el asunto al ámbito de la transparencia, seguramente 
la información sobre los vuelos en avión privado y quién los financió se 
hubiera considerada como pública, en tanto que Mario Delgado Carrillo 
era el coordinador de la bancada de Morena en la Cámara de Diputa-
das y Diputados del Congreso de la Unión, y si viajaba con un precan-
didato del mismo partido a la Gubernatura de Tamaulipas, parecería 
que las actividades que estaban realizando eran de naturaleza política 
y, por tanto, pública, sin que pudieran considerarse como actividades 
personales, privadas o familiares.

En este caso, Morena solamente tendría información de los viajes 
en avión privado, si se hubieran pagado con los recursos del propio 
partido, y la información relativa no podría ser reservada porque existe 
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la obligación de transparentar el uso de los recursos de los partidos 
contenido en el numeral dos  del artículo 31 de la LGPP.

Por otra parte, es prácticamente imposible que los partidos políticos 
cuenten en sus archivos con información sobre actividades personales, 
privadas o familiares de los integrantes y militantes de los partidos po-
líticos.

3. Acciones implementadas por el INE que fortalecen la 
transparencia y el acceso a la información pública

El INE realiza las acciones necesarias para privilegiar la construcción 
de una ciudadanía mejor informada y fomentar el denominado voto in-
formado. Por ello, además del cumplimiento de sus obligaciones en 
materia de transparencia que tiene como órgano autónomo, difunde 
información pública relacionada con otros sujetos obligados como los 
partidos políticos, tomando como base la información que reportan al 
INE o mediante la implementación de espacios en su portal de internet 
para que los propios partidos publiquen información relacionada con los 
procesos electorales.

• Padrones de militantes a los partidos políticos

Una obligación fundamental de los partidos políticos es hacer pública 
la información del número de personas afiliadas con las que cuentan, 
según lo dispone el artículo 76, fracción I, de la LGTAIP y el artículo 30, 
numeral 1, inciso d), de la LGPP, que son coincidentes en señalar el 
deber de hacer público el padrón de sus militantes, conteniendo exclu-
sivamente el apellido paterno, materno, nombre o nombres, fecha de 
afiliación y entidad de residencia.

Si bien es una obligación partidista, el INE cuenta con la información 
relativa a los padrones de los partidos políticos porque es reportada 
a la autoridad electoral, y con base en dicha información se realizan 
-cada tres años- los procesos para verificar que los partidos políticos 
nacionales cuentan con el número mínimo de militantes para conservar 
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su registro, previo al inicio del proceso electoral federal. En 2020, se 
verificó el número de afiliados con los que contaba cada partido político, 
obteniendo las cifras siguientes (INE, 2020-d):

Padrón de Afiliados Válidos de los Partidos Políticos Nacionales 
(Verificación 2020)

Partido Político Mujeres Hombres Total

PAN 131,014 
(51.96%)

121,126 
(48.04%) 252,140

PRI 1,329,204 
(64.36%)

735,957 
(35.64%) 2,065,161

PRD 816,345 
(65.71%)

426,066 
(34.29%) 1,242,411

PT 276,919 
(61.74%)

171,573 
(32.26%) 448,492

PVEM 419,468 
(63.47%)

241,406 
(36.53%) 660,874

MC 227,166 
(59.51%)

154,569 
(40.49%) 381,735

MORENA 247,350 
(52.97%)

219,581 
(37.52%) 466,931

Total 3,447,466 
(62.48%)

2,070,278 
(37.52%) 5,517,744

Fuente: INE
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La plataforma del INE, además de contar con los datos de los padrones 
de militantes de los partidos políticos a nivel nacional, también ofrece la 
posibilidad de descargar las bases de datos por partido político, desglo-
sado por entidad federativa.

Es muy relevante que sea pública la información respecto a la can-
tidad y nombre de las personas afiliadas a los partidos políticos, para 
determinar si cuentan con el mínimo de militantes exigido por la ley 
para conservar su registro; pero es esencial esta información para que 
la ciudadanía pueda consultar si se encuentra afiliada a algún partido y, 
en su caso, estar en posibilidad de ejercer sus derechos como militante, 
o bien, para identificar los posibles casos de indebida afiliación que se 
actualiza cuando se registra como militante a una persona sin su con-
sentimiento, lo cual constituye una violación a la normativa electoral.

Acceder a la información contenida en los padrones de militantes 
de los partidos políticos, también resulta muy útil inclusive para ser con-
tratado como supervisor o capacitador electoral del INE ya que para 
acceder a ese cargo se exige no pertenecer a ningún partido político, y 
precisamente cuando se está en el proceso de contratación el INE revi-
sa los mencionados padrones y le informa a la persona interesada que 
está incluida en el padrón de militantes de determinado partido, razón 
por la cual no puede ser contratada.

En el INE se han interpuesto 25,789 denuncias en contra de los di-
ferentes partidos políticos nacionales por indebida afiliación, de las cua-
les ya se han resuelto 21,840 y la mayoría resultan fundadas porque 
los partidos no cuentan con la cédula de afiliación o algún documento 
que acredite que las personas fueron inscritas al padrón de afiliados 
de manera voluntaria, lo que ha generado que se impongan diversas 
multas que -desde 2014 a septiembre de 2022-, ascienden a un total 
de $198,554,519.33. 
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Sanciones impuestas a Partidos Políticos por indebida afiliación

Partido Político Sanción

PAN $4,086,579.15

PRI $66,137,392.65

PRD $4,239,900.19

PT $11,532,607.79

PVEM $8,4746,024.12

MC $1,426,722.61

Morena $15,277,653.73

Nueva Alianza $10,298,380.12

Partido Humanista $15,422.00

Encuentro Social $793,836.97

Total $198,554,519.33

Fuente: Elaboración propia con datos de la UTCE.

Para erradicar el problema de las indebidas afiliaciones a los partidos 
políticos, en 2019 el INE concedió un plazo de un año para que ac-
tualizaran sus padrones de militantes y solamente mantuvieran en los 
mismos a las personas respecto de las cuales contaran con la cédula 
de afiliación correspondiente, ya fuera en papel u obtenida a través de 
la aplicación (App INE) que se diseñó para tal efecto, con lo que dismi-
nuyó considerablemente el número de personas afiliadas a los partidos. 
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Sin embargo, todavía persisten las afiliaciones indebidas, aunque en 
menor número; de ahí la importancia de que la ciudadanía revise en 
forma habitual los padrones de militantes de los partidos políticos para 
detectar, en su caso, si fue afiliada en forma indebida y solicitar su 
exclusión, además de presentar la queja respectiva para que el INE 
imponga la sanción correspondiente.

• Información de personas candidatas

Otra obligación de los partidos políticos en materia de transparencia 
consiste en poner a disposición del público el currículo con fotografía 
reciente de todas las personas precandidatas y candidatas a cargos de 
elección popular, especificando el cargo al que se postula, el distrito 
electoral y la entidad federativa, según lo dispone el artículo 76, frac-
ción XVII, de la LGTAIP.

Si bien en época de campañas electorales, la mayoría de las per-
sonas candidatas dan a conocer su información curricular, lo cierto es 
que difícilmente en un solo sitio se encuentra alojada la información de 
todas las candidaturas. Por ello, para propiciar el voto informado en el 
proceso electoral federal 2011-2012, el entonces IFE ahora INE consi-
deró que correspondía a la autoridad electoral implementar un sistema 
para la captura del cuestionario curricular y el cuestionario de identidad 
de las candidaturas. Ese ejercicio se siguió implementando en los pro-
cesos electorales subsecuentes 2014-2015, 2017-2018, así como en la 
Elección Constituyente de 2016. En esta etapa, la captura de informa-
ción era voluntaria, lo que generaba un bajo grado de participación de 
los actores políticos para dar a conocer la información de las personas 
candidatas.

Con la finalidad de contar con la información de las personas candi-
datas en el proceso electoral federal 2020-2021, el INE emitió el acuer-
do INE/CG161/2021, que por primera vez estableció la obligatoriedad 
de los partidos políticos y de las candidaturas independientes de captu-
rar la información de las personas postuladas para darla a conocer a la 
ciudadanía, a través de la plataforma “Candidatas y Candidatos, Conó-
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celes”, por ello este último ejercicio ha sido el más exitoso en cuanto a 
la captura de información (INE, 2021-a):

Captura de información curricular de personas candidatas en 
plataforma del IFE-INE

Proceso Electoral Porcentaje de participación

2011-2012 21.98%

2014-2015 39.19%

2016 65.41%

2017-2018 29.90%

2020-2021 94.09%

Fuente: INE

Este sistema de información obligatorio para los partidos políticos tam-
bién fue replicado en los OPL a través de sus sitios oficiales de internet, 
siguiendo los lineamientos establecidos por el INE. 

La captura de información no se agota con la información curricu-
lar de la persona candidata, ya que también se deben incluir datos de 
contacto, las dos principales propuestas de campaña y su fotografía.

Asimismo, debe llenarse un cuestionario de identidad para conocer 
si la persona candidata pertenece a algún grupo poblacional en situa-
ción de desventaja o de vulnerabilidad (indígena, afrodescendiente, 
migrante, persona con discapacidad, persona de la diversidad sexual), 
información que además sirve para verificar si los partidos políticos 
cumplieron con las acciones afirmativas encaminadas a favorecer el 
acceso de sectores poblacionales históricamente discriminados a los 
cargos de elección popular.
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Para la elección federal de 2021, la Sala Superior del TEPJF deter-
minó como información reservada la relativa a si las personas candi-
datas pertenecían a un grupo en situación de vulnerabilidad y por ello 
fueron registradas para cumplir con las acciones afirmativas a favor 
de personas indígenas, afromexicanas, con discapacidad, de la diver-
sidad sexual y migrantes, salvo que contaran con la autorización ex-
presa para difundir esa información. Afortunadamente, este criterio ya 
no prevalece, en tanto que el 24 de noviembre de 2021, el INAI emitió 
las resoluciones RRA 10703/21 y RRA 11955/21, instruyendo al INE 
hacer públicos los nombres de las personas que se postularon por ac-
ciones afirmativas, el nombre de las candidaturas electas por la acción 
afirmativa y qué partido político las postuló, en su caso el número que 
ocuparon en las listas de representación proporcional, el principio de 
participación, el género y el entorno geográfico en el cual contendieron 
dichas personas candidatas.

El INAI tomó esta determinación mediante una ponderación de de-
rechos fundamentales en colisión, por una parte, el derecho de acceso 
a la información de la persona solicitante y, por la otra, el derecho a la 
protección de los datos personales de las personas candidatas que se 
postularon en alguna acción afirmativa. El INAI privilegió el derecho de 
acceso a la información, porque cuando una persona decide ser can-
didata a un cargo de elección popular –sobre todo si va a representar 
a algún grupo en situación de vulnerabilidad–, existe un interés público 
de parte de dicho grupo y de la sociedad en su conjunto para identificar 
a sus posibles representantes, lo que justifica la injerencia en la vida 
privada de quienes de forma voluntaria aceptaron la candidatura por al-
guna acción afirmativa; razón por la cual la difusión de esa información 
implica un interés público mayor, ya que permite transparentar la ges-
tión gubernamental y la rendición de cuentas a la ciudadanía, respecto 
de las personas que tienen interés en ocupar un cargo público.

El sistema “Candidatas y Candidatos, Conóceles” se implementó en 
los procesos electorales locales 2022, celebrados en las entidades de 
Aguascalientes, Durango, Hidalgo, Oaxaca, Quintana Roo y Tamauli-
pas, verificándose los siguientes resultados.
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Captura de información curricular de personas candidatas en el 
Sistema Candidatas y Candidatos, Conóceles, procesos electorales 

locales 2022

Tipo de cargo

Total de 
cuestionarios 
(curriculares e 

identidad)
Esperados

Total de 
cuestionarios 
curriculares 
capturados

Total de 
cuestionarios 
de identidad 
capturados

479 (100%) 327 (68.27%) 326 (68.06%)

Gubernaturas 27 27 (100%) 27 (100%)

Diputaciones 
Locales Mayoría 

Relativa
158 135 (85.44%) 132 (83.54%)

Diputaciones 
Locales 

Representación 
Proporcional

49 39 (79.59%) 35 (71.43%)

Presidencias 
Municipales 245 126 (51.43%) 132 (53.88%)

Fuente: INE

Como se aprecia, los registros de información se cumplieron al 100% 
tratándose de candidaturas a las gubernaturas, pero el porcentaje se 
reduce en candidaturas a Diputaciones Locales y disminuye más en 
las candidaturas a las Presidencias Municipales, lo que debe atenderse 
para que la ciudadanía cuente con información sobre las candidaturas 
y emita un voto informado.

Con base en las experiencias obtenidas en el desarrollo de la referi-
da plataforma, el INE emitió el acuerdo INE/CG616/2022, para incorpo-
rar la obligatoriedad de publicar la información curricular y de identidad 
de las candidaturas postuladas en las elecciones federales y locales, y 
expidió los Lineamientos para el uso del sistema “Candidatas y Candi-
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datos, Conóceles” para elecciones federales y locales (INE, 2022-a).3

4. Información ministerial clasificada como confidencial 
que puede estar relacionada con actividades políticas

Una función muy importante que realiza el INE es la fiscalización del 
origen, monto y destino de los recursos utilizados tanto en las campa-
ñas electorales federales y locales, como los gastos que realizan los 
partidos políticos durante su operación ordinaria. Ello tiene la finalidad 
de verificar que no se rebasen los topes de gastos de campaña, garan-
tizar la equidad en la contienda electoral y evitar el flujo de recursos 
ilícitos en las elecciones; además de comprobar que el financiamiento 
público que reciben los partidos políticos sea empleado para los fines 
para establecidos y no sean desviados para otros propósitos.

La reforma constitucional de 2014 que transformó el IFE a INE, am-
plió las atribuciones de la nueva autoridad electoral nacional, y refrendó 
la disposición aprobada en 2007 en el sentido de que la actuación de la 
Unidad Técnica de Fiscalización (UTF) del INE no será limitada por el 
secreto bancario, fiduciario y fiscal.

Bajo este marco de actuación, la UTF tiene la atribución de realizar 
toda clase de diligencias para corroborar la información aportada por 
los partidos políticos en sus respectivos informes de ingresos y gastos 
anuales; así como para verificar la información correspondiente a los 
gastos de precampañas y campañas que realizan los partidos políticos 
y candidaturas independientes.

En el proceso de fiscalización que realiza el INE, los sujetos obliga-
dos en materia electoral, así como proveedores y autoridades del Es-
tado mexicano tienen la obligación de proporcionar toda la información 
que les solicite la UTF, sin que sea oponible alguna clase de reserva.

3 Este acuerdo fue impugnado por Morena, a través del recurso de apelación SUP-RAP-289/2022, que 
se encuentra pendiente de resolución al 23 de octubre de 2022.
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En ocasiones, para efectuar la fiscalización y resolver las quejas 
que se presentan sobre la supuesta recepción de recursos por parte 
de los partidos políticos para financiar sus campañas electorales pro-
venientes de entes prohibidos, el INE necesita conocer la información 
que obra en investigaciones del orden penal, pero lamentablemente la 
Fiscalía General de la República (FGR) ha negado de manera reiterada 
la entrega de información a la UTF del INE; al estimar que las investi-
gaciones penales se encuentran amparadas por el secreto ministerial, 
que no guarda relación alguna con el secreto bancario, fiduciario y fiscal 
que no son oponibles al INE, y que la secrecía en las carpetas de inves-
tigación tiene una naturaleza jurídica distinta, que permite su reserva, 
incluso cuando la información es solicitada por alguna otra autoridad.

Esta postura adoptada por la FGR ha retrasado la investigación de 
asuntos muy relevantes que fueron denunciados ante el INE, porque no 
se cuenta con elementos para resolver, ya que la información obra en 
carpetas de investigación a las que se niega el acceso. 

Obviamente, es indispensable acceder a dicha información porque 
solo así es factible realizar la correcta investigación para el esclareci-
miento de aparentes hechos ilícitos y estar en aptitud de resolver di-
chos casos, como sucedió en su momento con los asuntos conocidos 
como “Pemex-Gate” y “Amigos de Fox”, en los cuales también se ne-
gaba la información oponiendo el secreto ministerial, pero finalmente 
se obtuvo gracias a una determinación de la Sala Superior del TEPJF, 
y se evidenció que se utilizaron recursos de fuentes prohibidas -del 
Sindicato de Pemex y un financiamiento paralelo con recursos, entre 
otros, provenientes desde el extranjero- para financiar las campañas 
presidenciales de 2000, imponiendo sanciones ejemplares.

• Caso Odebrecht

La UTF del INE inició una investigación en 2017 derivada de las quejas 
interpuestas por el PRD y Morena, a efecto de determinar si los recur-
sos que presuntamente recibió el entonces titular de PEMEX - dádivas 
y sobornos- por presuntos actos de corrupción por el otorgamiento de 
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contrataciones públicas (concesiones) a la empresa brasileña Odebre-
cht y otras, beneficiaron la campaña del candidato del PRI a la Presi-
dencia de la República en el Proceso Electoral Federal 2012 y la candi-
datura del mismo PRI a la Gubernatura del Estado de México en 2017.

La UTF del INE realizó ocho solicitudes de información a la FGR 
contenida en la carpeta de investigación sobre el mismo tema pero vis-
to desde el ámbito penal; sin embargo, en todos negó la información 
bajo el argumento de que el INE no es parte del procedimiento penal, 
por lo que aplica la prohibición del artículo 218 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales.4

Ante la negativa de la FGR, el INE promovió ante la Sala Superior 
del TEPJF el juicio electoral SUP-JE-3/2022, que en su sentencia de 19 
de enero de 2022, concluyó que el secreto ministerial no es oponible a 
la facultad fiscalizadora del INE y ordenó a la FGR que informara sobre 
el estado procesal y entregara las copias certificadas de cuatro carpe-
tas de investigación; a pesar de dicha sentencia, persistió la negativa 
de entregar la información, razón por la que el INE promovió incidentes 
de incumplimiento de dicha sentencia en los que se reiteró la orden a la 
FGR de entregar la información requerida.

En su afán de no compartir la información, la FGR promovió la con-
troversia constitucional ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
(SCJN), radicada bajo el número de expediente 21/2022, en contra de 
la sentencia SUP-JE-3/2022, la cual fue admitida y mediante acuerdo 
del 25 de julio de 2022 se concedió la suspensión solicitada por la FGR 
para el efecto de no entregar la información solicitada por el INE, mien-
tras no se resuelva el fondo de la controversia (a octubre de 2022 el 
asunto continúa en trámite).

4 Artículo 218. Reserva de los actos de investigación 
 Los registros de la investigación, así como todos los documentos, independientemente de su conteni-

do o naturaleza, los objetos, los registros de voz e imágenes o cosas que le estén relacionados, son 
estrictamente reservados, por lo que únicamente las partes, podrán tener acceso a los mismos…
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• Caso Pío López Obrador

En este caso la UTF del INE, realizó las indagatorias correspondientes 
para atender las quejas interpuestas por el PAN y el PRD, a efecto 
de determinar el origen de las aportaciones en efectivo recibidas por 
Pío López Obrador, hermano del actual Presidente de la República, y 
si esos recursos ingresaron a Morena y, en su caso, fueron utilizados 
para financiar alguna campaña. Estas quejas se motivaron porque en 
2020 se difundieron videos de la persona ahora investigada recibiendo 
dinero de un operador político del entonces Gobernador de Chiapas.

La UTF realizó tres solicitudes de información a la Fiscalía Espe-
cializada en Delitos Electorales (FEDE) de la FGR, la cual se negó en 
forma reiterada a proporcionar la información. Lo anterior, fue contro-
vertido por el INE en el juicio electoral SUP-JE-262/2021, resuelto por 
la Sala Superior del TEPJF en el sentido de que el secreto ministerial no 
es oponible a la facultad fiscalizadora del INE y ordenó a la FEDE en-
tregar copias certificadas de la carpeta de investigación. Sin embargo, 
dicha autoridad no acató la resolución del TEPJF, lo que obligó al INE a 
promover dos incidentes de incumplimiento de sentencia. 

Por su parte, la FEDE interpuso una controversia constitucional 
ante la SCJN, radicada con el número de expediente 6/2022, en la que 
también se emitió un acuerdo de suspensión en el sentido de no entre-
gar la información solicitada por el INE, en tanto no se resuelva dicha 
controversia.

Esta determinación fue impugnada mediante el recurso de reclama-
ción 92/2022, fue resuelto el 31 de agosto de 2022 por la Segunda Sala 
de la SCJN, que declaró procedente el recurso y ordenó desechar la 
controversia constitucional 6/2022. 

Destacando que previamente a la emisión de esa resolución, la per-
sona investigada entregó de forma voluntaria al INE las copias de las 
carpetas de investigación.
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Otra cuestión relevante, consiste en que el 17 de agosto de 2022, 
el INAI ordenó dar acceso público a seis carpetas de investigación que 
la FGR abrió contra Pío López Obrador, cuya información se había 
clasificado como confidencial, pues el INAI estimó que los hechos de-
lictuosos tienen implicaciones directas con la vida política del país al 
sostener que, a través de las conductas denunciadas, se podría haber 
beneficiado de manera indebida y/o ilícita a una precandidatura, candi-
datura, partido político o coalición en detrimento de otro u otros partidos 
y, consecuentemente, de los gobernados (Reforma, 4 octubre 2022).

En contra de lo determinado por el Pleno del INAI, Pío López Obra-
dor presentó una demanda de amparo el 26 de septiembre ante el Juz-
gado Quinto de Distrito en Materia Administrativa, que se encuentra 
pendiente de resolución.

Este caso es sumamente relevante, ya que el INAI reitera que no 
se debe hacer valer el secreto ministerial ante la autoridad electoral 
cuando está desempeñando funciones de fiscalización; además de que 
no se puede reservar información que eventualmente está relacionada 
con los procesos electorales, ya que tiene implicaciones que afectan a 
los actores políticos y a la sociedad en su conjunto. 

• Caso Estafa Maestra

La UTF del INE investiga las denuncias presentadas por Morena, PAN 
y PRD, por presuntas aportaciones de recursos públicos por parte de 
entidades gubernamentales de diversos estados, para beneficio de las 
campañas del PRI en los procesos electorales locales 2016-2017. Al 
igual que los asuntos ya mencionados, la FEDE de la FGR se negó a 
proporcionar información respecto a seis requerimientos, el INE con-
trovirtió la negativa ante la Sala Superior, misma que ordenó la entrega 
de la información en la sentencia del expediente SUP-JE-263/2021. 
Este asunto se encuentra relacionado con la controversia constitucio-
nal 6/2022, respecto de la cual la SCJN ordenó su desechamiento. Sin 
que, a la fecha, se cumpla con la entrega de la información requerida 
por el INE.
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• Caso autofinanciamiento de Movimiento Ciudadano (MC)

Esta investigación resulta de un procedimiento oficioso ordenado por el 
Consejo General del INE en contra de MC en Baja California, derivado 
de la revisión al informe anual 2016, con la finalidad de contar con ma-
yores elementos para determinar el origen de los recursos y su correcta 
aplicación respecto de 84 eventos que, presuntamente, organizó el par-
tido político bajo la modalidad de “autofinanciamiento”.

El asunto se encuentra relacionado con una carpeta de investiga-
ción tramitada ante la FEDE de la FGR, de la cual la UTF solicitó co-
pia; información que también fue negada. El INE controvirtió la decisión 
de la FEDE ante Sala Superior del TEPJF, misma que, en la senten-
cia SUP-JE-39/2022, ordenó la entrega de la copia de la carpeta de 
investigación, determinación que fue impugnada ante la SCJN en la 
controversia constitucional 78/2022, y se concedió la suspensión para 
el efecto de que la FEDE no proporcione las copias certificadas de la 
carpeta de investigación requerida, mientras no se resuelva en fondo 
de la controversia. El asunto se encuentra pendiente de resolución.
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Conclusiones

El sistema vigente en materia de transparencia dispone que los parti-
dos políticos son sujetos obligados distintos al INE, quien tiene la facul-
tad de aplicar sanciones cuando el INAI le da vista de los casos en que 
advierte algún incumplimiento a las disposiciones aplicables en materia 
de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos 
personales.

Los partidos políticos tienen la obligación de aplicar la prueba del 
daño para clasificar la información como reservada; sin embargo, tra-
tándose de sus procesos deliberativos internos, estrategias políticas, 
encuestas y actividades privadas de individuos partidistas y sus fami-
lias, al ser información considerada reservada según la LGPP, resulta 
necesario que se realice una ponderación entre lo dispuesto por el ci-
tado ordenamiento especializado y la ley de transparencia, a efecto de 
determinar si debe prevalecer el acceso a la información pública o la 
reserva prevista en la ley. Ponderación que difícilmente será realizada 
por los partidos políticos de forma exhaustiva para negar la entrega 
de información, porque ya cuentan con una disposición expresa que 
autoriza dicha negativa, situación que no abona a la formulación de una 
motivación reforzada.

De ahí, la necesidad de intervención del INAI para subsanar las 
omisiones en que incurren los partidos políticos y entonces se realice 
la prueba de interés público; también verifique que los partidos no otor-
guen alcance más amplio a los supuestos de reserva previstos en la ley.

Del análisis de dichos supuestos de reserva, se desprenden ca-
sos en los que se debe replantear la necesidad de que la ley continúe 
considerándolos como información clasificada, como reservada, como 
acontece con las encuestas que se utilizan como método de selección 
de candidaturas o de dirigentes partidistas. Además, deben instaurarse 
criterios en el sentido de que la información clasificada como reservada 
por la propia ley, como las actividades personales, privadas y familia-
res de militantes e integrantes de los partidos políticos lo será siempre 
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y cuando para la realización de dichas actividades no se involucren 
recursos de los partidos políticos, y de ser el caso será pública la infor-
mación relacionada con los gastos, en qué se emplearon los recursos 
-actividades concretas realizadas-, quiénes fueron los beneficiarios, 
entre otros temas. 

En el entendido de que debe permitirse una mayor difusión de cual-
quier dato relacionado con los partidos políticos o que incida en el ejer-
cicio de los derechos políticos de toda la ciudadanía.

El INE realiza una labor muy importante en la fiscalización de los 
recursos relacionados con actividades políticas, pero es necesaria la 
cooperación de otras autoridades del Estado mexicano, como la FGR 
cuando también investiga el mismo hecho desde la óptica de la posible 
comisión de delitos que pudieran tener incidencia en materia electoral 
-financiamiento de campañas o apoyo a la constitución de partidos polí-
ticos o para el sostenimiento de los mismos-; de ahí que la negativa de 
entregar la información solicitada por el INE entorpece la investigación 
que debe realizar para determinar si se emplearon recursos de proce-
dencia ilícita por parte de los partidos políticos y las candidaturas, y en 
su caso imponer las sanciones respectivas.
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LA CLASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN 
QUE PUEDA MENOSCABAR LA 
CONDUCCIÓN DE LAS NEGOCIACIONES 
Y RELACIONES INTERNACIONALES

Mtro. Adrián Alcalá Méndez

En principio es necesario destacar que el derecho de acceso a la infor-
mación, como todo derecho fundamental, constituye una prerrogativa 
basada en la dignidad humana que buscan el bienestar individual en la 
comunidad y expresa los elementos que conforman el bien común que 
persigue el bienestar de todos y a la vez, de cada persona, por lo cual, 
debe ser considerado y favorecido siempre por las personas que se 
desarrollan como actores políticos y operadores jurídicos, a efecto de 
coordinar la vida en común.

En el caso de la hipótesis normativa que analizamos en esta oca-
sión es de primordial importancia considerar que tanto en el acceso a 
la información como, en su caso, la reserva, deben estar plenamente 
identificados los bienes jurídicos que se busca proteger; pues el bien 
común se erige a partir de un bienestar individual, pero a su vez, éste 
último se logra con base en el respeto pleno a los derechos fundamen-
tales.

El reconocimiento que la comunidad internacional otorga al derecho 
de acceso a la información constituye un elemento clave que los suje-
tos obligados y los organismos garantes deben considerar al momento 
de realizar pruebas de daño para reservar la información y para llevar a 
cabo su análisis, o estudio con objeto de validarlas; en ese sentido, en 
el artículo 19 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
del 10 de diciembre de 1948, se prevén los derechos humanos consi-
derados básicos, entre los que se encuentran el derecho a la libertad 
de opinión y de expresión, en el que se incluye el investigar y recibir 
información y opiniones y difundirlas sin limitación de fronteras y por 
cualquier medio de expresión.
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En la fracción I del apartado “A” del artículo 6° de la Constitución 
Federal1, se prevé que toda la información en posesión de cualquier 
sujeto obligado es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente 
por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos 
que fijen las leyes.

Al respecto, la Ley General de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública (Ley General)2, se diseñó como una Ley Marco a efecto de 
unificar el ejercicio del derecho de acceso a la información en cualquier 
ubicación dentro del territorio nacional, incluso considerando que cada 
entidad de la República cuenta con su propia Ley en la materia; ya que 
en esas legislaciones, se procuró la armonización y homologación de 
los principios, criterios y procedimientos previstos en la Ley General 
que fue publicada el 04 de mayo de 2015. 

Así, el derecho de acceso a la información se rige con una base 
constitucional conformada por ciertos principios que lo garantizan, en-
tre los que se considera que las únicas restricciones para su ejercicio 
deben estar contempladas en la Ley especial que lo rige. A partir de ese 
parámetro constitucional, el actuar de los operadores de este derecho 
debe apegarse, entre otros, al principio de máxima publicidad en la vía 
interpretativa3.

Comenzaremos el análisis de la causal de reserva prevista en la 
fracción II de artículo 113 de la Ley General, especificando los alcances 
de este precepto legal que indica que debe reservarse la información 
que “pueda menoscabar la conducción de las negociaciones y relacio-
nes internacionales”.

1 Disponible para su consulta en: https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf (octubre 
2022).

2 Visible para consulta en: https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGTAIP_200521.pdf (octubre 
2022)

3 Para efectos de este trabajo no analizaremos en su totalidad las bases y principios que rigen el dere-
cho de acceso a la información, porque no resultan necesarios para su objeto.
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Al respecto, debe quedar claramente definido que esa fracción plan-
tea dos hipótesis de reserva, pues los conceptos de relaciones y nego-
ciaciones internacionales no son equiparables, es decir, se trata de un 
par de supuestos que aunque comparten esencia en sus característi-
cas y naturaleza, son en realidad distintos respecto de su objeto y fin, 
tan es así que para su acreditación deben actualizarse diferentes requi-
sitos conforme a los Lineamientos generales en materia de clasificación 
y desclasificación de la información, así como para la elaboración de 
versiones públicas (Lineamientos Generales)4.

Bajo esos parámetros, dividiremos el estudio de ambas hipótesis 
para poder fijar los límites entre cada una, basándonos en el Vigésimo 
de los citados Lineamientos Generales, que prevé los requisitos para 
poder considerar como reservada aquella información que, de difundir-
se, menoscabe el curso de las negociaciones y relaciones internacio-
nales.

En primer plano, nos referiremos a las negociaciones internaciona-
les, mismas que se regulan en la fracción I del citado Lineamiento, al 
establecer que deben entenderse como el diálogo entre las autoridades 
mexicanas y los representantes de otros estados u organismos interna-
cionales, destinadas a alcanzar un objetivo de carácter internacional. 

Al respecto, es necesario precisar que aun cuando el propio li-
neamiento ofrece un marco conceptual, debemos analizar el contexto 
doctrinario para estar en posibilidad de delimitar correctamente el bien 
jurídico que busca proteger la causal que nos ocupa; para tal efecto 
partiremos de la base que una negociación es “toda acción encaminada 
a la concertación de un acuerdo aceptable para todas las partes involu-
cradas” (Ruiz, 1995, p.13). 

En la Enciclopedia de E.J. Osmañczyk (1976), se alude a las nego-
ciaciones diplomáticas como un término internacional jurídico que signi-

4 Visibles para consulta en: https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5433280&fe-
cha=15/04/2016#gsc.tab=0 (octubre 2022).
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fica el modo de regular los conflictos, de contratar acuerdos bilaterales 
y multilaterales y establecer reglas internacionales. Especifica también 
que el objeto principal de las negociaciones diplomáticas es la solución 
pacífica de los conflictos, precisando que el compromiso de la solución 
pacífica se encuentra regulado en varios tratados internacionales, sien-
do los principales el Pacto Brian-Kellog, celebrado en 1928 5, y la Carta 
de las Naciones Unidas6.

Desde una perspectiva jurídica, podemos considerar a las nego-
ciaciones internacionales como “actos o manifestaciones de voluntad 
de los sujetos del derecho internacional, destinados a producir o impe-
dir que se produzcan determinados efectos jurídicos en sus relaciones 
recíprocas”, tal como lo ha establecido Jesús Rodríguez y Rodríguez 
(1988), quien también ha precisado que esos actos o manifestaciones 
“emanan de la voluntad estatal o de un órgano internacional y revisten 
diversos tipos o formas”; por lo cual, implican una acción coordinada de 
los Estados y persiguen un objetivo común.

La conclusión necesaria entonces, es que las negociaciones inter-
nacionales son un método pacífico a nivel político que permite llegar 
a concertaciones y terminar o conciliar disputas internacionales y me-
diante un proceso, son utilizadas por los sujetos de derecho internacio-
nal como un arreglo diplomático de conflictos o diferencias que surgen 
derivadas de la relación que entablan los Estados; se desarrollan me-
diante una vía pacífica y buscan llegar a un acuerdo mutuo.

Una vez precisado lo anterior, debemos retomar que en la fracción 
I del Vigésimo de los Lineamientos Generales, se prevén los siguientes 
requisitos para clasificar información que afecte a las negociaciones 
internacionales: a) acreditar la existencia de una negociación en curso; 
b) identificar el inicio de la negociación; c) especificar la etapa en la que 
se encuentra, y d) definir el tema sobre el que versa.

5 Es un Tratado internacional sobre renuncia a la guerra, firmado en París, por lo que también se le 
conoce como Pacto de París, visible para consulta en: https://aplicaciones.sre.gob.mx/tratados/AR-
CHIVOS/PACTO%20BRIAND%20KELLOG.pdf

6 Artículos 1° y 2°, visible en: https://www.un.org/es/about-us/un-charter/chapter-1 (octubre 2022).
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Es decir, se requiere que el sujeto obligado que clasifica la informa-
ción otorgue, mediante la resolución de su Comité de Transparencia 
(que debe estar debidamente fundada y motivada, precisar periodo de 
reserva y contener una prueba de daño robusta), los elementos sufi-
cientes para justificar el objeto de protección al aplicar la restricción al 
derecho, esto es, la identificación del proceso diplomático específico. 

Es decir, el primer paso para que los titulares de las áreas7 de ori-
gen, los miembros del Comité de Transparencia del sujeto obligado, 
en segunda instancia, e incluso los Organismos Garantes, en su mo-
mento, acrediten este requisito, consiste en identificar la existencia del 
proceso de negociación; sin embargo, este primer elemento se cumple, 
si y solo si, se precisa no sólo el tipo de negociación, sino también, las 
partes que intervienen, la base fundamental que originó el acercamien-
to diplomático, si es posible además, el objeto y finalidad de este tipo de 
método de solución de controversias, etcétera.

Recordemos para tal efecto, que las negociaciones internacionales 
se clasifican conforme a elementos que tienen naturaleza diferenciada 
y que pueden converger a la vez más de uno, porque se consideran: 
el número de sus participantes (bilateral o multilateral); el tipo de parti-
cipantes (de alto, medio o regular nivel); el asunto que tratan (jurídico, 
económico, político); por su desarrollo (directas e indirectas), y por los 
medios usados (oficiosas u oficiales) (Ruíz, 1995, pp. 20-22).

Asimismo, como ya se indicó, es necesario identificar el inicio de 
la negociación y especificar la etapa en la que se encuentra, ambos 
elementos constituyen evidentemente la delimitación temporal que con-
lleva el proceso y los dos requisitos conforman también, los elementos 
mínimos con los que debe contar el operador del derecho, para estar en 
posibilidad de ubicar la causal de reserva de manera temporal.

7 Con fundamento en el artículo 110 in fine de la Ley General, mismo que prevé. “Los titulares de las 
Áreas de los sujetos obligados serán los responsables de clasificar la información, de conformidad 
con lo dispuesto en esta Ley, la Ley Federal y de las Entidades Federativas.”
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Es decir, son necesarios para verificar el posible daño que se cau-
saría a la negociación, ya que, al conocer su inicio, las etapas que la 
componen y el momento en el que se encuentra, es posible prospectar 
la afectación que la difusión de la información acarrearía al método 
de acercamiento internacional. Por otro lado, son de utilidad para fijar 
el debido plazo de reserva8, porque al ubicar el contexto temporal, se 
cuenta con una base para justificar el lapso que requiere la protección 
de esa información. 

Por último, es imprescindible definir el tema sobre el que versa la 
negociación internacional; este elemento atiende a la necesidad de 
identificar la naturaleza del proceso diplomático y contrastar su poten-
cial relación con la información que se está reservando; es decir, un 
elemento primordial al conformar la prueba de daño, no solo en ésta 
sino en todas las causales de reserva, es la claridad respecto al tipo 
y características de la figura del proceso, función, actividad o facultad 
que se pretende proteger al negar la información.

Esto es, todas las causales de reserva de la información conllevan 
la necesaria protección de un proceso o actividad ligada al ejercicio de 
facultades y atribuciones de los servidores públicos que participaron 
en su generación debido al desarrollo de sus funciones, aun cuando la 
protección de la información esté ligada además a un bien jurídico que 
persigue el interés público.

Para el caso de la hipótesis de reserva que se analiza, no debemos 
dejar de lado que las negociaciones internacionales se erigen como un 
instrumento imprescindible de la política exterior y su éxito depende de 
la capacidad y talento de agentes diplomáticos; en ese sentido, el bien 
jurídico que se persigue resguardar con esta reserva es precisamente 

8 La información clasificada como reservada, según el artículo 113 de la Ley General, podrá permane-
cer con tal carácter hasta por un periodo de cinco años. 

 El periodo de reserva correrá a partir de la fecha en que se clasifica el documento. Excepcionalmente, 
los sujetos obligados, con la aprobación de su Comité de Transparencia, podrán ampliar el periodo de 
reserva hasta por un plazo de cinco años, siempre y cuando justifiquen que subsisten las causas que 
dieron origen a su clasificación, mediante la aplicación de una prueba de daño (artículo 101 de la Ley 
General).
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la salvaguarda de la soberanía nacional y los principios de la política 
exterior. Lo anterior, mediante la protección del intercambio de informa-
ción para lograr compromisos basados en intereses comunes, lo cual 
resulta imprescindible ya que, en ciertos casos, estos intereses son 
divergentes.

Por lo anterior, para que el titular de un área o el Comité de Trans-
parencia de un sujeto obligado puedan sustentar la reserva de la in-
formación, o bien, el Organismo Garante esté en aptitud de revisar la 
procedencia de la clasificación, es necesario conocer (con precisión) 
el tema de la negociación para poder definir las posibles afectaciones 
que se generarían al difundir la información que se requiere e incluso 
su alcance. 

Por ejemplo, sería improcedente clasificar un oficio que contenga 
instrucciones administrativas entre autoridades del Estado Mexicano 
y un ente de derecho internacional, si no afecta el proceso diplomático 
que se lleva a cabo mediante una negociación y no podríamos deter-
minar lo conducente, si no conocemos el tema de la negociación para 
desprender sus objetivos.

Según Irene Ruiz (1995), los factores generales para evaluar la 
viabilidad de una negociación se encuentran ligados a condicionantes 
específicos que influyen de manera indirecta en el desarrollo, el éxito 
o bien, el fracaso de una negociación internacional, tales como: la es-
trechez de relaciones entre las partes, la reputación de las partes en 
el ámbito mundial, la necesidad de alguna de las partes para negociar, 
por supuesto, la voluntad de cada parte y por último, la destreza de los 
negociadores.

A partir de esa premisa es claro que aun cuando los conceptos de 
negociaciones y relaciones internacionales no significan lo mismo, sí se 
encuentran íntimamente ligados y, por lo tanto, el éxito de uno influye 
e impacta en el otro; me explico, una negociación que se lleve a cabo 
entre sujetos de derecho internacional va a estar más inclinada a con-
cluir con éxito, cuando la relación entre esos sujetos sea más estrecha. 
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Todas las relaciones internacionales sugieren la inminente necesi-
dad de llevar a cabo negociaciones, incluso para normalizar las relacio-
nes cuando éstas no existen o cuando se rompieron; o bien, para definir 
los términos de un determinado status quo que las partes desean esta-
blecer o modificar (Astié-Burgos y Rosas, 2017).

De esta manera se va clarificando cada vez más la necesidad de 
proteger cierta información que pueda afectar las negociaciones y re-
laciones internacionales, así como el motivo por el que se encuentran 
plasmadas dentro de la misma causal de reserva; por lo tanto, es ne-
cesario estudiar ahora la fracción II del Vigésimo de los Lineamientos 
Generales.

En esta fracción, se prevé que las relaciones internacionales entre 
México y otros Estados u organismos internacionales, deben entender-
se como los vínculos que se crean, modifican o extinguen, entre diver-
sos sujetos que ejercen su acción e influencia más allá de las fronteras 
estatales y mediante los cuales se favorece una convivencia armónica 
entre dichos sujetos, conformándose como el medio para solucionar 
diversos problemas que dificultan la realización de esa convivencia.

A partir de la definición que otorga el referido Lineamiento es nece-
sario realizar ciertas precisiones respecto al concepto de relaciones in-
ternacionales para estar en posibilidad de delimitar el bien jurídico que 
busca proteger esta hipótesis normativa; en ese sentido, iniciaremos 
precisando que para Antonio Truyol (1973), las relaciones internaciona-
les son: “aquellas relaciones entre individuos y colectividades humanas 
que en su génesis y su eficacia no se agotan en el seno de una comu-
nidad diferenciada y considerada como un todo, que fundamentalmente 
(pero no exclusivamente) es la comunidad política o Estado, sino que 
trasciende sus límites” (p. 28).

Para, Manuel Medina (1973), las relaciones internacionales, son: 
“las relaciones sociales y políticas que trascienden del ámbito de las 
sociedades nacionales”; asimismo precisa que “los fenómenos de polí-
tica internacional, y las interacciones económicas, sociales y culturales 
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entre distintos entes políticos independientes, constituyen el contenido 
propio de la disciplina” (p. 25).

De lo anterior, se destaca que las relaciones internacionales deben 
ser vistas a partir de las partes que las componen; sin embargo, no es 
desde las relaciones que se gestan entre los gobiernos estatales, sino 
que debemos partir de una noción individual, es decir, considerando al 
individuo que en su origen la genera y relacionándolo con un criterio 
de localización. Por lo tanto, debemos atender a dos elementos que 
describen el concepto, esto es, actores y ubicación.

De estas aproximaciones, podemos concluir que las relaciones in-
ternacionales abarcan las interacciones que realiza la comunidad inter-
nacional y que generan efectos sociales, económicos, políticos, cultu-
rales, etcétera, que rebasan sus fronteras, estén o no propiciadas por 
un gobierno. De ahí que los Lineamientos Generales incluyan en su 
definición no solo a Estados sino también a organismos internaciona-
les; esto es, cualquier sujeto de derecho internacional. 

En ese sentido, esta definición nos ofrece una descripción respecto 
del tipo de actividad a la que se refiere (relaciones), así como su calidad 
(internacionales); por lo tanto, este concepto hace referencia a una rea-
lidad social u objeto material de una disciplina (Barbé, 1995).

Bajo las consideraciones expuestas, la política (internacional o ex-
terior) es el ámbito en el que se gestan el tipo de relaciones que nos 
ocupan, por lo cual, tenemos que referir que Ismael Moreno precisa la 
diferencia entre ambos términos, a saber: “Política exterior es la pro-
yección, más allá de las fronteras, de los objetivos nacionales de un 
Estado; su característica esencial es el interés nacional. Política inter-
nacional es el resultado del enfrentamiento de ese interés nacional con 
los intereses nacionales de otros Estados; su característica esencial es 
el conflicto (2001, p. 20).

La precisión de este concepto nos lleva necesariamente a delimitar 
el ámbito de aplicación y el objeto de estudio del tema que nos ocupa, 
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mismos que se presentan ahora en un plano más evidente, porque en 
los Lineamientos Generales se establece que, para clasificar la infor-
mación bajo este supuesto, se deberán señalar los aspectos generales 
de la relación con el Estado o Estados u otro sujeto de las relaciones 
que salgan del Estado Mexicano y la incidencia de la información sobre 
los aspectos particulares de esa relación.

Es decir, lo que es necesario definir, al intentar clasificar cualquier 
información con base en esa causal de reserva, es la relación espe-
cífica que se considera se vería afectada con su difusión; lo que, sin 
lugar a duda, representa un reto importante, tanto para los titulares de 
las áreas, los Comité de Transparencia de los sujetos obligados, como 
para los Organismos Garantes.

Refiero lo previo, porque las relaciones entre miembros de la co-
munidad internacional se han intensificado en últimos tiempos y se han 
visto inmersas en una dinámica de cambio vertiginosa, a partir de fenó-
menos y movimientos de carácter mundial, tales como la globalización 
e incluso los progresos tecnológicos. Mención específica merece la glo-
balización al entenderla como: “ese fenómeno complejo y muchas ve-
ces poco entendido, (que) tiene un impacto ineludible en las funciones 
que desarrolla el Estado constitucional” (Carbonell, 2009, p. 9).

Así, este fenómeno ha impulsado cambios jurídicos a nivel interna-
cional e incluso en las legislaciones domésticas de cada Estado, por-
que su evolución desencadena necesariamente efectos secundarios a 
nivel político y social que merecen ser normados de forma cada vez 
más eficiente. Es decir, las implicaciones de la globalización “rebasan 
los linderos de la producción o las finanzas, y condicionan o definen 
la trama toda de las políticas nacionales y de la política internacional” 
(Codera, 2006, p. 5), por ello, afecta también al derecho.

En ese sentido, al ser el objeto de estudio de las relaciones interna-
cionales, la propia sociedad internacional requiere especial cuidado la 
delimitación de este elemento que es necesario para aplicar la reserva.
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Bajo estas consideraciones, es posible concluir que los bienes jurí-
dicos que protege la hipótesis normativa relativa a la afectación de las 
relaciones internacionales es precisamente el vínculo existente entre 
nuestro país y los diversos sujetos de derecho internacional, amparan-
do el trato, la comunicación y la correspondencia que se genera en la 
comunidad internacional, a efecto de resguardar la convivencia sana y 
favorecer sus interacciones en un marco global.

Cabe destacar que en la fracción II del Vigésimo de los Lineamien-
tos Generales, in fine, se prevén ciertos elementos que deben ser acre-
ditados al configurar la prueba de daño cuando se clasifique la informa-
ción con base en esta causal, a saber: i) el grado de afectación de la 
relación internacional expresando las consecuencias económicas, polí-
ticas, sociales, aspectos migratorios, en su caso, y ii) señalar si existen 
casos previos en que el otorgamiento de una información similar haya 
afectado una relación del Estado mexicano con otro sujeto de derecho 
internacional.

Al respecto, resalta la intención del Consejo Nacional del Sistema 
Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protec-
ción de Datos Personales, de incluir en la motivación de la prueba de 
daño para estos casos:

1. El nivel de perjuicio que supondría la divulgación de la información, 
así como la definición especifica de la prospección de sus efectos; 
ello atiende a la necesidad de delimitar a nivel argumentativo, la 
manera en que se lesiona el interés jurídicamente protegido por 
esta causal de reserva, y 

2. La definición de precedentes que, en casos análogos, hayan 
generado afectaciones en la política internacional; podríamos, 
interpretar que se pretendió incluir un elemento a nivel probatorio, 
que robustezca la prueba de daño para permitir el sustento de la 
decisión de negar el ejercicio del derecho. 

Ahora bien, como se desprende del estudio de la hipótesis de negocia-
ciones internacionales que hemos realizado, para ese supuesto, no se 
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prevén en los Lineamientos Generales elementos que deban incluirse 
específicamente en la prueba de daño, lo que sí ocurre para el caso 
de las relaciones internacionales, no obstante, dicha circunstancia no 
es un impedimento para que los titulares de las áreas, los Comités de 
Transparencia de los sujetos obligados y los Organismos Garantes, 
cumplan con lo previsto en los artículos 103 y 104 de la Ley General. 

En principio, abordaremos lo previsto en el segundo de los precep-
tos citados, en el que se establece que, en la aplicación de la prueba 
de daño, el sujeto obligado deberá justificar que: i) la divulgación de la 
información representa un riesgo real, demostrable e identificable de 
perjuicio significativo al interés público o a la seguridad nacional; ii) el 
riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés públi-
co general de que se difunda, y iii) la limitación se adecua al principio 
de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible 
para evitar el perjuicio.

Desde esa perspectiva, los principales retos a los que se han en-
frentado los operadores del derecho, en general, ha sido precisamente 
el desafío constante de conformar pruebas de daño que, mediante la 
vía argumentativa, generen certeza a las personas solicitantes de in-
formación, respecto de las características de tiempo, modo y lugar que 
dan pie a la clasificación; sin embargo, “tienen una responsabilidad muy 
especial, que debería llevarlos a hacer un esfuerzo para respaldar sus 
decisiones en argumentos claros y persuasivos para cualquier ciudada-
no” (Gargarella, 2006, p. 13).

Es por lo mencionado que, uno de los grandes retos a los que se en-
frentan las autoridades que tienen la atribución de garantizar el ejercicio 
del derecho de acceso a la información, es precisamente la obligación 
de afanarse en ofrecer a la ciudadanía pruebas de daño enérgicas que 
aseguren que las clasificaciones se realizaron conforme a un análisis 
caso por caso, atendiendo a las circunstancias específicas y a las par-
ticularidades que cada ejercicio de trasparencia reactiva les requiere. 
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Lo anterior se refuerza considerando lo que establece Francisco 
Javier Esquiaga Ganuzas, retomando las palabras del Ex Magistrado 
Presidente del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 
Leonel Castillo González, respecto a que: “la dilucidación de la impor-
tancia de una argumentación en la resolución judicial únicamente pue-
de advertirse de un examen cuidadoso de la resolución, en donde se 
establezca su función dentro de la cadena argumentativa que sustenta 
el fallo” (2006, p. 85).

Entonces, una de las causas que ha suscitado un verdadero de-
safío, consiste en que la aplicación de las reservas de información de-
pende, en gran medida, de la competencia profesional y cualidades del 
sujeto u órgano colegiado que la realiza, lo que conlleva que la resolu-
ción final respecto de la aplicación o no de una causal de clasificación 
derive, no del contenido de la norma en sí misma, sino de su interpreta-
ción y aplicación al caso particular; lo anterior, ya que la sentencia que 
dice bien y razona mal no satisface la justicia (Betti, 1975).

Por ello, no podemos desconocer que existe un riesgo inminente 
de que el contenido esencial del derecho de acceso a la información 
pueda ser desvirtuado o aplicado de forma defectuosa y, en consecuen-
cia, derivar en la restricción de su ejercicio, por lo cual, las autoridades 
encargadas de su garantía deben esforzarse día a día en procurar su 
optimización mediante el estudio pleno y un examen acucioso de los 
casos que se les presentan.

Al respecto, se debe evitar, en la medida de los posible, que los des-
tinatarios del derecho obtengan respuestas diferentes o hasta contra-
dictorias en las resoluciones de asuntos similares, evitando así que las 
deficientes argumentaciones en las pruebas de daño generen descon-
fianza en la actividad de los operadores del derecho; desde mi punto de 
vista, el reto más claro, es generar en las y los solicitantes de acceso 
a la información, expectativas que les proporcionen seguridad jurídica.

La descripción específica de una buena práctica en la elaboración 
de pruebas de daño para la causal de reserva que se analiza (y todas 
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las demás) es, evidentemente, atender a la guía practica que aporta el 
Trigésimo Tercero de los Lineamientos Generales9, en el que quedan 
de manifiesto:

a) La necesidad de una fundamentación precisa (que incluya a la 
Ley de la materia que aplique en relación con los Lineamientos 
Generales);

b) La obligación de proporcionar una motivación adecuada 
(que contenga una ponderación de intereses en conflicto; 
la acreditación del vínculo entre la difusión y la afectación; 
la precisión del riesgo de difundir la información en sus tres 
vertientes10, así como de las circunstancias de modo, tiempo 
y lugar del daño), y 

c) El deber de incluir la justificación de por qué esa determinación 
es la opción menos restrictiva al derecho y más adecuada, y 
proporcional para el interés público. 

En segundo lugar, se tiene que este desafío, es aplicable también al pe-
riodo de reserva, pues para su determinación es necesario argumentar 
de forma clara y precisa los motivos para considerar que determinado 
rango temporal de la afectación, daño o riesgo de hacer pública la infor-
mación de que se trate, es el adecuado al caso específico.

9 Trigésimo Tercero. Para la aplicación de la prueba de daño a la que hace referencia el artículo 104 de 
la Ley General, los sujetos obligados atenderán lo siguiente:

 I. Se deberá citar la fracción y, en su caso, la causal aplicable del artículo 113 de la Ley General, 
vinculándola con el Lineamiento específico del presente ordenamiento y, cuando corresponda, el su-
puesto normativo que expresamente le otorga el carácter de información reservada;

 II. Mediante la ponderación de los intereses en conflicto, los sujetos obligados deberán demostrar que 
la publicidad de la información solicitada generaría un riesgo de perjuicio y, por lo tanto, tendrán que 
acreditar que este último rebasa el interés público protegido por la reserva;

 III. Se debe de acreditar el vínculo entre la difusión de la información y la afectación del interés jurídico 
tutelado de que se trate;

 IV. Precisar las razones objetivas por las que la apertura de la información generaría una afectación, 
a través de los elementos de un riesgo real, demostrable e identificable;

 V. En la motivación de la clasificación, el sujeto obligado deberá acreditar las circunstancias de modo, 
tiempo y lugar del daño, y

 VI. Deberán elegir la opción de excepción al acceso a la información que menos lo restrinja, la cual 
será adecuada y proporcional para la protección del interés público, y deberá interferir lo menos posi-
ble en el ejercicio efectivo del derecho de acceso a la información.

10 Real, demostrable e identificable.
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En concreto, respecto a la causal de reserva que nos ocupa, se 
debe tener en cuenta que una vez que se ha determinado que lo solici-
tado afecta las negociaciones o relaciones internacionales, es necesa-
rio estudiar los efectos potenciales e incluso expansivos que la difusión 
de la información puede generar a nuestro país, dentro de la sociedad 
internacional. Lo que, sin duda alguna, afectará al periodo de reserva 
que se pretenda aplicar, pues debe delimitarse una aproximación del 
plazo en el que pueden subsistir las causas que dieron origen a la cla-
sificación.

Una vez que se han realizado los planteamientos básicos relacio-
nados con las hipótesis de reserva que ocupan nuestra atención, así 
como la naturaleza de la misma, conviene referir algunos casos que 
se han resuelto en el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la 
Información y Protección de Datos Personales11 (INAI) y que, a mi con-
sideración, ejemplifican de manera clara cada uno de los requisitos que 
se han señalado hasta este punto:

1. CONTRATOS PARA LA ADQUISICIÓN DE VACUNAS 
CONTRA LA ENFERMEDAD COVID 19 (NEGOCIACIONES 
INTERNACIONALES)

Sin duda alguna la pandemia de los últimos años por la enfermedad 
Covid 19, ha sido uno de los temas sobre los que más se ha requerido 
información a partir del año 2020, siendo los contratos que celebró el 
Gobierno de México para adquirir las vacunas contra el virus SARS-
CoV-2, los documentos que mayor número de veces se solicitaron.

Al respecto, el INAI conoció de múltiples recursos de revisión que 
se presentaron ante las respuestas proporcionadas por la Secretaría 

11 Cabe precisar que por la propia naturaleza de la casual de reserva que se estudia, en principio, serían 
los sujetos obligados del ámbito federal quienes podrían hacerla valer y, por lo tanto, el INAI quién 
conozca de este tipo medios de impugnación. En este sentido, se realizó una búsqueda de informa-
ción en la Plataforma Nacional de Transparencia, sin localizar recursos de revisión resueltos por esta 
fracción de reserva por algún Organismo Garante Local, lo que no impide que algún documento que 
obre en los archivos de sujetos obligados estatales o municipales pudiera actualizarla.
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de Relaciones Exteriores y la Secretaría de Salud, por solicitudes en 
las que se requirieron estos contratos y sus anexos, resaltando el RRA 
268/2112 por haber sido el primer asunto en el cual, para resolver el 
medio de impugnación, el organismo garante tuvo acceso a los citados 
instrumentos jurídicos, por lo que es el que se expone a continuación.

Mediante este asunto, una persona solicitó a la Secretaría de Rela-
ciones Exteriores los convenios de precompra de vacuna Covid 19, con 
las empresas CanSino, Pfizer y AstraZeneca.

En su respuesta, la dependencia clasificó como confidenciales los 
Convenios de Confidencialidad firmados con cada una de las farma-
céuticas, lo que generó la inconformidad de la persona recurrente, que 
indicó que los contratos podían ser entregados en versión pública por 
ser de interés público.

Una vez admitido el recurso de revisión, y después de varias dili-
gencias, el sujeto obligado entregó a la persona recurrente, en versión 
pública, los contratos de compraventa de las vacunas contra Covid 19 
firmados con CanSino, Pfizer y AstraZeneca, indicando que la publici-
dad de las secciones testadas se encontraban clasificadas, entre otros 
supuestos, con fundamento en la fracción II del artículo 11013 de la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública (Ley Fede-
ral), pues su divulgación podía menoscabar la conducción de las nego-
ciaciones con sujetos de derecho internacional privado; es decir, las far-
macéuticas, que si bien son particulares, en el contexto de la pandemia 
que se vivía, respondían a intereses de los países donde tienen su sede 
de operación, por lo que de darse a conocer los contratos de manera 
íntegra se podría poner en riesgo la obtención de una vacuna que cum-
pliera con los requisitos de seguridad, calidad y eficacia que permitiera 
controlar la pandemia mediante el acceso equitativo a ésta en el país.

12 Disponible para su consulta en: http://consultas.ifai.org.mx/descargar.php?r=./pdf/resolucio-
nes/2021/&a=RRA%20268.pdf

13 Se trata del mismo supuesto en el artículo 113, fracción II, de la Ley General.
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Las partes de los contratos que fueron reservadas por el sujeto obli-
gado, por considerar que podrían afectar las negociaciones internacio-
nales que en ese momento se llevaban a cabo, consistieron en las con-
diciones esenciales de contratación; a saber, precios, costos, detalles y 
calidad del producto, entregas, garantías, pedidos, facturación, pagos, 
consecuencias de incumplimiento, propiedad intelectual y responsabili-
dad de cada una de las partes. 

Del análisis realizado a los requisitos del Vigésimo de los Linea-
mientos Generales, la Secretaría de Relaciones Exteriores acreditó lo 
siguiente: 

A) Existencia de una negociación en curso.

México contaba con los contratos firmados para la adquisición de vacu-
nas contra COVID-19, a través de mecanismos internacionales, como 
COVAX, así como acuerdos directos con farmacéuticas, entre las que 
se encuentran AstraZeneca, CanSino Biologics, Pfizer BioNTech; 
a través de los cuales, se habían comprometido 234 millones de dosis 
para vacunar a más de 134 millones de personas en el país.

Asimismo, el sujeto obligado se encontraba encargado de impulsar 
una política exterior a favor de la salud de la población mexicana, a fin 
de contar con un acceso universal, oportuno y equitativo a la vacuna 
contra COVID-19, así como de garantizar, a través de su red consular, 
el acceso a las vacunas contra el virus SARS-CoV-2 de sus connacio-
nales en el extranjero.

De esta manera, resultó evidente que el Estado mexicano estaba en 
constante proceso de negociación con las farmacéuticas internaciona-
les, en aras de obtener mejores y mayores beneficios, lo que impactaba 
directamente en la salud de la población mexicana.

Ahora bien, se indicó que la negociación que mantenía el Estado 
Mexicano con las farmacéuticas, consideradas entes de derecho in-
ternacional privado, se realizó con fundamento en el tercer y cuarto 
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párrafo del artículo 16 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y 
Servicios del Sector Público, en relación con el segundo párrafo del 
diverso 12 del Reglamento de la referida Ley; es decir, bajo el supuesto 
de realizar adquisición de bienes, arrendamientos o servicios de proce-
dencia extranjera que deban de ser utilizados o prestados en el país, 
en donde los contratos que al efecto se celebren se llevarán a cabo en 
términos de la legislación del país de origen del proveedor, no así por 
la legislación nacional.

En ese sentido, fue posible concluir que la información reservada 
guardaba relación con una negociación internacional de tracto sucesivo 
y, por ello, se cumplió el primer requisito de procedencia.

B) Identificación del inicio de la negociación.

El 18 de septiembre de 2020, México formalizó su interés de participar 
en el mecanismo COVAX, una iniciativa impulsada entre otros por la Or-
ganización Mundial de la Salud (OMS) en el que estuvieron presentes 
más de 100 países, pensado para que los Estados con mayor capaci-
dad pudieran apoyar a quienes disponen de menos recursos, con el 
cual, según lo indicado, nuestro país tenía garantizada la cobertura del 
20 por ciento de su población, es decir, 51.6 millones de dosis. Entre los 
proyectos internacionales de vacunas a los que México tuvo acceso a 
través del portafolio de COVAX, se encuentran, entre otros, los concer-
nientes a las farmacéuticas que suscribieron con la Secretaría de Salud 
los contratos negociados por el Estado Mexicano.

De este modo, se acreditó que el inicio de la negociación interna-
cional dirigida a la suscripción de los contratos databa del 18 de sep-
tiembre de 2020, con la formalización de la participación de México en 
el mecanismo COVAX.

Por otra parte, conforme a lo señalado por el sujeto obligado, con la 
formalización de los convenios de compra y suministro firmados con las 
tres farmacéuticas, se dio inicio formal en el país a las negociaciones 
para la adquisición de las vacunas que permitirán mitigar los efectos de 
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la pandemia por COVID 19, por lo que también se cumplió el segundo 
requisito de procedencia.

C) Etapa en la que se encuentra la negociación.

El sujeto señaló que no se había concluido con los cargamentos de las 
dosis contratadas con las farmacéuticas, ya que no había culminado 
su entrega total, para su aplicación de acuerdo al programa nacional 
de vacunación; toda vez que el Estado mexicano seguía negociando la 
adquisición de mayores dosis con otros laboratorios con la intención de 
contar con la cantidad suficiente para cubrir al total de la población y, en 
consecuencia, se entendió que la negociación no había concluido pues 
existía la necesidad real y evidente de adquisición con éstos o cualquier 
otro laboratorio para el fin que se persigue.

Por ello, si bien los contratos materia de la solicitud ya habían sido 
suscritos, lo cierto es que éstos se encontraban vigentes, así como en 
constante proceso de ejecución, revisión y perfeccionamiento; porque 
las negociaciones sobre sus modificaciones eran permanentes y ne-
cesarias, pues éstas se requerían en la medida en que avanzaba el 
proceso de vacunación, evolucionaba la ciencia en relación a la calidad 
y eficiencia del producto, así como a las condiciones de pago con que 
contaba el Estado Mexicano, en consecuencia, se cumplió el tercer re-
quisito de procedencia.

D) Tema sobre el que versa la negociación.

La negociación estaba dirigida a obtener la mayor cantidad de vacunas 
para tratar el Covid 19, que permitieran inmunizar a la población del 
país en el menor tiempo y costo posible, por lo que también se cumplió 
con este requisito.
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En cuanto a la prueba de daño, en atención a las características de 
la información que se pretendía reservar, se obtuvo lo siguiente:

I. Representa un riesgo real, demostrable e identificable de 
perjuicio significativo a las negociaciones internacionales con las 
farmacéuticas que suscribieron los contratos; pues, al ser informa-
ción diseñada específicamente para satisfacer la demanda nacional de 
vacunas, su publicidad podría ocasionar que otros países exijan mejo-
res o distintas condiciones a las ofrecidas en sus contratos y con ello, 
se genere un descontento por parte de las farmacéuticas que tienen el 
control en la producción y distribución de las vacunas contra el virus 
SARS-CoV-2, entorpeciendo para el país, el acceso justo y equitativo 
de dichos bienes, repercutiendo en la imposibilidad nacional de adquirir 
más dosis y con esto, contrarrestar, de manera eficiente, el número de 
decesos y contagios por el virus.

La divulgación podría incluso llegar a desencadenar acciones le-
gales por parte de dichos entes privados internacionales, para prote-
ger sus intereses en contra del Gobierno de México para demandar 
indemnización no solo por el daño sufrido, sino por el lucro no obtenido, 
derivado de la entrega de la información, situación que no es deseable 
dado que una sanción pecuniaria al Gobierno de México pondría en 
riesgo los recursos para la compra de las vacunas que aún se requie-
ren, así como en perjuicio de la salud de la población.

II. El riesgo de perjuicio supera el interés público general de 
que se difunda, pues al conocer las demás empresas las condiciones 
contractuales de México, éstas pudieran inhibir la posibilidad de mejo-
rar dichas condiciones con estos u otros laboratorios en los cuales se 
están llevando nuevas negociaciones, poniendo en riesgo garantizar el 
derecho de acceso a la salud a la población. 

La revelación de información podría provocar el incumplimiento a 
los contratos solicitados, en la inteligencia que, al tratarse de una de-
manda global de compra de vacunas, resulta altamente probable ges-
tionar nuevos contratos de compra con aquellas empresas con las que 
ya se contrató previamente.



121

Por ello, el interés general resultó mayor al de la persona solicitante, 
pues dar a conocer las condiciones esenciales de las contrataciones, 
pudiera menoscabar la conducción de las negociaciones de México con 
los laboratorios de países participantes, así como con la OMS, lo que 
llevaría a contraer implicaciones negativas en la posible obtención de la 
vacuna segura y eficaz, para la población mexicana, siendo entonces 
evidente que el proceso de negociación no ha sido concluido hasta 
que se cumplimente de forma cabal con el programa de vacunación 
proyectado por el gobierno federal e inclusive la entrega de vacunas 
establecidas en el contrato.

III. La limitación se adecua al principio de proporcionalidad y 
representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el 
perjuicio, pues la restricción del derecho de la persona solicitante para 
conocer ciertas secciones de los tres contratos es proporcional, porque 
su derecho de acceso no es absoluto y procede la limitación porque: 
i) el fin es constitucionalmente válido, puesto que en términos del 4o 
constitucional, la restricción ayuda a cumplir el propósito de dotar 35 
millones de dosis de la vacuna al Estado Mexicano contra el COVID-19; 
ii) la medida es idónea para alcanzar el fin constitucionalmente válido, 
puesto que la reserva de las condiciones esenciales de las contrata-
ciones, permitirá continuar negociando el perfeccionamiento de tales 
instrumentos favoreciendo el derecho a la salud de las personas; iii) no 
existe un medio menos lesivo, precisamente porque dicha información 
no es posible localizarla en otro acto jurídico distinto al que pretende 
acceder la persona solicitante y además el sujeto obligado únicamente 
está invocando la reserva parcial, no así íntegra de las contrataciones; 
por estas razones, es que, iv) la limitación también es proporcional en 
sentido estricto. Lo anterior, aunado a que sí se proporcionaron otras 
partes de los contratos solicitados.

De esta manera, el Pleno del INAI concluyó que procedía la reserva 
parcial de los contratos firmados con AstraZeneca, CanSino Biologics, 
Pfizer BioNTech para la adquisición de vacunas contra COVID 19, por 
un periodo de dos años, contados a partir de la confirmación de clasifi-
cación emitida por el Comité de Transparencia.
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Finalmente, quiero resaltar que en el caso que se expuso la nego-
ciación no sé dio entre dos Estados, sino que se actualizó la posibilidad 
de que la contraparte sea un sujeto de derecho internacional, pues la 
negociación involucró a la OMS, a través del mecanismo COVAX, y a 
las farmacéuticas mencionadas.

2. INFORMACIÓN SOBRE COLABORACIÓN DE MÉXICO 
CON OTROS PAÍSES EN MATERIA DE SEGURIDAD 
(RELACIONES INTERNACIONALES)

Como se ha mencionado con anterioridad, las relaciones internaciona-
les resultan indispensables para que los países puedan colaborar en 
diversas materias, una de ellas es la seguridad dentro de su territorio, 
en virtud de la cual se genera una gran cantidad de información.

Mediante diversas solicitudes de información, se ha solicitado a la 
Secretaría de Relaciones Exteriores que proporcione información sobre 
agentes extranjeros que se encuentran acreditados en México, para 
distintos periodos.

Así, mediante el recurso de revisión RRA 10940/2114, el INAI co-
noció de dicha información para los agentes estadounidenses para el 
periodo del año 2012 al 02 de agosto de 2021 y, a través del recurso de 
revisión RRA 12113/22 15, de la información de los agentes estadouni-
denses y de países centroamericanos generada del año 2017 al 22 de 
junio de 2022.

En ambos casos, el sujeto obligado respondió que la información 
sobre los funcionarios que se han desempeñado como agentes extran-
jeros y han estado acreditados en México para colaborar en temas de 
seguridad con las autoridades de nuestro país está clasificada como re-

14 Disponible para su consulta en: http://consultas.ifai.org.mx/descargar.php?r=./pdf/resolucio-
nes/2021/&a=RRA%2010940.pdf 

15 Disponible para su consulta en: http://consultas.ifai.org.mx/Sesionessp/Consultasp
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servada, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 110, fracción II, 
de la Ley Federal, pues de divulgarse la información se podría menos-
cabar la conducción de la relación entre los Estados Unidos de América 
y los Estados Unidos Mexicanos, viéndose afectados la conducción de 
los asuntos internacionales entre México y el resto de los países, así 
como el funcionamiento adecuado del andamiaje institucional construi-
do entre países para la atención de preocupaciones de interés común, 
además de que el número de representantes extranjeros de agencias 
de procuración de justicia no constituye un simple dato estadístico ya 
que puede realizarse un análisis de las fluctuaciones anuales de la in-
formación reflejando el estado y variaciones de la colaboración en ma-
teria de seguridad entre ambos países.

Asimismo, considerando lo argumentado por el sujeto obligado, se 
acreditó lo siguiente:

1. Existencia de una relación internacional. 

En tanto que nuestro país cuenta con diversos programas específicos 
de colaboración y combate a la delincuencia organizada y al narcotrá-
fico dentro y fuera de México, varios de ellos firmados con los países 
para los que se requirió la información, por lo que su divulgación podría 
menoscabar la conducción de la relación de cooperación en seguridad 
de México con Estados Unidos de América y países de Centroamérica, 
y menoscabaría las relaciones internacionales de México, toda vez que 
en caso de que se divulgara información del número y nacionalidad 
de agentes extranjeros en el país perjudicaría la ejecución de dichos 
programas.

Por lo que resultó evidente la existencia de vínculos creados por 
el Estado Mexicano para crear, modificar o extinguir obligaciones con 
otros Estados, que ejercen su acción e influencia en México, y que fa-
vorezcan la convivencia armónica.
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2. La incidencia de la información sobre los temas particulares de 
dicha relación.

El sujeto obligado refirió que la información solicitada tendría los si-
guientes efectos:

• Reflejaría los puntos de acuerdo a los que llegaron y podrán 
seguir llegando ambas partes en relación a la presencia de 
elementos de apoyo para las tareas coordinadas en materia de 
seguridad.

• Constituye información no revelada por nuestro país ni por 
los gobiernos de los Estados Unidos de América y países 
centroamericanos.

• Consiste un dato vinculado con la cantidad de operadores 
extranjeros en nuestro país, coordinados con las representaciones 
diplomáticas.

• Implica información estadística que refleja la cantidad de 
individuos necesarios en México, para lograr el funcionamiento 
adecuado del andamiaje institucional construido entre países, 
para la atención de preocupaciones de interés común.

Por lo anterior, se desprendió que, a efecto de lograr la publicidad de 
los actos materia del Acuerdo debería existir un consenso de por me-
dio, precisamente para evitar dañar la relación internacional con que 
se cuenta y que repercutiría directamente en las tareas de seguridad 
del país, por lo que se tuvo por acreditada la siguiente prueba de daño:

• La divulgación de la información supone un riesgo real, 
demostrable e identificable de perjuicio a las relaciones 
internacionales que existen entre los Estados Unidos de 
América y países centroamericanos con nuestro país, pues 
implicaría hacer pública información sensible relacionada con 
los recursos humanos que tienen permitida su interacción en 
nuestro territorio.

 � En caso de divulgarse, perjudicaría la ejecución de programas 
específicos de colaboración y combate a la delincuencia 
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organizada y al narcotráfico dentro y fuera de México, así como 
el grado de confianza, buena fe y la calidad de la relación 
diplomática, pues los gobiernos extranjeros no han expresado el 
número total de agentes que han operado en territorio mexicano.

• El riesgo de perjuicio descrito supera el interés público 
general que supondría la divulgación de la información, toda vez 
que el bien jurídico que protege la causal de reserva, es evitar 
que debido a terceros las relaciones internacionales existentes 
entre los dos Estados puedan verse perjudicadas o dañadas, 
poniendo en riesgo la paz y el orden público entre los países.

• La limitación al derecho de acceso a la información contenida 
en las relaciones internacionales que existen entre los 
Estados Unidos de América, los países centroamericanos 
y nuestro país se adecua al principio de proporcionalidad y 
representa el medio menos restrictivo disponible para evitar 
el perjuicio, pues al reservar la información en cuestión, por 
un tiempo determinado, permite salvaguardar y proteger las 
relaciones internacionales.

En virtud de la naturaleza de la información, se indicó que el periodo 
de reserva debe ser de cinco años, mismo que el INAI consideró pro-
cedente debido a que al difundirse la información puede vulnerarse y 
menoscabar las relaciones internacionales entre los Estados Unidos de 
América, países de Centroamérica y México.

Cabe resaltar que el Comité de Transparencia del sujeto obligado 
emitió una resolución confirmando la reserva para cada una de las soli-
citudes de información, analizando sus particularidades, lo cual resulta 
relevante, pues aún y cuando ya existía un acta sobre la misma infor-
mación, al momento de recibir una nueva solicitud se debe revisar si 
subsisten o no las causas que dieron origen a la reserva.

Asimismo, es importante aclarar que se retomó nuevamente un 
caso de la Secretaría de Relaciones exteriores, ya que su misión es 
conducir la política exterior de México mediante el diálogo, la coopera-
ción, la promoción del país y la atención a los mexicanos en el extran-
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jero, así como coordinar la actuación internacional del Gobierno de la 
República, es por ello que una gran parte de las solicitudes de informa-
ción en las que se hace valer está causal y, por lo tanto, se conoce de 
recursos de revisión, derivan de ese sujeto obligado16.

3. INFORMACIÓN SOBRE PROCESOS DE EXTRADICIÓN 
(RELACIONES INTERNACIONALES)

Mediante la solicitud de información que dio origen al recurso de revi-
sión RRA 4757/17, se requirió a la entonces Procuraduría General de 
la República todos los documentos relacionados con la extradición de 
Javier Duarte y con el procedimiento que se sigue en su contra.

En su respuesta, el sujeto obligado indicó que contaba con un ex-
pediente administrativo relacionado con el procedimiento de extradición 
que se sigue ante el Gobierno de la República de Guatemala, en contra 
de la persona aludida en la solicitud; sin embargo, reviste el carácter de 
reservado, con fundamento en el artículo 110, fracción II, de la Ley Fe-
deral, por lo que no era posible su entrega, por las siguientes razones:

• El Tratado de Extradición entre el Gobierno de los Estados Unidos 
Mexicanos y el Gobierno de la República de Guatemala instituye 
como objetivos: a) el establecimiento de una cooperación eficaz 
para combatir la criminalidad y perseguir delincuentes, que 
salen de sus respectivas fronteras, y b) la persecución de la 
probable comisión de conductas dolosas o culposas que sean 
punibles conforme a la legislación de las partes, así como delitos 
referentes a defraudación fiscal, casos de tentativa de cometer 
un delito, asociación delictuosa entre otras;

• Los documentos solicitados por el peticionario se derivan de 
información encaminada a la persecución de diversos delitos, 

16 A manera de referencia, a partir de datos analizados por la Dirección General de Evaluación del INAI, 
se observa que, dentro del periodo de septiembre de 2021 y septiembre de 2022, se contestaron 79 
solicitudes de información haciendo valer la reserva prevista por la fracción II del artículo 110 de la 
Ley Federal, de las cuales 16 corresponde a la Secretaría de Relaciones Exteriores. Lo que equivale 
al 20.25%.



127

por ello, es justificable la reserva de la información, toda vez que 
de revelarla pudiera menoscabar las relaciones internacionales, 
y

• La extradición internacional constituye una herramienta efectiva 
para la eficacia de la ley penal, pues consolida los esfuerzos de 
los Estados, haciendo un frente común en contra de aquellos que 
pretenden eludir la acción punitiva con el solo hecho de traspasar 
las fronteras; por lo tanto, esta herramienta de cooperación 
jurídica está basada en los principios de la buena fe de los 
Estados y de igualdad soberana de las Naciones, por lo que no 
es adecuado al derecho internacional ventilar información que 
emane de dicha cooperación. 

Posteriormente, argumentó como prueba de daño que la divulgación 
de la información representaba un riesgo real, demostrable e identifi-
cable de vulnerar las relaciones diplomáticas entre las naciones impli-
cadas, toda vez que el vínculo existente entre ambas naciones permite 
la coexistencia pacífica, como el desarrollo de tales entidades y que se 
entablan en razón de distintos factores y son regulados por el Derecho 
Internacional; por ello, la divulgación dañaría las relaciones internacio-
nales; ocasionando, que la convivencia o coexistencia entre los Esta-
dos firmantes se vulnere.

Sin embargo, del análisis realizado se determinó que no se acredi-
taba la reserva invocada por las siguientes razones:

1) No se advirtió qué riesgo real, demostrable e identificable 
pueda producir la difusión de la información solicitada, en 
perjuicio de las relaciones internacionales mencionadas; dado 
que el contenido de la documentación está relacionado con un 
determinado procedimiento penal incoado en los tribunales del 
Estado solicitante.

2) La información reservada por el sujeto obligado no tiene que ver 
en sí misma, con una comunicación entre los Estados signatarios 
del tratado de extradición, en tanto fueron elaborados por el 
sujeto obligado y están dirigidos a la Secretaría de Relaciones 
Exteriores; es decir, entre autoridades mexicanas.
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3) La petición formal de extradición y sus anexos, elaborados por el 
sujeto obligado. así como la contestación que al efecto otorgue 
la Secretaría de Relaciones Exteriores, constituyen actos 
exclusivos de soberanía nacional. 

De esta manera, no se advirtió el daño que se podía producir a las 
relaciones internacionales, en el entendido que las documentales so-
licitadas se traducen en actos exclusivos de soberanía nacional y, en 
consecuencia, su publicidad no puede llegar a afectar negativamente 
aquellos vínculos que permiten salvaguardar tanto la coexistencia pací-
fica como la convivencia entre el Estado Mexicano y el de Guatemala.

De igual manera, tampoco se acreditó la forma en que la publicidad 
de documentos podía impactar en los esquemas de reciprocidad y ayu-
da mutua entre los Estados señalados, pues no se estaba en presencia 
de documentales donde consten comunicaciones entre dos Estados 
distintos, sino entre dos autoridades del mismo país.

De esta manera, la difusión de la solicitud formal de extradición 
internacional y documentos anexos, no constituye ningún riesgo real, 
demostrable e identificable en perjuicio de: a) la cooperación eficaz con 
miras a combatir la criminalidad, que sostiene México con Guatemala, 
y b) las relaciones de común acuerdo, sostenidas entre dichos Esta-
dos, en materia de extradición internacional, ni supera el interés público 
de proteger y salvaguardar las relaciones sostenidas entre los Estados 
signatarios del tratado de extradición citado, ya que no se está en pre-
sencia de comunicaciones entre dos Estados soberanos.

Por último, la limitación no se adecuó al principio de proporcionali-
dad, ni tampoco representa el medio menos restrictivo disponible para 
evitar la afectación de las relaciones de común acuerdo, sostenidas 
entre México y Guatemala, en materia de extradición internacional; por-
que los documentos solicitados no desarrollan aspectos generales de 
la relación entre dichos Estados, mucho menos inciden sobre los as-
pectos particulares de esa relación. 
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Adicionalmente, para este caso resalta que la Procuraduría rindió 
una prueba de daño para la causal de clasificación en estudio, argu-
mentando cuestiones dirigidas a proteger el interés jurídico tutelado a 
través de la hipótesis de reserva de persecución del delito, la cual se 
prevé en el artículo 110, fracción VII, de la Ley Federal.

Por lo señalado, resultó improcedente la reserva en términos del 
artículo 110, fracción II, de la Ley Federal del expediente administra-
tivo de extradición generado por el sujeto obligado, ya que, si bien se 
involucraba una solicitud de apoyo internacional, se determinó que los 
documentos en realidad no contenían comunicaciones entre ambos 
países, es decir, no se cumplió con uno de los presupuestos indispen-
sables para la actualización de dicha causal.

Los ejemplos referidos, nos permiten contar con un panorama sobre 
los puntos relevantes que se deben cumplir para la procedencia de la 
causal que se analiza, así como las razones por las que la misma no 
resultaría aplicable, los cuales se identifican de la siguiente manera:

1. Los requisitos para acreditar la existencia de una negociación 
internacional son distintos a los que se requieren para 
demostrar la existencia de una relación internacional, por lo 
que es importante identificar, en primer lugar, en cuál de los dos 
supuestos se encuentra la información.

2. Únicamente se puede clasificar información que dé cuenta 
de la negociación o de la relación internacional, es decir, 
necesariamente debe consistir o dar cuenta de comunicaciones 
entre el Estado Mexicano y cualquier otro Estado, organismo 
internacional o sujeto de derecho internacional.

3. El análisis debe realizarse considerando las particularidades del 
caso en concreto, aún y cuando ya exista una determinación de 
reserva anterior.

4. Se debe atender a cada uno de los requisitos previstos por las 
Leyes de la materia y los Lineamientos Generales, mismos que 
deben ser confirmados por el Comité de Transparencia, a través 
del acta correspondiente.
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5. La prueba de daño siempre debe encaminarse a acreditar 
el perjuicio que se generaría a la negociación o relación 
internacional, evitando argumentos que se refieran a otros 
supuestos de reserva.

6. Invariablemente se debe considerar un plazo de reserva que 
atienda al periodo estrictamente necesario para que no se cause 
perjuicio alguno a la negociación o relación internacional que se 
pretenda salvaguardar.

A manera de conclusión podemos decir que uno de los principales retos 
al que nos enfrentamos con esta causal de reserva es lograr sensibi-
lizar a los demás países y sujetos del ámbito internacional, sobre el 
hecho de que toda la información que obra en los archivos de un sujeto 
obligado por las leyes de transparencia, en principio, está considera-
da pública y si bien esta reserva busca proteger información que se 
genera en el seno del trato, conexión y lazos que el Estado mexicano 
conforme al coexistir en la comunidad internacional (ya sea al realizar 
una negociación o bien en el transcurso de la comunicación natural), de 
modo que se propicie una buena reputación y renombre para nuestro 
país, basados en la confiabilidad, lealtad y compromiso mutuos, debe 
dejarse claro que la información no puede quedar ajena al escrutinio 
público, en virtud del principio de máxima publicidad al que, como man-
dato constitucional, estamos obligados.

Asimismo, no es poco común encontrar documentos que contengan 
una cláusula de confidencialidad y que, por esa razón, se considere 
que ya no debería ser divulgada; sin embargo, ante una solicitud de 
información se deberá realizar su análisis para determinar si puede o 
no ser entrega, para lo cual, como ya se ha referido, se debe revisar el 
caso en especifico y sus particularidades para poder determinar su na-
turaleza; es decir, no basta con que se haya entregado con el carácter 
de reservada, sino que es necesario que se cumplan con los requisitos 
y supuestos previstos en las Leyes mexicanas.
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Lo anterior, resulta complicado pues debemos recordar que la legis-
lación en materia de transparencia y acceso a la información en nuestro 
país es una de las más avanzadas en todo el mundo, por lo que no es 
tarea sencilla explicar a las contrapartes internacionales que cualquier 
persona interesada podría solicitar acceso a la información que los in-
volucra.

Por ello, es importante que en toda negociación o relación interna-
cional, como una buena práctica, se incluya una explicación del dere-
cho de acceso a la información en nuestro país y de los parámetros con 
los que el mismo puede ejercerse, de modo que, así como en los ins-
trumentos jurídicos internacionales se prevén cláusulas de clasificación 
o confidencialidad, se transite a incluir también cláusulas o apartados 
específicos sobre transparencia y acceso a la información, en los que 
se establezcan las pautas del procedimiento que se debería seguir ante 
eventuales solicitudes de información.
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LA CLASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN 
QUE SE ENTREGUE AL ESTADO 
MEXICANO EXPRESAMENTE CON 
CARÁCTER DE RESERVADA O 
CONFIDENCIAL POR OTRO U OTROS 
SUJETOS DE DERECHO INTERNACIONAL

Dr. Francisco Javier Acuña Llamas

La clasificación de la información, en su vertiente de reservada, es un 
tema que debe analizarse a profundidad, no está demás resaltar en 
todo momento que, en términos del artículo cuatro de la Ley General 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública, toda la informa-
ción generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los 
sujetos obligados es pública y sólo podrá ser clasificada excepcional-
mente como reservada temporalmente por razones de interés público 
y seguridad nacional.

En este contexto, debemos partir de que toda la información, en 
principio, es pública y como excepción podrá clasificarse cuando dicha 
información se ajuste a las hipótesis normativas que prevé la Ley, en el 
caso de la reservada será únicamente por tiempo determinado.

Lo anterior, no es una simple precisión, es un punto de partida, ya 
que, en la actualidad, todavía existen sujetos obligados que tienden a 
clasificar toda la información al considerar que es reservada, es decir, 
perciben de manera equívoca que la generalidad es no dar acceso a la 
información y únicamente en limitadas ocasiones proporcionar parte de 
ella, situación que debe irse erradicando.

Ahora bien, el artículo 113 de la Ley General de Transparencia y Ac-
ceso a la Información Pública, establece, en su fracción II, lo siguiente:

Artículo 113. Como información reservada podrá clasificar-
se aquella cuya publicación: 
…
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II. Pueda menoscabar la conducción de las negociaciones y 
relaciones internacionales;

Por su parte, los Lineamientos Generales en materia de clasificación 
y desclasificación de la información, así como para la elaboración de 
versiones públicas, establecen lo siguiente:

Vigésimo. De conformidad con el artículo 113, fracción II de 
la Ley General, podrá considerarse como reservada, aque-
lla que de difundirse menoscabe:

I. El curso de las negociaciones internacionales, entendién-
dose por éstas el diálogo entre las autoridades mexicanas y 
los representantes de otros Estados u organismos interna-
cionales, destinadas a alcanzar un objetivo de carácter in-
ternacional. Para tal efecto, se deberá acreditar lo siguiente:

a)    La existencia de una negociación en curso;
b)    Identificar el inicio de la negociación;
c)    La etapa en la que se encuentra, y
d)    Tema sobre el que versa.

II. Las relaciones internacionales entre México y otros Es-
tados u organismos internacionales, entendiéndose éstas 
como los vínculos que se crean, modifican o extinguen, en-
tre diversos sujetos que ejercen su acción e influencia más 
allá de las fronteras estatales y mediante los cuales se fa-
vorece una convivencia armónica entre dichos sujetos, con-
formándose como el medio para solucionar diversos proble-
mas que dificultan la realización de esa convivencia. Para 
tal efecto, se deberán señalar los aspectos generales de la 
relación con ese Estado o Estados u otro sujeto de las rela-
ciones que salgan del Estado Mexicano y la incidencia de la 
información sobre los aspectos particulares de esa relación.

La prueba de daño deberá acreditar, además, el grado de 
afectación de la relación internacional expresando las con-
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secuencias económicas, políticas, sociales, aspectos mi-
gratorios, en su caso y señalar si existen casos previos en 
que el otorgamiento de una información similar haya afec-
tado una relación del Estado mexicano con otro sujeto de 
derecho internacional.

De lo anterior, se desprende que podrá considerarse como información 
reservada aquella que pueda menoscabar la conducción de las nego-
ciaciones y las relaciones internacionales.

En ese sentido, se entenderán por relaciones internacionales entre 
México y otros Estados u organismos internacionales, los vínculos que 
se crean, modifican o extinguen, entre diversos sujetos que ejercen 
su acción e influencia más allá de las fronteras estatales y mediante 
los cuales se favorece una convivencia armónica entre dichos sujetos, 
conformándose como el medio para solucionar diversos problemas que 
dificultan la realización de esa convivencia. 

Para tal efecto, se deberán señalar los aspectos generales de la 
relación con ese Estado o Estados u otro sujeto de las relaciones que 
salgan del Estado Mexicano y la incidencia de la información sobre los 
aspectos particulares de esa relación.

Asimismo, se prevé que la prueba de daño deberá acreditar, ade-
más, el grado de afectación de la relación internacional expresando las 
consecuencias económicas, políticas, sociales, aspectos migratorios, 
en su caso y señalar si existen casos previos en que el otorgamiento de 
una información similar haya afectado una relación del Estado Mexica-
no con otro sujeto de derecho internacional.

Con base en lo anterior, podemos considerar que es posible la exis-
tencia de información que en el momento en que es solicitada se ubi-
que en uno de los casos de reserva antes referidos.

Conviene en este punto, retomar lo resuelto por el Instituto Nacional 
de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Per-
sonales, para lo cual se describirán los siguientes casos prácticos, lo 



138

anterior, con la intención de ejemplificar cuándo es posible actualizar la 
hipótesis normativa prevista en la fracción II del artículo 113 de la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.

Casos prácticos

1) Recurso de revisión número RRA 1542/19, interpuesto en 
contra de la respuesta proporcionada por la Secretaría de 
Relaciones Exteriores.

Por medio de una solicitud de información se requirió a la Secretaría de 
relaciones Exteriores, “copia en formato electrónico de la Nota Verbal 
30-28/43 con fecha de 18 de marzo de 2017, y documentos anexos, 
relativa a la Exposición Internacional de Astaná 2017, recibida del Go-
bierno de Kazajstán”.

En respuesta, la Secretaría de Relaciones Exteriores, a través de 
la Subsecretaria de Relaciones Exteriores (SSRE) y de la Dirección 
General para África y Medio Oriente (DGAMO), manifestó que la infor-
mación solicitada se encuentra clasificada como reservada, de confor-
midad con las fracciones II, III y XIII del artículo 110 de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública.

Inconforme con la respuesta, el peticionante interpuso recurso de 
revisión señalando como agravio la clasificación de la información invo-
cada por parte del sujeto obligado.

El Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales, procedió al análisis de las constancias 
que integran el recurso de revisión en comento y consideró desestimar 
la clasificación de la información respecto de las causales previstas en 
las fracciones III y XIII del artículo 110 de la Ley Federal de Transparen-
cia y Acceso a la Información Pública.

De esta manera, se determinó actualizar la clasificación en términos 
de la fracción II del artículo 110 de la Ley Federal de Transparencia y 
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Acceso a la Información Pública, al concluir que la información materia 
de la solicitud se encuentra vinculada con hechos de trascendencia 
internacional y de un gran impacto para la sociedad mexicana, con mo-
tivo de la relación bilateral y los compromisos vigentes celebrados entre 
México y Kazajstán.

Además de que, al hacer pública la información, podría traer como 
consecuencia la afectación de las negociaciones con el estado de 
Kazajstán, en específico de aquellas derivadas de la participación de 
ambos países en la Expo-2017 Astaná, y como consecuencia menos-
cabar de manera general las relaciones internacionales entre México y 
Kazajstán.

Por todo lo anterior, se concluyó que lo procedente era instruir a la 
Secretaría de Relaciones Exteriores a que emitiera a través de su Co-
mité de Transparencia, una resolución en la que clasifique como reser-
vada la información contenida en la nota diplomática número 30-28/43 
así como de su anexo, de conformidad con lo previsto en el artículo 
110, fracción II, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública, por un período de cinco años, y proporcione la misma 
al particular.

Prueba de Daño

En cumplimiento con el artículo 104 de la Ley General de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública, se consideró que existía un riesgo al 
hacer pública la información solicitada, por lo siguiente:

La divulgación de la información representa un riesgo real, 
demostrable e identificable de perjuicio significativo al inte-
rés público o a la seguridad nacional.

Se consideró que la nota diplomática en cuestión hace referencia a in-
formación relacionada con la participación de México en la Expo- 2017 
Astaná, derivado de la cual se realizaron diversos compromisos entre 
ambos Estados, relacionados con temas económicos y de energía.
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Por lo que se concluyó que, entregar la información podría provocar 
un descarrilamiento en el diálogo que se pueda llevar a cabo sobre 
estos temas y dañar la conducción eficaz de los intercambios entre 
ambos países.

Además de que México, debe cumplir de buena fe las obligaciones 
contraídas en virtud de acuerdos internacionales válidos.

El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el 
interés público general de que se difunda.

Hacer pública la información traería como consecuencia el afectar de 
manera directa las relaciones de confianza mutua que sustenta la rela-
ción entre ambos países, la cual es indispensable para comunicar con 
eficacia y credibilidad los asuntos que se quieran tratar y que hacen po-
sible una buena conducción de las relaciones internacionales vigentes 
y de la cual depende en gran medida la calidad de las negociaciones y 
la solidez de los vínculos internacionales.

La limitación se adecua al principio de proporcionalidad y 
representa el medio menos restrictivo disponible para evitar 
el perjuicio.

Se consideró que la reserva de información es el medio menos res-
trictivo posible, ya que, en el supuesto de entregar la información se 
generaría un perjuicio para el Gobierno de México en el contexto de 
la relación bilateral más estratégica para nuestro país con el Gobierno 
de Kazajstán, no sólo en la participación de México en la Expo- 2017 
Astaná, sino en los acuerdos vigentes entre ambas naciones.

Así, en el caso concreto y con base a lo anteriormente señalado, 
el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Pro-
tección de Datos Personales, consideró apropiado actualizar la clasifi-
cación de la información prevista en la causal señalada en la fracción 
II del artículo 110 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, por un periodo de cinco años.
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2) Recurso de revisión número RRA 12400/20, interpuesto 
en contra de la respuesta proporcionada por la Secretaría de 
Relaciones Exteriores.

Por medio de una solicitud de información se requirió a la Secretaría 
de Relaciones Exteriores, “todas las notas diplomáticas, solicitudes de 
colaboración internacional o litigios enviados o promovidos ante todas 
las instancias de Reino Unido desde el 1o de febrero de 2020 hasta la 
fecha de recepción de la presente solicitud de información”.

En respuesta, la Secretaría de Relaciones Exteriores, a través de 
la Embajada de México en Reino Unido clasificó como reservada la 
información peticionada en términos del artículo 110, fracción II, de Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, por un 
periodo de cinco años, toda vez que, proporcionar la información re-
querida podría menoscabar las relaciones bilaterales entre México y el 
Reino Unido.

Inconforme con la respuesta, el peticionante interpuso recurso de 
revisión, señalando como agravio la clasificación de la información in-
vocada por parte del sujeto obligado.

El Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales, procedió al análisis de las constan-
cias que integran el recurso de revisión y mediante el desahogo de dos 
requerimientos de información, la Secretaría de Relaciones Exteriores, 
señaló que, remitió 27 notas diplomáticas al gobierno de Reino Unido 
del 01 de febrero de 2020 al 28 de septiembre de 2020.

De la revisión y descripción de cada nota diplomática, se advirtió 
que 18 de las 27 notas diplomáticas enviadas a las instancias de Reino 
Unido contienen información que podría menoscabar la relación bilate-
ral entre las partes.

Por lo anterior se determinó que la divulgación de la información 
supondría un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio sig-
nificativo al interés público o a la seguridad nacional, en virtud de que 
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las notas, versan sobre cooperaciones consulares e internacionales, 
propuestas, solicitud de apoyos, respaldo en decisiones, comunicación 
de iniciativas entre estados. Incluso, se prevé mecanismos de coopera-
ción. En general, se trata de comunicaciones y solicitudes por parte de 
México para un fin en específico.

En ese sentido, se consideró que la entrega de las 18 notas diplo-
máticas menoscabaría la confianza mutua y los principios de buena fe 
y reciprocidad aplicables a la conducción de relaciones con el gobierno 
británico, ya que, lejos de favorecer una convivencia armónica entre 
Estado Mexicano y el gobierno británico, afectaría la relación entre las 
partes, pues las notas dan cuenta de los medios y mecanismos que 
utiliza el estado mexicano para la comunicación, apoyo y respaldo en 
decisiones.

Por todo lo anterior, se concluyó instruir a la Secretaría de Relacio-
nes Exteriores a que emita a través de su Comité de Transparencia, 
una resolución a través de la cual -debidamente de manera fundada y 
motivada- clasifique en términos del artículo 110, fracción II de la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, las 18 no-
tas diplomáticas identificadas como: GBR0610, GBR0625, GBR0626, 
GBR0659, GBR0682, GBR0799, GBR0922, GBR1084, GBR1094, 
GBR1683, GBR1250, GBR1321, GBR1287, GBR1306, GBR1510 
GBR1688, GBR1247 y GBR0969. 

Asimismo, se instruyó a efecto de que entregue de manera ínte-
gra las notas diplomáticas número GBR0302, GBR0341, GBR0528, 
GBR0677, GBR0722, GBR0749, GBR0927, GBR1179 y GBR1593.

Prueba de Daño

El Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Pro-
tección de Datos Personales en cumplimiento con el artículo 104 de la 
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, con-
sideró que existía un riesgo al hacer pública la información solicitada, 
por lo siguiente:
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La divulgación de la información representa un riesgo real, 
demostrable e identificable de perjuicio significativo al inte-
rés público o a la seguridad nacional;

Se consideró que las notas, versan sobre cooperaciones consulares e 
internacionales, propuestas, solicitud de apoyos, respaldo en decisio-
nes, comunicación de iniciativas entre estados. Incluso, se prevé me-
canismos de cooperación. En general, se trata de comunicaciones y 
solicitudes por parte de México para un fin específico. 

En ese sentido, en el supuesto de entregar las 18 notas diplomáti-
cas en cuestión, menoscabaría la confianza y los principios de buena fe 
y reciprocidad aplicables a la conducción de relaciones con el gobierno 
británico, ya que, lejos de favorecer una convivencia armónica entre 
estado mexicano y el gobierno británico, afectaría la relación entre las 
partes, pues las notas dan cuenta de los medios y mecanismos que 
utiliza el estado mexicano para la comunicación, apoyo y respaldo en 
decisiones. 

Incluso, la información materia de la solicitud, se encuentra vincula-
da con hechos de trascendencia internacional, pues por motivos de la 
Pandemia que impactó al mundo, existió gestión por parte del gobierno 
extranjero para cierto tipo de apoyo. 

El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el 
interés público general de que se difunda.

Hacer pública la información, afectaría el funcionamiento y mecanismos 
que con el tiempo han ido construyendo ambos países para la atención 
de asuntos de interés común y del desarrollo del trabajo diplomático. 

Aunado a que, se atentaría contra el principio de inviolabilidad de 
los documentos diplomáticos y, a su vez, ello significaría un incumpli-
miento de las obligaciones contraídas por el Estado mexicano a través 
de la Convención de Viena Sobre Relaciones Diplomáticas
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En tal virtud, se estimó que el interés público de mantener reser-
vadas las 18 notas diplomáticas referidas, es mayor al interés público 
de dar a conocer las mismas; ello en virtud de que su difusión contra-
vendría el principio de inviolabilidad de los documentos diplomáticos 
y el orden jurídico internacional menoscabando así la relación con el 
gobierno británico, ya que, al contravenir el principio de inviolabilidad 
de los documentos diplomáticos significaría rebasar los límites de la 
actuación de los sujetos de derechos internacional, establecidos por los 
principios de derecho internacional.

La limitación se adecua al principio de proporcionalidad y 
representa el medio menos restrictivo disponible evitar el 
perjuicio.

Se consideró que la reserva de información es el medio menos restric-
tivo posible, ya que en el supuesto de entregar la información solicitada 
se generaría un perjuicio para el Gobierno de México en el contexto de 
la relación bilateral más estratégica para nuestro país. 

Así, en el caso concreto fue posible instruir la entrega de la informa-
ción que no actualizaba la reserva invocada por el sujeto obligado y se 
clasificó únicamente la que sí actualizaba la reserva.

3) Recurso de revisión número RRA 7085/21, interpuesto en 
contra de la respuesta proporcionada por la Secretaría de 
Relaciones Exteriores.

En el recurso que nos ocupa, un particular solicitó a la Secretaría de 
Relaciones Exteriores, el total de oficios firmados por Jesús Seade Kuri 
del 01 de enero de 2020 al 30 de noviembre de 2021, indicando los 
folios, fechas, asunto y destinatarios de esos oficios en su respuesta, 
incluir copia digital de todos ellos.

En respuesta, la Secretaría de Relaciones Exteriores, a través de la 
Subsecretaría para América del Norte, puso a disposición 53 fojas útiles 
que contienen los oficios firmados por el entonces subsecretario Jesús 
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Seade Kuri, en el periodo del 1° de enero de 2020 al 30 de noviembre 
de 2021. Algunos de los cuales se proporcionarán en versión pública.

De la misma manera, clasificó el oficio No. SSAN0037, como reser-
vado, por cinco años, en términos del artículo 110, fracción II de la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública.

Inconforme, el particular interpuso recurso de revisión, manifestan-
do como motivo de agravio la modalidad de entrega de lo peticionado y 
la reserva de la información.

Al resolver el asunto que nos ocupa, se precisó el contenido del 
oficio que clasificó el sujeto obligado, el cual versa en lo siguiente:

• Una comunicación dirigida por parte del entonces subsecretario 
para América del Norte, al presidente del Consejo Nacional 
Agropecuario, en respuesta a otro oficio recibido previamente 
por parte de este Consejo. 

• El objetivo de la comunicación es informar al presidente del 
Consejo que el término “estacionalidad” (haciendo referencia a 
la estacionalidad agrícola), no fue incluido ni en el TMEC ni en su 
Protocolo Modificatorio.

• Consideraciones sobre la carta emitida por el entonces embajador 
Lighthizer. 

• El Dr. Seade Kuri señala que las concesiones realizadas a 
quienes pedían los Aranceles Estacionarios se plantean en el 
ámbito de la legislación interna de Estados Unidos. 

• Referencia de que cualquier acuerdo no apegado al Tratado sería 
violatorio, unilateral y sujeto a oposición por parte de México.

• Finalmente, el sujeto obligado señaló que, si bien la negociación 
del TMEC se encuentra concluida, en el oficio se vierten 
consideraciones sobre la actuación de un representante del 
gobierno de Estados Unidos, Estado con el cual se mantiene 
estrecha relación. 
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En ese orden de ideas, en el análisis realizado se hizo referencia, al 
Tratado comercial entre México, Estados Unidos y Canadá (T-MEC, o 
USMCA/CUSMA por sus siglas en inglés), el cual entró en vigor el 1° 
de julio de 2020 y sustituyó al Tratado de Libre Comercio de América 
del Norte (TLCAN).

En este entendido, se precisó que, si bien las negociaciones del 
TMEC han concluido, lo cierto es que los compromisos asumidos por 
México conllevan una constante implementación de acciones para me-
jorar la relación comercial y fomentar lazos de confianza con Estado 
Unidos y Canadá.

Es decir, México se obligó a cumplir con lo estipulado en el TMEC, 
ejemplo de ello es que, el tratado incorpora una cláusula que estable-
ce que los integrantes del pacto deben informar a los otros miembros 
sobre sus intenciones de iniciar un tratado de libre comercio con algún 
país que no opere bajo condiciones de libre mercado.

Lo anterior relacionado en el caso en concreto, resulta relevante 
puesto que dentro del oficio número SSAN0037, se encuentran las con-
sideraciones sobre la carta emitidas por el entonces embajador Lighthi-
ze, con motivo de las relaciones comerciales establecidas en el TMEC; 
que si bien, el mismo ya ha sido suscrito, lo cierto es que en el caso 
concreto se advierte la actualización de la fracción II del Vigésimo de 
los Lineamientos Generales antes referidos, toda vez que se acreditan 
con claridad las relaciones internacionales entre México y otros Esta-
dos, entendiéndose éstas como los vínculos que se crean, modifican 
o extinguen, entre diversos sujetos que ejercen su acción e influencia 
más allá de las fronteras estatales y mediante los cuales se favorece 
una convivencia armónica entre dichos sujetos, conformándose como 
el medio para solucionar diversos problemas que dificultan la realiza-
ción de esa convivencia. 

Lo anterior, tomando en consideración que el oficio en estudio 
contiene miramientos efectuados por parte del gobierno de Estados 
Unidos, encaminados a prestar atención a puntos que se estiman no 
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incluidos en el TMEC ni en su Protocolo Modificatorio y que resultan 
necesarios para el debido cumplimiento del mismo.

En seguimiento de lo previo, y como prueba de daño, es trascen-
dente señalar que, la divulgación de la información constituye un riesgo 
real demostrable e identificable de perjuicio significativo al interés del 
gobierno de México, pues el hecho de entregar la información trae con-
sigo el demérito de la imagen de México ante los demás países, tanto a 
miembros de entidades internacionales, como ajenos, ya que perdería 
confianza por divulgar información que involucra a las partes. 

Ello, pues entregar información relativa a las consideraciones que 
se vierten en relación con el seguimiento y cumplimiento a las obliga-
ciones pactadas en el TMEC, menoscabaría la imagen de México y se 
deterioraría y perdería la confianza de los países firmantes. 

Es decir, generaría un daño a la credibilidad del Estado mexicano 
en los diálogos que sostiene con los representantes de otro Estado y 
organismos internacionales, destinados a alcanzar un objetivo de ca-
rácter internacional. Asimismo, se verían menoscabadas las relaciones 
internacionales, vulnerando la confianza, la confidencialidad entre los 
actores internacionales y se interferiría en los trabajos que lleva el Go-
bierno de México con otro Estado y organismo internacional.

De igual forma, se evita que la información sea potencialmente 
utilizada en perjuicio del interés general de México, obstaculizando la 
cooperación y entorpeciendo las labores con representantes de otros 
Estados u organismos internacionales.

El riesgo de perjuicio supera el interés público general de que se 
difunda, puesto que representa para México el deterioro de sus rela-
ciones internacionales, con sus más grandes socios comerciales, así 
como, el detrimento de su imagen a nivel internacional es algo que no 
tiene un límite. Significa dejar de ser uno de los actores más partici-
pativos a nivel internacional, se relegaría a un papel secundario y su 
proactividad pasaría desapercibida.
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La divulgación del documento podría dañar la relación y dificultar 
las funciones que se tienen conferidas a fin de lograr los objetivos de 
política exterior del Estado Mexicano, debido al daño que podría cau-
sarse al diálogo que se está llevando a distintos niveles entre el gobier-
no mexicano y distintos representantes de otros Estados u organismos 
internacionales.

Ello, puesto que, los diálogos mencionados se inscriben dentro de 
las funciones asignadas y, si como resultado de la entrega de los docu-
mentos dicho diálogo llegara a verse afectado, el Gobierno de México 
podría ver disminuida su efectividad para lograr los objetivos de política 
exterior trazados por el Ejecutivo, además de que se minaría las rela-
ciones de confianza con Estados y organismos internacionales, entor-
peciendo cualquier diálogo o trabajo de cooperación.

Finalmente, la limitación se adecua al principio de proporcionalidad 
y representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjui-
cio, pues la limitación del derecho del solicitante a conocer la informa-
ción que se reserva es proporcional. 

No obstante, por el resto de los puntos tocados en el oficio que 
nos ocupa no se advirtió que su difusión pueda menoscabar relaciones 
internacionales ya que versan sobre una comunicación interna entre 
el entonces subsecretario para América del Norte, y el presidente del 
Consejo Nacional Agropecuario.

Por tal motivo, únicamente se actualizó la causal de clasificación 
prevista en la fracción II, del artículo 110 de la Ley Federal de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública, respecto de la parte referente 
a las consideraciones sobre la carta emitida por el entonces embajador 
Lighthize.
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4) Recurso de revisión número RRA 10729/22, interpuesto 
en contra de la respuesta proporcionada por la Secretaría de 
Infraestructura, Comunicaciones y Transportes.

En el recurso en comento, la parte recurrente presentó una solicitud de 
acceso a la información, por virtud de la cual requirió a la Secretaría de 
Infraestructura, Comunicaciones y Transportes, toda la información re-
lativa a la investigación del accidente de la aeronave LEARJET 45 con 
matrícula XC-VMC, en donde viajaba el ex Secretario de Gobernación, 
Juan Camilo Mouriño, el 04 de noviembre de 2008, los documentos, 
declaraciones de personas, peritajes, exámenes a los cuerpos de los 
fallecidos y toda la información obtenida durante el proceso de investi-
gación del incidente.

En respuesta, la Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y 
Transportes, determinó procedente clasificar la información como re-
servada, en términos de las fracciones II, XI y XIII del artículo 110 de 
la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en 
relación con la Ley de Aviación Civil, por un plazo de 5 años.

Inconforme, la parte recurrente indicó como agravio la clasificación 
de la información.

Es de suma importancia, señalar que en el presente asunto se tuvo 
la necesidad de llevar a cabo una audiencia de acceso a la información 
clasificada, de en un total de 23 carpetas del expedientes y 35 carpetas 
de anexos de información soporte, en un total 58 tomos de información, 
mismas que se tuvieron a la vista.

El Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales al realizar el análisis correspondiente 
respecto de la fracción II, del artículo 110 de la Ley Federal de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública consideró la existencia del 
instrumento internacional denominado Convenio sobre Aviación Civil 
Internacional (CACI); el cual, se trabajó junto a los 192 Estados miem-
bros del Convenio y a grupos de la industria; lo anterior, para alcanzar 
un consenso sobre las normas y métodos recomendados para la avia-
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ción civil internacional y sobre políticas que hagan posible que el sector 
de la aviación civil sea operacionalmente seguro, eficiente, protegido, 
económicamente sostenible y ambientalmente responsable; asimismo, 
se destaca que los Estados miembros de la OACI han adoptado estas 
normas y métodos recomendados, con fin de garantizar que las opera-
ciones sean seguras y confiables en la red mundial de aviación.

Adicionalmente, es de señalarse que existe una relación de coope-
ración internacional entre México y los países miembros del Convenio 
sobre Aviación Civil Internacional cuyo propósito primordial es desa-
rrollar principios y técnicas en materia de aviación civil internacional, 
fomentar la organización y el desenvolvimiento del transporte aéreo 
internacional para que éste seguro y ordenado.

Ahora bien, no debe perderse de vista que derivado de la diligencia 
de acceso celebrada, así como, de las constancias que obran en el 
presente expedientes, se desprende que la información se encuentra 
relacionada con una investigación desarrollada por la autoridad nacio-
nal, en cooperación con autoridades internacionales, lo anterior, en el 
marco de la Ley de Aviación Civil, en materia de investigación de acci-
dentes aéreos.

En este sentido, de las manifestaciones realizadas por el sujeto obli-
gado, no se advirtió que con la publicidad de la información se pudiera 
menoscabar la conducción de las negociaciones, dado que no se hizo 
referencia alguna a la existencia de éstas; de la misma manera, no se 
advierte afectación a relaciones internacionales.

En ese sentido, el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a 
la Información y Protección de Datos Personales, concluyó que, para 
el caso en concreto existía una causal de reserva, específica, esto es 
la fracción XIII del artículo 110 de la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública de la materia, y no así la fracción II de 
dicho artículo.
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Lo anterior, tomando en consideración que el Estado Mexicano da 
cumplimiento a sus compromisos internacionales en materia aeronáuti-
ca a través de lo plasmado en la Ley de Aviación Civil, razón por la cual, 
en el caso concreto no se actualizó la fracción II y sí la XIII del artículo 
110 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pú-
blica de la materia.

Consideraciones finales

De la revisión de los asuntos anteriores, es posible advertir la práctica 
reiterada por parte de los sujetos obligados de clasificar documentales 
en su totalidad, dejando de lado la posibilidad establecida en la Ley, de 
generar versiones públicas; es decir, entregar la documental que les fue 
requerida testando únicamente aquellas secciones que sí actualizan la 
reserva.

Dicho tema, es uno de los mayores retos, debemos transitar a un 
esquema en el que los sujetos obligados, ante una solicitud de informa-
ción, hagan entrega de versiones públicas.

Otra de las constantes, en las respuestas de los sujetos obligados, 
es la reiterada práctica de fundamentar la reserva en diversas causa-
les, lo que conlleva a una incorrecta motivación para acreditar la clasi-
ficación que invocan.

Es decir, en el ánimo que tienen los sujetos obligados de evitar que 
la información sea entregada no ubican la documental en la hipótesis 
específica que actualiza la reserva, invocando diversas causales de 
reserva.

En atención a todo lo previo, es de concluirse que la capacitación, 
la actualización y la preparación de todos los agentes que somos partí-
cipes en velar por el Derecho de Acceso a la Información, es la fórmula 
para transitar a un verdadero Estado de Derecho y por supuesto, de-
mocrático.
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POSIBLES AFECTACIONES AL SISTEMA 
FINANCIERO NACIONAL

Dra. Josefina Román Vergara

“La clasificación de información que pueda afectar la efectividad 
de las medidas adoptadas en relación con las políticas en mate-
ria monetaria, cambiaria o del sistema financiero del país, pueda 
comprometer la seguridad en la provisión de moneda nacional al 
país, o pueda incrementar el costo de operaciones financieras que 
realicen los sujetos obligados del sector público federal.”

Hoy en día la transparencia y el derecho de acceso a la información 
pública se han convertido en pilares para la rendición de cuentas y el 
buen gobierno, no solo en México sino en todos los gobiernos democrá-
ticos. El derecho al acceso a la información es un derecho social que se 
ha convertido a fuerza de los años, en un principio rector de la demo-
cracia mexicana, fundada en la garantía de los derechos constituciona-
les (Luna, 2010), sin embargo, no hace muchos años existía una férrea 
oposición por parte de servidores públicos a transparentar su ejercicio 
gubernamental y a entregar información pública, acceder a información 
pública era prácticamente una batalla perdida, si acaso se llegaba a 
presentar alguna solicitud, principalmente a través del derecho de peti-
ción consagrado en el artículo 8 de la Constitución, las autoridades res-
ponsables se rehusaban a entregarla sin fundamento, argumento o ex-
plicación alguna, el personal adscrito a las dependencias de gobierno ni 
siquiera concebía que el tener acceso a la información que generaban 
fuera un derecho humano, al contrario, se percibían como dueñas de 
los expedientes, documentos que las personas “simples mortales” no 
podíamos obtener.

Según refiere Enrique Quintana (2015): “cuentan las leyendas que 
hace algunas décadas cuando los periódicos del día llegaban al Banco 
de México, en la oficialía de partes se les ponía el sello de confidencial”. 
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Lo cierto es que esta idea errónea de la información como propiedad 
de la administración pública y no de las personas, empezó a desdibu-
jarse a partir de la reforma constitucional de 1977, cuando se incorporó 
a nuestra Carta Magna un último párrafo al artículo 6º para establecer 
que “el derecho a la información será garantizado por el Estado”, pre-
cepto que sería interpretación por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación en el sentido de afirmar que su texto incorpora una garantía 
individual, así como la obligación del estado a informar verazmente.

Derivado de este reconocimiento del acceso a la información como 
un derecho humano, el once de junio de 2002 fue publicada en el Diario 
Oficial de la Federación la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental, en la que se establecieron las ba-
ses para lo que hoy en día son la transparencia y el derecho de acceso 
a la información.

Es importante mencionar que en la Declaración de Principios de la 
Cumbre Mundial sobre la Sociedad de la Información 2003, celebrada 
en Ginebra Suiza, se estableció en su numeral uno: 

…el deseo y compromiso comunes de construir una Socie-
dad de la Información centrada en la persona, integradora 
y orientada al desarrollo, en que todos puedan crear, con-
sultar, utilizar y compartir la información y el conocimiento, 
para que las personas, las comunidades y los pueblos pue-
dan emplear plenamente sus posibilidades en la promoción 
de su desarrollo sostenible y en la mejora de su calidad de 
vida, sobre la base de los propósitos y principios de la Carta 
de las Naciones Unidas y respetando plenamente y defen-
diendo la Declaración Universal de Derechos Humanos.

Asu vez, en el ámbito internacional, en junio de 2009, la Asamblea Ge-
neral de la OEA designó al Departamento de Derecho Internacional la 
elaboración de un proyecto denominado “Ley Modelo sobre Acceso a la 
Información”, con el propósito de encuadrar el marco jurídico necesario 
para garantizar la participación ciudadana en un sistema democrático, 
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el fortalecimiento de la rendición de cuentas, la confianza en las insti-
tuciones gubernamentales y garantizar los derechos humanos, la cual 
fue aprobada en 2010.

Ante tales definiciones, resulta claro que el derecho de acceso a la 
información pertenece a los llamados derechos fundamentales, ya que 
tiene por objeto la protección de bienes básicos y a su vez se relaciona 
con otros derechos como la libertad de expresión, los derechos electo-
rales y, por supuesto, los derechos económicos. 

Doctrinariamente, con relación a la transparencia y su impacto en 
el desempeño de las economías y de los gobiernos se puede distinguir 
entre la transparencia jurídica, la transparencia política, la transparen-
cia institucional y la transparencia económica (Bellver et al, 2005). 

Por lo que hace a la transparencia económica, podemos entender 
la difusión de todos aquellos mecanismos, procesos o medias existen-
tes de información económica en ámbitos como la transparencia fiscal, 
la transparencia monetaria y financiera y la transparencia corporativa. 
La transparencia fiscal implica fortalecer las instituciones con la finali-
dad de promover mejores esquemas de gobierno. Mejores institucio-
nes proveen además con un vínculo con la rendición de cuentas y la 
credibilidad de las políticas y reducen la vulnerabilidad ante las crisis 
(Baldrich, 2005)

En específico, tratándose de transparencia monetaria y financiera 
que se refiere a toda aquella información que genera el Banco de Mé-
xico en relación con las políticas e indicadores monetarios y sobre las 
transacciones en los mercados financieros.

En ese contexto, la transparencia de la información económica y 
el acceso a esta coadyuvara para promover el desarrollo sostenible y 
mejorar la calidad de vida de las personas, que se contempló en los 
primeros postulados de este derecho.



155

A su vez, el derecho de acceso a la información es reconocido a ni-
vel internacional debido a la naturaleza representativa de los gobiernos 
democrático,  es un derecho esencial para promover la transparencia 
de las instituciones públicas y para fomentar la participación ciudadana 
en la toma de decisiones. Además, las administraciones públicas se 
financian con fondos procedentes de los contribuyentes y su misión 
principal consiste en servir a los ciudadanos, por lo que toda la informa-
ción que generan y poseen pertenece a la ciudadanía. 

Derecho que en los esquemas de gobernanza actual constituye 
una herramienta ciudadana trascendental, ya que el acceder a toda la 
información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y or-
ganismo de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autó-
nomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de 
cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos 
públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y mu-
nicipal, permite a las personas participar en la formulación de políticas 
públicas, además de ser elemental para la democracia y la rendición 
de cuentas. 

Sin embargo, este derecho no es absoluto, pue si bien nuestra Car-
ta Magna establece que toda la información en posesión de los sujetos 
obligados es pública y, por ende, accesible a cualquier persona, prevé 
como supuestos de excepción razones de interés público y seguridad 
nacional, por las que podrá ser reservada temporalmente en los térmi-
nos que fijen las leyes.

En síntesis, la información clasificada como reservada es aquella 
que se encuentra temporalmente fuera del acceso público, en virtud de 
que su divulgación podría ocasionar un daño al interés público (gene-
ral) o a la seguridad nacional.

Esta premisa que refiere el artículo 6 permite a las autoridades ne-
gar la información al clasificarla como reservada, siempre y cuando así 
lo establezca un ordenamiento jurídico expedido por el Congreso de la 
Unión o las legislaturas estatales, según sea el caso; es decir, la Cons-
titución prevé lo que se denomina “reserva de ley”.
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En ese contexto podemos afirmar que normativa u ordenamientos 
de rango inferior, como reglamentos, circulares, decretos, de ninguna 
manera pueden establecer hipótesis de excepción para la publicidad 
de la información.

Por otro lado, el párrafo constitucional también establece como re-
gla para que tenga lugar la excepción por reserva, cuando se trate de 
alguna razón de interés público y seguridad nacional, las cuales, se 
desdoblan en los supuestos de excepción que de manera específica 
contempla la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 
pública (Ley General de Transparencia).

Cabe mencionar que de conformidad con el artículo 103 de la Ley 
General de Transparencia en los casos en que se niegue el acceso a la 
información, por actualizarse alguno de los supuestos de clasificación, 
el Comité de Transparencia deberá confirmar, modificar o revocar la 
decisión, en el entendido que para motivar la clasificación de la informa-
ción y la ampliación del plazo de reserva, se deberán señalar las razo-
nes, motivos o circunstancias especiales que llevaron al sujeto obligado 
a concluir que el caso particular se ajusta al supuesto previsto por la 
norma legal invocada como fundamento. Además, el sujeto obligado 
deberá, en todo momento, aplicar una prueba de daño.

De igual forma en el artículo 114 de la propia Ley de Transparencia 
se establece que las causales de reserva se deberán fundar y motivar, 
a través de la aplicación de la prueba de daño.

Sobre el particular, es en el artículo 104 de dicho ordenamiento, en 
donde se establecen los parámetros para aplicar la prueba de daño, 
especificando que el sujeto obligado deberá justificar que: I. La di-
vulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e 
identificable de perjuicio significativo al interés público o a la seguridad 
nacional; II. el riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el 
interés público general de que se difunda, y III. La limitación se adecua 
al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo 
disponible para evitar el perjuicio.
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Al respecto, el Poder Judicial de la Federación ha emitido la Tesis 
aislada 2018460, que es del siguiente tenor:

PRUEBA DE DAÑO EN LA CLASIFICACIÓN DE LA IN-
FORMACIÓN PÚBLICA. SU VALIDEZ NO DEPENDE DE 
LOS MEDIOS DE PRUEBA QUE EL SUJETO OBLIGADO 
APORTE.

De acuerdo con el artículo 104 de la Ley General de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública, y con los linea-
mientos segundo, fracción XIII y trigésimo tercero, de los 
Lineamientos generales en materia de clasificación y des-
clasificación de la información, así como para la elaboración 
de versiones públicas, aprobados por el Consejo Nacional 
del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Infor-
mación Pública y Protección de Datos Personales y publi-
cados en el Diario Oficial de la Federación el 15 de abril 
de 2016, la prueba de daño es la argumentación fundada 
y motivada que deben realizar los sujetos obligados para 
acreditar que la divulgación de la información lesiona un 
interés jurídicamente protegido y que el daño que puede 
producir es mayor que el interés de conocer ésta. Para tal 
efecto, disponen que en la clasificación de la información 
pública (como reservada o confidencial), debe justificarse 
que su divulgación representa un riesgo real, demostrable e 
identificable de perjuicio significativo al interés público o a la 
seguridad nacional; que ese riesgo supera el interés público 
general de que se difunda; y, que la limitación se adecua al 
principio de proporcionalidad y representa el medio menos 
restrictivo disponible para evitar el perjuicio. Así, la prueba 
de daño establece líneas argumentativas mínimas que de-
ben cursarse, a fin de constatar que la publicidad de la in-
formación solicitada no ocasionaría un daño a un interés ju-
rídicamente protegido, ya sea de índole estatal o particular. 
Por tanto, al tratarse de un aspecto constreñido al ámbito 
argumentativo, la validez de la prueba de daño no depende 
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de los medios de prueba que el sujeto obligado aporte, sino 
de la solidez del juicio de ponderación que se efectúe en los 
términos señalados.

DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINIS-
TRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Expuesto lo anterior, y entrando de fondo en el tema que ocupa el pre-
sente ensayo, conviene recordar que, en la primera Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, se 
estableció en su artículo 113, fracción III, que aquella información cuya 
difusión pueda dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria 
del país, podrá clasificarse como reservada.

Sin embargo, esta premisa se vio rebasada tanto por el contexto 
financiero nacional como internacional, por ejemplo, volviendo a la Ley 
Modelo de Acceso a la Información Administrativa de la Organización 
de los Estados Americanos (OEA)  es de importancia para el tema que 
nos ocupa, toda vez que se incorpora en su texto, como un supuesto de 
excepción a la publicidad de la información, aquella que pueda afectar 
los sistemas financieros, en específico señala en sus fracciones III y IV 
de su artículo 7 que una solicitud de información puede ser rechazada 
cuando pueda afectar intereses públicos preponderantes, cuando se 
trate de información que pudiera afectar el funcionamiento del sistema 
bancario o financiero, así como cuando se trate información cuya reve-
lación pueda causar perjuicios económicos.

A su vez, la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Informa-
ción también de la OEA (2010), dispone en su numeral 41 que las auto-
ridades pueden rechazar el acceso a la información cuando el acceso 
genere un riesgo claro, probable y específico de un daño significativo, 
a la habilidad del Estado para manejar la economía y a legítimos inte-
reses financieros de la autoridad, debido a que se trata de intereses 
públicos
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A partir de ello, en la exposición de motivos de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública de las Comisiones 
Unidas de Anticorrupción y Participación Ciudadana, de Gobernación y 
de Estudios Legislativos Segunda, aprobado por el Pleno de la Cámara 
de Senadores el 18 de marzo de 2015, al exponer los relativo a las mo-
dificaciones hechas a la fracción IV del artículo 113 de la Ley General 
de Transparencia hicieron valer lo siguiente:

Reserva financiera, económica y monetaria

Actualmente, la fracción III del artículo 13 de la actual Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Públi-
ca Gubernamental, establece que aquella información cuya 
difusión pueda dañar la estabilidad financiera, económica o 
monetaria del país, podrá clasificarse como reservada; por 
ello, en congruencia a lo anterior, es necesario analizar y 
ponderar la inclusión también de la estabilidad financiera 
y económica, además de la monetaria, como mecanismos 
para proteger el interés público y la seguridad nacional del 
Estado, en cumplimiento a lo dispuesto por la fracción I del 
apartado A del artículo 6° Constitucional.

…

Ahora bien para estas Comisiones Dictaminadoras, revelar 
la Información en materia de política monetaria y cambiaria 
podría ocasionar reacciones prematuras en inversionistas o 
agentes económicos que podrían derivar en serias afecta-
ciones a la economía, incluso irreversibles, en caso que la 
información se revele de manera inoportuna. Asimismo, de 
revelar información sobre administración de reservas de ac-
tivos internacionales, las instituciones y agentes financieros 
que ofrezcan los instrumentos de inversión respectivos po-
drían tomar ventaja de dicha información, ante lo cual se po-
drían elevar los costos de transacción para el Banco Central 
o reducir las oportunidades de inversión de dichos activos. 
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Por otra parte, gran parte de la información que las auto-
ridades financieras recopilan sobre las operaciones de las 
instituciones financieras requiere ser protegida bajo secreto 
bancario y financiero, así como industrial; y si llegan a ser 
reveladas, pueden ocasionar graves daños en la seguridad 
de los particulares o en la conducción de las propias insti-
tuciones, o podría ocasionar reacciones prematuras de los 
ahorradores e inversionistas que pondrían en riesgo la sub-
sistencia de dichas instituciones.

En la actualidad, el artículo 113 fracción IV de la Ley General de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública que fue publicada en el Dia-
rio Oficial de la Federación del cuatro de mayo de 2015, a consecuen-
cia de la reforma constitucional en materia de transparencia del siete 
de febrero de 2014, establece que podrá clasificarse como información 
reservada aquella cuya publicación: 

IV. Pueda afectar la efectividad de las medidas adoptadas 
en relación con las políticas en materia monetaria, cambia-
ria o del sistema financiero del país; pueda poner en riesgo 
la estabilidad de las instituciones financieras susceptibles 
de ser consideradas de riesgo sistémico o del sistema fi-
nanciero del país, pueda comprometer la seguridad en la 
provisión de moneda nacional al país, o pueda incrementar 
el costo de operaciones financieras que realicen los sujetos 
obligados del sector público federal.

Texto que, a su vez, se reproduce en el artículo 110 de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en su fracción IV.

En concreto, del precepto se advierten cuatro distintas hipótesis nor-
mativas para reservar la información en materia monetaria o financiera:

1) La que pueda afectar la efectividad de las medidas adop-
tadas en relación con las políticas en materia monetaria, 
cambiaria o del sistema financiero; 



161

2) La que pueda poner en riesgo la estabilidad de las ins-
tituciones financieras susceptibles de ser consideradas de 
riesgo sistémico o del sistema financiero del país; 

3) La que pueda comprometer la seguridad en la provisión 
de moneda nacional al país; y

4) La que pueda incrementar el costo de las operaciones 
financieras que realicen los sujetos obligados del sector pú-
blico federal

Cabe señalar que en cualquier de los supuestos, al momento de clasifi-
car la información, y en la interpretación de éstos, los sujetos obligados 
deberán sujetarse a los principios de máxima publicidad, certeza, lega-
lidad, objetividad.

Además, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 101 de la 
propia Ley, la información clasificada como reservada podrá permane-
cer con tal carácter hasta por un periodo de cinco años, el cual correrá 
a partir de la fecha en que se clasifica el documento.

No obstante, la propia Ley refiere que, excepcionalmente, los suje-
tos obligados, con la aprobación de su Comité de Transparencia, po-
drán ampliar el periodo de reserva hasta por un plazo de cinco años 
adicionales, siempre y cuando justifiquen que subsisten las causas que 
dieron origen a su clasificación, mediante la aplicación de una prueba 
de daño.

Expuesto lo anterior, convine analizar cada uno de los supuestos de 
excepción relativos a reserva financiera, económica y monetaria.

1) La que pueda afectar la efectividad de las medidas adop-
tadas en relación con las políticas en materia monetaria, 
cambiaria o del sistema financiero
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Por lo que hace a la información que pueda afectar la efectividad de 
las medidas adoptadas en relación con las políticas en materia mone-
taria, cambiaria o del sistema financiero; para poder comprender en su 
correcta dimensión esta causal, es menester que en primera instan-
cia puntualicemos lo que debemos entender por banco central, política 
monetaria, política cambiaria, política financiera y políticas del sistema 
financiero.

En el caso de México, el artículo 28 párrafo sexto de la Constitución 
Política establece lo siguiente:

El Estado tendrá un banco central que será autónomo en el 
ejercicio de sus funciones y en su administración. Su objeti-
vo prioritario será procurar la estabilidad del poder adquisiti-
vo de la moneda nacional, fortaleciendo con ello la rectoría 
del desarrollo nacional que corresponde al Estado. Ninguna 
autoridad podrá ordenar al banco conceder financiamiento. 
El Estado contará con un fideicomiso público denominado 
Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el 
Desarrollo, cuya Institución Fiduciaria será el banco central 
y tendrá por objeto, en los términos que establezca la ley, 
recibir, administrar y distribuir los ingresos derivados de las 
asignaciones y contratos a que se refiere el párrafo séptimo 
del artículo 27 de esta Constitución, con excepción de los 
impuestos.

Al respecto, encontramos que la Ley del Banco de México es el ins-
trumento normativo en donde se establece la naturaleza, funciones, 
atribuciones y alcance, dentro de lo cual podemos advertir que el banco 
central será persona de derecho público con carácter autónomo y se 
denominará Banco de México, el cual tendrá por finalidad proveer a la 
economía del país de moneda nacional, cuyo objetivo prioritario será 
procurar la estabilidad del poder adquisitivo de dicha moneda, además, 
tendrá como finalidades promover el sano desarrollo del sistema finan-
ciero y propiciar el buen funcionamiento de los sistemas de pago
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Por lo que respecta al término política monetaria, el propio Banco 
de México nos refiere que se conoce como política monetaria lo que 
hace el banco central para administrar la cantidad de dinero y crédito 
en la economía.

En México el objetivo de la política monetaria es mantener 
la estabilidad de precios, es decir, controlar la inflación. Su 
instrumentación la lleva a cabo el banco central en los mer-
cados financieros.  El Banco de México utiliza un esquema 
de objetivos de inflación fijándole una meta y funciona de la 
siguiente forma:

Define el objetivo de inflación, su rango y el plazo para ob-
tenerla, el cual se debe hacer público. Actualmente, el ob-
jetivo es del tres por ciento, con un rango de variabilidad de 
más/menos 1 por ciento.

Observa la inflación subyacente (Esta medida de inflación 
quita todos los precios de bienes y servicios que afectan a 
la inflación de manera temporal para así identificar su ten-
dencia).

Analiza todas las causas de la inflación para poder prever 
su comportamiento en el futuro. Este tipo de análisis los pu-
blica en los informes trimestrales y, con base en esto, toma 
las acciones necesarias. (Banco de México)

Por su parte, el Código de Buenas Prácticas de Transparencia en las 
Políticas Monetarias y Financieras del FMI, nos refiere que son las la-
bores que llevan a cabo los bancos centrales de los distintos países, 
entendidos como las instituciones responsables de la aplicación de la 
política monetaria, que consiste en los instrumentos y medidas que 
adoptan los bancos centrales para influir en el mercado monetario y en 
la situación crediticia del país que se trate.
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En ese sentido, de acuerdo al referido Código de Buenas Prácticas 
por Instrumentos de política monetaria, debemos entender por instru-
mentos de política monetaria a los diversos instrumentos que un banco 
central puede utilizar para influir sobre el mercado monetario y la situa-
ción crediticia y cumplir sus objetivos de política monetaria. 

A su vez, las Operaciones monetarias son las medidas que adop-
ta un banco central para poner en práctica la política monetaria, tales 
como influir sobre el mercado monetario y la situación crediticia global 
de la economía; medidas que consisten en la utilización de los instru-
mentos de política monetaria de conformidad con los procedimientos 
operativos establecidos para la política monetaria.

De lo anterior, podemos concluir que la política monetaria corres-
ponde de manera exclusiva al Banco de México.

Por lo que hace a la política cambiaria, el artículo 21 de la Ley del 
Banco de México prevé que dicha institución “deberá actuar en materia 
cambiaria de acuerdo con las directrices que determine la Comisión de 
Cambios, que estará integrada por el Secretario y el Subsecretario de 
Hacienda y Crédito Público, otro subsecretario de dicha Dependencia 
que designe el Titular de ésta, el Gobernador del Banco y dos miem-
bros de la Junta de Gobierno, que el propio Gobernador designe. 

Comisión que de acuerdo con la propia ley está facultada para fijar 
los criterios a que debe sujetarse el Banco de México en el ámbito de 
las disposiciones que rigen las operaciones con divisas, oro y plata de 
las instituciones de crédito, intermediarios financieros, casas de cambio 
y otros intermediarios; los límites al monto de operaciones activas y 
pasivas que impliquen riesgos cambiarios; las normas, orientaciones y 
políticas que rigen el actuar de las dependencias y entidades de la ad-
ministración pública federal en el orden de las divisas y las operaciones 
relacionadas con las mismas; así como las disposiciones conforme a 
las cuales se determine él o los tipos de cambio.
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De lo anterior, es de colegir que en lo referente a la política cambia-
ria los sujetos obligados que intervienen son la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público y el Banco de México

Por lo que respecta a la Política Financiera o Políticas del Siste-
ma Financiero de acuerdo con el Fondo Monetario Internacional, son 
concebidas como “las políticas relacionadas con la regulación, la su-
pervisión y el control de los sistemas financieros y de pagos, incluidos 
los mercados y las instituciones, orientadas a promover la estabilidad 
financiera, la eficiencia del mercado y la protección de los consumido-
res y de los activos de los clientes. 

Al respecto, el banco de México señala que: 

… el sistema financiero es el conjunto de instituciones, 
mercados e instrumentos en el que se organiza la actividad 
financiera, para movilizar el ahorro a sus usos más eficien-
tes”.

El sistema financiero hace que los recursos que permiten 
desarrollar la actividad económica real -producir y consu-
mir- lleguen desde aquellos individuos a los que les sobra 
el dinero en un momento determinado hasta aquellos que lo 
necesitan y facilite compartir los riesgos.

Precisando que la principal tarea del sistema financiero es empatar las 
necesidades y deseos de unos, los ahorradores, con las necesidades 
de otros, los deudores, en dicha labor los bancos y las tasas de interés 
juegan un papel central.

Es decir, en materia de regulación, supervisión y control del sistema 
financiero, son diversos sujetos obligados los que intervienen, ya que 
se conforma por el conjunto de entidades financieras que incluyen des-
de los bancos hasta los fondos de inversión.
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De conformidad con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público el 
catálogo del Sistema Financiero Mexicano se conforma de Autoridades 
y Organismos Reguladores,  Banco de México,  Administradoras de 
Fondos para el Retiro, Almacenes Generales de Depósito, Asociacio-
nes, Arrendadoras Financieras, Casas de Bolsa,  Casas de Cambio, 
Empresas de Factoraje Financiero, Instituciones de Seguros, Empre-
sas de Servicios a Intermediarios Bursátiles, Sociedades Financieras 
Comunitarias, Sociedades Financieras Populares, Empresas de Ser-
vicios Complementarios, Sociedades Cooperativas de Ahorro y Prés-
tamo,  Organismos de Integración, Fondos y Fideicomisos de Fomento 
Económico, Organismos de Servicio Social, Inmobiliarias Bancarias, 
Instituciones de Banca de Desarrollo, Instituciones de Banca Múltiple, 
Instituciones de Fianzas, Oficinas de Representación de Entidades Fi-
nancieras del Exterior, Oficinas de Representación de Casas de Bol-
sa del Exterior en México, Patronato del Ahorro Nacional, Financiera 
Nacional de Desarrollo, Sociedades de Inversión, Fondos de Inver-
sión, Sociedades Controladoras y Subcontroladoras, Sociedades de 
Ahorro y Préstamo, Sociedades de Información Crediticia, Sociedades 
de Inversión Especializadas en Fondos para el Retiro, Instituciones 
de Tecnología Financiera, Sociedades Financieras de Objeto Limita-
do, Sociedades Financieras de Objeto Múltiple, Entidades Reguladas. 
Sociedades Financieras de Objeto Múltiple, Entidades NO Reguladas 
(E.N.R.), Sociedades Operadoras de Sociedades de Inversión, Socie-
dades Distribuidoras de Acciones de Sociedades de Inversión. Valua-
doras de Acciones de Sociedades de Inversión. Operadores, Socios 
Liquidadores, Formadores de Mercado, Subsidiarias Financieras en el 
Exterior de Instituciones de Crédito, Subsidiarias Financieras en el Ex-
terior de Casas de Bolsa, Sucursales y Agencias de las Instituciones de 
Crédito Nacionales en el Extranjero y Uniones de Crédito.

De lo anterior concluimos que dentro de los sujetos obligados que 
intervienen en el sector financiero y tienen atribuciones relacionadas 
con políticas financieras, económicas o monetarias y, por ende, pue-
den hacer valer el supuesto de excepción previsto por la fracción IV 
del artículo 113 de la ley de Transparencia, es decir, clasificar como 
reservada aquella información que pueda afectar la efectividad de las 
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medidas adoptadas en relación con las políticas en materia monetaria, 
cambiaria o del sistema financiero; se encuentran el Banco de México, 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Comisión Nacional Ban-
caria y de Valores, la Comisión del Sistema de Ahorro para el Retiro, la 
Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, el Instituto de Protección al 
Ahorro Bancario, la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de 
los Usuarios de Servicios Financieros, entre otros.

2) La que pueda poner en riesgo la estabilidad de las ins-
tituciones financieras susceptibles de ser consideradas de 
riesgo sistémico o del sistema financiero del país; 

Por lo que respecta a la estabilidad financiera, el Banco de México re-
fiere:

Estabilidad financiera.

La mayor parte del tiempo el sistema financiero cumple su 
función de intermediación sin mayores dificultades. Sin em-
bargo, en ocasiones se presentan circunstancias o fenóme-
nos que pueden alterar severamente dicha función e incluso 
llegar a interrumpirla.

Estas situaciones, llamadas periodos de estrés, crisis finan-
cieras o episodios de inestabilidad financiera, pueden gene-
rar enormes costos para la sociedad ya que derivan en una 
disminución o contracción de la actividad económica y del 
empleo. Además, pueden interferir con el cumplimiento del 
objetivo de procurar la estabilidad de precios.

Al igual que otros bancos centrales, el Banco de México se 
preocupa y ocupa de fomentar y mantener un sistema finan-
ciero estable, es decir, un sistema financiero capaz de rea-
lizar su función de intermediación con normalidad, incluso 
bajo circunstancias o fenómenos muy adversos.
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De lo anterior podemos entender en pocas palabras que la estabilidad 
financiera implica la ausencia de un estado de crisis económica. 

De igual forma conviene señalar que el 29 de julio de 2010 fue publi-
cado en el Diario Oficial de la Federación el Acuerdo por el que se crea 
el Consejo de Estabilidad del Sistema Financiero, cuyo artículo primero 
establece que dicho Consejo es “una instancia de evaluación, análisis 
y coordinación de autoridades en materia financiera, cuyo objeto será 
propiciar la estabilidad financiera, evitando interrupciones o alteracio-
nes sustanciales en el funcionamiento del sistema financiero y, en su 
caso, minimizar su impacto cuando éstas tengan lugar”. 

El Consejo está integrado por representantes de la Secretaria de 
Hacienda y Crédito Público, la Comisión Nacional Bancaria y de Va-
lores, la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, la Comisión Nacio-
nal del Sistema de Ahorro para el Retiro, el Instituto para la Protección 
al Ahorro Bancario y el Banco de México. La presidencia del Consejo 
recae en la Secretaría de Hacienda y su secretaría en el Banco de 
México, quienes podrán invocar la clasificación de la información ar-
gumentando que su publicidad puede poner en riesgo la estabilidad de 
las instituciones financieras susceptibles de ser consideradas de riesgo 
sistémico o del sistema financiero del país. 

3) La que pueda comprometer la seguridad en la provisión 
de moneda nacional al país; y

En lo que se refiere a la provisión de moneda, como ya señalamos, 
la referida ley del Banco de México establece en su artículo 2º que el 
Banco de México tendrá por finalidad proveer a la economía del país 
de moneda nacional. En la consecución de esta finalidad, tendrá como 
objetivo prioritario procurar la estabilidad del poder adquisitivo de dicha 
moneda. 

Con relación a ello, la citada ley establece que el Banco tendrá 
como finalidad, entre otras, regular la emisión y circulación de la mone-
da, los cambios, la intermediación y los servicios financieros, así como 
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los sistemas de pago; pero, además, precisa que a éste le corresponde 
privativamente emitir billetes y ordenar la acuñación de moneda metáli-
ca, así como poner ambos en circulación.

Sin embargo, debemos entender que, en el proceso de provisión 
de moneda en el país, también interviene otro sujeto obligado; la Casa 
de Moneda.

En la Ley que regula a esta entidad: la Ley de Casa de Moneda de 
México, se establece que si bien corresponde privativamente al Banco 
de México emitir billetes y ordenar la acuñación de moneda metálica, 
en su artículo 2º dispone que, para el ejercicio de la función de acuña-
ción de moneda, se crea un organismo descentralizado de la adminis-
tración pública federal, con personalidad jurídica y patrimonio propios, 
que se denominará Casa de Moneda de México.

En ese sentido, de conformidad con el artículo 4º de la Ley de Casa 
de Moneda, la Casa de Moneda de México tendrá por objeto la acu-
ñación de la moneda de curso legal en el país. En la realización de su 
objeto, procederá a la acuñación conforme a las características y deno-
minaciones que establezcan los decretos del Congreso de la Unión y a 
las órdenes de acuñación del Banco de México, en los términos de la 
Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos y de la Ley Orgánica 
de este último.

En ese orden de ideas, se advierte que al Banco de México corres-
ponde la emisión y fabricación de los billetes de circulación nacional 
por sí o a través de terceros, por lo que ordena a la Casa de Moneda 
la acuñación de moneda de curso legal en el país. En ese contexto, la 
información relacionada con la fabricación y acuñación de los billetes y 
monedas de curso legal, es la que, en su caso, actualizaría la hipótesis 
de reserva prevista en este apartado

4) La que pueda incrementar el costo de las operaciones 
financieras que realicen los sujetos obligados del sector pú-
blico federal
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Con relación a este supuesto el artículo 23 de la Ley General de Trans-
parencia establece lo siguiente:

Artículo 23. Son sujetos obligados a transparentar y permitir 
el acceso a su información y proteger los datos personales 
que obren en su poder: cualquier autoridad, entidad, órgano 
y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judi-
cial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y 
fondos públicos, así como cualquier persona física, moral 
o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice 
actos de autoridad en los ámbitos federal, de las Entidades 
Federativas y municipal

En ese contexto, podemos deducir que las operaciones financieras que 
realizan los sujetos obligados del sector público federal, con los inte-
grantes del sistema financiero como bancos, intermediarios financieros 
no bancarios, aseguradoras, casas de bolsa, administradoras de fon-
dos de inversión y de pensiones, así como diversas instituciones que 
realizan actividades complementarias para estos servicios financieros, 
cuyo costo pueda ser aumentando por cuestión de su difusión, son las 
que actualizan este supuesto.

No obstante debo agregar que en la práctica ese apartado pudo 
dar lugar a criterios subjetivos y discrecionales por parte de los sujetos 
obligados.

Si bien analizamos los alcances y supuestos que se advierten en la 
hipótesis normativa de excepción, prevista en la fracción IV del artículo 
113 de la Ley General de Transparencia, así como referimos los suje-
tos obligados que podrían invocarla, lo cierto es que en la práctica los 
principales retos que existen con relación a este supuesto normativo 
se advierten principalmente para el órgano garante, en el caso el INAI.

Estamos seguros de que los servidores públicos adscritos a Banco 
de México, Secretaría de Hacienda y Crédito público, Casa de Moneda, 
Nacional Financiera, y demás dependencias que pueden hacer valer 
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esta causal de reserva con relación a la información que generan, ad-
ministran o poseen, no tienen problema alguno para identificar aquella 
que puede actualizarla; se trata de personas altamente especializadas, 
que en teoría conocen su materia.

Caso contrario con el INAI, si bien los que conformamos el Instituto 
sabemos de derecho de acceso a la información, no menos cierto es 
que desconocemos a cabalidad los procesos, procedimientos y en ge-
neral la información relacionada con el sistema económico, monetario 
y financiero del país, lo que podría complicar la toma de decisiones al 
momento de determinar si una causal invocada realmente se actualiza.

Por otro lado, como ya referimos, la última premisa del supuesto 
normativo que nos plantea la fracción IV del artículo 113, esto es, la que 
pueda incrementar el costo de las operaciones financieras que realicen 
los sujetos obligados del sector público federal, nos parece sumamente 
ambigua, pudiendo general discrecionalidad en su aplicación.

Por lo que hace a las principales motivaciones que deben desa-
rrollarse en la prueba de daño para justificar la clasificación de ese 
tipo de información pública, conviene considerar lo que establecen los 
Lineamientos generales en materia de clasificación y desclasificación 
de la información, así como para la elaboración de versiones públicas.

En lo particular, refieren que podrá clasificarse la información como 
reservada con fundamento en lo previsto en el artículo 113, fracción IV 
de la Ley General, cuando se acredite un vínculo entre su difusión y 
alguno de los siguientes supuestos:

I. Se menoscabe la efectividad de las medidas implementadas 
en los sistemas financiero, económico, cambiario o 
monetario del país, poniendo en riesgo el funcionamiento de 
esos sistemas o, en su caso, de la economía nacional en su 
conjunto;

II. Se comprometan las acciones encaminadas a proveer 
a la economía del país de moneda nacional, dañando la 
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estabilidad del poder adquisitivo de dicha moneda, el sano 
desarrollo del sistema financiero o el buen funcionamiento 
de los sistemas de pagos;

III. Se otorgue una ventaja indebida, generando distorsiones en 
la estabilidad de los mercados, incluyendo los sistemas de 
pagos, o

IV. Se genere incumplimiento de las obligaciones de un 
participante en un sistema de pagos que dé lugar a que 
otros participantes incumplan, a su vez, con sus respectivas 
obligaciones que pueda afectar seriamente al sistema 
financiero.

A su vez, los Lineamientos establecen que la prueba de daño es la 
argumentación fundada y motivada que deben realizar los sujetos obli-
gados tendiente a acreditar que la divulgación de información lesiona el 
interés jurídicamente protegido por la normativa aplicable y que el daño 
que puede producirse con la publicidad de la información, es mayor que 
el interés de conocerla;

Con relación a ello dispone en su artículo Trigésimo tercero que 
para la aplicación de la prueba de daño a la que hace referencia el 
artículo 104 de la Ley General, los sujetos obligados atenderán lo si-
guiente:

I. Se deberá citar la fracción y, en su caso, la causal aplicable 
del artículo 113 de la Ley General, vinculándola con el 
Lineamiento específico del presente ordenamiento y, cuando 
corresponda, el supuesto normativo que expresamente le 
otorga el carácter de información reservada;

II. Mediante la ponderación de los intereses en conflicto, los 
sujetos obligados deberán demostrar que la publicidad de 
la información solicitada generaría un riesgo de perjuicio y, 
por lo tanto, tendrán que acreditar que este último rebasa el 
interés público protegido por la reserva;

III. Se debe de acreditar el vínculo entre la difusión de la 
información y la afectación del interés jurídico tutelado de 
que se trate;
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IV. Precisar las razones objetivas por las que la apertura de 
la información generaría una afectación, a través de los 
elementos de un riesgo real, demostrable e identificable;

V. En la motivación de la clasificación, el sujeto obligado 
deberá acreditar las circunstancias de modo, tiempo y lugar 
del daño, y

VI. Deberán elegir la opción de excepción al acceso a la 
información que menos lo restrinja, la cual será adecuada y 
proporcional para la protección del interés público, y deberá 
interferir lo menos posible en el ejercicio efectivo del derecho 
de acceso a la información.

Por lo que respecta a los principales riesgos que pueden existir en caso 
de no clasificar información pública de ese tipo, las razones son más 
que evidentes, la naturaleza de la información. La historia nos da cuen-
ta de mercados internacionales que han sufrido perdidas cuantiosas e 
inclusive gobiernos que han entrado en recesión a consecuencia de 
fuga de información; datos que inicialmente debían protegerse y reser-
varse fueron difundidos 

Si bien compartimos la necesidad de proteger y clasificar la informa-
ción relativa a la estabilidad económica, financiera o monetaria del país; 
resulta fácil imaginar la preocupación de los trabajadores del Banco de 
México por el tipo de información que manejan; una fuga de informa-
ción puede afectar gravemente los mercados y la política cambiaria.

Finalmente, a manera de ejemplo me permito referir casos prácticos 
en los que claramente se advierte que la información clasificada por el 
sujeto obligado actualiza la causal de reserva prevista en el artículo 113 
fracción IV, objeto de nuestro estudio.
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Caso práctico I.

Banco de México, datos obtenidos del Índice de los expedientes clasifi-
cados como reservados, publicados el 21 de julio de 2022.

Área: Dirección de Programación y Distribución de Efectivo
Nombre del expediente o documento: Manual de Procedi-
mientos de Operación Distribución de Efectivo.

Tema: Normatividad

Momento de la clasificación de la información como reser-
vada: III. Cumplimiento a las obligaciones de transparencia. 

Plazo de reserva: 5 años

Fecha de inicio de la clasificación: 27 de febrero de 2007

Fecha de inicio de la clasificación: 27 de febrero de 2022

Fundamento Legal de la Clasificación: 6o, apartado A, frac-
ciones I y VIII, párrafo sexto, y 28, párrafos sexto y séptimo, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 70, fracción I, 103, 104, 105, 106, fracción III, 108, úl-
timo párrafo, 109, 113, fracciones I, IV y V, y 114, de la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Públi-
ca; 97, 98, fracción III, 102, 110, fracciones I, IV, y V, y 111, 
de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública; 146 de la Ley General del Sistema de Seguri-
dad Nacional; 5o, fracción XII, de la Ley de Seguridad Na-
cional; 2o. y 4o. , de la Ley del Banco de México; 4o, párrafo 
primero, 8o, párrafos primero y tercero, 10, párrafo primero, 
16, y 16 bis, fracciones I, II, y VI, y 28 bis, fracciones I,II, IV 
y V, del Reglamento Interior del Banco de México; Prime-
ro, párrafo primero, y segundo, fracción III, del Acuerdo de 
Adscripción de las Unidades Administrativas del Banco de 
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México; así como Cuarto, Séptimo, fracción III, Octavo, pá-
rrafos primero, segundo y tercero, Décimo séptimo, fracción 
VIII, Vigésimo segundo, fracción II, Décimo octavo, párrafo 
primero,  Vigésimo tercero, Trigésimo tercero, y Trigésimo 
cuarto, párrafos primero y segundo, de los Lineamientos 
generales en materia de clasificación y desclasificación de 
la información, así como para la elaboración de versiones 
públicas.

Justificación: divulgar información contenida en la descrip-
ción de los procedimientos de operación del Manual de 
Procedimientos de Operación Distribución de Efectivo, es 
clasificada como reservada, toda vez que su divulgación 
compromete la seguridad nacional y la seguridad en la pro-
visión de moneda nacional al país, además de que pone en 
riesgo la vida, seguridad y salud de personas físicas. 

Razones y motivos de la clasificación: divulgar información 
contenida en la descripción de los procedimientos de ope-
ración del Manual de Procedimientos de Operación, Distri-
bución de Efectivo, es clasificada como reservada, toda vez 
que su divulgación compromete la seguridad nacional y la 
seguridad en la provisión de moneda nacional al país, ade-
más de que pone en riesgo la vida, seguridad y salud de 
personas físicas. 



176

Caso práctico 2. 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público. Datos obtenidos del Índices 
de los Expedientes considerados como Reservados 2022. Primer se-
mestre de 2022, publicados el 01 de agosto de 2022.

Área: Unidad de Planeación Económica de la Hacienda 
Pública, adscrita a la Subsecretaría de Hacienda y Crédito 
Público “Actas de las sesiones que el Comité Técnico 
del Fideicomiso Fondo de Estabilización de los Ingresos 
Presupuestarios, realizó en 2021”.
Nombre del expediente o documento: “Actas de las sesio-
nes que el Comité Técnico del Fideicomiso Fondo de Esta-
bilización de los Ingresos Presupuestarios realizo en 2020”.
Tema: Actas de las sesiones que el Comité Técnico del Fi-
deicomiso Fondo de Estabilización de los Ingresos Presu-
puestarios realizó en 2020.

Momento de la clasificación de la información como reser-
vada: Solicitud de acceso a la información

Plazo de reserva: 5 años

Fecha de inicio de la clasificación: 15/06/2022

Fecha de término de la clasificación: 15/06/2027

Fundamento legal de la clasificación: “Artículos 113, frac-
ción IV de la LGTAIP y 110, fracción IV de la LFTAIP, y los 
numerales Vigésimo Segundo, fracciones I, II, III y Trigési-
mo Tercero de los Lineamientos generales en materia de 
clasificación y desclasificación de la información, así como 
para la elaboración de versiones públicas 

Justificación: Con su divulgación se podría poner en riesgo 
la estabilidad de las instituciones financieras susceptibles 



177

de ser consideradas de riesgo sistémico o del sistema fi-
nanciero del país, así como incrementar el costo de las ope-
raciones financieras que realizan los sujetos obligados del 
sector público federal.

Razones y motivos de la clasificación: Con su divulgación 
se podría poner en riesgo la estabilidad de las instituciones 
financieras susceptibles de ser consideradas de riesgo sis-
témico o del sistema financiero del país, así como incremen-
tar el costo de las operaciones financieras que realizan los 
sujetos obligados del sector públic federal.
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PONGA EN RIESGO LA VIDA O LA SALUD 
DE UNA PERSONA

Mtro. Pedro Antonio Rosas Hernández

A fin de dar claridad a lo que se expone en líneas posteriores, se tiene 
que partir enfatizando que la palabra “clasificación” en el ejercicio del 
derecho de acceso a la información, no debe ser entendida como una 
organización administrativa de documentos o datos, sino como una res-
tricción parcial del derecho y que dicha clasificación tiene como objetivo 
la protección de otros derechos fundamentales como lo es el de la vida, 
la salud, la  seguridad, la protección de datos personales, etcétera.

Dicho lo anterior, se tiene que la clasificación de información como 
reservada, resulta todo un reto para las autoridades cuando se trata 
de aquella información que pone en riesgo la vida y la salud de las 
personas; ya que si bien es cierto, las condiciones de seguridad que 
imperan de manera global y situaciones como la reciente pandemia por 
SARS COV 2 mejor conocida como Covid 19, sugieren interminables 
supuestos que a consideración de tales autoridades encuadran en el 
supuesto del artículo 17.1, fracción I, inciso c) de la Ley de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus 
Municipios1, dispositivo legal que encuentra reflejo en el artículo 113, 
fracción V de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública2 y que los titulares de las dependencias o áreas genera-
doras que poseen, administran o generan la información al día de hoy, 
aún clasifican información a partir de un acto de autoridad, es decir, se 
limitan a proporcionar el fundamento legal en el cual consideran que se 

1 Artículo 17. Información reservada- Catálogo

 1. Es información reservada:

 I. Aquella información pública, cuya difusión:

 c) Ponga en riesgo la vida, seguridad o salud de cualquier persona;

2 Artículo 113. Como información reservada podrá clasificarse aquella cuya publicación

 V. Pueda poner en riesgo la vida, seguridad o salud de una persona física;
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actualiza el supuesto riesgo, cierto es también, que en la gran mayoría 
de los casos, no se lleva a cabo un estudio preciso de las causas que 
originan el daño probable y justificable en el cual encuadra el supuesto 
de reserva, es decir, no elaboran un prueba de daño al caso concreto, 
limitándose como ya se dijo, a una transcripción de artículos y leyes, sin 
realizar una argumentación jurídica que de sustento a su dicho. 

Por otro lado, se advierte que existen sujetos obligados que aún 
confunden la confidencialidad con la reserva, proporcionando en mu-
chos casos hipótesis que coinciden o actualizan el deber de confiden-
cialidad y se apartan de lo que debería ser la protección de información 
por reserva, encontrando grandes deficiencias como lo podría ser, que 
no se desarrolla de forma adecuada la prueba de daño que ordena el 
artículo 18 de la ley de la materia del estado de Jalisco, en otros casos 
ni siquiera se intenta el desarrollo de  la misma, por otro lado y quizá la 
más importante, los titulares de las áreas generadoras y poseedoras de 
la información desconocen que es su obligación el desarrollo de tales 
pruebas de daño, obligación que se encuentra contenida en el artículo 
100 de la ley general de la materia3. 

Otro de los retos que resulta recurrente, se desprende de la cons-
tante rotación de personal en las áreas generadoras y unidades de 
transparencia de los sujetos obligados, ya que los órganos garantes, 
dentro de sus atribuciones y obligaciones, se encuentra la de capacitar 
a los servidores públicos, invirtiendo para dicho fin recursos económi-
cos, humanos y materiales, sin embargo, y citando únicamente como 
ejemplo los cambios de administración que se originan como resultado 
de los comicios electorales, traen con ello en la mayoría de las ocasio-
nes el cambio de personal al interior de las autoridades, recomenzando 

3 Artículo 100. La clasificación es el proceso mediante el cual el sujeto obligado determina que la infor-
mación en su poder actualiza alguno de los supuestos de reserva o confidencialidad, de conformidad 
con lo dispuesto en el presente Título. 

 Los supuestos de reserva o confidencialidad previstos en las leyes deberán ser acordes con las ba-
ses, principios y disposiciones establecidos en esta Ley y, en ningún caso, podrán contravenirla. 

 Los titulares de las Áreas de los sujetos obligados serán los responsables de clasificar la información, 
de conformidad con lo dispuesto en esta Ley, la Ley Federal y de las Entidades Federativas.
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el proceso de capacitación y evitando con ello la especialización de los 
funcionarios en el tema que les ocupa de acuerdo a su área de com-
petencia, situación que resulta en detrimento de los ciudadanos que 
presentan solicitudes de información y que deben acudir al recurso de 
revisión a efecto de que se les entregue la información solicitada y que 
fue negada por ser indebidamente clasifica como reservada, o en su 
caso, para que se lleve a cabo la debida clasificación de la información, 
cumpliendo los extremos que ordenan las leyes aplicables a la materia. 

Es por lo anterior y con el fin de no caer en equivocaciones, lo pri-
mero que se debe de aprender a diferenciar es si la información que 
se va proteger se encuentra en un supuesto de confidencialidad o en 
supuesto de reserva, por lo que una vez que se realiza el análisis co-
rrespondiente y se llega a la conclusión de que la información que se va 
a proteger se trata de información que reviste el carácter de reservada, 
en el caso que nos ocupa cuando dicha información pone en riesgo la 
salud o la vida de las personas, se debe llevar a cabo la correspondien-
te prueba de daño, es decir, el titular del área generadora debe fundar, 
motivar y justificar aquellas razones por las cuales considera que la en-
trega de la información de interés presupone un riesgo inminente, pro-
porcionando el marco jurídico en el cual se encuentra contenida dicha 
causal de reserva, señalar qué afectaciones se tendrían con la entrega 
de la información, proporcionando los daños presentes y futuros que se 
podrían generar al entregar la información, argumentar tales daños y no 
limitarse a la transcripción de un interminable número artículos y leyes 
que no le otorgan claridad a los ciudadano de qué es lo que se les dijo; 
aunado a esto, tal reserva debe ser puesta a consideración del Comité 
de Transparencia, a fin de que sea éste quien confirme la reserva de la 
información o en su defecto la desclasifique y ordene su entrega. 

Un ejemplo de una indebida clasificación como reservada de in-
formación que a consideración de las autoridades se expone la salud 
y la vida de las personas, podría ser el tema en el que los organismos 
operadores del agua, constantemente niegan la entrega de cualquier 
información que se aparte de la operación administrativa de los mis-
mos, sin que se configure causal de reserva alguna de la información, 
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como podría ser la ejecución de obras, los estudios de calidad del agua, 
el material del que están hechas las tuberías que conducen el agua, la 
ubicación de las alcantarillas y desagües que se encuentran en las vías 
públicas, argumentando constantemente en un supuesto de sabotaje; 
situación contraria a la acontecida, cuando efectivamente se clasifica 
información que encontrándose en las manos equivocadas, pudiera 
ocasionar un daño irreparable como pudiera ser envenenamiento in-
tencional del agua que llega a los domicilios o fuentes de abasto del 
vital líquido a las personas. 

Otro ejemplo que se puede dar al respecto, es cuando las depen-
dencias en cargadas de la seguridad pública, clasifican como reser-
vada información financiera, como puede ser la compra de chalecos, 
armamento o patrullas, limitándose a señalar que la entrega de tal in-
formación pone en riesgo la vida de sus elementos, sin embargo, el 
proporcionar simplemente costo de la compra, modalidad de licitación, 
proveedor, condiciones de pago, no presupone ningún riesgo para los 
elementos operativos, es decir, no se genera un daño real con la entre-
ga de la información, que si bien, las facturas, órdenes de compra, con-
tratos pudieran contener información que efectivamente atente contra 
la seguridad de los elementos policiacos que utilicen dichos chalecos, 
armas o patrullas, como podría ser el blindaje de las patrullas, si estas 
cuentan con equipamiento especial, los materiales con los que fueron 
realizados lo chalecos, los calibres que pudieran soportar; se debe rea-
lizar la versión pública de tales documentos y en su caso buscar la me-
dida menos restrictiva a fin de otorgar certeza a los ciudadanos de qué 
es lo que se les está entregando y además, por tratarse de información 
ejemplificada como financiera, se lleva a su vez una rendición de cuen-
tas de los recursos ejercidos en las compras de referencia. 

En otro orden de ideas, cuando las autoridades pretendan reservar 
información siempre deben ponderar el riesgo presente y futuro que 
representaría la entrega de lo solicitado y que la reserva de informa-
ción no puede ni debe ser genérica, ya que la información qué pudiera 
ser reservada para un caso en específico, podría no serlo en un caso 
diferente; en consecuencia, siempre se debe actuar de conformidad 
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con lo establecido en la normativa aplicable y con las condiciones de 
seguridad y salud que imperen en la entidad que resuelve, ya que los 
problemas de seguridad y salud que afectan o se viven en una entidad, 
resultan completamente ajenas e inoperantes a otra, por lo que rea-
lizar reservas genéricas de información o utilizando como referencia, 
motivación o fundamentación, reservas que en su momento fueron ya 
confirmadas por los órganos garantes por considerar que atienden de 
manera adecuada con la ley y expone de manera clara, concisa y con-
creta su prueba de daño, atenta contra el derecho humano de acceso 
a la información; por lo que, considerando lo anterior y con la intención 
de privilegiar en su máxima expresión el derecho que se tutela, cuan-
do se reserve información, siempre se deberá elaborar una prueba de 
daño al caso concreto y entregará la versión pública de la información 
solicitada, de tal forma que sea lo menos restrictivo para las personas. 

Redundando en lo anterior, existen condiciones de seguridad que 
pudieran poner en riesgo la vida o seguridad de las personas, en par-
ticular de los servidores públicos que se dedican a salvaguardar la 
seguridad de las personas, es decir, los policías o personal operativo 
de las comisarías municipales, direcciones de seguridad, jefaturas de 
policía, gendarmerías o el nombre que lleven de acuerdo a cada una 
de las autoridades, lo anterior justamente por la actividad que realizan 
dichas personas, situación que aumenta exponencialmente el riesgo a 
estos servidores públicos, en comparación con el resto de los servido-
res públicos, razón por la cual, los entonces Consejeros del Pleno del 
Instituto de Transparencia, Información Pública y Protección de Datos 
Personales del Estado de Jalisco, contemplaron tal situación y en los 
Lineamientos Generales en Materia de Publicación y Actualización de 
Información Fundamental, que deberán observar los sujetos obligados 
previstos en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Públi-
ca del Estado de Jalisco y sus Municipios, se otorgó la potestad a los 
sujetos obligados la posibilidad de reservar los nombres del personal 
que se dedican a la seguridad, lo anterior en el lineamiento séptimo, 
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fracción V, punto 54, manifestando en todo momento que la información 
de la nómina en su caso debería se pública en versión pública; siendo 
el caso que tal apreciación también fue considerada por los legislado-
res del Estado de Jalisco, por lo que a través del contenido del artículo 
15.1 fracción XIX de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
del Estado de Jalisco y sus Municipios5, dejaron fuera del catálogo de  
información pública fundamental que deben publicar los sujetos obliga-
dos del estado de Jalisco, la información correspondiente a los servi-
cios de seguridad y policías preventivas.  

Retomando el tema de las solicitudes de acceso a la información, 
es importante señalar que en algunos casos la información que resulta 
reservada en una respuesta a una solicitud de acceso a la información, 
pudiera atentar contra el efectivo derecho de acceso a la información, 
por contener gran cantidad de información que por su naturaleza o el 
contenido de la misma, suponga un riesgo indudable que ponga en 
riesgo la vida, la seguridad o la salud de las personas, por lo tanto, 
siempre se debe entregar la versión pública de lo requerido y si esta 
fuera excesiva o el medio menos accesible para los solicitantes, siem-
pre existirá la posibilidad de emitir un informe específico en el cual se 
entregue la mayor cantidad de información posible, sin atentar u opo-

4 SÉPTIMO.- Para el cumplimiento de las obligaciones contenidas en el artículo 8 de la Ley, los sujetos 
obligados se ajustarán a lo siguiente:

 FRACCIÓN V
 
 5. En lo que respecta al inciso g) se deberá publicar el listado nominativo general de los trabajadores, 

en el cual se señale:

 a) Nombre del empleado; 
 b) Departamento o área de adscripción;
 c) Percepciones brutas; 
 d) Deducciones previstas por la Ley, como impuestos y contribuciones sin aquellas que tengan un 

carácter personal y sean por tanto, confidenciales. 
 e) Percepciones netas.

 La información deberá publicarse de acuerdo con la periodicidad con que se emita el pago (semanal, 
quincenal o mensual). En caso de existir algún sistema de estímulos o compensaciones, deberá 
precisarse el mismo. Se deberá señalar cuando algún servidor público se enlista en la nómina pero se 
encuentra comisionado a alguna otra área, dependencia o sindicato, o si están con licencia o en año 
sabático

 En materia de seguridad ciudadana, los sujetos obligados a través del Comité de Clasificación de-
terminarán en sus criterios de publicación y actualización de información fundamental, la información 
que podrá hacerse pública en relación a la nómina. 

5 Artículo 15. Información fundamental - Ayuntamientos
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nerse a la seguridad de las personas; lo antes dicho ya fue analizado y 
resuelto por el Comité de Criterios del Instituto de Transparencia, Infor-
mación Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco 
(en lo sucesivo ITEI) y aprobado por el Pleno de dicho instituto a través 
del criterio de  interpretación 001/2020, que para mayor ilustración se 
transcribe a continuación: 

001/2020 Elaboración de Informes específicos como garan-
tía de acceso, cuando la versión publica no sea suficiente

En caso que la reproducción de documentos en versión 
pública que establece el artículo 18.5 de la Ley de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 
Jalisco y sus Municipios, no dé certeza al solicitante de la 
información requerida, es decir, se entreguen documentales 
testadas en su totalidad o en la mayoría de sus partes, el 
sujeto obligado tendrá que elaborar un informe específico 
que cumpla con todo lo estipulado en el artículo 90.1 frac-
ción VII de la precitada ley, para garantizar la entrega de la 
Información, al solicitante.

Lo anterior, puede y debe ser considerado como una buena práctica por 
parte de los sujetos obligados, ya que con ello si bien, no se entrega la 
totalidad de la información que solicita, se garantiza que el solicitante 
recibirá la mayor cantidad de información posible, sin poner en riesgo la 
vida o la salud de las personas. 

 En este mismo orden de ideas, es una constante que los sujetos 
obligados consideren como reservada la información estadística que 
poseen, generan o administran en materia de seguridad pública, si-
tuación que si bien es cierto, ya fue analizada en su momento por el 
Pleno del Órgano Garante Nacional a través del hoy criterio histórico 
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11/096, en el cual se dejó en claro que la información estadística, inde-
pendientemente a su materia, es considerada de naturaleza pública, 
cierto es también que la información estadística o numérica en algunos 
casos puede llegar a ser considerada como cualitativa, ya que si como 
ejemplo enunciativo y no limitativo, se diera a conocer el número de 
elementos de policía que patrullan cierta zona en un horario específico, 
se pudiera comprometer la seguridad de dicha zona, esto al conocer en 
que horario no se cuenta con presencia policial y al mismo tiempo se 
pone en riesgo la integridad física de los elementos policiales al ubicar-
los en cierto lugar y hora, exponiéndolos a un probable ataque preme-
ditado; para el caso aún y cuando el número de referencia corresponde 
estrictamente a información estadística, tal información se convierte en 
información susceptible de reserva por la situación ya expuesta; otro 
caso que pudiera revestir tal circunstancia podría ser, como ya se dijo el 
blindaje o calibre que resisten los chalecos antibalas de los elementos 
policíacos, nuevamente recae en un dato estrictamente numérico, sin 
embargo, tal dato en posesión de la delincuencia otorga una ventaja a 
los mismos sobre los elementos de policía, poniendo en riesgo la inte-
gridad física y la vida de éstos. 

 Otro caso que puede ser atraído es cuando los ciudadanos solici-
tan información respecto a la ubicación de los inmuebles propiedad del 
sujeto obligado, en los cuales se encuentran resguardadas las mujeres 
o menores de edad víctimas de violencia; es un hecho notorio que de 

6 La información estadística es de naturaleza pública, independientemente de la materia con la que se 
encuentre vinculada. Considerando que la información estadística es el producto de un conjunto de 
resultados cuantitativos obtenidos de un proceso sistemático de captación de datos primarios obteni-
dos sobre hechos que constan en documentos que las dependencias y entidades poseen, derivado 
del ejercicio de sus atribuciones, y que el artículo 7, fracción XVII de la Ley Federal de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece que los sujetos obligados deberán poner 
a disposición del público, entre otra, la relativa a la que con base en la información estadística, res-
ponda a las preguntas hechas con más frecuencia por el público, es posible afirmar que la información 
estadística es de naturaleza pública. Lo anterior se debe también a que, por definición, los datos 
estadísticos no se encuentran individualizados o personalizados a casos o situaciones específicas 
que pudieran llegar a justificar su clasificación.
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conformidad con el artículo 8.1 fracción V, inciso r)7 de la ley estatal 
de la materia, en todo momento se debe otorgar el uso de los bienes 
inmuebles que posee la autoridad, no obstante, de otorgar la ubicación 
de los predios en los que se encuentran resguardadas las personas 
en tales circunstancias, se les estaría poniendo en riesgo de ser lo-
calizadas y violentadas de nueva cuenta o revictimizadas, por tanto, 
para entregar información al respecto o dar publicidad de la misma, se 
tendría que ponderar la seguridad e integridad física de los habitantes 
de los inmuebles y el interés público de conocer el uso de los predios de 
referencia, para lo cual y con la finalidad de otorgar la debida protección 
de las personas y garantizar al mismo tiempo el derecho de acceso a 
la información, el área de la autoridad que cuente con las atribuciones 
de conocer y resolver al respecto, tendrá en todo momento que poner 
a consideración de su Comité de Transparencia las razones por la que 
tal información reviste el carácter de reservado, generando como ya se 
dijo, la prueba de daño al caso concreto en la que se funde, motive y 
justifique la reserva correspondiente. 

Contrario a lo señalado en los párrafos que anteceden, también 
existen casos en que los sujetos obligados entregan información que 
por su naturaleza debe ser considerada como reservada, ya que con 
la entrega de la misma se pone en riesgo, la seguridad y la salud de 
las personas, sin embargo, el sujeto obligado quizá por la falta de co-
nocimiento o experiencia de las personas que manejan y resguardan la 
información, entregan la misma sin previo análisis atentando como ya 
fue mencionado la seguridad y salud de las personas. 

7 Artículo 8°. Información Fundamental - General

 1. Es información fundamental, obligatoria para todos los sujetos obligados, la siguiente:

 V. La información financiera, patrimonial y administrativa, que comprende:

 r) Los inventarios de bienes muebles e inmuebles del sujeto obligado, de cuando menos los últimos 
tres años, donde se señale cuando menos la descripción, el valor, el régimen jurídico, y el uso o afec-
tación del bien;
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Por otro lado, también las áreas que poseen, generan o administran 
la información conocen del riesgo que existe al entregar la información, 
sin embargo, al momento de entregarla a la Unidad de Transparencia, 
consideran o esperan que la misma advierta que la información debe 
ser reservada y actúe en consecuencia, dejando de lado lo ordenado 
por el artículo por el artículo 100 de la ley general de la materia8; razón 
por lo cual los sujetos obligados y órganos garantes deben apostar por 
la capacitación, ya que la capacitación de los servidores públicos en 
materia de acceso a la información, transparencia y protección de datos 
personales, se refleja en la disminución y en su caso eliminación de la 
entrega de información sin previa clasificación, evitando con ello cual-
quier riesgo que afecte la vida y la salud de las personas. 

Otras situación que abonaría en los temas de clasificación adecua-
da de la información, es que los sujetos obligados desde su autono-
mía pudieran implementar el servicio civil de carrera, a fin de que los 
servidores públicos que ya cuentan con el conocimiento y un grado de 
especialización en los temas que desarrollan, de preferencia perma-
nezcan en sus cargos a fin de disminuir los casos en los que se entrega 
información clasificada indebidamente o en su defecto sin clasificar. 

Expuesto lo antes manifestado, se da cuenta que los derechos hu-
manos no son absolutos y que en el caso del acceso a la información y 
en aras de la máxima publicidad, siempre se debe procurar que cuando 
se advierta un supuesto de reserva de información, en todos los ca-
sos se debe buscar la opción que restrinja el derecho de acceso a la 
información de los solicitantes; generando en la totalidad de los casos, 
la prueba de daño en la que se argumenten las razones por las que 
se debe restringir parcialmente el derecho de acceso a la información, 
fundando en la normativa correspondiente el supuesto que aplique a la 

8 Artículo 100. La clasificación es el proceso mediante el cual el sujeto obligado determina que la infor-
mación en su poder actualiza alguno de los supuestos de reserva o confidencialidad, de conformidad 
con lo dispuesto en el presente Título. 

 Los supuestos de reserva o confidencialidad previstos en las leyes deberán ser acordes con las ba-
ses, principios y disposiciones establecidos en esta Ley y, en ningún caso, podrán contravenirla. 

 Los titulares de las Áreas de los sujetos obligados serán los responsables de clasificar la información, 
de conformidad con lo dispuesto en esta Ley, la Ley Federal y de las Entidades Federativas.
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reserva  y justificando de manera fehaciente e indudable las probables 
afectaciones presentes y futuras que generarían un riegos para la vida, 
seguridad y salud de las personas. 

En conclusión, cuando las autoridades se enfrenten a la reserva de 
información por encontrarse en su supuesto de atentar contra la vida, 
seguridad o salud de las personas, siempre se deberá de ponderar la 
afectación que se generaría con la entrega de la misma y el derecho 
de acceso a la información, dicha afectación debe ser expuesta por los 
titulares de las unidades administrativas y en consecuencia, realizar 
la clasificación correspondiente, poner a consideración del Comité de 
Transparencia tal clasificación, quien confirmara, modificará o revocará 
la misma a través del acta correspondiente; finalmente se deberá entre-
gar la versión pública de la información solicitada en la que se proteja 
únicamente la información que genere el menoscabo en la seguridad o 
salud o en su defecto, cuando la versión pública o excesiva, se deberá 
generar el informe específico que corresponda; encontrando siempre el 
equilibrio justo entre lo ordenado por los artículos 1°párrafos primero, 
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segundo y tercero9, 4° párrafo cuarto10 y 6° párrafo segundo11 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

9 Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea 
parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspender-
se, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece. 

 
Párrafo reformado DOF 10-06-2011 

 Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución 
y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protec-
ción más amplia. 

 
Párrafo adicionado DOF 10-06-2011 

 
 Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, 

proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, inter-
dependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, 
sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 

Párrafo adicionado DOF 10-06-2011

10 Artículo 4o.- La mujer y el hombre son iguales ante la ley. Ésta protegerá la organización y el desarro-
llo de la familia.

 
Párrafo reformado DOF 06-06-2019

 (…)

 Toda Persona tiene derecho a la protección de la salud. La Ley definirá las bases y modalidades para 
el acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las entidades 
federativas en materia de salubridad general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 
73 de esta Constitución. La Ley definirá un sistema de salud para el bienestar, con el fin de garantizar 
la extensión progresiva, cuantitativa y cualitativa de los servicios de salud para la atención integral y 
gratuita de las personas que no cuenten con seguridad social. Párrafo adicionado DOF 03-02-1983. 
Reformado DOF 08-05-2020 

11 Artículo 6o. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administra-
tiva, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, provoque 
algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos 
por la ley. El derecho a la información será garantizado por el Estado. 

Párrafo reformado DOF 13-11-2007, 11-06-2013 

 Toda persona tiene derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así como a buscar, recibir 
y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión. 

Párrafo adicionado DOF 11-06-2013



191

LA CLASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN 
QUE VULNERE LA CONDUCCIÓN DE LOS 
EXPEDIENTES JUDICIALES O DE LOS 
PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS 
SEGUIDOS EN FORMA DE JUICIO

Mtra. Yolli García Álvarez

El derecho de acceso a la información, es un derecho humano que se 
encuentra previsto en el artículo 6 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, el cual comprende solicitar, investigar, difun-
dir, buscar y recibir información, derecho que se encuentra protegido. 
Lo cierto es que este derecho no es absoluto, tiene ciertas limitaciones 
que se encuentran prevista en la Constitución, pues existe información 
que podrá clasificarse como reservada o confidencial. 

El artículo 116 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública (LGTAIP), establece cual es la información que por 
su naturaleza es confidencial, entre la que se encuentra la siguiente:

• Se refiere a la información privada y los datos personales 
concernientes a una persona física o jurídica, colectiva 
identificada o identificable.

• Los secretos bancarios, industrial, comercial, fiscal, bursátil y 
postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de 
derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren 
el ejercicio de recursos públicos;

• La que presenten los particulares a los sujetos obligados, 
de conformidad con lo dispuesto por las leyes o los tratados 
internacionales
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Se consideran datos personales los siguientes1:

Identificativos 

Datos identificativos: El nombre, alias, pseudónimo, 
domicilio, código postal, teléfono particular, sexo, 
estado civil, teléfono celular, firma, clave de Regis-
tro Federal de Contribuyentes (RFC), Clave Única 
de Registro de Población (CURP), Clave de Elector, 
Matrícula del Servicio Militar Nacional, número de 
pasaporte, lugar y fecha de nacimiento, nacionali-
dad, edad, fotografía, localidad y sección electoral, 
y análogos.

Origen Origen, etnia, raza, color de piel, color de ojos, color 
y tipo de cabello, estatura, complexión, y análogos.

Ideológicos
Ideologías, creencias, opinión política, afiliación 
política, opinión pública, afiliación sindical, religión, 
convicción filosófica y análoga.

Salud

Expediente clínico de cualquier atención médica, 
historial médico, referencias o descripción de sin-
tomatologías, detección de enfermedades, incapa-
cidades médicas, discapacidades, intervenciones 
quirúrgicas, vacunas, consumo de estupefacientes, 
uso de aparatos oftalmológicos, ortopédicos, audi-
tivos, prótesis, estado físico o mental de la perso-
na, así como la información sobre la vida sexual, y 
análogos.

Laborables

Número de seguridad social, documentos de re-
clutamiento o selección, nombramiento, incidencia, 
capacitación, actividades extracurriculares, referen-
cias laborales, referencias personales, solicitud de 
empleo, hoja de servicio, y análogos.

1 Acuerdo Trigésimo octavo del  dictamen de acuerdo mediante el cual se aprueba reforma, en lo 
particular, los  Lineamientos generales en materia de clasificación y desclasificación de la informa-
ción, así como para la elaboración de versiones públicas. https://snt.org.mx/wp-content/uploads/PUN-
TO-8.-Dictamen-Acuerdo-Lineamientos-Clasificacio%CC%81n-CJCR-v2.pdf
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Patrimoniales

Bienes muebles e inmuebles de su propiedad, in-
formación fiscal, historial crediticio, ingresos y egre-
sos, número de cuenta bancaria y/o CLABE inter-
bancaria de personas físicas y morales privadas, 
inversiones, seguros, fianzas, servicios contratados, 
referencias personales, beneficiarios, dependientes 
económicos, decisiones patrimoniales y análogos.

Procedimientos 
administrativos y/o 

jurisdiccionales

La información relativa a una persona que se en-
cuentre sujeta a un procedimiento administrativo 
seguido en forma de juicio o jurisdiccional en ma-
teria laboral, civil, penal, fiscal, administrativa o de 
cualquier otra rama del Derecho.

Académicos:

Trayectoria educativa, avances de crédito, tipos de 
exámenes, promedio, calificaciones, títulos, cédula 
profesional, certificados, reconocimientos y análo-
gos

Tránsito y 
movimientos 
migratorios

Información relativa al tránsito de las personas den-
tro y fuera del país, así como información migratoria, 
cédula migratoria, visa, pasaporte.

Datos electrónicos Firma electrónica, dirección y correo electrónico, 
código QR.

Datos biométricos

 Huella dactilar, reconocimiento facial, reconoci-
miento de iris, reconocimiento de la geometría de la 
mano, reconocimiento vascular, reconocimiento de 
escritura, reconocimiento de voz, reconocimiento de 
escritura de teclado y análogos.

La información reservada es aquella que se clasifica temporal como 
restringida al público, en relación a este tipo de información, el artí-
culo 113 de la LGTAIP, establece los supuestos bajo los cuales debe 
reservarse la información, lo cual procederá cuando su otorgamiento o 
publicación:

• Comprometa la seguridad nacional
• Menoscabe la correcta conducción de las negociaciones y 

relaciones internacionales.
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• Dañe la estabilidad financiera.
• Ponga en riesgo la vida, seguridad o salud de una persona.
• Cause perjuicio a las actividades de verificación del cumplimiento 

de las leyes.
• Obstruir la prevención o persecución de delitos.
• Afectar los procesos deliberativos de los servidores públicos, 

hasta en tanto no sea adoptada la decisión definitiva.
• Obstruir los procedimientos para fincar responsabilidad a los 

servidores públicos, en tanto no se haya dictado la resolución 
administrativa. 

• Afectar los derechos del debido proceso. 
• Vulnerar la conducción de los expedientes judiciales o de los 

procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, en 
tanto no hayan causado estado.

• Se encuentre dentro de una investigación ministerial. 
• La que por disposición expresa de una ley sea considera como 

tal. 

En ese contexto, podemos decir que la diferencia entre información 
reservada y confidencial es que la primera se refiere a información gu-
bernamental que temporalmente está protegida, y la segunda es propia 
de particulares, entregada por éstos a las dependencias y entidades 
de la Administración Pública, por lo que su protección es permanente.

La clasificación de la información le corresponde efectuarla a los 
titulares de las unidades administrativas de los sujetos obligados, y 
consiste en el proceso que éstas realizan para determinar que la in-
formación que se encuentran en su archivo, actualiza alguno de los 
supuestos de reserva o confidencialidad, de conformidad con el artículo 
106 de la LGTAIP.

Esta clasificación procede cuando se presenten los supuestos si-
guientes:

• Se reciba una solicitud de acceso a la información.
• Se determine mediante resolución de autoridad competente. 
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• Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las 
obligaciones de transparencia previstas en la Ley.

Para ello debe realizar la propuesta de clasificación fundada y moti-
vada, es decir, debe señalar el o los ordenamientos jurídicos, artículo, 
fracción y párrafo que expresamente otorga el carácter de clasificada a 
la información, así como justificar por qué la información encuadra en 
la hipótesis contenida en la Ley, así como señalar el plazo que estará 
sujeto a la reserva 2,  además debe desarrollar la aplicación de una 
prueba de daño.

La prueba de daño, consiste en justificar por qué la divulgación de la 
información lesiona el interés jurídicamente protegido por la disposición 
legal aplicable, y que el daño que pueda producirse con la publicidad de 
la información, es mayor al interés de conocerla.

Por lo que debe demostrar que la información representa un riesgo 
real, demostrable e identificable de perjuicio significativo al interés pú-
blico o a la seguridad nacional; que el riesgo de perjuicio que supondría 
la divulgación, supera el interés público general de que se difunda y que 
la limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el 
medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio; la reserva 
está prevista en la ley. 

En el caso de los documentos clasificados parcial o total, deberán 
de llevar una leyenda que indique lo siguiente3:

• Tal carácter
• La fecha de clasificación
• El fundamento legal y en su caso,
• El periodo de reserva.

2 Artículo 101, último párrafo de la LGTAIP.

3 Artículo 107 de la LGTAIP.
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La propuesta la deberá presentar ante la Titular de la Unidad de Trans-
parencia, quien a su vez presenta la propuesta de clasificación de la 
información a los integrantes del Comité de Transparencia para que la 
aprueben, modifiquen o revoquen la clasificación.

El acuerdo que clasifique la información deberá contener un razona-
miento lógico en el que demuestre que la información se encuentra en 
alguna o algunas de las hipótesis previstas en la Ley.

Es importante señalar que los entes obligados no pueden emitir 
acuerdos de carácter general ni particular que clasifiquen documentos 
o información como reservada, que no podrán clasificar documentos 
antes de que se genere la información, que la clasificación de infor-
mación reservada se realizará conforme a un análisis caso por caso, 
mediante la aplicación de la prueba de daño. 

Además de la clasificación de la información, el área deberá elabo-
rar la versión pública correspondiente, eliminando, suprimiendo, testan-
do o borrando la información clasificada como confidencial para permitir 
su acceso, debe ir acompañada de la propuesta de clasificación, acuer-
do de comité y formatos de clasificación parcial o total.  En esta se debe 
señalar lo siguiente:

A. La fecha de sesión del Comité de Transparencia en donde se 
confirmó la clasificación, en su caso;

B. El nombre del área responsable de administrar la información;
C. La palabra confidencial;
D. Las partes o secciones confidenciales, en su caso;
E. El fundamento legal, y;
F. La rúbrica del titular del área responsable de administrar la 

información.

Ahora, conforme a lo expuesto, se analizará la causal prevista en la 
fracción XI del artículo 113 de la LGTAIP, consistente en que se vulnere 
la conducta de los expedientes judiciales o de los procedimientos se-
guidos en forma de juicio, en tanto no hayan causado estado. 
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Esto es, se puede clasificar la información cuando exista un proceso 
judicial, administrativo, que se encuentre en trámite, se trate de accio-
nes y decisiones que las partes implementarán, como parte de una 
táctica para generar convicción en el juzgador, a efecto de acreditar sus 
pretensiones, y que sean desconocidas por la contraparte. 

Lo anterior, porque  el legislador optó por reducir el acceso a la in-
formación jurisdiccional a un momento procesal concreto, marcado, en 
todo caso, por la solución definitiva del expediente, de donde es posible 
extraer, por tanto, que toda información que obre en un expediente judi-
cial, previo a su solución, se entenderá válidamente reservada (siempre 
bajo la valoración del condicionamiento relativo a la demostración de 
una afectación a la conducción del expediente judicial, así como a la 
específica aplicación de la prueba del daño)4.

En ese sentido, si en una resolución dictada por autoridad compe-
tente ordena la clasificación de la información, el sujeto obligado puede 
reservar la información invocando la fracción XI del artículo 113 de la 
LGTAIP.

Para ello, el titular del área debe de presentar la propuesta al titular 
de la Unidad de Transparencia, la cual puede ser de la siguiente forma:

4 CLASIFICACIÓN DE NFORMACIÓN CT-CI/J-4-2021. Pag 8.
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Área administrativa ___________

Oficio número: ______

  a ______ de ______ de 20__

TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA

PRESENTE:

Por este medio, en atención que este órgano jurisdiccional dictó sentencia en el 
expediente ---- en la cual la parte que nos interesa determinó lo siguiente:

Quinto. Protección de datos personales. Considerando el sentido de 
la sentencia, se hace necesario garantizar la no revictimización de 
la parte denunciante.
Por tanto, atendiendo a lo que establece el artículo 31 de la Ley 
General de Acceso en el sentido de garantizar la prevención, la 
atención, la sanción y la erradicación de todos los tipos de violencia 
contra las mujeres, se hace necesario ordenar lo siguiente:
1. Se deberá emitir por esta autoridad una versión pública provisio-
nal de la sentencia donde se protejan los datos personales sensi-
bles de las partes denunciantes en el procedimiento sancionador 
local acorde a lo estipulado en el artículo 3 fracción X, de la Ley 
General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados.
Por ello, se instruye a la Secretaria General de Acuerdos que pro-
ceda conforme a sus atribuciones para la elaboración de la versión 
pública provisional de esta Sentencia, en donde se eliminen aque-
llos datos en los que se haga identificable a la parte denunciante. 
Lo anterior, porque si bien la parte actora no solicito la protección 
de sus datos personales al tratarse de un asunto en el cual se adu-
ce violencia política en razón de género, debe considerarse que 
la información de la parte denunciante constituye datos sensibles, 
para efecto de no revictimizarla es que se considera  pertinente su 
protección, conforme a lo previsto en el artículo 3 de la Ley General 
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

En atención a lo dispuesto en el artículo 3, fracciones IX y X de la Ley General de 
Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados y 113 y 116 de 
la LGTAIP, solicito se clasifique el nombre y cargo de la denunciante, número de 
los expedientes relacionados con el procedimiento sancionador, imágenes alusi-
vas a ella y enlaces electrónicos donde se encuentran las publicaciones denuncia-
das, lo anterior al tratarse de datos personales que harían identificable a la actora.  

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se propone la clasificación de la infor-
mación con fundamento en el ordinal 143 de la LGTAIP y se solicita se somata 
a consideración del Comité de Transparencia la clasificación de la información 
referida, y en consecuencia de ello la versión pública que se anexa al presente.

Sin más por el momento. 

A T E N T A M E N T E

Una vez que el Titular de la Unidad de Transparencia, recibe la petición, 
someterá a consideración de los integrantes del Comité de Transparen-
cia, para la aprobación de la confirmación, modificación o revocación.
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En el supuesto de que se apruebe el confirmar la propuesta de cla-
sificación por el Comité de Transparencia, deberá emitir la resolución 
correspondiente, por lo que a continuación se presenta un esquema 
general de ésta:

ORDEN DEL DÍA

1.- Lista de asistencia por parte de los miembros del Comité de Transparencia 
y, en su caso, declaratoria de quórum legal para la apertura y celebración de la 
______Sesión______, de fecha ______ de ______ de dos mil ______, así como 
la lectura y aprobación del Orden del día.

2. Presentación y en su caso aprobación de la clasificación de información 
como confidencial, de la sentencia dictada en el expediente____; presenta-
da por el Secretario General de Acuerdos, con fundamento en los dispuesto en 
______________

DESAHOGO DE LA SESIÓN

1.- Con relación al primer punto del Orden del Día, se procede a tomar la asistencia 
de los miembros presentes ______, Titular de la Unidad de Transparencia, en su 
carácter de ______,  ______, en su carácter de ______, ______ en su carácter de 
______ y ______ en su carácter de ______; todos ellos integrantes del Comité de 
Transparencia de este Sujeto Obligado, por lo que existe quórum legal para llevar 
a cabo la  Sesión __________________.

Hecho lo anterior, se procede a declarar abierta la Sesión del Comité de Transpa-
rencia; analizado y discutido el Orden del Día, se dicta el siguiente:

ACUERDO: _________________ Se aprueba por unanimidad de votos la presen-
te Orden del Día.

2.- Con relación al segundo punto del Orden del Día, referente a la presentación y 
en su caso aprobación de la clasificación de la información como confidencial, de 
la información relativa a la sentencia dictada en el expediente_______, presentada 
por el Secretario General de Acuerdos, con fundamento en lo dispuesto en los artí-
culos 113, fracción I y 116 de la Ley General de  Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública, en relación con quincuagésimo sexto de los Lineamientos genera-
les en materia de clasificación y desclasificación de la información, así como para 
la elaboración de versiones públicas, se emiten las siguientes consideraciones:

ANTECEDENTES

I. Denuncia.

II. Sentencia.

III. Solicitud de aprobación de versión pública.

CONSIDERANDOS

PRIMERO. COMPETENCIA.  Este Comité de Transparencia es competente para 
aprobar la propuesta de clasificación de información como confidencial y aprobar 
la versión pública en términos de los artículos 83, 84, fracciones I y IV, de la Ley 
General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados 
(LGPDSO); 44, fracción II, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública (LGTAIP). 
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SEGUNDO. ANÁLISIS DE LA CLASIFICACIÓN.  Derivado de la presentación 
del oficio ______, remitido por el Secretario General de Acuerdos, mediante el 
cual señala que somete a consideración de las personas integrantes de este ór-
gano, la clasificación de la información de la sentencia dictada en el expediente 
___________ y la aprobación de la versión pública de la misma. 

Para iniciar el análisis correspondiente, es importante tener en cuenta que la pro-
tección de datos personales se encuentra prevista en los artículos 6o., apartado A, 
fracción II, y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
los cuales se establece que la información que se refiere al ámbito privado de las 
personas, así como los datos personales, deben estar protegidos en los términos 
que fije la ley, por lo que toda persona tiene derecho a la protección de sus datos 
personales sin distinción.

En tanto que la LGPDSO y la LGTAIP son los ordenamientos que regulan la pro-
tección de los datos personales, por lo que el presente asunto, resulta relevante 
conforme a lo dispuesto en los artículos 1, 3, fracción IX, 4, 6, 16 y 47 de la LGPD-
SO, en los que se establece: 

1. Que dicha ley es de orden público y de observancia general en 
toda la República;
2. Que dato personal es toda aquella información concerniente a 
una persona física identificada e identificable, sin importar donde 
obre. 
3. Que es obligación del Estado garantizar la privacidad de los indi-
viduos y velar porque terceras personas no incurran en conductas 
que puedan afectarla arbitrariamente y que el derecho a la protec-
ción de los datos personales solamente se limitará por razones de 
seguridad nacional –en términos de ley–, disposiciones de orden 
público, seguridad y salud públicas o para proteger los derechos 
de terceros; y
4. Que el titular podrá oponerse al tratamiento de sus datos per-
sonales.

En dicha norma también establece que es deber de los sujetos obligados proteger 
los datos personales que obran en su poder cuando se considera que éstos ac-
tualizan alguna causal de confidencialidad, esto es, cuando el sujeto obligado de-
termina que algún dato personal no debe ser del dominio público debe protegerlo.

En el caso de estudio, se advierte que, en la sentencia se ordenó suprimir los 
datos personales, esto es la protección de los datos personales se originó de la 
determinación del Pleno del Tribunal y no del ejercicio del derecho de oposición al 
tratamiento de los datos personales ante este Tribunal.

De ahí que, no es posible realizar el análisis de la protección de datos personales 
de la quejosa al amparo de la LGPDSO, ello en virtud que esta prevé el ejercicio 
de los derechos ARCO, hecho que en el caso no aconteció.

Por lo que en el presente caso resulta aplicable lo previsto en el artículo 116 de la 
LGTAIP al establecer que es información confidencial aquella que contiene datos 
personales concernientes a una persona identificada o identificable bajo la figura 
de confidencialidad, misma que no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo 
podrán tener acceso a ella los titulares de la misma, sus representantes y los 
Servidores Públicos facultados para ello.

Conforme a lo anterior, de la revisión y análisis a la versión pública de la sentencia, 
se advierte que se clasificó el nombre y cargo de la denunciante, número de los 
expedientes relacionados con el procedimiento sancionador, imágenes alusivas a 
ella y página de Facebook donde se encuentran las publicaciones denunciadas. 
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Por lo que, a efecto de determinar si se actualiza la causal de confidencialidad de 
los datos señalados, este Comité de Transparencia realizará su análisis, con base 
en los fundamentos anteriormente transcritos y en lo advertido por la Secretaría 
General de Acuerdos. 

Nombre.

El nombre es un atributo de la persona que la individualiza, la identifica o la hace 
identificable frente a los demás. Al respecto la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción en la tesis aislada 1a. XXXII/2012 de rubro: DERECHO HUMANO AL NOM-
BRE. ES UN ELEMENTO DETERMINANTE DE LA IDENTIDAD, ha señalado 
que, el derecho humano al nombre tiene como fin fijar la identidad de una persona 
en las relaciones sociales y ante el Estado, de tal suerte que la hace distinguible 
en el entorno; es decir, es una derivación integral del derecho a la expresión de la 
individualidad, por cuanto es un signo distintivo del individuo ante los demás, con 
el cual se identifica y lo reconocen como distinto.

En ese tenor, si bien la denunciante fue candidata, y los límites a la crítica son 
más amplios cuando las personas se dedican a actividades públicas o por el rol 
que desempeñan en una sociedad democrática, pues están expuestas a un con-
trol más riguroso de sus actividades y manifestaciones que aquellos particulares 
sin proyección pública alguna. Esto es, su protección no se asienta en la calidad 
del sujeto, sino en el carácter de interés público que conllevan sus actividades o 
actuaciones. 

También lo es, que estas personas no estarán sometidas a un mayor escrutinio 
de la sociedad en su honor o privacidad durante toda su vida, sino sólo mientras 
realicen funciones públicas o estén involucradas en temas de relevancia pública, 
por lo que, en principio, su nombre revestiría el carácter de información de interés 
público. 

Ahora bien, en el caso que nos ocupa, se observa que la denunciante señaló 
haber sido víctima de violencia política contra las mujeres por razones de género 
derivado de publicaciones y mensajes realizados en una red social. 

En ese sentido, se estima que, la difusión de sus datos personales pudieran posi-
cionarla en una situación desfavorable e incluso su difusión podría representar un 
peligro inminente para ella.

Máxime cuando el artículo 40 de la Ley General de Víctimas, prevé que cuando 
una autoridad tenga conocimiento de hechos de peligro en la integridad y vida 
de una víctima, se deben adoptar medidas necesarias para evitar alguna lesión 
o daño. Asimismo, establece que las autoridades realizarán en todo momento, 
medidas para garantizar la seguridad, protección, bienestar físico y psicológico e 
intimidad de las víctimas. 

Por lo que, se considera que la difusión de su nombre en nada abonaría al prin-
cipio de la máxima publicidad en la administración de justicia, ni favorecería la 
legitimación del actuar jurisdiccional, en concordancia con la rendición de cuentas, 
pues aun siendo lícito el tratamiento, el mismo debe cesar para evitar que su 
persistencia les cause un daño o perjuicio, máxime que, como se adelantó, la de-
nunciante se ubica como posible víctima de violencia política en razón de género. 

Cargo.

En virtud que el nombre de la quejosa actualizó la causal de confidencialidad, se 
estima que, en armonía con el estudio del nombre, el carácter con el que com-
pareció debe seguir la misma suerte, pues su difusión la haría identificable, pues 
como se adelantó, la quejosa se ubica como posible víctima de violencia política 
en razón de género. 
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No se omite mencionar que el carácter con el que compareció de la quejosa actua-
liza la causal de confidencialidad, por lo que la hace plenamente identificable; de 
ahí que procede su clasificación como información confidencial. 

Número de expedientes. 

En términos del artículo 4 de la LGTAIP toda la información generada, obtenida, 
adquirida, transformada o en posesión de los sujetos obligados es pública y ac-
cesible a cualquier persona en los términos y condiciones que se establezcan en 
la ley y los tratados internacionales. Por lo que, en principio, se presume que el 
número de los expedientes, tiene una naturaleza pública; sin embargo, hay casos 
en los que esta información es identificativa de un medio de impugnación que 
podría hacer identificable a las personas.

Por lo que, si en el asunto a estudio, se advierte que obra el número consecutivo 
de expedientes, respecto de los cuales, se considera que revisten el carácter de 
información confidencial pues a través de éstos es posible acceder a datos perso-
nales que identifican y/o hacen identificable a la quejosa. 

Imágenes.

En virtud que en la sentencia se observa la imagen de la quejosa, y al ser la fo-
tografía una reproducción fiel de la imagen de una persona, por lo tanto, un dato 
personal, pues con ella se identificaría al exterior a la denunciante. 

Enlace electrónico de una red social 

Al ser Facebook una herramienta de comunicación utilizada para tener contac-
to con otros usuarios, por lo que el enlace electrónico de esta red social, en el 
caso que nos ocupa se considera que debe reservarse toda vez que en este se 
encuentran publicadas las imágenes y texto denunciados, que por su contenido 
harían identificable a la quejosa, por lo que al darse a conocer estos se afectaría 
la intimidad de esta. 

De ahí, que se considere que debe protegerse ese dato, pues es obligación de las 
autoridades adoptar medidas necesarias para evitar alguna lesión o daño en la 
integridad y vida de una víctima. 

En virtud de lo expuesto y analizado con anterioridad este Comité de Transparen-
cia determina confirmar la clasificación de la información señalada en los párrafos 
que anteceden y los cuales se encuentran en la sentencia objeto de estudio, de 
conformidad con los artículos 116 LGTAIP.

En consecuencia, con fundamento en el numeral quincuagésimo sexto de los Li-
neamientos generales en materia de clasificación y desclasificación de la informa-
ción, así como para la elaboración de versiones públicas, se aprueba la versión 
pública de la sentencia

Por lo tanto, se dicta el siguiente:

ACUERDO

PRIMERO. Se confirma la clasificación como confidencial de los datos personales 
que se mencionan en la sentencia del expediente_______.

SEGUNDO. Se aprueba la versión pública de la sentencia referida en el resolutivo 
que antecede.

No habiendo más asuntos por tratar, se da por terminada la  ___________________
Sesión_____________________________del Comité de Transparencia del 
__________________________, siendo las ____________________ horas con 
______ m minutos del día ______ de _____ de dos mil_____.

COMITÉ DE TRANSPARENCIA
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Como en el ejemplo se autorizó la versión pública, los datos clasifica-
dos deben de llevar la siguiente leyenda:

“ELIMINADO DATO PERSONAL CONFIDENCIAL, FUNDAMENTO 
VISIBLE AL FINAL DEL DOCUMENTO”

Y a la versión pública se debe de agregar el siguiente caratula:

Concepto Dónde

Logotipo del 
sujeto obligado 
o sello oficial

Fecha de 
clasificación

Se anota la fecha en la que el Co-
mité de Transparencia confirmó 
la clasificación del documento, en 
su caso. 

Área Indicar el nombre del área del 
cual es titular quien clasifica.

Información 
reservada No aplica 

Periodo de 
reserva No aplica

Fundamento 
legal 

Se señalará el nombre del orde-
namiento, el o los artículos, frac-
ción(es), párrafo(s) con base en 
los cuales se sustente la reserva.

Ampliación 
del periodo de 

reserva
No aplica

Confidencial
Se indica las partes o páginas del 
documento que se clasifica como 
confidencial. 

Fundamento legal

Se señalará el nombre del or-
denamiento, el o los artículos, 
fracción(es), párrafo(s) con base 
en los cuales se sustente la con-
fidencialidad.
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Rúbrica del titular del área Rubrica autógrafa de quien cla-
sifica.

Fecha de desclasificación No aplica

Rúbrica y cargo de servidor público Rubrica autógrafa de quien des-
clasifica.

En el caso de la clasificación en la modalidad de confidencial, es im-
portante resaltar que se consideran susceptibles de clasificarse como 
información confidencial, los datos personales entendidos como cual-
quier información concerniente a una persona física identificada o iden-
tificable. En razón de lo anterior, es relevante analizar la resolución del 
Instituto Veracruzano de Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales (IVAI) número IVAI-REV-DP/01/2018/I en la que el padre 
de una menor solicitó a la Secretaria de Educación de Veracruz (SEV),  
nombre, clave, ubicación y fecha de inscripción de la escuela primaria 
pública o privada en donde estudiaba su hija, además del nombre de 
quien realizó los tramites y quienes se registraron como padres o tuto-
res; durante el proceso de acceso de datos personales, aportó pruebas 
para acreditar su parentesco y dijo que se encontraba separado de su 
pareja y ésta se negaba a informarle en donde estaba la menor. 

La SEV manifestó que la solicitud de acceso a datos personales 
de la menor debía realizarse por la vía jurisdiccional civil, por lo que, 
atendiendo al principio de supremacía constitucional debía estar por 
encima en interés superior de la menor, por lo tanto negó la información 
al padre de la menor. 

De análisis de la solicitud, podemos identificar lo siguiente: 

• La SEV no debió negar el acceso señalando al solicitante que el 
acceso a datos personales se daría por la vía civil, sino que debió 
orientar al sujeto obligado de manera fundada y motivada porque 
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no podía dar el acceso al padre de la menor de edad, ya que de 
acuerdo a sus atribuciones y funciones él debía contar con la 
información solicitada.  

• En el supuesto de permitir el acceso al padre de la menor, debía 
solicitar la colaboración de las Fiscalías y Poderes Judiciales de 
Veracruz y Morelia, con la finalidad de verificar si existía algún 
procedimiento en el que el padre formara parte que pudiera 
poner en riesgo a la menor. 

De lo anterior y del análisis realizado por el Pleno del IVAI, se determinó 
que si bien el padre de la menor manifestó que no le había sido limitada 
o restringida la patria potestad, derivado de las diligencias realizadas 
por el IVAI se identificó que una persona del género femenino cuyo 
nombre coincide con el asentado en el acta de nacimiento de la menor 
como nombre de la madre, había iniciado al menos dos procedimientos 
uno ante la Fiscalía General del Estado de Veracruz y otro ante el Juz-
gado Décimo de Primera instancia Especializado en Materia Familiar 
del Poder Judicial del Estado de Veracruz, en los que estaban involu-
crados hechos de violencia y restricción de convivencias. 

Por lo anterior, de ordenar el IVAI se entregara la información de la 
menor, podría poner en riesgo la seguridad y la vida de la misma, ya 
que se contaba con los elementos suficientes para garantizar el interés 
superior del menor conforme a lo dispuesto en la Convención sobre los 
Derechos del Niño y la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave.
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Fuente de información: https://ivai.org.mx/

Ahora bien, de un nuevo análisis el área competente debió solicitar al 
Comité de Transparencia la clasificación de información en la modali-
dad de confidencial por tratarse de datos personales, además de una 
menor de edad, atendiendo a lo dispuesto en la normatividad en mate-
ria de datos personales que señala lo siguiente:  

• La información confidencial no estará sujeta a temporalidad 
alguna y sólo podrán tener acceso a ella los titulares de la misma, 
sus representantes y los integrantes de los sujetos obligados 
facultados para ello, en este caso si bien el padre de la menor 
podía fungir como su representante, no se tenía la certeza de que 
él pudiera tener acceso a la información por los resultados de las 
diligencias realizadas a los sujetos obligados mencionados con 
anterioridad.   

• Cuando con motivo de la atención a una solicitud de ejercicio 
de derechos ARCO, se confirme la clasificación de documentos 
reservados o confidenciales, sea total o parcial; se deberá agregar 
físicamente al expediente del cual formen parte; la resolución 
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del Comité de Transparencia que determinó la clasificación y la 
carátula correspondiente. 

De los casos anteriormente expuestos, se concluye que los procedi-
mientos de clasificación de la información en modalidad reservada o 
confidencial son importantes en el ejercicio del derecho de acceso a la 
información y derechos ARCO, ya que son un medio para entregar la 
información sin afectar al titular de los datos personales o algún proce-
dimiento seguido en forma de juicio como es el caso de los expedientes 
judiciales o procedimientos administrativos. 

Además, se propone que, cuando estos documentos contengan 
información que es susceptible de una solicitud de información o de 
derechos ARCO, al elaborase las sentencias se evite manejar los nom-
bres de los involucrados o sus datos personales, tratando de hacer un 
documento público desde el origen evitando la clasificación de la infor-
mación y la elaboración de las versiones públicas. 
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LAS CINCO CONDICIONES PARA 
RESERVAR INFORMACIÓN EN MATERIA 
DE SEGURIDAD PÚBLICA 

Mtro. Javier Diez de Urdanivia del Valle

I. INTRODUCCIÓN

En la actualidad el derecho a la información, o de acceso a la informa-
ción como lo reconoce la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos (en lo sucesivo Constitución Federal), es un atributo del cual 
gozan todas las personas1, reconociéndoseles sustantivamente la ca-
pacidad de solicitar información en posesión de las diferentes entidades 
pública2. Los alcances, límites y dimensiones del derecho de acceso a 
la información en su estructura y contenido actuales, son aparentemen-
te fáciles de identificar. La transparencia3, es la base legal de la infor-
mación mínima que se debe de difundir y el procedimiento de acceso 
a la información, es el mecanismo para llegar a su mayor alcance. Sus 
límites, se encuentran en la protección de otros derechos, por ejemplo, 
el de protección de datos personales o el derecho a la privacidad.

No obstante, este aparente conocimiento del derecho de acceso 
a la información, en su ejercicio cotidiano se enfrenta a diversos retos 
en su aplicación al interpretarlo a la luz de la realidad que excede las 
letras de la norma constitucional o legal. El presente artículo no preten-
de hacer un ejercicio interpretativo de todos esos retos. Es menester 

1 Es preciso, para efectos del presente trabajo, acotar que las personas en lo general son los sujetos 
titulares del derecho de acceso a la información pública. Será en otro espacio, donde se pueda deli-
mitar con mayor claridad este tema.

2 Se entenderá por entidades públicas, aquellas autoridades que se describen como sujetos obligados 
en el artículo 6º de la Constitución Federal: “cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los 
Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos 
públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos 
o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal.”.

3 La transparencia es la obligación que poseen las entidades públicas de difundir cierta y determinada 
información exigida por ley, sin que tenga que existir de por medio una solicitud o requerimiento de 
información. En la mayoría de las legislaciones en la materia, la difusión de información es a través de 
medios electrónicos, sin embargo, también es obligación que se tenga disponible de forma impresa.
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solamente, resaltar la constante confrontación que sucede en ciertos 
sectores de México, entre el derecho de acceso a la información y la 
función de la autoridad de proveer seguridad pública.

¿Cómo entender y garantizar el derecho de acceso a la informa-
ción en su relación cotidiana y constante con la seguridad pública? En 
ciertos sectores de México, la seguridad pública no sólo es un reto ma-
yúsculo, es un problema de dimensiones casi inalcanzables de advertir. 
Para toda autoridad responsable, en general, administrar la seguridad 
es difícil, empero el objetivo de este artículo es encontrar claridad y 
equilibrio entre el derecho de acceso a la información pública y la fun-
ción de seguridad pública, atendiendo a la dimensión de las disposicio-
nes constitucionales actuales.

Podría parecer sencillo determinar hasta dónde se puede llegar 
con el derecho de acceso a la información, sin perjudicar la función de 
seguridad pública. Sin embargo, en el trabajo diario las solicitudes de 
información son tan específicas que eluden la aparente claridad que 
aportan los textos legales como veremos a continuación. Existen con-
dicionantes que deben de ser precisadas y aclaradas para poder hacer 
un equilibrio adecuado.

Mal haríamos en afirmar también, que todo derecho es absoluto 
frente a una función del gobierno. Sin que se excedan las facultades y 
los poderes, también es importante encontrar un límite bien equilibrado 
entre las funciones de autoridad y los derechos humanos.

A la luz de desarrollar cada tema en principio y encontrar una con-
clusión detallada, es que se pretende proponer un punto de encuentro 
que equilibre el derecho de acceso a la información y la función de 
seguridad pública.
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II. DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. ARTÍCULO 
6º DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL

El segundo párrafo del artículo 6º de la Constitución Federal señala: 
“Toda persona tiene derecho al libre acceso a información plural y opor-
tuna, así como a buscar, recibir y difundir información e ideas de toda 
índole por cualquier medio de expresión.” (Cámara de Diputados del 
Congreso de la Unión, Gobierno de México, 2022)4. 

El apartado A del mencionado artículo, describe los principios y ba-
ses con los cuales se regirá el derecho de acceso a la información. En 
sus fracciones I y II, se plasman los alcances y límites con aparente cla-
ridad. En principio, delimita sus alcances al precisar que toda informa-
ción en posesión de cualquier entidad pública, es de naturaleza públi-
ca. Posteriormente, presenta dos límites de forma restrictiva, al señalar 
que sólo se podrá reservar aquella información que pudiera ocasionar 
una afectación al interés público y a la seguridad nacional, delegando 
a la legislación secundaria los términos y formalidades; en un segundo 
momento, en la fracción segunda, hace referencia a la información que 
no se puede considerar como de naturaleza pública, aquella que la ley 
denomina como información confidencial, limita el derecho de acceso 
a la información, señalando que la que se refiera a la vida privada y los 
datos personales deberá de ser protegida:

“I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, 
entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Le-
gislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, 
fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier per-
sona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos 
públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, 
estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada 
temporalmente por razones de interés público y seguridad 
nacional, en los términos que fijen las leyes. En la interpre-

4 Véase Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos http://www.diputados.gob.mx/LeyesBi-
blio/ref/cpeum.htm
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tación de este derecho deberá prevalecer el principio de 
máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán docu-
mentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, 
competencias o funciones, la ley determinará los supues-
tos específicos bajo los cuales procederá la declaración de 
inexistencia de la información.”.

“II. La información que se refiere a la vida privada y los datos 
personales será protegida en los términos y con las excep-
ciones que fijen las leyes.”.

En principio el derecho de acceso a la información, es un derecho cla-
ramente delimitado en el texto constitucional. Sus alcances son prácti-
camente absolutos con algunos límites restrictivamente precisados. La 
propia ley secundaria a la que hace referencia el texto constitucional, 
es la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Públi-
ca (Cámara de Diputados Congreso de la Unión Gobierno de México, 
2022)5, la cual reitera la máxima de que toda la información en pose-
sión de entidades públicas es de naturaleza pública y sólo puede ser 
reservada temporalmente por interés público y seguridad nacional6. En 
el caso de la información confidencial, se reitera lo relativo a los datos 
personales, pero ya no considera aquella que refiera a la vida privada. 
No obstante, integra otros supuestos para la confidencialidad de la in-
formación: “Se considera como información confidencial: los secretos 
bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya 
titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional 
o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos pú-
blicos. Asimismo, será información confidencial aquella que presenten 
los particulares a los sujetos obligados, siempre que tengan el derecho 

5 Véase Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública http://www.diputados.gob.mx/
LeyesBiblio/ref/lgtaip.htm

6 Segundo párrafo del artículo 4 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública: 
“Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los sujetos obliga-
dos es pública y accesible a cualquier persona en los términos y condiciones que se establezcan en la 
presente Ley, en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, la Ley Federal, 
las leyes de las Entidades Federativas y la normatividad aplicable en sus respectivas competencias; 
sólo podrá ser clasificada excepcionalmente como reservada temporalmente por razones de interés 
público y seguridad nacional, en los términos dispuestos por esta Ley.”.
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a ello, de conformidad con lo dispuesto por las leyes o los tratados in-
ternacionales.” (Cámara de Diputados Congreso de la Unión Gobierno 
de México, 2022)7.

Aunado a que las restricciones a la publicidad de la información son 
limitados, la legislación secundaria prevé límites a dichas restricciones. 
Tal es el supuesto de que no se podrá reservar información que se rela-
cione con violaciones graves de derechos humanos, delitos de lesa hu-
manidad y/o actos de corrupción (Cámara de Diputados Congreso de la 
Unión Gobierno de México, 2022)8, ni se podrá considerar información 
confidencial aquella referente al secreto bancario: 1) cuando cualquiera 
de las partes de un fideicomiso participe con recursos públicos; y 2) 
cuando se manejen recursos públicos como usuario o institución ban-
caria. Asimismo, se excluye de la información confidencial aquella que 
refiera al secreto fiscal cuando se constituyan como contribuyentes o 
autoridades en materia tributaria (Cámara de Diputados Congreso de 
la Unión Gobierno de México, 2022)9.

De lo anterior, se puede desprender que la posibilidad de proteger 
(o clasificar, como lo denomina la legislación en la materia) información, 
ya sea de forma reservada o confidencial, se restringe a supuestos 
expresos, primeramente, en la Constitución Federal y, posteriormente, 
en la legislación secundaria, limitativamente al interés público, la segu-
ridad nacional, la protección de datos personales, la vida privada o los 
secretos bancario, fiscal, industrial, entre otros.

7 Véase artículo 116 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública: http://
www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lgtaip.htm . Resulta relevante resaltar para estudiar en otro 
momento, que la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, considera como 
confidencial los secretos bancario, industrial, etc. cuando la Constitución sólo se refiere a los datos 
personales y la vida privada.

8 Véase artículos 5 y 115 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública: http://
www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lgtaip.htm . Este es otro de los temas que vale la pena des-
tacar para posterior estudio, no se puede reservar información relacionada con actos de corrupción, 
sin embargo, no existe autoridad o ente responsable de clasificar los actos de corrupción como tal. Si 
bien, pudiera entenderse las responsabilidades administrativas o penales, en ningún ordenamiento 
los identifica como “actos de corrupción” y no es hasta la conclusión del procedimiento, administrativo 
o penal, que se pudieran clasificar como “actos de corrupción”, momento procesal en el que no se 
puede clasificar como reservada ninguna información por haber concluido sus etapas deliberativas.

9 Véase artículos 117, 118 y 119 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública: 
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lgtaip.htm
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No obstante, el artículo 113 de la Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, amplía los supuestos por los que se 
puede reservar información siendo muy preciso en su texto:

“… aquella cuya publicación:

I. Comprometa la seguridad nacional, la seguridad pública o 
la defensa nacional y cuente con un propósito genuino y un 
efecto demostrable;

II. Pueda menoscabar la conducción de las negociaciones y 
relaciones internacionales;

III. Se entregue al Estado mexicano expresamente con ese 
carácter o el de confidencial por otro u otros sujetos de de-
recho internacional, excepto cuando se trate de violaciones 
graves de derechos humanos o delitos de lesa humanidad 
de conformidad con el derecho internacional;

IV. Pueda afectar la efectividad de las medidas adoptadas 
en relación con las políticas en materia monetaria, cambia-
ria o del sistema financiero del país; pueda poner en riesgo 
la estabilidad de las instituciones financieras susceptibles 
de ser consideradas de riesgo sistémico o del sistema fi-
nanciero del país, pueda comprometer la seguridad en la 
provisión de moneda nacional al país, o pueda incrementar 
el costo de operaciones financieras que realicen los sujetos 
obligados del sector público federal;

V. Pueda poner en riesgo la vida, seguridad o salud de una 
persona física;

VI. Obstruya las actividades de verificación, inspección y 
auditoría relativas al cumplimiento de las leyes o afecte la 
recaudación de contribuciones;
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VII. Obstruya la prevención o persecución de los delitos;

VIII. La que contenga las opiniones, recomendaciones o 
puntos de vista que formen parte del proceso deliberativo 
de los servidores públicos, hasta en tanto no sea adoptada 
la decisión definitiva, la cual deberá estar documentada;

IX. Obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad 
a los Servidores Públicos, en tanto no se haya dictado la 
resolución administrativa;

X. Afecte los derechos del debido proceso;

XI. Vulnere la conducción de los expedientes judiciales o 
de los procedimientos administrativos seguidos en forma de 
juicio, en tanto no hayan causado estado;

XII. Se encuentre contenida dentro de las investigaciones 
de hechos que la ley señale como delitos y se tramiten ante 
el Ministerio Público, y

XIII. Las que por disposición expresa de una ley tengan tal 
carácter, siempre que sean acordes con las bases, princi-
pios y disposiciones establecidos en esta Ley y no la con-
travengan; así como las previstas en tratados internaciona-
les.”. 

Estos supuestos, pudieran entenderse como la precisión legal de lo 
que el texto constitucional expresamente señala como “interés público”. 
Esto es una interpretación personal, puesto que del texto constitucional 
no se advierte la posibilidad de ampliar las causales de reserva de la 
información.

En estos supuestos, es donde encontramos la primera mención que 
relaciona legalmente el derecho de acceso a la información y la segu-
ridad pública. Se precisa que no podrá difundirse aquella que: “com-
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prometa la seguridad pública y cuente con un propósito genuino y un 
efecto demostrable”; “pueda poner en riesgo la vida, seguridad o salud 
de una persona física”; y “obstruya la prevención o persecución de los 
delitos”.

En los tres supuestos, hay que hacer especial hincapié en los ver-
bos y condicionantes que los acompañan, puesto que son los límites 
para poder reservar información relacionada con la seguridad pública. 
En el primer supuesto, se señalan dos condicionantes, debe de “com-
prometer” y “contar con un propósito genuino y demostrable”. En el se-
gundo supuesto10, se precisa que “pueda poner en riesgo”. Finalmente, 
en el tercer supuesto, expresamente debe de actualizarse la “obstruc-
ción” en la prevención o persecución de los delitos.

Estas simples precisiones, hacen que no sea tan sencillo concluir 
que la información en materia de seguridad pública es reservada, y, por 
ende, subsumir la relación del derecho de acceso a la información y la 
seguridad pública a un solo artículo de la Ley General de Transparencia 
y Acceso a la Información.

Entonces, para poder llegar a una conclusión real y a un espacio 
donde convivan armónicamente el derecho de acceso a la información 
y la seguridad pública, más allá del texto constitucional y legal, habrá 
que analizar la seguridad pública a la luz del artículo 21 de la Constitu-
ción Federal y su legislación secundaria vigente.

10 Es oportuno aclarar que el segundo supuesto, se interpreta como seguridad pública toda vez que 
forma parte de la función de seguridad pública que se detalla más adelante en el texto del artículo.
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III. SEGURIDAD PÚBLICA. ARTÍCULO 21 DE LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL

El noveno párrafo del artículo 21 de la Constitución Federal, señala 
que la seguridad pública es una función a cargo de los tres órdenes de 
gobierno11, respetando entre sí los diferentes ámbitos de competencia. 
Su finalidad, es salvaguardar la vida, las libertades, la integridad y el 
patrimonio de las personas, y contribuir al orden público. En este artícu-
lo constitucional, se precisa que la prevención, persecución e investiga-
ción de los delitos, así como la sanción de infracciones administrativas, 
también se consideran seguridad pública:

“La seguridad pública es una función del Estado a cargo de 
la Federación, las entidades federativas y los Municipios, 
cuyos fines son salvaguardar la vida, las libertades, la inte-
gridad y el patrimonio de las personas, así como contribuir 
a la generación y preservación del orden público y la paz 
social, de conformidad con lo previsto en esta Constitución 
y las leyes en la materia. La seguridad pública comprende 
la prevención, investigación y persecución de los delitos, así 
como la sanción de las infracciones administrativas, en los 
términos de la ley, en las respectivas competencias que esta 
Constitución señala. La actuación de las instituciones de se-
guridad pública se regirá por los principios de legalidad, ob-
jetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a 
los derechos humanos reconocidos en esta Constitución.”.

La legislación secundaria en materia de seguridad pública, es decir, la 
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, precisa de for-
ma clara qué es la legislación reglamentaria del artículo 21 de la Cons-
titución Federal (Cámara de Diputados Congreso de la Unión Gobierno 
de México LGSNSP, 2022)12, y ratifica, aunque con algunas variantes 

11 Los tres órdenes de gobierno se entenderán como el federal, estatal o local y el municipal.

12 Véase el artículo 1º de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública: http://www.diputa-
dos.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lgsnsp.htm
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en la expresión, lo que comprende la seguridad pública:

“La seguridad pública es una función a cargo de la Federa-
ción, las entidades federativas y municipios, que tiene como 
fines salvaguardar la integridad y derechos de las personas, 
así como preservar las libertades, el orden y la paz públicos 
y comprende la prevención especial y general de los delitos, 
la sanción de las infracciones administrativas, así como la 
investigación y la persecución de los delitos y la reinser-
ción social del sentenciado, en términos de esta Ley, en las 
respectivas competencias establecidas en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos.”.

A diferencia del texto constitucional, la Ley General del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública no hace referencia a la salvaguarda de la 
“vida” y “el patrimonio de las personas”, sino a los “derechos de las per-
sonas”, lo que amplía, por mucho, su alcance y ámbito de aplicación. 
Del mismo modo agrega a los conceptos de “prevención, investigación 
y persecución de los delitos”, el de “reinserción social del sentenciado”.

De lo anterior, se concluye que la seguridad pública es, en resumen, 
un conjunto de tareas generales y específicas, que mantienen el orden 
social, a través de la salvaguarda de los derechos de las personas. En 
términos del artículo 21 de la Constitución Federal y la Ley General del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública, estas tareas se encuentran 
encomendadas a instituciones especializadas, dependientes de cada 
orden de gobierno, pero coordinadas constitucional y legalmente por 
la misma función. No se desarrollará en el presente artículo lo relacio-
nado a las instituciones dedicadas a la seguridad pública. Solamente 
es oportuno evidenciar lo obvio, son instituciones públicas y todas sus 
funciones están sujetas a las diferentes normas que exigen documentar 
todas sus actuaciones y difundir la información que posean, garantizan-
do el derecho de acceso a la información.

Resulta prudente, atraer aquellas determinaciones legales de la Ley 
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, que refieren a la 
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reserva de información pública que se genera, o aquella confidencial 
que se obtiene del cumplimiento de las funciones de las instituciones 
especializadas en materia de seguridad pública.

En ese sentido, la información que expresamente la ley establece 
como confidencial, es aquella referente a las evaluaciones de control 
de confianza y desempeño, así como los expedientes que se gene-
ren (Cámara de Diputados Congreso de la Unión Gobierno de México 
LGSNSP, 2022)13. No se requiere un análisis detallado de estas deter-
minaciones, pero sí es necesario aclarar, que dichas evaluaciones no 
sólo examinan el desempeño del quehacer del funcionario público, sino 
aspectos de la vida privada de las personas que cumplen un encargo 
en las instituciones dedicadas a la seguridad pública. Por ende, resulta 
evidente que dicha información es, por naturaleza, confidencial y prote-
gida por la Constitución Federal y demás ordenamientos secundarios.

Por otra parte, el artículo 110 cuarto párrafo de la Ley General del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública, hace referencia expresa de la 
información que se deberá de clasificar como reservada: “Se clasifica 
como reservada la información contenida en todas y cada una de las 
Bases de Datos del Sistema Nacional de Información, así como los 
Registros Nacionales y la información contenida en ellos, en materia 
de detenciones, información criminal, personal de seguridad pública, 
personal y equipo de los servicios de seguridad privada, armamento 
y equipo, vehículos, huellas dactilares, teléfonos celulares, medidas 
cautelares, soluciones alternas y formas de terminación anticipada, 
sentenciados y las demás necesarias para la operación del Sistema, 
cuya consulta es exclusiva de las instituciones de Seguridad Pública 
que estén facultadas en cada caso, a través de los servidores públicos 
que cada institución designe, por lo que el público no tendrá acceso a 
la información que en ellos se contenga.”.

13 Véanse los artículos 56 segundo párrafo y 108 fracción IV de la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública. http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lgsnsp.htm
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Para comprender lo anterior, es necesario aclarar qué es el “Siste-
ma Nacional de Información”. Es una herramienta descrita como una 
plataforma tecnológica –electrónica–, compuesta por varias bases de 
datos o registros –digitales– interconectados, que se integran con la 
información que carga y actualiza, en lo individual, cada una de las 
instituciones que conforman todo el sistema nacional de seguridad pú-
blica, las que alimentan y actualizan la información y también tienen 
acceso al conjunto de información almacenado que integra el “Sistema 
Nacional de Información”. 

Las fichas de información, son formatos homologados para todas 
las instituciones, de acuerdo a las especificaciones acordadas por el 
“Consejo Nacional de Seguridad Pública”. No haré referencia precisa 
al contenido de dichas fichas, sin embargo, vale la pena señalar que la 
información que se recaba, se asume como aquélla que es necesaria 
para el desempeño de las tareas o funciones de las autoridades res-
ponsables, misma que les permita cumplir los objetivos en materia de 
seguridad pública.

Referente a la clasificación de reservada o confidencial, el artículo 
40 fracción XXI del citado ordenamiento en materia de seguridad pú-
blica, establece que con el objeto de garantizar el cumplimiento de los 
principios constitucionales en la materia, los servidores públicos que 
laboren en las instituciones especializadas, deberán de: “Abstenerse, 
conforme a las disposiciones aplicables, de dar a conocer por cualquier 
medio a quien no tenga derecho, documentos, registros, imágenes, 
constancias, estadísticas, reportes o cualquier otra información reser-
vada o confidencial de la que tenga conocimiento en ejercicio y con 
motivo de su empleo, cargo o comisión;”. Es decir, no sólo existe una 
expresión legal precisa de la información que se deberá de clasificar 
como reservada o confidencial, sino que también existe una determina-
ción para los servidores públicos de salvaguardar dicha información de 
aquellas personas que no tengan un derecho.

Podríamos con todo lo anterior inferir que la legislación en materia 
de seguridad pública es muy clara respecto de la información que pue-
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de permanecer reservada. Lo que, en sentido contrario, haría que toda 
aquella que no se expresa en las menciones anteriores, es información 
pública. Si se es muy restrictivo, se puede advertir que la información 
reservada es sólo aquella que se encuentra integrada al “Sistema Na-
cional de Información”, sin embargo, esta información no necesaria-
mente es la única que podría comprometer la seguridad pública.

Como se comentó en párrafos anteriores, es necesario desarrollar 
esta información referente a la seguridad pública para poder llegar a 
una conclusión que sea de utilidad en el quehacer cotidiano, donde el 
derecho de acceso a la información se relaciona cotidianamente con la 
función de las autoridades de garantizar la seguridad pública.

IV. ¿CÓMO ENTENDER Y GARANTIZAR EL DERECHO 
DE ACCESO A LA INFORMACIÓN EN SU RELACIÓN 
COTIDIANA Y CONSTANTE CON LA SEGURIDAD 
PÚBLICA?

Para poder formular una conclusión, que realmente nos permita en-
tender la complejidad del planteamiento, no basta con desarrollar los 
temas expuestos, también es necesario atender y entender la difícil 
situación por la que ha atravesado y atraviesa México en lo que va del 
milenio, y de forma más acotada, en la última década. No hay espacio 
suficiente para desarrollar la situación que se vive cotidianamente en 
los hogares mexicanos, pero hay que asumir una realidad en la que la 
seguridad pública ha sido el reclamo social más intenso. Los índices 
delictivos suben en prácticamente todos sus rubros

Una vez que tenemos en mente la realidad social específicamen-
te en materia de seguridad pública, resulta prudente iniciar con una 
conclusión muy general: Se podrá clasificar como información reser-
vada, por tiempo determinado, aquélla de naturaleza pública que, por 
cualquier motivo, se encuentre en posesión de las entidades públicas, 
siempre y cuando su divulgación pudiera comprometer las tareas des-
tinadas a salvaguardar la integridad y derechos de las personas, así 
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como preservar las libertades, el orden y la paz públicos, debiendo 
contar siempre con efectos demostrables14, así como aquélla que pu-
diera obstruir la prevención, investigación y persecución de los delitos, 
la sanción de las infracciones administrativas, así como la reinserción 
social de las personas sentenciadas.

Al ampliar la expresión de seguridad pública, me parece más sen-
cillo, encontrar una relación equilibrada entre el derecho de acceso a 
la información y la función de seguridad pública. Toda la información 
en posesión de las instituciones dedicadas al ejercicio de funciones 
de seguridad pública, es de naturaleza pública y, por tal motivo, debe-
rá de darse a conocer por los medios legales establecidos, limitando 
temporalmente aquélla que comprometa la salvaguarda de derechos, 
siempre que existan efectos demostrables y aquélla que obstruya la 
persecución de delitos15. Sin embargo, la falta de claridad en las condi-
cionantes es lo que complica la aplicación de la conclusión.

La primera de ellas, señala que se “comprometa y existan efectos 
demostrables”. Comprometer, de acuerdo con la segunda acepción del 
Diccionario de la Lengua Española, de la Real Academia Española, sig-
nifica: “poner en riesgo a alguien o algo en una acción o caso aventu-
rado” (Real Academia Española, 2022)16. Es decir, para clarificar esta 
primer condicionante, se puede decir: se reserva toda la información 
que pudiera ocasionar un daño, o que algo suceda mal, en el ejercicio 
de las tareas destinadas a salvaguardar la integridad y derechos de las 
personas, así como preservar las libertades, el orden y la paz pública.

No obstante, la primer condicionante (comprometer), debe de es-
tar acompañada de “efectos demostrables”, o, en otras palabras, de 
elementos objetivos que permitan identificar de forma inequívoca que 
el posible daño es una consecuencia de la divulgación de información. 

14 Omito la obligación de contar con un “propósito genuino”, puesto que la propia salvaguarda de dere-
chos e integridad de las personas, por esencia, me parece que es un propósito genuino y legítimo.

15 Algunos de los elementos descritos en la conclusión los dejé fuera del párrafo, con la idea de ser más 
claro y sintetizar, pero pueden leerse en el párrafo inmediato anterior.

16 Véase Real Academia Española https://dle.rae.es/comprometer
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Considerando esto, la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, prevé lo que denomina como la “prueba de daño”, 
que se debe de aplicar en caso de clasificación de la información. No 
es una prueba entendida como evidencia de algo ocurrido, sino un exa-
men o protocolo de valoración que permite evaluar el probable daño 
que la difusión de información ocasionaría. Por eso el texto normativo, 
se refiere a la idea de “aplicar la prueba de daño”.

Para aplicar la prueba de daño, se deben responder, de forma ob-
jetiva, lógica y por escrito, tres aspectos que nos permitirán valorar: 1) 
¿La proximidad del daño, o el riesgo, es real? ¿Mediante premisas y 
argumentos claros, se puede demostrar e identificar objetivamente el 
daño y/o perjuicio significativo y real que se ocasionaría con la difusión 
de la información?, 2) ¿La proximidad del daño y/o perjuicio que supo-
ne la divulgación de la información, supera el interés general de garan-
tizar un derecho humano, en concreto, el de acceso a la información?, y 
3) ¿La reserva de la información protege derechos en la misma medida 
en que se debe de garantizar el derecho de acceso a la información, 
es decir, es proporcional? ¿La reserva de la información es el medio 
menos restrictivo disponible realmente para evitar el perjuicio?

Es decir, de lo anterior se desprende que la valoración del daño 
que se pudiera ocasionar, con la difusión de la información, a las tareas 
destinadas a salvaguardar la integridad y derechos de las personas, 
así como preservar las libertades, el orden y la paz pública, deberá de 
“aprobar el examen” de la prueba de daño, para que, en su caso, la 
información pudiera ser reservada. Si el riesgo, daño o peligro que se 
pudiera ocasionar a las tareas de seguridad, no acredita la aplicación 
de la prueba de daño, la información no podrá ser reservada. 

Para no perder la idea central de llegar a una conclusión, es pruden-
te hacer un segundo corte, atendiendo a las precisiones ya hechas: Se 
podrá clasificar como información reservada, por tiempo determinado, 
aquélla de naturaleza pública que, por cualquier motivo, se encuentre 
en posesión de las entidades públicas, siempre y cuando su divulga-
ción pudiera ocasionar un daño, o poner en riesgo o peligro, el ejercicio 
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de las tareas destinadas a salvaguardar la integridad y derechos de las 
personas, así como preservar las libertades, el orden y la paz públi-
cas, debiendo acreditar la prueba de daño, mediante argumentos que 
partan del principio de proporcionalidad, fundados y motivados, que 
identifiquen objetivamente el daño y/o perjuicio significativo y real que 
se ocasionaría con la difusión de la información y, siempre y cuando, 
sea el medio menos restrictivo del derecho de acceso a la información. 
Hasta aquí dejaré este segundo corte para no confundirnos con la últi-
ma condicionante.

Respecto de la tercer condicionante identificada, la que se inscribe 
en lo referente a la prevención, investigación y persecución de los deli-
tos, así como la sanción de infracciones administrativas y la reinserción 
de personas sentenciadas, la reserva se podrá invocar siempre que la 
difusión de la información represente una obstrucción.

Toda vez que la obstrucción no se refiere exclusivamente a la ma-
teria penal, sino que implica también la de responsabilidades adminis-
trativas y la readaptación de personas sentenciadas, sería inadecuado 
conceptualizarla como la conducta tipificada como obstrucción de justi-
cia. Si bien es cierto que la legislación en materia de responsabilidades 
administrativas también la considera, sus diferencias son substancia-
les. Es por ello, que sin dejar de lado que en lo particular se deberá de 
atender a las especificaciones que puedan considerarse delitos o faltas 
administrativas, en el presente artículo se atenderá al concepto más 
amplio y general de obstrucción.

Para efectos del presente artículo, se retoman las acepciones dos y 
tres del Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia Espa-
ñola, en donde se define obstruir como: “2. Impedir la acción; y 3. Im-
pedir la operación de un agente (Real Academia Española , s.f.)17, sea 
en lo físico, sea en lo inmaterial. (Real Academia Española, s.f.)18”. Es 

17 Véase Agente de acuerdo al Diccionario de la Lengua Española, de la Real Academia Española, se 
define como: “Persona que obra con poder de otra”. https://dle.rae.es/agente

18 Véase Real Academia Española https://dle.rae.es/obstruir
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decir, se podrá clasificar como información reservada, por tiempo deter-
minado, aquélla de naturaleza pública que, por cualquier motivo, se en-
cuentre en posesión de las entidades públicas, que pudiera impedir la 
acción u operación de los agentes (servidores públicos) responsables 
de la prevención, investigación y persecución de los delitos, la sanción 
de las infracciones administrativas, así como la reinserción social de las 
personas sentenciadas.

Sin mayores precisiones para la tercera condicionante, es el mo-
mento de hacer una conceptualización que nos permita llegar a una 
conclusión final. Se podrá clasificar como información reservada, por 
tiempo determinado, aquella de naturaleza pública que, por cualquier 
motivo, se encuentre en posesión de las entidades públicas, siempre y 
cuando su divulgación pudiera ocasionar un daño, o poner en riesgo o 
peligro, el ejercicio de las tareas destinadas a salvaguardar la integri-
dad y derechos de las personas, así como preservar las libertades, el 
orden y la paz pública, debiendo acreditar la prueba de daño, mediante 
argumentos que partan del principio de proporcionalidad, fundados y 
motivados, que identifiquen objetivamente el daño y/o perjuicio signi-
ficativo y real que se ocasionaría con la difusión de la información y, 
siempre y cuando, sea el medio menos restrictivo del derecho de ac-
ceso a la información, así como, aquélla que pudiera impedir la acción 
u operación de los agentes (servidores públicos) responsables de la 
prevención, investigación y persecución de los delitos, la sanción de 
las infracciones administrativas, así como la reinserción social de las 
personas sentenciadas.

Con la intención de hacer una conclusión mucho más amigable a la 
lectura de los elementos antes descritos, propongo una guía práctica 
para poder reservar información de naturaleza pública en posesión de 
las entidades públicas, y encontrar un punto medio entre garantizar el 
derecho de acceso a la información y la función de seguridad pública:

1. Como presupuesto legal, la reserva de todo tipo de información 
será un límite temporal, es decir, se debe de establecer y precisar 
un tiempo cierto y determinado, dentro de los plazos legales 
máximos;
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2. Que la divulgación de la información pudiera ocasionar un daño, 
o poner en riesgo o peligro, el ejercicio de las tareas destinadas 
a salvaguardar la integridad y derechos de las personas;

3. Que la divulgación de la información pudiera ocasionar un daño, 
o poner en riesgo o peligro, el ejercicio de las tareas destinadas 
a preservar las libertades, el orden y la paz públicas;

4. Que la divulgación de la información pudiera impedir la acción u 
operación de los agentes (servidores públicos) responsables de la 
prevención, investigación y persecución de los delitos, la sanción 
de las infracciones administrativas, así como la reinserción social 
de las personas sentenciadas; y

5. Para reservar la información, se deberá de acreditar la prueba 
de daño mediante argumentos que partan del principio de 
proporcionalidad, los cuales se deberán fundar y motivar, 
protegiendo derechos relacionados con la seguridad pública en 
la misma medida en que se debe de garantizar el derecho de 
acceso a la información, para que se identifique objetivamente 
el daño y/o perjuicio significativo y real que se ocasionaría con 
la difusión de la información y, siempre y cuando, sea el medio 
menos restrictivo del derecho de acceso a la información.

Aún con estas consideraciones, seguirá siendo complejo valorar en los 
casos en concreto el punto medio o el equilibrio entre las tareas de 
seguridad pública y el derecho de acceso a la información pública, sin 
embargo, la guía planteada pretende ser una herramienta de apoyo, 
que simplifique las tareas de los servidores públicos responsables de 
encontrar dicho equilibrio. 

V. REFERENCIA A CASOS PRÁCTICOS

Con el propósito de aterrizar las consideraciones vertidas, sirven de re-
ferencia tres expedientes de recursos de revisión, resueltos por el pleno 
del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública (ICAI), a 
cargo de mi ponencia.
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Como primera referencia, sirven dos expedientes (Instituto Coahui-
lense de Acceso a la Información Pública, 2020)19, ambos instaurados 
en contra de la clasificación como reservada hecha por la Secretaría 
de Finanzas del Estado de Coahuila, en su calidad de sujeto obligado, 
a una solicitud de información relacionada con la compra y operación 
del sistema de video vigilancia con reconocimiento facial instalado por 
el gobierno del estado.

En ambos expedientes, las solicitudes de información constan de 
varios requerimientos precisos, de los cuales se puede resumir básica-
mente que se requiere información de contratos, ejercicio de recursos 
públicos, capacidades técnicas y operativas del sistema y participación 
práctica de la empresa que obtuvo el contrato para adquirir el equipo y 
operar el sistema. El sujeto obligado en ambos expedientes reserva en 
su totalidad la información, sin que se desprenda de los documentos 
que se integraron, la valoración o ponderación que se haya hecho de 
acuerdo con cada aspecto de lo solicitado.

En la resolución al caso, se hizo una clasificación de los diversos 
requerimientos, separando aquellos que referían con mayor precisión a 
la entrega de recursos públicos y aquéllos que, posiblemente, pudieran 
comprometer la seguridad pública. Respecto de la entrega de recursos 
públicos, se concluyó que no cumplen con los requisitos que se descri-
ben como guía práctica en el presente escrito, es decir, no cumplen con 
las características necesarias para clasificar la información como reser-
vada. Sin embargo, aquella información que refiere a las capacidades 
técnicas y operativas del sistema que se pudieran desprender de los 
documentos con los que cuenta el sujeto obligado, se debe de practicar 
la “prueba de daño”.

En ambos supuestos, se resolvió que la ponderación debe de ser 
puntual y precisa respecto de cada requerimiento y no en lo general 

19 Véase apartado de “Transparencia” en el sitio oficial del Instituto Coahuilense de Acceso a la Informa-
ción Pública, dentro del vínculo relativo al “artículo 36”, inciso “I Resoluciones”. Expedientes 286/2020 
y 311/2020.

 http://icai.org.mx/transparencia/19-articulos/articulo-36/94-i-resoluciones 
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como expediente, toda vez que la legislación en la materia en México, 
considera la creación de “versiones públicas” para aquellos expedien-
tes o documentos que pudieran contener información de diferente na-
turaleza o susceptible de ser clasificada, como es el caso en concreto. 
Y de acuerdo a lo particularmente requerido, se debía de hacer una 
ponderación partiendo de los artículos sexto y vigésimo primero de la 
Constitución Federal.

El tercer supuesto refiere a una resolución relativa al expediente 
de recurso de revisión 131/2021 instaurado en contra de la Secretaría 
de Seguridad Pública del Estado de Coahuila, en el que se solicita in-
formación relativa a la población de los centros penitenciarios (Institu-
to Coahuilense de Acceso a la Información Pública, 2021)20. En dicho 
expediente, el sujeto obligado clasifica la información como reservada 
sirviéndose de un acuerdo de reserva que protege diversos aspectos 
en materia de seguridad pública, mismo que ha sido validado y ratifica-
do en fondo y forma por el pleno del ICAI, por su relevancia en materia 
de seguridad pública en el estado.

En el caso en concreto, el análisis se centró en determinar si la 
información estadística que se solicitaba podría en alguna forma “com-
prometer” la seguridad pública. En caso de que efectivamente se pudie-
ra “comprometer la seguridad pública”, entonces sí se debería analizar 
el cumplimiento de los otros requisitos o condicionantes, en los que se 
podría hablar de la “prueba de daño”.

Si bien es cierto que conocer información de los centros peniten-
ciarios, tales como sus condiciones de seguridad, infraestructura, me-
canismos de seguridad, número de guardias, entre muchos otros, po-
dría comprometer la seguridad pública e incluso la integridad de las 
personas en lo particular, también lo es que en el caso concreto, no 
se aprecia que se pueda poner en riesgo la seguridad pública, puesto 

20 Véase apartado de “Transparencia” en el sitio oficial del Instituto Coahuilense de Acceso a la Informa-
ción Pública, dentro del vínculo relativo al “artículo 36”, inciso “I Resoluciones”. Expediente 131/2021.

 http://icai.org.mx/transparencia/19-articulos/articulo-36/94-i-resoluciones
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que solamente se requería información estadística sobre el número de 
personas reclusas en los diferentes centros penitenciarios del estado.

Lo anterior no implica que por principio, la información estadística 
esté exenta de ser susceptible de ser clasificada, sin embargo, se debe 
de hacer en principio la ponderación sobre la precisión de lo solicitado 
para determinar si dicha información estadística es de uso exclusivo 
para el desarrollo de estrategias de seguridad. En el caso señalado, 
existen resultados de estudios emitidos por autoridades en materia de 
protección de derechos humanos que ya son públicos, mismos que 
desglosan lo solicitado a partir de la información proporcionada por la 
autoridad responsable de los centros penitenciarios y con el pleno co-
nocimiento de que dichos resultados serían públicos.

En este tercer caso en concreto, se advierte que previo a una posi-
ble consideración de la “prueba de daño”, se debe de hacer una eva-
luación de lo que representa “comprometer la seguridad pública”. En el 
supuesto que no se acredite el riesgo inminente, no existe la necesidad 
de llevar a cabo una valoración o ponderación entre seguridad y acceso 
a la información.

De estos tres casos presentados a modo de síntesis, se pude des-
prender que, si bien es cierto la materia de seguridad pública es motivo 
de reserva de la información, para que coexista en equilibrio con el 
derecho a la información, se debe de ser muy puntual. Atender las soli-
citudes a detalle realizando los ejercicios paso a paso, por cada uno de 
los requerimientos que pudieran contener las solicitudes de acceso a 
la información, detallando por escrito, el razonamiento técnico-jurídico, 
constitucional y legal, que sustentaría la clasificación.
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LA DEBIDA CLASIFICACIÓN DE LA 
INFORMACIÓN COMO RESERVADA POR 
CAUSA DEL DEBIDO PROCESO

Mtro. José Guadalupe Luna Hernández

Introducción

Apreciar que la clasificación de la información constituye una restricción 
y no una limitación de derecho, conduce a apreciar que el Sujeto Obli-
gado y el Órgano Garante deben aplicar un estricto y riguroso estándar 
de valoración, cuyas primeras fases se encuentran perfectamente tasa-
das y sólo las últimas responden a un diseño de alta discrecionalidad. 
En el caso de la causal de presunción de inocencia, la aplicación del 
estándar implica identificar, con precisión y claridad, las garantías del 
derecho susceptibles de ser afectadas, para lo cual es necesario identi-
ficar el tipo de procedimiento sub júdice, la fase en que se encuentra, el 
grado de participación de las partes entre otros aspectos.  

I. ¿La clasificación de la información es un límite o una 
restricción al derecho?

El primer problema que se presenta, una vez que se plantea la idea de 
la reserva de la información es consecuencia de la vaguedad y ligereza 
con la que se emplean los conceptos, lo que resulta especialmente 
grave cuando eso ocurre en el contexto de la disciplina jurídica, por lo 
que resulta necesario plantear una pregunta de arranque: ¿a qué nos 
referimos cuando tratamos de explicar que nos encontramos ante una 
clasificación de la información como reservada por causa del debido 
proceso?

Si se parte de una idea básica que señala: ningún derecho humano 
es absoluto y, en consecuencia, cualquiera de ellos puede ser limitado 
o restringido, siempre y cuando se sigan una serie de formalidades pre-
viamente establecidas, se encontrará que en esa breve referencia se 
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contiene el primer problema para responder a la pregunta inicial, lo que 
conduce a cuestionar si los conceptos límites y restricciones pueden 
emplearse como sinónimos.

En no pocas ocasiones los autores y las propias autoridades caen 
en el error de confundir estos términos y de emplearlos indistintamente; 
proceder de esa forma es un desacierto que tendrá consecuencias di-
rectas en la propia efectividad del derecho, en este caso, del de acceso 
a la información pública. Es debido a lo anterior que la aportación inicial 
de esta colaboración se centrará en la necesaria explicación de la dife-
rencia entre un supuesto y otro. 

La propuesta de conceptualización que se formula requiere distin-
guir la materia susceptible de protección jurídica en dos tiempos: el 
previó a la entrada en vigor de las disposiciones que la regulan y el 
posterior a ello.

Si entendemos al derecho como un sistema dinámico y no estático 
(Kelsen, 2006), en consecuencia, que requiere de un acto que deter-
mina la adopción de la norma, como fruto de un acuerdo o convención 
de voluntades, debemos identificar que la creación jurídica es resultado 
de diversos procesos, el primero de ellos de tipo cognitivo y en el que 
participa una persona o un grupo de ellas que advierten, en la realidad 
social, una parte que puede ser tan valiosa y apreciada que requiere 
de su protección jurídica, se trata de un acto inicial de apreciación; al 
que seguirá un segundo proceso de comunicación que consiste en la 
generación de un mensaje que pretende describir el objeto y las carac-
terísticas que se identifican en esa parte de la realidad, darle sentido e 
insertarla en el contexto del ordenamiento jurídico.

En estas dos fases iniciales, que podríamos denominar de aprecia-
ción y de recreación de la situación ahora en una realidad discursiva, 
se aprecia un componente esencial: la delimitación de una parte de lo 
que era un entorno general ininteligible y que se constituye en el objeto 
de interés del iniciador del proceso legislativo de reconocimiento de un 
derecho y del establecimiento de las garantías para su protección. El 
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sujeto, por definición misma, no puede iniciar estos procesos si antes 
no selecciona y la selección es, precisamente, la delimitación de un 
segmento de la realidad. 

El derecho no puede entenderse de manera absoluta, como una 
realidad metafísica, sino como un producto cultural (Freud, 2010) en el 
que una persona o un grupo de personas, perciben, entienden y tras-
ladan a un discurso, una parte valiosa de la realidad, dándole sentido, 
estructurándole, definiendo sus cualidades y la forma como se puede 
proteger. De esos dos procesos creadores de una propuesta legislativa, 
para reconocer y proteger a un derecho, resulta una deconstrucción de 
la realidad que debe definirse y, por lo tanto, limitarse.

Pero esta parte no concluye ahí, hasta ahora el proceso ha sido 
esencialmente de tipo cognitivo, apreciar la realidad y reconstruirla en 
un discurso, la tercera fase del proceso es aún más compleja e implica 
la integración de un consenso político que puede ser resultado, en el 
escenario ideal, de un proceso libre y democrático de deliberación en 
el que el convencimiento de quienes integran a la autoridad encargada 
de aprobar la norma, se determina como resultado de la valoración 
de razones (Habermas, 2002) pero, en el peor de los casos, puede 
ser consecuencia de los contantes intercambios políticos en el que no 
prevalecen los argumentos sino la satisfacción de los intereses, de la 
naturaleza que sean (Zagrevelsky, 2011).

De cualquier forma, la labor legislativa, resultado del consenso de-
mocrático, implica un proceso de adecuación de los puntos de vista 
iniciales para la inclusión de otras formas de entender la realidad.

Así, la norma jurídica, mediante la cual se reconoce un derecho y se 
establecen las garantías para su protección (Ferrajoli, 2013), requiere 
de una definición y desarrollo que implica un proceso de selección que, 
sin duda alguna, al determinar qué es el derecho, cuáles son sus com-
ponentes, qué obligaciones de protección existen, define lo que algu-
nos autores identifican como los límites internos del derecho (Schauer, 
2019).
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En el caso en cuestión, la norma positiva permite apreciar que el 
derecho de acceso a la información es la igualdad de oportunidades 
de las personas para buscar, recibir y difundir la información que se 
encuentra en posesión de los sujetos obligados porque se relaciona 
con el ejercicio de las facultades, competencias y funciones legalmente 
establecidas.

A contrario sensu, la información que no se encuentre en posesión 
de los sujetos obligados porque no se relacione con el ejercicio de las 
facultades, competencias o funciones no es objeto de la protección que 
la norma establece.

Es muy importante señalar que, en este caso, nos encontramos 
ante un límite estructural, permanente y constante, no disponible para 
el operador jurídico sino establecido previamente para emplearse en 
todos los supuestos de aplicación.

El segundo tipo de límite, que debe identificarse, es resultado de la 
integración de la norma en el ordenamiento jurídico en su conjunto. La 
regulación que protege al derecho no existe como una ínsula en el mar-
co normativo, sino que se inserta en un sistema construido para regular 
los diversos comportamientos de las personas en la vida social y esos 
comportamientos derivan de la existencia misma de las personas, ra-
zón por la cual pueden coexistir, a veces pacífica y, en otras ocasiones, 
en una relación de tensión.

En esos casos, la parte de la realidad protegida jurídicamente es 
limitada ya no a partir de su definición, como fue en el caso de los 
límites internos, sino desde otra regulación diferente que corresponde 
a un derecho diverso, en esos casos nos encontramos ante lo que se 
denominan límites externos de los derechos  (Schauer, 2019).

Si se considera lo anterior se tiene que señalar que el Estado, en 
ejercicio de sus facultades, competencias y funciones legalmente esta-
blecidas, puede poseer información que se relaciona con la vida priva-
da de las personas y los datos personales pero, en este supuesto, esa 
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información, en principio, se encuentra protegida por las disposiciones 
legales, por lo tanto, no forma parte del objeto del derecho de acceso 
a la información pública, salvo aquellas excepciones que se determina-
rán en las normas que protegen la privacidad y los datos personales.

En los dos supuestos anteriores y que ahora se resumen, la in-
formación que no se posee porque no forma parte de las facultades, 
competencias o funciones y la información que se relaciona con la vida 
privada y los datos personales, por decisión del poder reformador de la 
Constitución, son campos de información que no son objeto del dere-
cho de acceso a la información, no forman parte del margen de protec-
ción que determina la norma, por lo que de manera fija, determinada y 
permanente no se puede garantizar su acceso.

La restricción es, a diferencia de los límites, un supuesto en el que, 
dentro de la esfera de protección determinada por el derecho positivo, 
existe un supuesto excepcional que determina la inefectividad de este 
bajo dos condiciones esenciales, ocurre de manera temporal y en ca-
sos estrictamente regulados.

Para el caso del derecho de acceso a la información, se trataría de 
la imposibilidad de permitir el acceso a determinada información que 
forma parte de la que debe estar a disposición de las personas según lo 
que determina la norma, lo anterior de manera excepcional y temporal, 
en estos casos no puede cumplirse el mandato de protección por razo-
nes que deben ser claramente justificadas. Se trata de hacer inefectivo, 
en un caso particular, la normatividad de protección, siempre y cuando 
se cumplan los supuestos establecidos por la norma.

La clasificación es consecuencia de la existencia de un ordena-
miento jurídico aprobado y vigente y de la aplicación de la norma a 
los casos en contienda, por lo que no se trata de un proceso creador o 
cognitivamente libre, sino al cumplimiento de los requisitos y procedi-
mientos previamente tasados por el legislador.
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En términos formales el supuesto de restricción más claro y grave 
es la suspensión de derechos que determina el artículo 29 constitucio-
nal, mientras que las restricciones establecidas de manera ordinaria, 
en el caso del acceso a la información, ese supuesto de restricción 
se establece en el mismo artículo sexto constitucional y consiste en 
la clasificación de la información como reservada temporalmente, por 
razones de interés público y seguridad nacional.

Lo anterior implica que en el supuesto de determinada información 
que un sujeto obligado posea y que se relacione con las facultades, 
competencias y funciones legalmente establecidas, se puede impedir 
su acceso de manera temporal siempre que existan razones de interés 
público y seguridad nacional que lo justifiquen, según lo determine la 
legislación secundaria, pero hay que señalar que, por un lado, una vez 
que concluya el plazo de reserva, la información vuelve a ser pública 
y debería permitirse su acceso; por otro lado, debe observarse que 
estas decisiones son excepcionales, por lo tanto, deben de cumplir con 
un procedimiento muy riguroso señalado en la norma y, por último, no 
todos los asuntos, del mismo tipo, digamos por ejemplo, no todos los 
intentos de acceder a la información que ponga en riesgo el debido 
proceso, tendrían la misma consecuencia de reserva. 

Puede concluirse esta sección y señalarse que el establecimien-
to de los límites es una atribución de las autoridades involucradas en 
la creación de la norma, por lo tanto, cuenta con un mayor grado de 
discrecionalidad y determina, de manera determinante, fija y certera, 
los supuestos que no encuentran protección en la regulación jurídica 
creada. 

Mientras que la existencia de las restricciones implica la no aplica-
ción temporal y excepcional de los márgenes de protección estableci-
dos por la norma, es una figura a disposición del operador de la norma 
jurídica, al tratarse de una resolución adoptada para determinar una 
restricción, debe aplicarse solamente al caso sub júdice y no consti-
tuirse como una regla de aplicación general en todos los casos de esa 
misma naturaleza.
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A) ¿Por qué el debido proceso no es un límite externo?

Resuelto lo anterior conviene desarrollar algunas ideas que permitan 
identificar las diferencias existentes entre la vida privada de las per-
sonas y los datos personales con respecto al debido proceso, lo que 
resulta esencial para entender por qué razones, en los primeros su-
puestos, nos encontramos ante un límite externo, fijo, determinado, al 
derecho de acceso a la información y, en el último, ante una restricción 
de carácter temporal.

Resulta imposible negar que la vida privada, los datos personales y 
el debido proceso son derechos humanos, cuyos titulares son las per-
sonas, si esto es así parecería indispensable responder a la siguiente 
pregunta ¿por qué debemos tratar al derecho al debido proceso de 
manera diferente que los derechos a la vida privada y a la protección 
de los datos personales en su relación con el derecho de acceso a la 
información pública?

La respuesta la tenemos que encontrar en el contenido de los de-
rechos, mientras que la información relacionada con la vida privada y 
los datos personales se conciernen con la existencia misma del titular 
del derecho, en tanto que consisten en aquella información relaciona-
da con los aspectos más íntimos y personales y con la información 
que nos permite identificar a alguien, en el caso del derecho al debido 
proceso es, más bien, un conjunto de obligaciones a cargo del Estado, 
para garantizar el acceso a la justicia.

En los primeros supuestos, nos encontramos ante estados de la 
persona que residen en la información frente a la cual existen una serie 
de deberes de protección a cargo del Estado. La información privada 
y los datos personales son resultado de la existencia personal, cuya 
presencia es continua y tiene trascendencia sobre su proyecto de vida, 
en tanto exista y, en algunos casos, incluso después de que muera.

Mientras que, en el derecho al debido proceso, sólo se actualiza 
cuando el titular se ve en la necesidad de acudir ante una autoridad que 



239

debe desarrollar sus facultades legalmente establecidas para resolver 
alguna desavenencia entre el titular del derecho y otras personas o el 
Estado mismo, por lo tanto, su ejercicio y nivel de protección se deli-
mita a determinadas etapas de un proceso jurisdiccional legalmente 
establecido.

Para determinar que la información relacionada con la vida priva-
da y los datos personales se encuentra legalmente protegida, se debe 
considerar que lo anterior es consecuencia de la clara y necesaria 
protección del derecho de una persona ajena frente a la que pretende 
ejercer el acceso a la información; mientras que reservar la información 
para preservar el debido proceso implica que se proteja el interés pú-
blico de que el Estado pueda garantizar a las personas involucradas su 
derecho de acceso a la justicia.

En los primeros supuestos nos encontramos ante la necesaria pro-
tección de una persona ajena, en el último, ante la indispensable pro-
tección a una función del Estado para asegurar el ejercicio del derecho 
de acceso a la justicia.

Lo antes descrito queda más claro si analizamos, con mayor detalle, 
el contenido del derecho al debido proceso, cuyos antecedentes, según 
algunos autores, se ubican en la Magna Charta de Juan sin tierra, parti-
cularmente con aquella disposición contenida en su artículo 39 que es-
tablecía: “Ningún hombre libre será detenido ni preso, ni desposeído de 
sus derechos ni posesiones, ni declarado fuera de la ley ni exiliado, ni 
perjudicada su posición de cualquier otra forma, ni Nos procederemos 
con fuerza con él, ni mandaremos a otros hacerlo, a no ser por un juicio 
legal de sus iguales y por la ley del país” (Carbonell, 2018).

Y puede definirse como “el conjunto de condiciones y requisitos de 
carácter jurídico y procesal que son necesarios para poder afectar le-
galmente los derechos de los gobernados” (Fix-Zamudio, 2009) y pue-
de emplearse “como equivalente de tutela judicial efectiva, derecho a 
ser oído legalmente ante los tribunales, proceso equitativo, igualdad de 
armas, fair tria (juicio justo), o defensa en juicio” (Oteiza, 2008).



240

Si se acude a la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos se advertirá que, en su parecer, el proceso “es un medio 
para asegurar en la mayor medida posible, la solución justa de una 
controversia”, lo que se logra gracias al “conjunto de actos de diversas 
características generalmente reunidos bajo el concepto de debido pro-
ceso legal” (Opinión Consultiva OC- 9/87, 1987) que “sirven para prote-
ger, asegurar o hacer valer la titularidad o el ejercicio de un derecho” y 
son “condiciones que deben cumplirse para asegurar la adecuada de-
fensa de aquéllos cuyos derechos u obligaciones están bajo considera-
ción judicial”  (Opinión Consultiva OC- 9/87, 1987). De tal forma que el 
debido proceso implica “el conjunto de requisitos que deben observarse 
en las instancias procesales”.

Por lo que, si bien todas las personas somos titulares del derecho 
al debido proceso, éste realmente se ejerce solamente por aquellas 
personas que se ven involucradas en un proceso judicial, en cuyo caso, 
esperan que el Estado cumpla con una serie de formalidades (irretroac-
tividad de la ley, actos privativos, formalidades esenciales del procedi-
miento, tribunales previamente establecidos, juez natural, reserva de 
ley, taxatividad penal, principio de legalidad, mandamiento escrito, au-
toridad competente, fundamentación y motivación, entre otros).

Así que, para responder a la pregunta inicial de esta sección, cuando 
un sujeto obligado determina clasificar la información como reservada 
por causa del debido proceso, lo que se hace es restringir la efectividad 
de la protección jurídica establecida por la norma ya que se pretende 
impedir, temporalmente, el acceso a información en posesión del su-
jeto obligado y que inicialmente debía entregarse. El impedimento se 
justifica luego de acreditar un riguroso estándar del que resulta que 
entregar la información puede dañar el interés público de que el Estado 
garantice el derecho al debido proceso de las personas involucradas.

Aclarado lo anterior, es procedente analizar con mayor profundidad 
la adecuada forma que debe seguirse para determinar la clasificación 
de la información en el supuesto de reserva.
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II. Procedimiento establecido en la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información para Clasificar la 
Información en el supuesto de reserva

Las disposiciones que regulan el proceso de clasificación de la informa-
ción como reservada tienen, en mi opinión, dos etapas significativas: 
la primera de ella consiste en lo que denominado la justificación de la 
actualización del tipo legal que justifica la reserva y, la segunda, la res-
pectiva prueba de daño. La primera de las etapas consiste en un juicio 
de subsunción en el que el operador jurídico debe justificar, con los 
elementos fácticos del caso, la actualización del supuesto de derecho. 
La segunda un proceso en el que la determinación del daño debería de 
colocarse como el aspecto de mayor importancia y, sólo al final y muy 
al final, el juicio especulativo de ponderación (García Amado, 2016).

La primera fase del proceso de clasificación de la información re-
quiere identificar el supuesto aplicable de entre los trece establecidos 
en el artículo 113 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública. La fracción X del artículo citado determina la po-
sibilidad de clasificar como información reservada aquella que pueda 
afectar los derechos al debido proceso. Como se apreció antes, este 
derecho se compone por una pluralidad de supuestos que van desde la 
debida fundamentación y motivación del acto de molestia hasta la exis-
tencia de un juez natural, pasando por todos los descritos previamente.

Si el derecho al debido proceso se circunscribe a un proceso en 
curso, tendríamos entonces, en principio, que la posibilidad de clasificar 
la información podría incluir solamente a aquella que forma parte de un 
proceso judicial no concluido.

Adicional a lo anterior, afortunadamente se cuenta con elementos 
perfectamente tasados que permiten determinar, con todo certeza jurí-
dica, los supuestos básicos que deben actualizarse para que se consi-
dere la posible afectación a los derechos del debido proceso, esto es 
así si se acude, como debe de ser, a los Lineamientos Generales en 
materia de clasificación y desclasificación de la información, así como 
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para la elaboración de las versiones publicas emitidas por el Consejo 
Nacional del Sistema Nacional de Transparencia que, en su disposición 
vigésimo novena, contiene el tipo legal aplicable en estos casos, el cual 
se diseñó en la modalidad de un tipo copulativo, por lo tanto, que re-
quiere la presencia simultánea de todos los elementos siguientes:

La existencia de un procedimiento judicial, administrativo o 
arbitral en trámite;

Que el sujeto obligado sea parte del procedimiento;

Que la información no sea conocida por la contraparte antes 
de la presentación de la misma en el proceso; y

Que con su divulgación se afecte la oportunidad de llevar a 
cabo alguna de las garantías del debido proceso.

Para que se pueda tomar la decisión de clasificar la información como 
reservada por la posible afectación a los derechos del debido proceso 
es indispensable que no se realice un análisis general y abstracto de la 
solicitud de la información frente al supuesto jurídico sino que, en rea-
lidad, se localice la información, se identifique y describa y entonces, 
con los elementos fácticos, reales y verificables se describan las cir-
cunstancias de tiempo, modo y lugar que nos permitan explicar por qué 
la información requerida realmente actualiza los supuestos de reserva.

En mi experiencia, lo que normalmente ocurre es lo siguiente. Se 
requiere el acceso a la información consistente en un expediente judi-
cial, la unidad de transparencia requiere la información y los servidores 
públicos habilitados informan que, como el procedimiento no ha con-
cluido, debe reservarse para garantizar el debido proceso.

Este tipo de respuestas no cumplen con las formalidades legalmen-
te establecidas, como se aprecia, no nos permite identificar que se in-
tegren los elementos señalados en el lineamiento en virtud de que no 
existe una descripción de las circunstancias de tiempo, modo y lugar 
de su aplicación.
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Una adecuada reserva de la información tendría que señalar los 
siguientes aspectos: El tipo de proceso de que se trata, la fecha en que 
inició, las partes involucradas, el estado en el que se encuentra y el tipo 
de actuaciones que se han desarrollado, lo que nos permitiría explicar, 
justificadamente, si se presentan los elementos del tipo de la siguiente 
manera.

En el caso que nos ocupa, existe un procedimiento de tal naturaleza 
que inició en esta fecha y que se encuentra en esta fase procesal, por 
lo que no se ha concluido y se encuentra en trámite.

Adicional a lo anterior, toda vez que las partes del proceso son es-
tas, es posible identificar que el sujeto obligado actúa en su condición 
de actor, autoridad responsable o tercero interesado.

Dependiendo de las actuaciones realizadas podría determinarse 
si la información requerida forma parte del proceso, si se conoce por 
las partes involucradas, lo que nos conduce a un aspecto de enorme 
trascendencia para el intento de clasificación ya que, en términos ge-
nerales, en el expediente constan aquellas actuaciones que deben de 
ser notificadas a las partes involucradas y, en realidad, los únicos ele-
mentos que no se conocen son aquellos que se encuentran en proceso 
de formulación o de presentación.

Por lo tanto, si a un sujeto obligado se le requiere la información de 
un expediente en el que es señalado como autoridad responsable, la 
única información susceptible de ser reservada serían los trabajos pre-
vios para la presentación de sus posturas pero, curiosamente, dichos 
documentos no forman parte del expediente porque se encuentran en 
proceso de elaboración, tal sería el caso, por ejemplo, del informe jus-
tificado, de la respuesta a la demanda, de los incidentes que se van 
a promover pero dichas actuaciones aún no existen para efectos del 
proceso, y se encuentran en fase de preparación, al interior del sujeto 
obligado, dicha información gozaría de un espectro de protección, aun-
que la duda a plantear es si se deben proteger por este supuesto en 
particular o bien porque se tratan de actos que aún no forman parte del 
procedimiento.
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Y la última circunstancia de modo, a acreditar, es también de enor-
me importancia: describir el por qué se considera que la difusión de la 
información afectaría los derechos del debido proceso, lo que implica 
señalar qué garantía concreta del debido proceso se afectaría.

Considérese un ejemplo como este. Con motivo de la promoción 
de una controversia constitucional, por parte de un ayuntamiento, en 
contra de una ley determinada, una persona solicita el escrito inicial. La 
respuesta del sujeto obligado consiste en clasificar la información como 
reservada por la posible afectación a los derechos del debido proceso 
en virtud de que 1) el sujeto obligado es parte al iniciar el procedimien-
to, 2) se radicó el procedimiento y la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación no ha emitido sentencia. Pero, en este caso, la respuesta 
adolece de analizar los dos supuestos finales del tipo, ¿se ha notifica-
do la demanda a las autoridades responsables? ¿ya forma parte del 
expediente? y ¿de qué forma, difundir el escrito donde se vertieron los 
razonamientos jurídicos de orden constitucional sobre la afectación que 
genera el acto reclamado pueden afectar alguno de los derechos del 
debido proceso?

Como se aprecia y es la idea que vengo sosteniendo desde hace 
mucho tiempo, acreditar la concurrencia del tipo legal que justifica el 
intento de clasificación debería de ser la barrera más importante, a ve-
ces infranqueable, de los intentos de clasificación de la información. 
Desgraciadamente esto no es así pero no como consecuencia del dise-
ño jurídico sino, en primer lugar, por la falta de rigor de los operadores 
de la norma, tanto en sede del sujeto obligado como de los órganos 
garantes ya que no se ha logrado percibir la diferencia entre un tipo 
copulativo y otro disyuntivo y las consecuencias que ello tiene, y en se-
gundo lugar, por la deficiente motivación de las circunstancias de modo, 
tiempo y lugar aunado a la ligereza de los órganos garantes para valo-
rar lo anterior, lo que muchas veces incentiva a los sujetos obligados a 
presentar argumentos circulares como los siguientes:

En este caso se pretende acceder a información que forma parte 
de un proceso judicial o un proceso administrativo seguido en forma 
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de juicio, en el que el sujeto obligado es parte y que no ha concluido. 
Permitir el acceso a la información afectaría el derecho al debido proce-
so porque impediría que las partes ejerzan sus derechos y afectaría la 
forma como los jueces determinen el resultado del proceso.

Como se aprecia, en lugar de aplicar una adecuada motivación de 
los supuestos fácticos para realizar el juicio de subsunción que permita 
acreditar la concurrencia del tipo, la justificación es sólo un argumento 
circular, autorreferencial y especulativo.

La segunda etapa del estándar de control es, propiamente, la prue-
ba del daño regulada por los artículos 104 y 108 último párrafo de la 
Ley General, que determinan que se debe realizar un análisis, caso por 
caso, aplicando la prueba de daño que debe conducir al sujeto obliga-
do a precisar las razones objetivas por las que la apertura genera una 
afectación, acreditando que:

I. La divulgación de la información representa un riesgo real, 
demostrable e identificable del perjuicio significativo al inte-
rés público o a la seguridad pública; 

II. El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera 
el interés público general de que se difunda; y 

III. La limitación se adecua al principio de proporcionalidad y 
representa el medio menos restrictivo disponible para evitar 
el perjuicio. 

Sobre el primer supuesto es necesario considerar que, según el dic-
cionario del español jurídico, por riesgo podemos entender “la contin-
gencia o proximidad de un daño”, en tanto que el daño es considerado 
como un “perjuicio o lesión”; para el Diccionario de la Lengua Española, 
lo real es lo “que tiene existencia objetiva”, entre tanto que lo demos-
trable es, según la misma fuente, aquello que se puede demostrar; es 
decir, “manifestar, declarar, probar, sirviéndose de cualquier género de 
demostración, enseñar mostrar o exponer algo”. Mientras tanto que lo 
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identificable es lo que puede ser identificado; esto es, “dar los datos 
necesarios para ser reconocido”.

Por lo que, entonces, el primer supuesto de la prueba de daño con-
siste en acreditar que la entrega de la información provoca tres aspec-
tos concurrentes: primero, la contingencia o proximidad de un daño, un 
perjuicio o lesión del bien jurídico que pretende proteger el supuesto de 
reserva, que dicho daño tiene existencia objetiva, que se puede mani-
festar, declarar o probar mediante cualquier género de demostración a 
partir de proporcionar datos necesarios para reconocer el daño, perjui-
cio o lesión que provocaría a un interés público o a la seguridad pública.

Esta primera parte es, a mi juicio, la fase que puede realizarse con 
mayor objetividad, ya que su determinación requiere el estudio de la 
normatividad que sustenta y caracteriza al bien jurídico relevante, que 
goza de la protección que genera el supuesto de clasificación, así como 
el análisis de la información concreta que se pretende clasificar, para 
identificar si la entrega de la información realmente puede generar un 
perjuicio o lesión en el bien jurídico; todo lo cual puede justificar perfec-
tamente la decisión que se adopte.

En el caso del debido proceso, esta parte de la prueba requiere 
una breve descripción del tipo de procedimiento de que se trata, de las 
fases que lo integran, la trascendencia que cada una de ellas tiene en 
el resultado final y la forma como podría afectarse el proceso en su con-
junto con la difusión de la información, determinando las dimensiones 
del posible daño.

Recurramos a algunos ejemplos para tratar de explicar esta fase 
del proceso que, como en cualquier asunto judicial, su suerte depende 
de los hechos fácticos de cada caso y no de un proceso manipulativo 
de ponderación.

Consideremos dos procesos judiciales, la controversia constitucio-
nal ya referida y un proceso penal de abuso sexual de una persona 
menor de edad. Los dos se encuentran en trámite, en ambos casos son 
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diferentes sujetos obligados, son partes en el primero, un ayuntamiento 
en su calidad de actor y, en el segundo, una Fiscalía a través del Minis-
terio Público que formula la imputación.

¿Entregar la información, en ambos casos, afecta, en el mismo gra-
do los derechos del debido proceso? En mi opinión, difícilmente po-
drían tener el mismo desenlace.

En el supuesto de la controversia constitucional el ayuntamiento 
se duele porque la emisión de una ley, por parte del poder legislativo, 
invade sus competencias y promueve la controversia. En este proce-
dimiento los hechos no se encuentran en contienda, todas las partes 
aceptan que la legislatura emitió la ley impugnada, por lo tanto, el reco-
nocimiento de la autoría del hecho no puede generar algún tipo de afec-
tación a la parte responsable, mucho menos modificarse. La contienda 
se sitúa en la interpretación que se hace del orden jurídico, se tendrá 
que analizar si el contenido de la norma afecta las atribuciones cons-
titucionalmente conferidas al municipio. Pensemos que el caso sea el 
siguiente, que en la ley se determine que la legislatura definirá el monto 
de ingresos que debe tener un servidor público de carácter municipal, 
lo que podría afectar la autonomía hacendaria. 

En este caso, conocer cuáles fueron los argumentos, lo que ya co-
noce la legislatura y la consejería jurídica, que ya fueron notificados 
¿dañaría algunos de los derecho al debido proceso?

En el segundo ejemplo, pensemos en un proceso penal por el delito 
de violación de una persona menor de edad en el que la información 
que conste en el expediente de cuenta de los hechos ocurridos, los 
testimonios rendidos, los estudios periciales ordenados y su resultado, 
¿difundir esta información, afectaría los derechos al debido proceso de 
alguna de las partes, la víctima, el vinculado al proceso o el resto de 
los familiares?

Soy de la opinión de que en el caso de la controversia constitucional 
el impacto que la divulgación de la información puede generar es real-
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mente mucho menor o casi inexistente frente al que podría ocurrir en el 
proceso penal, según la información y el estado en que se encuentre 
el proceso, particularmente en lo que corresponde al principio de pre-
sunción de inocencia, y, en el extremo, a que el tribunal sea imparcial 
pensando que es más fácil de afectar la imparcialidad de un juez que 
de once ministros de la Suprema Corte. 

La segunda parte es, ahora sí y como consecuencia del diseño de 
la norma en cuestión, una fase en la que prevalece una mayor sub-
jetividad e incertidumbre, ya que es necesario que, una vez que se 
identifica ese riesgo en sus dimensiones objetivas de ocurrencia, se 
proceda a demostrar que supera el interés público general porque se 
difunda dicha información. Esta parte de la prueba es ya, por sí misma, 
especulativa en virtud de que para que se ejerza el derecho de acceso 
a la información no es necesario justificar el interés por acceder a la 
información; en consecuencia, no existen referencias objetivas que nos 
permitan identificar un interés público, sino lo que la información, en 
sí misma, pudiera aportar según la personal apreciación del juzgador.

Si se siguen los mismos ejemplos se tendría que es cierto que las 
controversias constitucionales son procedimientos excepcionales, de 
tipo constitucional y los procesos penales son, incluso, del fuero co-
mún, el tipo de proceso podría ayudarnos a establecer elementos para 
determinar el tamaño del interés público de la divulgación de la informa-
ción, pero, ¿qué será de mayor interés público, conocer la información 
sobre una controversia intergubernamental sobre dominio presupuestal 
o la solución de un caso de violencia sexual en el que la víctima es una 
persona menor de edad?

Desgraciadamente, en esta fase de la prueba, lo que más influye es 
la percepción subjetiva por parte del operador de la norma, ya que será 
su apreciación personal, sostenida por una argumentación adecuada 
en el mejor de los casos, lo que permita determinar el tamaño del inte-
rés público por dar a conocer la información, en el peor y más frecuente 
de los casos, lo que prevalece es el prejuicio personal o el interés que 
se pretende defender.
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Esta etapa resulta aún más cuestionable, cuando se desahoga en 
sede del órgano garante. Recordemos que la función del órgano es, 
materialmente jurisdiccional, tiene ante sí un procedimiento formal, 
seguido en forma de juicio en el que deba de suplir la deficiencia de 
la queja, pero muchas veces, en esta parte, de la prueba, el Órgano 
Garante acude a elementos que ninguna de las partes expuso en el 
procedimiento lo que debilita la condición de imparcialidad y abre la 
puerta al decisionismo. 

Y, por último, que la limitación al derecho de acceso a la información 
sea acorde con el principio de proporcionalidad; para ello, se podrían 
emplear los tres juicios propuestos por la Corte Constitucional Colom-
biana (Corte Constitucional Colombiana, C-093/2001, C-671/2001 y 
T-376/2013)1, siguiendo el principio de ponderación propuesto por el Tri-
bunal Constitucional Alemán en su sentencia BVerfGE 93, 266 de 1995, 
teorizado por Robert Alexy, (Alexy, 2014: 525) y que se integra por la 
realización del juicio de idoneidad; esto es, que la medida adoptada sea 
la idónea para la protección del derecho o el bien jurídico relevante que 
protege el supuesto de reserva; de necesidad, que sea necesaria para 
que se consiga esa protección; y el de estricta proporcionalidad, esto 
es, que se proteja el bien jurídico relevante con la intensidad necesaria 
para conservar los mínimos términos que tutela el derecho de acceso 
a la información cuya eficacia retrocede en lo estrictamente necesario, 

1 “En las sentencias C-093 de 2001 y C-671 de 2001, se explicó el alcance de este tipo de escrutinio, 
denominado test integrado de igualdad: “[a] fin de determinar si el trato discriminatorio vulnera el 
derecho fundamental a la igualdad, la Corte ha elaborado un modelo de análisis que integra el juicio 
de proporcionalidad y el test de igualdad. Lo que en este modelo se hace, básicamente, es retomar y 
armonizar los elementos del test o juicio de proporcionalidad europeo con los aportes de la tendencia 
estadounidense. Así, se emplean las etapas metodológicas del test europeo, que comprende las 
siguientes fases de análisis: (i) se examina si la medida es o no adecuada, es decir, si constituye o 
no un medio idóneo para alcanzar un fin constitucionalmente válido; (ii) se analiza si el trato diferente 
es o no necesario o indispensable; y (iii) se realiza un análisis de proporcionalidad en estricto sentido, 
para determinar si el trato desigual no sacrifica valores y principios constitucionales que tengan mayor 
relevancia que los alcanzados con la medida diferencia. De otra parte, se toman los distintos niveles 
de intensidad en la aplicación de los escrutinios o tests de igualdad. Dichos niveles pueden variar 
entre (i) estricto, en el cual el trato diferente debe constituir una medida necesaria para alcanzar un 
objetivo constitucionalmente imperioso; (ii) intermedio, es aquel en el cual el fin debe ser importante 
constitucionalmente y el medio debe ser altamente conducente para lograr el fin propuesto; y (iii) 
flexible o de mera razonabilidad, es decir que es suficiente con que la medida sea potencialmente 
adecuada para alcanzar un propósito que no esté prohibido por el ordenamiento. Lo anterior debe 
tener aplicación, según el carácter de la disposición legislativa o la medida administrativa atacada”. 
El test integrado fue aplicado en un caso de discriminación por VIH en la sentencia T-376 de 2013.” 
Citado en Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Gonzales Lluy y otros contra Ecuador. 
Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 01 de septiembre de 2015. 
Párr. 256. 
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sin traspasar nunca su núcleo básico. Y aquí, sin duda, la misma norma 
jurídica positiva, ahora sí, se rinde ante una discrecionalidad amplia en 
favor del operador jurídico para realizar este proceso de ponderación.

Así entonces, es posible concluir que esta condición de restricción 
al derecho, en el sentido que ya se ha expuesto, consiste en la suspen-
sión del natural desahogo de la relación jurídica que genera el derecho, 
lo que es susceptible de ocurrir en cualquier momento, sin que existan 
causas extraordinarias que la justifiquen y, más bien, encuentra amparo 
en supuestos ordinariamente establecidos en la norma, susceptibles 
de presentarse en cualquier momento. La restricción no impide que el 
titular del derecho busque la información sino, incluso, es consecuen-
cia de esa búsqueda en cuyo proceso se conduce a la adopción de la 
restricción; si bien interrumpe el desarrollo de la relación jurídica, eso 
ocurre exclusivamente en la acción de recibir la información solicitada, 
a cambio de lo cual el sujeto obligado deberá de adoptar un acto formal 
y válido mediante el cual justifica su decisión para que sea comunicada 
al titular del derecho que, ahora, podría aceptar la decisión o someter 
a control esa decisión mediante la garantía secundaria o procesal esta-
blecida y que se desahoga en sede del organismo garante del derecho.

III. Dos casos en estudio

Para efectos de mostrar un par de casos reales se analizan dos re-
cursos de revisión del Órgano Garante nacional, el primero de ellos 
se trata del Recurso de Revisión 11354/21 y el segundo el 11862/21, 
interpuestos en contra de la Fiscalía General de la República, en los 
dos casos se pretendió acceder a información que formaba parte de 
carpetas de investigación, el sujeto obligado pretendió clasificar la in-
formación por diversas causas, de las cuales se revisará solamente la 
relacionada con afectar los derechos del debido proceso. En el primer 
recurso se desestimó esta causal de reserva y en el segundo, se de-
claró actualizada.
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A) RRA11354/21

Se solicitó “las constancias de la carpeta de investigación iniciada a Ri-
cardo Anaya Cortés por los hechos señalados por la ley como delitos de 
operaciones con recursos de procedencia ilícita, asociación delictuosa, 
cohecho y/u otros”.

En su respuesta el sujeto obligado transcribió el artículo 113 y tres 
fracciones, entre ellas la fracción X, el 104 de la ley General de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública, así como el lineamiento 
Vigésimo noveno, correspondiente al supuesto de debido proceso.

En el considerando cuarto de la resolución, denominado estudio de 
fondo, se incluye una sección denominada “Causal de reserva prevista 
en el artículo 110, fracción X de la Ley Federal de Transparencia y Ac-
ceso a la Información Pública”, es importante destacar que el 110 de la 
ley federal es equivalente al 113 de la Ley General.

De manera adecuada, la resolución plantea la hipótesis normativa 
integral que servirá para realizar el juicio de subsunción, por lo que 
reproduce el contenido de la disposición legal y el lineamiento vigésimo 
noveno, para proceder a revisar si se actualizan los cuatro supuestos 
que integran el tipo legal.

De dicha revisión se aprecia que, en efecto, existe un procedimiento 
en curso, también el segundo elemento, al identificar que la Fiscalía es 
parte de este, y para determinar si la información es conocida por las 
partes, señala lo siguiente:

“En cuando al tercer elemento, esto es, que la información no sea 
conocida por la contraparte antes de la presentación de esta en el pro-
ceso, no se cumple con el mismo, pues se advierte que la información o 
la carpeta ya fue proporcionada al C. Ricardo Anaya, tal como se puede 
desprender de la siguiente nota periodística:

“La Fiscalía General de la República (FGR) entregó a Ri-
cardo Anaya la copia de investigación con base en la cual 
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lo imputará de los delitos de cohecho, lavado de dinero y 
delincuencia organizada.

“Eduardo Aguilar, abogado defensor del excandidato pre-
sidencial del partido Acción Nacional (PAN), dijo que final-
mente la FGR accedió a entregar la copia de la carpeta de 
investigación, luego de varios oficios de la defensa y notifi-
caciones del juez.

“También (accedió) a punta de twittazos del señor Ricardo 
Anaya Cortés donde hacia mención expresa de la necesi-
dad de contar con esa información” dijo el litigante en entre-
vista a la salida de las instalaciones de la FGR

Posteriormente reproduce tres criterios jurisdiccionales para descalifi-
car el valor probatorio de la nota que la misma ponente incorpora en su 
resolución y, con base en esos criterios resolver lo siguiente:

De lo anterior, se desprende que las notas periodísticas ca-
recen de valor probatorio para acreditar los hechos a que 
se contrae, debido a que éstas son producto de la investi-
gación e interpretación personal de su autor, por lo que, al 
no reunir las características de un documento público, no 
puede asignárseles pleno valor probatorio.

Para concluir: “Por lo expuesto, se concluye que no se actualiza la frac-
ción X del artículo 110 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública”.

Sui géneris vuelco en la argumentación que merece una revisión 
adecuada de este tercer supuesto.

La resolución pretendía, en esta parte, valorar si la información se 
había hecho del conocimiento de las partes, en este caso de la persona 
investigada. Para dilucidar ese punto la ponente formuló requerimien-
tos al sujeto obligado que no fueron atendidos, por lo que acude a una 
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nota periodística, que nadie ofrece en el proceso, para después deses-
timar su valor probatorio (vaya juego innecesario, incorporar de mutuo 
propio un elemento al que, de cualquier forma, se le restará valor) para 
después de desestimarlo dar por cierto lo que la nota acreditaba: que la 
información ya se había notificado a la persona investigada y, al tomar 
como cierto ese elemento, determinar la no acreditación del tercer ele-
mento del tipo y, con base en ello, desestimar el intento de clasificación 
de la información como reservada por la posible afectación a los dere-
chos al debido proceso.

Aunque concuerdo con lo más importante de la resolución, al no 
acreditarse uno de los cuatro elementos del tipo penal, la clasificación 
es improcedente, no puede menos que generar incertidumbre la forma 
como se determinó la inexistencia del tercer elemento. 

B) RRA 11862/21

En este caso se requirió la “Versión pública de todos los interrogatorios 
y declaraciones recabadas en las indagatorias contenidas en la carpeta 
de investigación FED/SEIDF/CGI- 0000117/2017; así como, un listado 
de todas las personas interrogadas y a las que se les ha tomado decla-
ración, señalando la fecha en que se tomó la misma” y la respuesta del 
sujeto obligado es muy similar a la del recurso antes analizado.

En el considerando cuarto se realiza el análisis de fondo y también 
se dedica un apartado específico al “Análisis de la clasificación con 
fundamento en el artículo 110, fracción X, de la Ley Federal de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública” que, como se señaló antes, 
se corresponde con el 113 de la Ley General.

De manera similar a la resolución anterior se integra la norma que 
servirá para realizar el juicio de subsunción y se transcribe el contenido 
de la disposición legal y el lineamiento correspondiente y se procede a 
revisar cada uno de los cuatro supuestos del tipo legal.

Sobre el primer supuesto, que la información forme parte de un pro-
ceso, en la resolución se señala: “informó que la carpeta de investiga-
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ción FED/SEIDF/CGI-0000117/2017 está en trámite, misma que forma 
parte de un procedimiento materialmente jurisdiccional que se encuen-
tra en trámite ante un Juez de Control” y se procede a transcribir doce 
artículos del Código Nacional de Procedimientos Penales (211, 212, 
307, 315, 321, 323, 334, 347, 348, 391, 401 y 406, que van desde la 
descripción de las etapas del proceso penal, el deber de investigación 
penal hasta la sentencia definitiva), después se presenta un resumen 
de dichas disposición, posteriormente un resumen del resumen y se 
termina concluyendo lo siguiente: 

En este sentido, podemos concluir que la carpeta de inves-
tigación FED/SEIDF/CGI- 0000117/2017 forma parte de 
procedimiento materialmente jurisdiccional consistente en 
un Proceso Penal que actualmente se encuentra en trámite 
ante una autoridad jurisdiccional, es decir, ante un Juez de 
Control.

Así, la divulgación del contenido de la carpeta de investiga-
ción materia de la solicitud vulneraría el debido proceso del 
cual este sujeto obligado es parte, ya que el juzgador podría 
emitir un dictamen imparcial y sin equidad procesal entre 
las partes”.

Vale la pena destacar, una vez más, las inconsistencias de la ponencia 
y del órgano garante. Esta etapa del proceso de revisión tiene un solo 
objetivo, acreditar si la información forma parte de un procedimiento 
en curso, más allá del abuso de las transcripciones y que el tema bien 
pudo resolverse con el párrafo en el que se señala que la información 
se encuentra en la jurisdicción del Juez de Control, de lo que clara 
e indubitablemente se deduce que no ha concluido, es de resaltar lo 
inaceptable que resulta que de ese hecho se derive la segunda apre-
ciación, afirmación que es totalmente subjetiva y se encuentra fuera de 
lugar en esta fase de la revisión: que la divulgación de la información 
puede provocar que el juzgador emita “un dictamen imparcial y sin equi-
dad procesal entre las partes”.
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Pero salvemos ese exceso y esa apreciación subjetiva y sigamos 
con el análisis de esta parte de la resolución. Para valorar si la Fiscalía 
forma parte del procedimiento transcribe los artículos 127 y 131 del 
mismo Código Nacional (acerca de las competencias y obligaciones 
del Ministerio Público), construye el argumento y da por acreditado este 
segundo supuesto y, en este caso, a diferencia del primer elemento, 
adecuadamente se limita a determinar la acreditación del supuesto sin 
prevaricar sobre la decisión final.

Para valorar el tercer elemento, si la información es del conocimien-
to de las partes antes de su presentación en el proceso, la ponencia 
incorpora elementos adicionales al expediente pero que son hechos 
notorios porque formaron parte de un recursos distintos, en el que la 
Fiscalía informó que es del conocimiento de una persona que es con-
traparte en el proceso pero que no se ha informado a las demás perso-
nas investigadas, con este elemento da, entonces, por establecido que 
no se ha notificado a todas las posibles partes de la investigación, por 
lo que considera que se actualiza el tercer supuesto del tipo.

No obstante, es importante destacar que existe una deficiente inter-
pretación literal del tipo. La resolución modifica el sentido de la disposi-
ción jurídica y limita su alcance a que la información no se haya hecho 
del conocimiento cuando el tipo plantea: “Que la información no sea 
conocida por la contraparte antes de la presentación de la misma en 
el proceso”. En este caso, como se dijo, la información ya se incorporó 
al proceso, se encuentra en resolución del juez de control, razón por 
la cual, si el proceso es público, como refiere el artículo 4 del mismo 
Código Nacional, el interés de protección se ve claramente disminuido, 
mucho más si a ello se añade que una de las personas involucradas ya 
conoce la información porque ese es su derecho.

 Apuntemos, en beneficio de la resolución que vuelve a ocurrir lo 
identificado en el segundo supuesto, adecuadamente se limita a dar por 
acreditado lo que es objeto de esta parte de la revisión y se abstiene 
de las manifestaciones subjetivas ya señaladas en el primer elemento.
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La cuarta etapa de esta revisión es la más débil, a pesar de que, 
materialmente, sería la más importante, según se puede a preciar a 
continuación:

4. Con su divulgación se afecte la oportunidad de llevar a 
cabo alguna de las garantías del debido proceso.

En relación con el cuarto elemento, para acreditarse que 
la divulgación de la información afecte la oportunidad de 
llevar a cabo alguna de las garantías del debido proceso, 
acorde a lo señalado con anterioridad, la información reque-
rida obra en la carpeta de investigación FED/SEIDF/CGI-
0000117/2017, que actualmente se encuentran dentro del 
proceso judicial consistente en el Proceso Penal en la etapa 
de investigación complementaria, dentro de la Etapa de In-
vestigación.

Como se aprecia, la resolución se limitó exclusivamente a resumir el 
resultado del primer elemento que debería de revisarse, que la informa-
ción forma parte de un proceso penal en etapa de investigación, por lo 
tanto, que no se encuentra concluido cuando, en realidad, este elemen-
to del tipo lo que requería era que se precisara cuál de las garantías 
del debido proceso se afectaría, para poner una lista inicial podríamos 
señalar “El derecho a que se presuma mi inocencia hasta que se de-
muestre lo contrario. El derecho a ser informada e informado de qué se 
me acusa y cuáles son los derechos que me asisten. El derecho a tener 
un intérprete o traductor. El derecho a declarar o a guardar silencio. El 
derecho a no declarar en mi contra. El derecho a tener una abogada o 
abogado (la asistencia letrada). El derecho a ser juzgada o juzgado lo 
más pronto posible. El derecho a tener el tiempo y los medios necesa-
rios para preparar la defensa. El derecho a tener un proceso justo. El 
derecho a que me reciban todas las pruebas que ofrezca. El derecho 
a interrogar o hacer interrogar los testigos de cargo. El derecho a ser 
informado e informada de mis derechos (art. 20, B fracción II CPEUM). 
El derecho a ser oída y oído por un tribunal competente, independiente 
e imparcial. El derecho a hallarse presente en el proceso. El derecho 
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a no ser sometido o sometida a tortura o malos tratos, inhumanos o 
degradantes. El derecho a la protección y asistencia consular, en caso 
de ser extranjera o extranjero” (Gobernación, 2016). 

O bien lo que al respecto señala la siguiente tesis de jurisprudencia:

DERECHO AL DEBIDO PROCESO. SU CONTENIDO. 
Dentro de las garantías del debido proceso existe un “nú-
cleo duro”, que debe observarse inexcusablemente en todo 
procedimiento jurisdiccional, y otro de garantías que son 
aplicables en los procesos que impliquen un ejercicio de 
la potestad punitiva del Estado. Así, en cuanto al “núcleo 
duro”, las garantías del debido proceso que aplican a cual-
quier procedimiento de naturaleza jurisdiccional son las que 
esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha identificado 
como formalidades esenciales del procedimiento, cuyo con-
junto integra la “garantía de audiencia”, las cuales permiten 
que los gobernados ejerzan sus defensas antes de que las 
autoridades modifiquen su esfera jurídica definitivamente. 
Al respecto, el Tribunal en Pleno de esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 47/95, publi-
cada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gace-
ta, Novena Época, Tomo II, diciembre de 1995, página 133, 
de rubro: “FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDI-
MIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA 
Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO.”, 
sostuvo que las formalidades esenciales del procedimien-
to son: (i) la notificación del inicio del procedimiento; (ii) la 
oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se 
finque la defensa; (iii) la oportunidad de alegar; y, (iv) una 
resolución que dirima las cuestiones debatidas y cuya im-
pugnación ha sido considerada por esta Primera Sala como 
parte de esta formalidad. Ahora bien, el otro núcleo es iden-
tificado comúnmente con el elenco de garantías mínimo 
que debe tener toda persona cuya esfera jurídica pretenda 
modificarse mediante la actividad punitiva del Estado, como 
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ocurre, por ejemplo, con el derecho penal, migratorio, fiscal 
o administrativo, en donde se exigirá que se hagan com-
patibles las garantías con la materia específica del asunto. 
Por tanto, dentro de esta categoría de garantías del debi-
do proceso, se identifican dos especies: la primera, que 
corresponde a todas las personas independientemente de 
su condición, nacionalidad, género, edad, etcétera, dentro 
de las que están, por ejemplo, el derecho a contar con un 
abogado, a no declarar contra sí mismo o a conocer la cau-
sa del procedimiento sancionatorio; y la segunda, que es la 
combinación del elenco mínimo de garantías con el derecho 
de igualdad ante la ley, y que protege a aquellas personas 
que pueden encontrarse en una situación de desventaja 
frente al ordenamiento jurídico, por pertenecer a algún gru-
po vulnerable, por ejemplo, el derecho a la notificación y 
asistencia consular, el derecho a contar con un traductor o 
intérprete, el derecho de las niñas y los niños a que su de-
tención sea notificada a quienes ejerzan su patria potestad y 
tutela, entre otras de igual naturaleza. SCJN, Primera Sala, 
1a./J. 11/2014 (10a.),  Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación. Libro 3, Febrero de 2014, Tomo I, página 396.

Como se aprecia de la resolución analizada, ni el sujeto obligado ni el 
Órgano Garante nacional lograron identificar cuál de las garantías del 
debido proceso se afectaría con la difusión de la información que se 
requería, la que en efecto, forma parte de un procedimiento, en el que 
el sujeto obligado es parte y que, al parecer no se ha notificado a todas 
las personas involucradas.

Esta resolución resulta de especial interés porque demuestra el gra-
ve problema de concepción que existe en el análisis de los supuestos 
de clasificación. El diseño jurídico de protección del derecho de acceso 
a la información se basa en un supuesto esencial, que la entrega de 
la información pueda causar un daño al bien jurídico que protege el 
supuesto de reserva, por ello, tratándose del supuesto de reserva por 
debido proceso, no basta con que la información forme parte de un pro-
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ceso en curso, que el sujeto obligado sea parte o que, en casos como 
este, algunas personas no hayan sido notificadas, se necesita que la 
autoridad identifique qué garantía específica del derecho al debido pro-
ceso se vería afectada con la divulgación de la información.

Aunque la prueba debía de concluir en esta etapa y dar por no acre-
ditados los elementos, el ponente y el órgano garante estimaron indebi-
damente por acreditado el cuarto supuesto y procedieron a realizar una 
prueba de daño, también inconsistente, con la que concluyeron:

De esta manera, se advierte que la divulgación de la infor-
mación aquí requerida representa un riesgo real, demostra-
ble e identificable de perjuicio significativo al interés público 
porque podría afectar la capacidad de allegase de los ele-
mentos necesarios para comprobar el cuerpo del delito y la 
probable responsabilidad del indiciado o inculpado en otros 
expedientes en los que se encuentre involucrado.

Razonamiento por demás subjetivo y poco razonable si consideramos 
lo anterior. La persona inculpada ya conoce la información, suponiendo 
que no existiera la solicitud de acceso a la información, el inculpado por 
sus propio medios podría, de por sí: a) informar a las otras personas 
sujetas de la investigación que aún no han sido notificadas y 2) por sí 
sola, con ayuda de su equipo de defensa o allegados o, incluso, con 
la colaboración de las otras personas, “podría afectar la capacidad de 
allegase de los elementos necesarios para comprobar el cuerpo del de-
lito” con lo que no es el ejercicio del derecho de acceso a la información 
lo que pone en riesgo esa capacidad de investigación sino que eso es 
un riesgo consustancial de un proceso penal adversarial cualquiera.

Si como se dice en el argot jurídico, los jueces hablan a través de 
sus sentencias, el órgano garante nacional, como he venido sostenien-
do en diversas ocasiones, no siempre logra acreditar su solvencia con 
resoluciones como las analizadas.
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IV. Propuesta

Con la finalidad de que este artículo aporte mejores elementos para re-
visar los posibles casos en los que se pretenda clasificar la información 
como reservada por la causal del debido proceso, me permito presentar 
el siguiente esquema.

Esquema para realizar o revisar una clasificación 
por reserva por debido proceso

Fase de la 
prueba Objetivo Herramientas 

Fundar
Identificar la disposición 
normativa aplicable al 
caso.

Supuesto del art. 113 frac-
ción X de la LGTyAIP

Lineamiento Vigésimo No-
veno de los Lineamientos 
generales en materia de 
clasificación y desclasifi-
cación de la información, 
así como para la elabora-
ción de las versiones pú-
blicas.

Motivar

Utilizar los elementos fác-
ticos del caso para expli-
car por qué la información 
actualiza los supuestos de 
reserva.

Circunstancias de tiempo, 
modo y lugar que permitan 
acreditar: 

La existencia de un proce-
dimiento judicial, adminis-
trativo o arbitral en trámite.

Que el sujeto obligado sea 
parte en ese procedimien-
to.

Que la información no sea 
conocida por la contrapar-
te antes de la presentación 
de la misma en el proceso.

Que con su divulgación 
se afecte la oportunidad 
de llevar a cabo alguna de 
las garantías del debido 
proceso.
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Determinar

La existencia del daño o 
afectación que provocaría 
la entrega de la informa-
ción.

Daño real, demostrable e 
identificable sobre alguna 
de las garantías del debi-
do proceso.

Dimensionar El tamaño de la afectación 
a los bienes protegidos.

Explicar los efectos que 
se generarían en las ga-
rantías y el daño que ello 
puede causar al derecho 
al debido proceso.

Dimensionar
El tamaño del interés pú-
blico de la difusión de la 
información.

Explicar las razones que 
integran el interés público 
de que se conozca la infor-
mación.

Balancear

El daño frente al interés 
público para apreciar que 
elemento sobrepasa o 
pesa más que el otro.

Ponderar

Entre el debido proceso y 
el interés público de que 
se difunda la información 
(intereses en conflicto).

Necesidad.

Idoneidad.

Estricta proporcionalidad.

Determinar Las condiciones específi-
cas de la clasificación.

Tipo de clasificación (total 
o parcial).

Temporalidad.
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Conclusión

Un derecho sólo puede limitarse en sede legislativa, respetando algu-
nos criterios sustantivos de justificación. La aplicación de los supuestos 
de restricción, constitucional y legalmente establecidos, la clasificación 
de la información como reservada en el caso del derecho de acceso a 
la información, requiere de la aplicación de un alto estándar de prueba 
que inicia con la identificación de la concurrencia de los cuatro supues-
tos que establecen el Lineamiento Vigésimo Noveno de los Lineamien-
tos de Clasificación y Desclasificación de la información. En la mayoría 
de los casos estos supuestos serían suficientes para descartar los in-
tentos de los sujetos obligados.

La deficiente justificación de la reserva, por parte de los sujetos 
obligados, y la permisividad del Órgano Garante disminuye la afecti-
va protección del derecho que establece el derecho positivo y amplía 
los márgenes del decisionismo que, de por sí, las últimas fases de la 
prueba de daño incorporan durante la aplicación de la prueba de daño.
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LA QUE CONTENGA LAS OPINIONES, 
RECOMENDACIONES O PUNTOS 
DE VISTA QUE FORMEN PARTE DEL 
PROCESO DELIBERATIVO DE LOS 
SERVIDORES PÚBLICOS

Dra. Zulema Martínez Sánchez

Un peso más en transparencia, 
es un peso menos para la corrupción 

Idealmente, el acceso a la información pública debiera ser una premisa 
dominante ante cualquier acción gubernamental, por ello he de insistir 
en que no es una moda pasajera de las administraciones contempo-
ráneas, por el contrario, deberá ser un estilo de vida que debe regir 
el quehacer gubernamental. Hoy, quien decida dedicarse al servicio 
público, deberá tener completamente claro que la transparencia y el 
orden son una forma de vida, no es sólo un requisito de ley, debe de 
concebirse como una convicción para quienes aspiran a servir en cual-
quier cargo administrativo o de elección popular directa o indirecta, en 
favor de nuestro país; ciertamente deberán tener completamente claro 
que, una de las cosas que más exige actualmente nuestra sociedad, es 
abatir la corrupción y una de las mejores maneras de hacerlo, es siendo 
totalmente transparentes y escrupulosos con el quehacer público. 

Estoy convencida que, para hablar de las verdaderas autonomías 
de los órganos en materia de transparencia, debemos de plantearnos 
numerosas interrogantes, la primera de ellas es ¿pueden ellos verda-
deramente ejercer su autonomía?, cuestionamiento que nos conduce 
a otras preguntas tales como ¿quién designa a los titulares de las uni-
dades de transparencia al interior de los sujetos obligados?, ¿quién 
debe definir si cuentan con las capacidades y competencias idóneas 
para atender una solicitud de información, desahogar manifestaciones, 
alegatos o pruebas vía recurso de revisión, sustentar la clasificación 
de información, desarrollar con eficacia las pautas metodológicas de la 
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prueba de daño o bien simplemente estar convencidos que su función 
es acorde con su estilo de vida?

Me resulta inconcebible imaginar una persona que se dedique a la 
transparencia en el ámbito público y que en su vida personal se con-
duzca de manera diversa, habría una incongruencia total, por eso creo 
que quienes ocupen un cargo dentro de alguna unidad de transparen-
cia, deben de cumplir con los requisitos adecuados, con el perfil idóneo, 
con todo lo que implica y representa la transparencia en la administra-
ción pública. 

Al día de hoy ningún titular de la unidad de transparencia (TUT) es 
nombrado por un órgano garante, salvo el propio, en el resto de los su-
jetos obligados, son ellos quienes directamente hacen la designación, 
con lo cual, resulta completamente difícil lograr grandes sinergias entre 
ambos, ya que en muchas ocasiones, los TUT´s, se ven o se sienten 
amedrentados por los cabildos, o por los titulares de las áreas adminis-
trativas, que no acceden a dar información o la proporcionan de manera 
deficiente o incompleta, adicionando que el TUT además de contar con 
un nivel y rango inferior a los demás, no tiene la autoridad o herramien-
tas jurídicas para poder exigir que le entreguen la información de ma-
nera adecuada, aunado a ello también podemos hablar de una falta de 
verdadera profesionalización de quiénes ostenten un cargo en materia 
de transparencia, principalmente en municipios, definir si la información 
que se debe entregar en una solicitud de información o en un recurso 
de revisión debiera ser tarea sencilla, pues en estricto sentido toda la 
información que se posee, genere o se administra dentro de una de-
pendencia gubernamental es información pública, salvo las excepcio-
nes previstas en el artículo 113 de la Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública1, pero la realidad en el país entero es 
que en muchas ocasiones resulta ser lo contrario, esas excepciones se 
convierten en la regla general. 

1 Ley General de Transparencia y Accesos a la información pública; https://www.diputados.gob.mx/
LeyesBiblio/pdf/LGTAIP_200521.pdf; fecha de consulta, 22 de octubre 2022



267

Profesionalización de las Unidades de Transparencia de 
los Sujetos Obligados

Es imperante abordar las principales funciones que desempeñan las 
unidades de transparencia de los sujetos obligados, en particular las 
reservadas a los gobiernos municipales- Debemos resaltar que éstas 
unidades técnicas no cuentan con las herramientas óptimas para des-
empeñar y cumplir con las acciones y metas para las cuales fueron 
diseñadas. 

Las unidades de transparencia como actores clave dentro del com-
plejo entramado administrativo en cumplimiento de la Ley de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública, son las áreas encargadas de 
ingresar, actualizar y mantener vigente las obligaciones de información 
pública en sus respectivos portales de transparencia y tramitar las soli-
citudes de acceso a la información pública2.

Dentro del ejercicio del derecho de acceso a la información pública, 
el cual está consagrado en el artículo 6º  de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, así como en el artículo 5º  de la Cons-
titución Política del Estado Libre y Soberano de México, se aprecian 
diversos factores que no permiten el cumplimiento cabal de lo estable-
cido en el marco jurídico, por lo que basta apreciar los resultados de la 
“Métrica de Gobierno Abierto 2021”3, en donde se puntualiza la caren-
cia de recursos institucionales para el cumplimiento de sus funciones 
y atribuciones, tales como: cambio constante del personal y falta de 
capacidades técnicas de los titulares de las unidades de transparencia, 
teniendo como consecuencia la fragilidad institucional para garantizar 
de manera eficiente la transparencia, el acceso a la información pública 
y la protección de datos personales.

2 Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, https://
legislacion.edomex.gob.mx/sites/legislacion.edomex.gob.mx/files/files/pdf/ley/vig/leyvig233.pdf. Feha 
de consulta: 24 de octubre 2022

3 Centro de Investigación y Docencia Económicas e Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la 
Información y Protección de datos personales, “Métrica de Gobierno Abierto 2021”, México. https://
micrositios.inai.org.mx/gobiernoabierto/wp-content/uploads/2022/03/Reporte-final_MGA-2021.pdf. 
Fecha de consulta: 24 de octubre 2022.
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Como bien lo expuso Paula Ortíz, quien sostiene la hipótesis que la 
transición política-burocrática con temporalidad trienio o sexenio dentro 
de las organizaciones gubernamentales a nivel federal, subnacional o 
local, genera un costo operativo frente a la nula institucionalización del 
desempeño técnico y operacional de las Unidades de Transparencia, 
se aprecia que los sujetos obligados no cuentan con las capacidades 
suficientes para desempeñar con eficiencia sus actividades, ni el cum-
plimiento responsable de sus metas y objetivos en la materia4.

Como se ha resaltado con anterioridad, los sujetos obligados de 
las entidades municipales, a través de sus unidades de transparencia 
deben de cumplir y fomentar el cumplimiento de las disposiciones nor-
mativas que establece la ley local y general en la materia, contando 
en todo momento con el andamiaje administrativo, financiero y progra-
mático que permita transitar hacia el correcto direccionamiento de la 
institución, para ello se requiere de dos tópicos medulares para que 
esto se concrete: 

1. Capacitación de las personas servidoras públicas responsables 
de las unidades de transparencia y 

2. Autonomía de gestión y decisión de las unidades de transparencia.

En este sentido, el acceso a la información pública es una herramienta 
esencial para que los tópicos: “rendición de cuentas” y “gobierno abier-
to” puedan dilucidarse sin obstáculo alguno, por lo que la capacitación 
de los responsables y la transición hacia la autonomía de gestión y 
decisión por parte de las unidades de transparencia permitirán transitar 
hacia la democratización del acceso a la información pública, evitando 
en todo momento el sesgo partidista o la incertidumbre laboral frente a 
una solicitud de acceso a la información gubernamental.

No dejemos de lado que en cada sujeto obligado en materia de 

4 Ortíz Paula  en Comunicado de la secretaría de la Función Pública del Estado de Zacatecas, “Pro-
fesionalización, trascendental para impulsar la transparencia y rendición de cuentas” , http://trans-
parencia.zacatecas.gob.mx/profesionalizacion-trascendental-para-impulsar-la-transparencia-y-rendi-
cion-de-cuentas-paula-ortiz/. Fecha de consulta: 24 de octubre 2022
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transparencia y acceso a la información, debe haber una Unidad de 
Transparencia cuyo titular, será responsable de observar las disposi-
ciones en esta materia al interior de la institución, cuya actividad no 
es menor, ya que le reviste suma importancia, como primer actor en la 
salvaguarda del derecho de acceso a la información, es quien recibe 
las solicitudes, quien debe decidir a qué área turnarlas con base en 
las competencias reservadas, debe estar pendiente de los plazos, los 
procedimientos, asesorar a los servidores públicos habilitados, capa-
citarse, atender requerimientos del órgano garante, integrar el comité 
de transparencia, atender los procesos de verificación en materia de 
obligaciones de transparencia y los procesos de protección de datos 
personales, verificar y dar seguimiento a la publicación de las obliga-
ciones de transparencia, por mencionar algunos y cabe destacar, en 
algunos casos, las unidades de transparencia cumplen con otras atribu-
ciones y funciones del sujeto obligado, por lo tanto no son encargadas 
específicamente de la tarea relacionada a la transparencia, acceso a la 
información y protección de datos.

Como lo he referido, su labor, en ocasiones es dificultada por los 
servidores públicos habilitados, por distintos factores, la entrega de la 
información, la atención primaria de las solicitudes, y en relación con la 
clasificación de la información, un desconocimiento de los supuestos 
de clasificación o de los lineamientos aplicables por parte de los po-
seedores de la información o incluso de los titulares, ello atendiendo a 
diversos factores que veremos a continuación. 

En el caso de los Municipios, los titulares de las unidades de trans-
parencia pueden tener una rotación constante, debido a los movimien-
tos de personal que se realizan, a los cambios de administración mu-
nicipal y en muchos casos como también en algunas áreas del poder 
ejecutivo, la brecha entre la responsabilidad y las funciones, con la re-
tribución establecida.

La profesionalización de los servidores públicos en el derecho de 
acceso a la información, en su regulación, ha establecido una gran 
cantidad de obligaciones y la observancia de múltiples lineamientos y 
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reglas para dar cumplimiento a lo que mandatan la ley general y las 
leyes locales, esto, ha generado que las personas encargadas de las 
diversas actividades en esta materia, deban conocer no solo a grandes 
rasgos sus funciones y atribuciones, sino deban contar con un cono-
cimiento robusto que incluya en su haber, los procesos de los entes 
públicos, así como la protección de datos personales; la ley establece 
que los servidores públicos al interior del sujeto obligado, son quienes 
clasifican la información, ello atendiendo que son quienes la tienen bajo 
su resguardo y, por supuesto conocen a cabalidad su contenido, por 
lo cual, ante una solicitud de información, identifican en su contenido, 
la existencia de aquella, que para el estudio de este artículo, deba ser 
reservada.

En el caso del Estado de México, único en su tipo, la ley de transpa-
rencia local considera como requisito para ocupar el cargo de titular de 
la unidad de transparencia, contar con certificación expedida por el ór-
gano local, acción que sin duda fortalece el actuar del servidor público y 
otorga los elementos necesarios para atender las solicitudes, así como 
realizar el proceso de clasificación de información; sin embargo, este 
significativo avance aún resulta insuficiente, dado que para certificarse, 
debe sujetarse a un proceso de evaluación exhaustivo, que en muchos 
casos, los titulares o servidores públicos abandonan o no concluyen sa-
tisfactoriamente y al no contar con una obligación temporal para contar 
con ella, al paso del tiempo, la persona cambia de funciones o simple-
mente no cuenta con la certificación.

Regresando a la clasificación, la reserva de la información debe 
cumplir necesariamente con la aplicación de la prueba de daño prevista 
en el artículo 104 de la Ley General, justificando que la divulgación de 
la información representa un riesgo real, demostrable e identificable de 
perjuicio significativo al interés público o a la seguridad nacional; que el 
riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés públi-
co general de que se difunda, y que la limitación se adecua al principio 
de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible 
para evitar el perjuicio. Pero la propia ley no considera cómo debe ha-
cerse esa prueba de daño, qué debe contener, es decir, cómo hacerla 
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para que reúna cada uno de los elementos necesarios que establezcan 
la legalidad de la restricción; por ello, es que los órganos garantes se 
dieron a la tarea de elaborar guías para la elaboración de la prueba 
de daño, con la finalidad de dar uniformidad a las resoluciones de los 
sujetos obligados, pero, insisto, la profesionalización es fundamental 
para cualquier función en el servicio público, y para la salvaguarda de 
derechos fundamentales, debe ser obligatoria, por lo cual, la difusión y 
capacitación debe ser constante y reforzarse día a día, con un segui-
miento oportuno y personalizado, para que la clasificación contenga los 
elementos necesarios que particularicen el caso de estudio y no dejen 
duda sobre su actuar al restringir el derecho de acceso mediante la 
reserva.

El desconocimiento de la información es otro de los obstáculos a los 
que se enfrenta la persona que pretende clasificar la información, es la 
omisión de acceder a los documentos, como vimos, el titular del área es 
el responsable de la clasificación, la cual deberá proponer al Comité de 
Transparencia, luego el Comité puede acceder a la información, ya que 
es una de sus facultades, a efecto de verificar que contenga datos que 
deban reservarse, pero no en todos los casos, a los integrantes del Co-
mité se les presenta la información, por lo cual su determinación puede 
estar limitada y cegada a lo que el servidor público manifieste, situación 
que podría ser comprobada hasta un proceso de desahogo del medio 
de impugnación (recurso de revisión), cuando el órgano garante even-
tualmente solicite el acceso a la información reservada, para constatar 
que se encuentra en los supuestos legales.

La información que deberá ser clasificada dentro de un sujeto obli-
gado, implica una gran responsabilidad para quien así lo determina, 
conlleva un sin fin de formalidades que deberán hacer verdaderamen-
te correcta y válida; de forma y de fondo, la negativa de información. 
Quienes asuman dicha responsabilidad no deberán conocer solamente 
la ley, sino, conocer también los Lineamientos generales en materia 
de clasificación y desclasificación de la información, así como para la 
elaboración de versiones públicas, aprobados por el Sistema Nacional 
de Transparencia. 
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En el caso específico de la reserva de información a la que se refie-
re la fracción IV del artículo 113 referente a la información reservada , 
en específico de aquella que forme parte de procesos deliberativos de 
los servidores públicos hasta en tanto no se ha adoptado una decisión 
definitiva, resulta un tema sumamente relevante, pues de por medio 
puede existir información que pretenda ser reservada y que pueda ser 
verdaderamente útil el acceso a ésta, como el que también se puede 
revelar información que pueda causar daño o alteración al proceso en 
cuestión.

En complemento a la legislación general, encontramos que Consejo 
Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, emitió una regulación 
secundaria con la finalidad de dotar a los sujetos obligados del proceso 
y supuestos específicos para la clasificación de la información, denomi-
nada “Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasi-
ficación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones 
Públicas”, cuyo documento es de observancia obligatoria para que los 
sujetos obligados funden y motiven las resoluciones en las cuales clasi-
fiquen la información ya sea con el carácter de reservada o confidencial.

De acuerdo con los Lineamientos generales en materia de clasifica-
ción y desclasificación de la información, así como para la elaboración 
de versiones públicas, que a la letra dice5.

Vigésimo séptimo. De conformidad con el artículo 113, frac-
ción VIII de la Ley General, podrá considerarse como in-
formación reservada, aquella que contenga las opiniones, 
recomendaciones o puntos de vista que formen parte del 
proceso deliberativo de los servidores públicos, hasta en 
tanto no sea adoptada la decisión definitiva, la cual deberá 
estar documentada. Para tal efecto, el sujeto obligado debe-
rá acreditar lo siguiente:

5 Lineamientos generales en materia de clasificación y desclasificación de la información, así como para 
la elaboración de versiones públicas. https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5433280&fe-
cha=15/04/2016#gsc.tab=0 fecha de consulta, 24 de octubre 2022.
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I. La existencia de un proceso deliberativo en curso, preci-
sando la fecha de inicio;
II. Que la información consista en opiniones, recomendacio-
nes o puntos de vista de los servidores públicos que partici-
pan en el proceso deliberativo;
III. Que la información se encuentre relacionada, de manera 
directa, con el proceso deliberativo, y
IV. Que con su difusión se pueda llegar a interrumpir, me-
noscabar o inhibir el diseño, negociación, determinación o 
implementación de los asuntos sometidos a deliberación.

Cuando se trate de insumos informativos o de apoyo para el 
proceso deliberativo, únicamente podrá clasificarse aquella 
información que se encuentre directamente relacionada con 
la toma de decisiones y que con su difusión pueda llegar 
a interrumpir, menoscabar o inhibir el diseño, negociación 
o implementación de los asuntos sometidos a deliberación.

Se considera concluido el proceso deliberativo cuando se 
adopte de manera concluyente la última determinación, 
sea o no susceptible de ejecución; cuando el proceso haya 
quedado sin materia, o cuando por cualquier causa no sea 
posible continuar con su desarrollo.

En el caso de que la solicitud de acceso se turne a un área 
distinta de la responsable de tomar la decisión definitiva y se 
desconozca si ésta ha sido adoptada, el área receptora, de-
berá consultar a la responsable, a efecto de determinar si es 
procedente otorgar el acceso a la información solicitada. En 
estos casos, no se interrumpirá el plazo para dar respuesta 
a la solicitud de información.

Tratándose de partidos políticos, se considerará reservada 
la información relativa a los procesos deliberativos de sus 
órganos internos; la correspondiente a sus estrategias polí-
ticas, así como los estudios, encuestas y análisis utilizados 
para el desarrollo e implementación de dichas estrategias.
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Esto significa que no puede clasificar la información como reservada 
sin justificación alguna, por el contrario, debe de desarrollarse una pau-
ta metodológica que justifique de manera fundada y motivada que la 
información requerida actualiza una o varias de las causales de pro-
cedencia de reserva y que consecuentemente, su acceso debe de ser 
restringido de manera temporal.  

Clasificación de la Información que forma parte de 
procesos deliberativos 

Si bien la información proveniente del Estado y sus órganos deben de 
armonizarse y entenderse como un principio público, en ocasiones o en 
determinadas circunstancias, cierta información es considerada como 
susceptible o que puede poner en riesgo al Estado mismo, a sus habi-
tantes o a los individuos en particularidad. Es imperante precisar que la 
existencia de límites o seguros normativos frente a la divulgación de la 
información pública, permiten establecer un parámetro de confiabilidad 
entre ciudadanos y gobierno.

Cuando se piensa en el concepto información clasificada como re-
servada o confidencial, se suele relacionar con temas de datos perso-
nales de una persona fiscal o moral, secreto bancario, fiduciario o de 
diversa naturaleza, seguridad nacional, la investigación de delitos y la 
conformación de expedientes con un tópico de secrecía máxima.

Uno de los temas más complejos y controversiales dentro de las 
restricciones del derecho humano de acceso a la información, es la 
ponderación que se debe realizar en los documentos, archivos, expe-
dientes, etc. validar si estos son susceptibles de entregarse o no.

La prueba de daño surge como una respuesta ante la imperante 
necesidad de establecer nuevos matices que permitan fortalecer la in-
terpretación frente a un requerimiento de acceso a la información, y, 
con eso garantizar y afectar lo menor posible los principios del derecho 
de acceso a la información.
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Frente a ello, la prueba de daño es una herramienta metodológica 
de interpretación, la cual tiene por objeto superar la interpretación tradi-
cional, literal y sesgada, así como acotar las posibilidades del principio 
de máxima publicidad de la información pública. Si bien el propósito 
de la prueba es la racionalización y estructuración de la toma de deci-
siones, no debemos dejar de lado la naturaleza colegiada y autónoma 
(para esta cuestión) de las instituciones públicas que deliberan la ac-
tuación.

La prueba de daño trata de comprobar si la protección de la in-
formación solicitada por un particular justifica su reserva y supera la 
frontera de la publicidad, en este sentido quiero compartir algunos de 
los principales razonamientos que deben desarrollarse en las pruebas 
de daño para justificar la clasificación de la información, así como los 
riesgos que existen en caso de no realizar una adecuada clasificación 
o no clasificar información.

Ante ello, debemos establecer que existen distintos supuestos, que 
limitan el acceder a información, cada uno de estos supuestos requie-
re de un análisis distinto, es decir, su valoración debe ser diferente y 
dependiendo de los casos concretos; como se mencionó inicialmente, 
se requiere de una ponderación entre los derechos en conflicto, y así 
poder determinar si se pone en riesgo o no la información que esté 
relacionada con la seguridad pública, seguridad nacional, alguna nego-
ciación, algún dato de una persona física etc.

Uno de los principales problemas con los que se encuentran los 
Sujetos Obligados, es el demostrar (motivar) por qué no es susceptible 
de entregar la información solicitada, generalmente no desarrollan la 
prueba de daño, básicamente se enfocan en fundamentar, sin explicar, 
sin decir, sin justificar el ¿por qué? entregar la información de determi-
nada solicitud causaría un daño, es decir, generalmente no realizan un 
ponderación entre los derechos en conflicto o un análisis de cuál es el 
daño que se generaría si se da a conocer la información peticionada, 
ahí radica el principal problema en las pruebas de daño, lo que ratifica 
la poca profesionalización en la materia.
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Actualmente los sujetos obligados se enfrentan con este problema, 
derivado de que la propia normatividad no es clara, establece que se 
deben argumentar criterios con los cuales se demuestren un daño “pro-
bable”, “presente” e “Identificable”; conceptos que resultan ambiguos y 
por lo tanto confusos.

Por lo anterior, podemos señalar no se cuenta con una guía clara, 
que permita establecer que se debe entender por esos conceptos, por 
los que los sujetos obligados, sólo se enfocan en demostrar un daño, 
sin desarrollar cada uno de los conceptos aludidos en el párrafo ante-
rior, es decir, en general no se hace un análisis, una ponderación real, 
sólo se abocan a explicar el daño que se pudiera causar en caso de que 
fuera difundida la información, sin embargo, cualquier información que 
se dé a conocer puede causar un daño, pero lo más importante, que 
debiera ser para realizar una correcta ponderación, no se lleva a cabo, 
generalmente no hay un análisis respecto de los pros y contras que 
pudieran resultar de la entrega o la clasificación de esa información, 
generalmente en las pruebas de daño se argumenta lo mismo en los 
tres supuestos que define la normatividad.

Por lo tanto, al no existir una definición exacta respecto a los crite-
rios “probable”, “presente” e “Identificable”, es más subjetiva la elabora-
ción de una prueba de daño cumpliendo esos requisitos, sin embargo, 
si hay la posibilidad de demostrar que el riesgo de daño es superior al 
interés público, ¿cómo se puede lograr?, a través de una adecuada fun-
damentación y motivación, ya que son los requisitos de cualquier acto 
de autoridad, aunque esto no sustituye a una prueba de daño, de la 
cual, su finalidad es realizar un análisis más completo, a una valoración 
de los derechos que se encuentran en colisión.

Ahora bien, el no realizar una adecuada ponderación para clasificar 
alguna información, nos conduce a que se pueda vulnerar la privacidad 
de una persona, que puede generar que violen su esfera más íntima, 
incentivando por ejemplo en algunos casos discriminación, daños al 
patrimonio de cualquier persona, etc.; ahora bien, tratándose del Esta-
do se generarían daños como lo refiere la propia Ley, que se ponga en 
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riesgo la seguridad de la nación o de la seguridad pública, el entregar 
expedientes que se encuentren en procedimientos deliberativos, etc., 
De ahí la gran responsabilidad de los servidores públicos de realizar 
pruebas de daño adecuadas, debidamente fundadas y motivadas, don-
de se haga una adecuada ponderación de derechos.

Supongamos que el Comité de Transparencia debe resolver sobre 
la reserva de información derivado de una solicitud de información que 
requirió el expediente de un proceso llevado a cabo para la designación 
de una persona para ocupar un cargo, el servidor público responde 
que el proceso de designación se encuentra en curso, por lo cual no se 
puede proporcionar información; con esos elementos solicita la clasifi-
cación de la información.

El Comité realiza la clasificación de forma total, es decir, no permite 
el acceso a ningún documento ya que el poseedor de la información, al 
estar aún sin concluir el proceso, refiere que no puede darlo a conocer, 
la resolución establece que en términos de lo dispuesto por la fracción 
VIII del artículo 113 de la Ley General de Transparencia y numeral Vi-
gésimo séptimo de los Lineamientos Generales en Materia de Clasifica-
ción y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración 
de Versiones Públicas, la información contiene opiniones, recomenda-
ciones o puntos de vista que formen parte de un proceso deliberativo 
y no puede ser público hasta que no se adopte decisión definitiva. Si 
bien, existe una resolución por parte de autoridad, que se encuentra 
fundamentada, podemos hacernos algunas preguntas que nos traten 
de explicar si la reserva fue adecuada y es el medio restrictivo idóneo.

En primer lugar, es necesario considerar que la restricción haya 
acreditado los preceptos que los Lineamientos de Clasificación prevén: 

I. La existencia de un proceso deliberativo en curso, preci-
sando la fecha de inicio;

II. Que la información consista en opiniones, recomendacio-
nes o puntos de vista de los servidores públicos que partici-
pan en el proceso deliberativo;
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III. Que la información se encuentre relacionada, de manera 
directa, con el proceso deliberativo, y

IV. Que con su difusión se pueda llegar a interrumpir, me-
noscabar o inhibir el diseño, negociación, determinación o 
implementación de los asuntos sometidos a deliberación.

Por cuanto hace al primer punto, el hecho de reservar la información 
da cuenta de la existencia de un proceso deliberativo, sin embargo, 
debemos dar certeza precisando la fecha en la cual se dio inicio con 
las actividades; en segunda instancia, que la información que se está 
reservando sea la consistente en las opiniones, recomendaciones o 
puntos de vista de quienes participan en el proceso y que se encuen-
tre relacionada directamente, es decir, que los documentos reservados 
sean aquellos donde se encuentren plasmadas las opiniones, puntos 
de vista, evaluaciones de quienes participan en el proceso y éstas es-
tén relacionadas directamente con la eventual determinación del pro-
ceso y por último, acreditar que la difusión de esta información pueda 
dañar de alguna forma el resultado de dicho proceso.

En mi consideración, habrá documentos que forman parte de los 
procesos deliberativos que no sufrirán cambios, como por ejemplo las 
convocatorias, la lista de aspirantes, currículums, podríamos mencio-
nar una serie de más elementos que si bien es cierto forman parte de 
una circunstancia en proceso, no tendría por qué cambiar el resultado 
final, dar a conocer estos elementos, además de considerar que la ley 
es clara y no podrán existir clasificaciones generales, estas deberán ser  
específicas a cada caso.

La primera pregunta para hacerse es ¿el Comité tuvo acceso a la 
información para poder analizar los puntos anteriores y determinar que 
se cumplió con los supuestos legales? Es posible que no, que el Comi-
té haya tomado la determinación sólo con la solicitud de clasificación 
del titular del área, sin acceso total a la información para analizarla a 
detalle, una situación que evidentemente limita a la máxima autoridad 
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del sujeto obligado en materia de transparencia, para revisar minucio-
samente aquella información que habrá de satisfacer el ejercicio de un 
derecho fundamental para determinar, sí la restricción total era propor-
cional o no.

¿Existía información a la cual podría tener acceso, que no estuvie-
ra relacionada con la opinión o la determinación?, ¿la publicidad de 
una parte de la información vulnera, daña o interrumpe el proceso de-
liberativo?, ¿cabe la entrega de versiones públicas de la información o 
parte de ella?, debe existir claridad para los sujetos obligados, que la 
reserva de la información es una excepción, no es la generalidad y en 
el caso de que dentro de uno o varios expedientes haya información 
susceptible de reserva, el análisis debe realizarse a fin de determinar 
la existencia de información que puede ser publicada, atendiendo a los 
supuestos que debe cumplir la clasificación, haciendo un filtro sobre 
los supuestos y la información contenida; en muchos casos, hay do-
cumentos que pueden hacerse públicos o en su caso, la elaboración 
de versiones públicas como medio menos restrictivo, para el ejercicio 
del derecho de acceso, de ahí la necesidad de que cada involucrado 
pueda en primera instancia, conocer la información que se pretende 
reservar y por otro lado, servidores públicos con elementos mínimos 
necesarios para la identificación de la información y el entendimiento 
de su naturaleza. 

Por otro lado, la ley prevé como plazo de reserva el máximo de 
cinco años, susceptible de ampliarse de manera excepcional por otros 
cinco años; sin embargo, no en todos los casos la idoneidad es la reser-
va máxima en cuanto al plazo, si bien, habrá procesos, procedimientos, 
negociaciones que lleven ese periodo, también es cierto que existen 
muchos otros que tienen un plazo establecido para concluir, debido a 
que cumplen con un propósito; por ello, el periodo de restricción en 
cuanto al plazo de reserva debe ser acorde a la duración del proceso.

Indudablemente la clasificación de la información representa un pa-
rámetro necesario frente al análisis coyuntural de un requerimiento de 
información pública, sin embargo, debemos de puntualizar que ningún 
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derecho es absoluto. Por lo tanto, los sujetos obligados tienen el de-
ber de argumentar puntual y objetivamente el por qué existe o justifica 
la existencia de la restricción del derecho de acceso a la información. 
Como bien lo señala Kastenhofer6, la clasificación de la información no 
es una tarea fácil, pues el equilibrio entre la divulgación y la retención 
de la información no es sencillo de curar. Frente algunos ejemplos ana-
lizamos cuando un Estado trata de garantizar la seguridad nacional o 
de salvaguardar la privacidad de la población o sencillamente de prote-
ger la política monetaria de la nación.

Frente a ello, la restricción al derecho de acceso a la información 
nos lleva a dos posibles acciones de parte de las autoridades:

1. Determinar que la información alberga los supuestos 
establecidos en el aparato normativo: 

Información reservada o confidencial, en la cual, para el primero de los 
casos, las autoridades justifican la no divulgación de la información, 
a través de la formulación de la “prueba de daño”, a partir de la cual 
se funda y motiva la razón intrínseca de las razones por las cuales 
no puede entregarse completamente o se entrega de forma parcial la 
información; 

2. Determinar que la información no puede ser entregada por 
cuestiones de sesgo.

Información en la cual las autoridades por susceptibilidades de índole 
política o personal omite la información solicitada, justificando que no 
cuenta con la información o cambia la modalidad de entrega derivado 
a que puede representar un factor de riesgo para la estabilidad laboral 
o política.

6 Kastenhofer y Katuu, “Declassification: A Clouded Environment”, Revista, Archives and Records. 
http://mc.manuscriptcentral.com/cjsa. Fecha de consulta: 24 de octubre 2022
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Ante ello, debemos puntualizar que los hallazgos en materia de 
clasificación de la información evidencian variaciones en la práctica 
cotidiana al interior de los sujetos obligados. Prácticas que enarbolan 
matices como publicidad de información negativa, hermetismo organi-
zacional, depuración irregular de la información, entre otras prácticas 
que atentan contra el derecho de acceso a la información.

En consecuencia, es posible afirmar que los esfuerzos para impul-
sar la política de transparencia y el derecho de acceso a la información 
a nivel municipal para fortalecer y fortalecer los campos de oportunidad, 
deben de localizar sus esfuerzos en las siguientes propuestas:

1.- Fortalecer el espectro de conocimientos y capacidades técnicas 
de los titulares de transparencia de los sujetos obligados;

2.- El Órgano Garante de Transparencia debe ser el responsable 
de la designación de los titulares de transparencia y no los titulares de 
los sujetos obligados, lo anterior con la finalidad de evitar el sesgo de 
permanencia laboral.

Es sustancial destacar que el reto más importante para poder reser-
var información es comprender que estamos ante la restricción al pleno 
ejercicio de un derecho humano reconocido en nuestra Constitución 
Federal y los Tratados Internacionales en los que el Estado Mexicano 
es parte. Restricción al derecho de acceso a la información pública que 
deberá ser debidamente justificada a través de la herramienta argu-
mentativa e interpretativa denominada por la Ley General de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública como Prueba de Daño.

Por ello, resulta trascendente vislumbrar que no es suficiente que 
la ley permita restringir el derecho humano de acceso a la información 
pública, sino que de igual manera, de optar por la restricción a este 
derecho, se debe justificar a través de un test de proporcionalidad, su 
idoneidad y necesidad, como lo ha establecido la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación a través de diversos criterios jurisprudenciales. 
Sin embargo, los elementos de la prueba de daño no serán motivo de 
análisis en este apartado.
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Así, el primer reto es comprender que la aplicación de la prueba 
de daño corresponde a una herramienta argumentativa que los sujetos 
obligados deberán emplear para poder justificar debidamente la reser-
va de información que forme parte de un proceso deliberativo. Por ello, 
es importante que exista una argumentación sólida para poder susten-
tar una reserva de información por esta causal y cualquiera de las se-
ñaladas en el artículo 113 de la Ley General de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública.

Para ello, es importante citar tesis I.10o.A.79 A (10a.), visible en el 
Semanario Judicial de la Federación bajo el registro digital 2018460, 

El marco normativo mencionado es importante, ya que éste servi-
rá de fundamento para justificar debidamente la restricción al derecho 
humano de acceso a la información pública, y como sabemos, toda 
restricción debe estar debidamente justificada.

III. Otro reto de suma relevancia, es conocer los alcances, presu-
puestos y objetivo que pretende la reserva de información que forme 
parte de un proceso deliberativo.

Por ello, para que los Sujetos Obligados justifiquen la aplicación de 
hipótesis de reserva, entre otras cosas, deberán tomar en cuenta las 
siguientes características esenciales del proceso deliberativo:

a) Las opiniones, recomendaciones o puntos de vista emitidos 
por los servidores públicos que participan en un proceso 
deliberativo, tienen el carácter reservado, a efecto de hacer 
prevalecer la eficacia en la culminación de la toma de 
decisiones.

 �   En otras palabras, esta causal de reserva tutela la eficacia en  
 la toma de decisiones. 

b) Como lo señala el numeral vigésimo séptimo de los Lineamientos 
Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de 
la Información, así como para la Elaboración de Versiones 
Públicas, se podrá clasificar sólo aquella información que se 
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encuentre directamente relacionada con la toma de decisiones 
y que con su difusión pueda llegar a interrumpir, menoscabar o 
inhibir el diseño, negociación o implementación de los asuntos 
sometidos a deliberación.

c) El proceso deliberativo concluye cuando se adopte la última 
determinación, sea o no susceptible de ejecución; cuando el 
proceso haya quedado sin materia, o cuando por cualquier 
causa no sea posible continuar con su desarrollo.

De lo antes expuesto, es de destacar que se requieren diversos ele-
mentos teóricos, prácticos y argumentativos para poder reservar la in-
formación que se encuentre relacionada con procesos deliberativos, y 
será necesario que los sujetos obligados no sólo se limiten a evidenciar 
el supuesto normativo que les permite reservar la información que a su 
consideración encuadre en este supuesto, sino que también estarán 
constreñidos a conocer el interés protegido por esa causal de reserva 
y justificar su restricción a través de una ponderación de intereses que 
debe prevalecer la eficacia en la toma de decisiones por encima del 
derecho de acceso a la información, con apoyo en los elementos aquí 
señalados.

Mencionaré un caso emblemático en la reserva de información por 
estar en un proceso deliberativo. 

1.- Caso Senado nombramiento del fiscal anticorrupción;  

El Senado de la República recibe el cuatro de abril de 2017, 
una solicitud de información en la cual piden el proceso de 
designación del Fiscal Anticorrupción, así como todos los 
archivos que contengan las ponderaciones específicas y 
globales de los aspirantes de esa convocatoria y que re-
cogen las evaluaciones individuales de los integrantes del 
comité de acompañamiento ciudadano.
El Senado determina confirmar la clasificación de informa-
ción por el periodo de un año, por encontrarse en un proce-
so deliberativo.
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Cómo se ha mencionado en el desarrollo de este artículo, 
cada caso debe de tener una particularidad distinta y en mi 
opinión, la designación de un Fiscal Anticorrupción a nivel 
nacional no podría contener elementos que presupongan 
que la entrega de la información puede interrumpir o dañar 
el proceso de determinación de este asunto, todo lo contra-
rio la plena transparencia en este proceso en cada momento 
ayuda a dar certeza sobre el objeto justo del nombramiento. 

Para mayor referencia, y poder tener el texto completo, se 
puede consultar en la solicitud de información registrada 
con el número de folio 0130000030417. 

Conclusiones

Los sujetos obligados de las entidades gubernamentales se enfrentan 
a varias disyuntivas y métricas de oportunidad a la hora de clasificar la 
información en procesos deliberativos, es por ello que alcance del aná-
lisis expuesto con anterioridad y una vez vislumbrados los principales 
campos de oportunidad, podemos determinar lo siguiente:

Primero. - La política de transparencia, acceso a la información y 
la protección de datos personales no agota su formación dentro del 
espectro burocrático, sino que exige atenciones puntuales frente a la 
percepción de la gestión pública.

Segundo. - El Derecho de Acceso a la Información Pública es una 
prerrogativa que poseen todos los individuos para tener acceso a la 
información que genera, recopila y administran las entidades guberna-
mentales, con las excepciones que la normatividad expone.

Tercero. - Son objetos de la Ley General de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública contribuir a la democratización de la sociedad, 
mediante los mecanismos de rendición de cuentas, de manera que do-
ten a la sociedad de elementos clave para poder acceder a ésta sin 
prejuicio o sesgo alguno.
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Cuarto. - Si bien el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la 
Información y Protección de Datos Personales (INAI) así como el Insti-
tuto de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales del resto de los estados, son considerados órganos autó-
nomos la falta de autonomía y la designación directa de los titulares 
de transparencia a cargo del alcalde, sesga la aplicación cabal de la 
normatividad en la materia.

Quinto. - Si bien es sabido que todo individuo debe de tener acce-
so a la información que genere, administre, posea y resguarden las 
administraciones públicas, también lo es que cierta información será 
susceptible a clasificarse como reservada o confidencial, esta debe de 
ser debidamente sustentada y justificada. La información reservada a 
través de la prueba de daño, como una pauta metodológica encauzada 
a garantizar que la información no sea clasificada de forma arbitraria, 
sino que existe una restricción por razones de interés público. 

Sexto.- Con la finalidad de impulsar y posicionar en buen término la 
clasificación como reserva de información por encontrase en un proce-
so deliberativo, se requiere de diversas cualidades tácitas e implícitas, 
además de voluntad administrativa y política, así como la firme con-
vicción de considerar que cada caso es distinto y no en todos deberá 
prevalecer la clasificación en su totalidad, por lo contrario, deberá en-
caminarse hacia la apertura y entregar documentos que no generen 
cambios en el proceso.
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LA DEBIDA CLASIFICACIÓN DE 
INFORMACIÓN PÚBLICA EN NUEVO 
LEÓN. ANÁLISIS DE CASOS SOBRE 
INFORMACIÓN PÚBLICA RESERVADA 
POR OBSTRUIR LA PREVENCIÓN O 
PERSECUCIÓN DE LOS DELITOS

Mtro. Francisco Reynaldo Guajardo Martínez

Introducción

El presente documento pretende analizar dos casos relativos a la de-
bida clasificación de información pública y la prerrogativa de reservado 
por obstruir la prevención o persecución de los delitos, presentados 
ante el Instituto Estatal de Transparencia, Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales (INFO NL), que es el órgano garante 
de Nuevo León, y en los que se analiza la actuación de los sujetos obli-
gados al clasificar la información invocando la fracción IV del artículo 
138 de la Ley de Transparencia local.

Para ello, es importante comenzar enfatizando que el artículo 13 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos prevé que toda 
persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión, el 
cual “comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e 
ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, 
por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro proce-
dimiento de su elección” (Organización de Estados Americanos, OEA, 
22 de noviembre de 1969). También dispone que el ejercicio de ese 
derecho:

No puede estar sujeto a previa censura sino a responsabili-
dades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas 
por la Ley y ser necesarias para asegurar: a) el respeto a los 
derechos o a la reputación de los demás, o b) la protección 
de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la 
moral públicas (OEA, 1969). 
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En ese tenor, uno de los derechos fundamentales a que hace referencia 
el artículo 10° de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de Nuevo León, que debe ser tutelado por el Estado, es el de acceso 
a la información, que además es reconocido en su imperativo 162, del 
cual se desprende que:

Toda la información en posesión de cualquier autoridad, 
dependencia, unidades administrativas, entidad, órgano u 
organismo municipal o de los Poderes Ejecutivo, Legisla-
tivo, Judicial o del ámbito municipal, órganos autónomos, 
partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como 
de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba 
y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en 
el ámbito estatal y municipal, es pública, y sólo podrá ser 
reservada temporalmente por razones de interés público y 
seguridad nacional, en los términos que fijen las Leyes. 

(…) 

II. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno 
o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la informa-
ción pública, a sus datos personales o a la rectificación de 
éstos, en los términos que determine la legislación aplicable 
(Honorable Congreso de la Unión, 2022).

Es así como se establecerán mecanismos eficientes, de universal y 
fácil acceso para permitir el ejercicio de dicho derecho fundamental. 
Sobre este particular, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
reconocido que el derecho a la información tiene dos dimensiones en 
su contenido, porque se trata de un derecho en sí mismo y de un medio 
para ejercer otros. 

Por lo tanto, dentro de este documento se pretenden revisar dos 
casos en relación con la debida clasificación de información pública 
y la prerrogativa de que obstruya la Prevención o Persecución de los 
Delitos. En el primer caso revisado, el derecho de información tiene por 
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objeto maximizar el campo de la autonomía personal, posibilitando el 
ejercicio de la libertad de expresión en un contexto de mayor diversidad 
de datos, voces y opiniones. 

En el segundo, tiende a revelar el empleo instrumental de la infor-
mación, como factor de autorrealización personal y como mecanismo 
de control institucional, pues se trata de un derecho fundado en una de 
las características principales del gobierno republicano, que es el de la 
publicidad de los actos de gobierno y la transparencia de la administra-
ción. Ello tiene su fundamento en la tesis P./J. 54/2008, de rubro: Ac-
ceso a la información. Su naturaleza como garantías individual y social 
(Suprema Corte de Justicia, 01 de junio de 2008).

Establecido lo anterior, es incuestionable que el derecho fundamen-
tal de acceso a información cuenta con una regla general, la cual en 
sentido amplio mandata que toda la información en posesión de cual-
quier sujeto obligado es pública. No obstante, la propia Constitución 
Federal y la Constitución Local, han establecido las condiciones legales 
para su aplicación. Por esta razón, el ejercicio del derecho fundamental 
de acceso a la información se encuentra supeditado a los términos y 
condiciones que establece la legislación para su ejecución.

Si bien, el principio de máxima publicidad impone a todas las auto-
ridades una obligación para realizar un manejo de la información bajo 
la premisa inicial que toda ella es pública, cabe precisar, que como 
todo derecho, el de acceso a la información no es absoluto, pues sus 
límites razonables encuentran cabida en los casos de excepción ex-
presamente previstos en la legislación secundaria y justificados bajo 
determinadas circunstancias, como sucede con la clasificación de re-
serva y confidencialidad. Para ello, robustece lo anterior, el contenido 
de la tesis I.4o.A.40 A (10a.), identificada con el rubro: Acceso a la infor-
mación. Implicación del principio de máxima publicidad en el derecho 
fundamental relativo (SCJN, 2008).

Por lo tanto, resulta evidente que el derecho fundamental en estudio 
no es absoluto, puesto que en la regulación para su ejercicio se han es-
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tablecido algunas restricciones y limitaciones legales que condicionan 
su aplicación. Incluso, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, al resolver el amparo en revisión 173/2012, se pronunció 
en el sentido de que no existen derechos fundamentales absolutos, 
pues del propio artículo 1° de la Constitución Federal se obtiene que los 
derechos fundamentales puedan ser restringidos o suspendidos bajo 
ciertas condiciones (SCJN, 2012b). De esta forma:

(…) se concluye que el derecho fundamental de acceso a 
la información cuenta con limitantes para su ejercicio, pero 
no puede perderse de vista que su restricción siempre debe 
justificarse, atendiendo a la existencia de una necesidad so-
cial imperiosa (plano fáctico) que esté orientada a satisfacer 
el interés público imperativo (plano normativo) (Poder Judi-
cial del Estado de Nuevo León, 2017).

En consonancia con lo expuesto, el artículo 30 de la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos, permite que derechos fundamentales, 
como el de acceso a la información, puedan ser limitados por cues-
tiones de interés general, en los términos que fijen los ordenamientos 
legales, tomando en cuenta el propósito para el cual fueron estableci-
das (OEA, 1969). Ciertamente, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH) ha precisado, en el caso Castañeda Gutman vs. Esta-
dos Unidos Mexicanos que, salvo algunos derechos que no pueden ser 
restringidos en ninguna circunstancia, como el derecho a no ser objeto 
de tortura o de tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, los 
derechos humanos no son absolutos (CIDH, 2013).

Así bien, el propio artículo 162 de la Constitución Local, estatuye 
los límites generales para el ejercicio del derecho de acceso a la in-
formación, en razón a que indica que la información en posesión de 
los sujetos obligados “podrá ser reservada temporalmente por razones 
de interés público y seguridad nacional, [además, de prever que] la 
información relativa a la vida privada y datos personales será protegida 
en los términos y con las excepciones que determine la Ley” (HCNL, 
2022a). Al respecto, es la Ley de Transparencia y Acceso a la Infor-
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mación Pública del Estado de Nuevo León (LTAIPENL), que siendo de 
orden público y de observancia general en todo el Estado, es la Ley re-
glamentaria del ya señalado artículo 162, en materia de transparencia 
y acceso a la información, y precisamente, “tiene por objeto establecer 
los principios, bases generales y procedimientos para garantizar el de-
recho de acceso a la información en posesión de cualquier autoridad” 
(HCNL, 2022b).

En ese tenor, del artículo 4 de la ley local de transparencia, se ad-
vierte que “toda la información generada, obtenida, adquirida, transfor-
mada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible a 
cualquier persona en los términos y condiciones” (HCNL, 2022b). Esto 
alineado también a los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte y a la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública (LGTAIP), con excepción de la clasificada tempo-
ralmente como reservada, por razones de interés público en los térmi-
nos dispuestos en ella, señalándose además, que los sujetos obligados 
en ningún caso podrán negar el acceso a la información estableciendo 
causales distintas a las señaladas en la legislación de la materia (Ho-
norable Congreso de la Unión, 2021a). 

Por su parte, es relevante tener presente para el análisis del pre-
sente documento, que en el artículo 138 de la Ley de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública del Estado de Nuevo León se con-
templan los supuestos específicos en los cuales se podrá clasificar la 
información como reservada. En particular, es dentro de la fracción IV 
del referido artículo 138 de la mencionada legislación en la materia, 
que se establece el supuesto que prevé que la información puede cla-
sificarse como reservada cuando obstruya la prevención o persecución 
de los delitos.

Planteamiento del problema

De entrada y como se mencionó con anterioridad, el acceso a la in-
formación contempla diversas excepciones o limitantes a la publicidad 



292

de ésta, las cuales se encuentran previstas en la legislación aplicable, 
que, para el caso de Nuevo León, cuenta con la Ley de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública del Estado de Nuevo León. En ma-
teria de reserva de la información es el artículo 138, el que contempla 
los supuestos por los cuales procede la reserva, particularmente, la 
fracción IV, la cual plantea que la información que puede clasificarse 
como reservada es aquella que obstruya la prevención o persecución 
de los delitos.

Dicha causal es inherente a la vulneración de las carpetas de in-
vestigación puesto que podrían verse afectadas, sin embargo, en la 
práctica diaria, dicha causal es invocada o aplicada en ocasiones por 
términos incorrectos, o por autoridades que no se encargan de la inves-
tigación y la persecución de los delitos. Por lo tanto, son los órganos 
garantes encargados de llevar a cabo los procedimientos en materia 
de transparencia, y con ello, emitir los lineamientos que contienen las 
bases específicas para clasificar debidamente la información pública.

Estos lineamientos establecen las condiciones para que cada sujeto 
obligado cumpla de manera adecuada con la clasificación de informa-
ción pública como reservada. De manera particular y para el presente 
estudio, sobre la clasificación de información pública como reservada 
por obstruir la prevención o persecución de los delitos. Para ello, se 
procederá a analizar dos casos presentados ante el Instituto Estatal de 
Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Perso-
nales que es el órgano garante de Nuevo León, casos en los que se ha 
analizado la actuación de los sujetos obligados al clasificar la informa-
ción invocando la fracción IV del artículo 138 de la Ley de transparencia 
local.
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Caso 1: Acceso a carpetas de investigación del caso xxxxx 
(feminicidio)

Solicitud:

El particular, ejerciendo su derecho fundamental de acceso a la in-
formación, solicitó ante la Fiscalía General de Justicia del Estado de 
Nuevo León (FGJENL), que le proporcionaran acceso a los documen-
tos que contiene la carpeta de investigación del caso de xxxxx, ma-
nifestando además que el caso ha sido denunciado por la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos que presentó queja por el procedimien-
to, argumentado así, que al ser un caso de violación a los derechos 
humanos, específicamente por el delito de lesa humanidad, le exime de 
la reserva o clasificación. 

Respuesta:

En respuesta a esta solicitud la FGJENL, comunicó al particular, que 
la información peticionada, estaba clasificada como reservada, puesto 
que el caso se encontraba activo, es decir, en la etapa de investiga-
ción o trámite ante la Fiscalía Especializada en Feminicidios y Delitos 
cometidos contra las Mujeres, por lo cual, estaría fuera del alcance del 
dominio público, por el término de cinco años.

El Recurso de Revisión:

El particular, inconforme con la respuesta brindada por parte del 
sujeto obligado, interpuso un recurso de revisión ante el Instituto Es-
tatal de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales (INFO NL), manifestando que la clasificación invocada por 
la autoridad no era correcta, toda vez que, la información debía ser pú-
blica. Adicionalmente expresó que el sujeto obligado no fundó ni motivó 
adecuadamente la reserva correspondiente.  Debido a ello, la Fiscalía 
al rendir su informe justificado, reiteró los términos de su respuesta, 
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indicando que la carpeta de investigación se encontraba fuera del al-
cance del dominio público, al estar activa, específicamente en la etapa 
de trámite o investigación.

Asimismo, el sujeto obligado dentro de su informe justificado allegó 
el acuerdo de reserva respectivo, del cual se desprenden los argumen-
tos que se precisan a continuación:  

En primer lugar, es necesario señalar que el acuerdo de reserva 
fue elaborado por la Fiscalía Especializada en Feminicidios y Delitos 
cometidos contra las Mujeres, de conformidad con el artículo 125 de 
la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado 
de Nuevo León, que refiere que los titulares de las áreas serán los res-
ponsables de clasificar la información (HCNL, 2022b). Por lo que la FG-
JENL estableció que de conformidad el artículo 158 de la Constitución 
Local, es el Ministerio Público la institución que tiene por objeto ejercer 
la representación y defensa de los intereses de la sociedad, velar por la 
exacta observancia de las leyes de interés general y perseguir los de-
litos del orden común, acción que será desempeñada por una Fiscalía 
General de Justicia del Estado.

Además, se precisó que el Ministerio Público cuenta con diversas 
facultades, destacando para el caso que nos ocupa el artículo 7 de la 
Ley Orgánica de la Fiscalía General de Justicia del Estado de Nuevo 
León:

(I) La de investigar los delitos que le corresponden al Estado 
con auxilio de las policías y los servicios periciales; 

(II) (III) Recabar los indicios y datos, así como ofrecer los medios 
de prueba tendientes al esclarecimiento de los hechos 
materia de la investigación;

(III) (XVII) Asegurar, en su caso, los instrumentos, objetos o 
productos del delito, así como los bienes en que existan 
huellas o pueden tener relación con éste (HCNL, 2022c).

De igual forma, se estableció que, para el ejercicio de las facultades, 
funciones y despacho de los asuntos de su competencia, la Fiscalía 
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General se integra de diversos órganos y unidades, destacando para 
el presente caso la Fiscalía Especializada en Femicidios, ello, de con-
formidad con el numeral 10 de la Ley Orgánica referida en el párrafo 
anterior. Finalmente, la FGJENL expresó que la Fiscalía Especializa-
da en Feminicidios y Delitos cometidos contra las Mujeres depende 
directamente del Fiscal General y es la unidad administrativa central 
competente para investigar y perseguir el delito de feminicidio y, en 
general, los delitos cometidos en perjuicio de las mujeres, lo anterior en 
atención a lo previsto en el artículo 38 del Lineamiento Provisional Para 
la Organización Interna de la Fiscalía General de Justicia del Estado de 
Nuevo León (FGJENL, 2018). 

Asimismo, dentro del acuerdo de reserva se estableció que se ac-
tualizaba la fracción IV del artículo 138 de la Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública del Estado de Nuevo León, consistente 
en que se considera información clasificada como reservada, la que 
obstruye la prevención y persecución de los delitos, al considerar que 
la carpeta de investigación se encontraba en la etapa de investigación 
o trámite, por lo que se actualizaba la hipótesis de referencia (HCNL, 
2022b). De igual forma, del acuerdo de reserva se observa que la auto-
ridad realizó una prueba de daño, la cual se encuentra contemplada en 
el artículo 129 de la legislación de la materia, misma que se transcribe 
para una mayor precisión y claridad, a continuación:

Artículo 129. En la aplicación de la prueba de daño, el sujeto 
obligado deberá justificar que:

I. La divulgación de la información representa un riesgo real, 
demostrable e identificable de perjuicio significativo al inte-
rés público;

II. El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación, supe-
ra el interés público general de que se difunda; y

III. La limitación se adecua al principio de proporcionalidad y 
representa el medio menos restrictivo disponible para evitar 
el perjuicio. (HCNL, 2022b)
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En cuanto a la fracción I, relativa a que “la divulgación de la información 
representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio signi-
ficativo al interés público”; se tiene que el sujeto obligado, estableció en 
su acuerdo de reserva, que la investigación de los delitos correspondía 
al Ministerio Público y a las policías, las cuales actuarán bajo la conduc-
ción y mando de aquél en el ejercicio de esta función y que el ejercicio 
de la acción penal ante los tribunales corresponde al Ministerio Público. 
A su vez, señaló que la ley determinará los casos en que los particula-
res podrán ejercer la acción penal ante la autoridad judicial, ello acorde 
a lo establecido en el artículo 26 de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Nuevo León (HCNL, 2022a).

De igual manera, precisó que el Ministerio Público, es la institución 
que tiene por objeto ejercer la representación y defensa de los inte-
reses de la sociedad, velar por la exacta observancia de las leyes de 
interés general y perseguir los delitos del orden común, y será desem-
peñado por una Fiscalía General de Justicia del Estado, lo anterior, de 
conformidad con el numeral 158 de la Constitución Local. A su vez, la 
autoridad mencionó que la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia, conforme a su artículo 1, tiene por objeto establecer 
la coordinación entre el Estado, los municipios y los sectores priva-
do y social, para prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia 
contra las mujeres, así como establecer los principios y modalidades 
para garantizar su acceso a una vida libre de violencia que favorezca 
su desarrollo y bienestar conforme a los principios de igualdad y de no 
discriminación (HCNL, 2007).

Consecuentemente, señaló que, para la investigación, persecución, 
sanción y todo lo referente al procedimiento de delitos, será aplicable la 
legislación procesal vigente, siendo el caso el Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales, ello acorde a lo establecido en el artículo 56 de 
la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. En ese 
sentido, el sujeto obligado destacó que los artículos 1 y 2 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, en lo medular, establecen que las 
disposiciones que lo conforman son de orden público y de observancia 
general en toda la República Mexicana, por los delitos que sean com-
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petencia de los órganos jurisdiccionales federales y locales en el marco 
de los principios y derechos consagrados en la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados Internacionales de los 
que el Estado Mexicano sea parte (HCU, 2021b). Asimismo, que dicho 
código nacional tiene por objeto:

Establecer las normas que han de observarse en la inves-
tigación, el procesamiento y la sanción de los delitos, para 
esclarecer los hechos, proteger al inocente, procurar que 
el culpable no quede impune y que se repare el daño, y así 
contribuir a asegurar el acceso a la justicia en la aplicación 
del derecho y resolver el conflicto que surja con motivo de la 
comisión del delito, en un marco de respeto a los derechos 
humanos. (Art. 2, HCU, 2021b)

Por consiguiente, dentro del acuerdo de reserva se analizó el Código 
Nacional de Procedimientos Penales, disponiendo lo siguiente sobre la 
competencia del Ministerio Público que es:

 Conducir la investigación, coordinar a las policías y a los 
servicios periciales durante la investigación, resolver sobre 
el ejercicio de la acción penal en la forma establecida por la 
ley y, en su caso, ordenar las diligencias pertinentes y útiles 
para demostrar, o no, la existencia del delito y la responsa-
bilidad de quien lo cometió o participó en su comisión. (Art. 
127, HCU, 2021b)

En adición, el ordinario 131, fracciones III y V, establecen que para los 
efectos del referido Código, el Ministerio Público tendrá entre sus atri-
buciones la de ejercer la conducción y el mando de la investigación de 
los delitos, para lo cual deberá coordinar a las policías y a los peritos du-
rante la misma; e  iniciar la investigación correspondiente cuando así 
proceda y, en su caso, ordenar la recolección de indicios y medios de 
prueba que deberán servir para sus respectivas resoluciones y las del 
órgano jurisdiccional, así como recabar los elementos necesarios que 
determinen el daño causado por el delito y la cuantificación del mismo 
para los efectos de su reparación (HCU, 2021b).
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Su numeral 211, dispone que el procedimiento penal comprende las 
siguientes etapas: 

I. La de investigación, que comprende las siguientes fases: 
a) Investigación inicial, que comienza con la presentación 
de la denuncia, querella u otro requisito equivalente y con-
cluye cuando el imputado queda a disposición del Juez de 
control para que se le formule imputación, e
b) Investigación complementaria, que comprende desde 
la formulación de la imputación y se agota una vez que se 
haya cerrado la investigación; 

II. La intermedia o de preparación del juicio, que comprende 
desde la formulación de la acusación hasta el auto de aper-
tura del juicio, y,

III. La de juicio, que comprende desde que se recibe el auto 
de apertura a juicio hasta la sentencia emitida por el Tribu-
nal de enjuiciamiento. (HCU, 2021b)

El dispositivo legal 212 dispone que: 

Cuando el Ministerio Público tenga conocimiento de la exis-
tencia de un hecho que la ley señale como delito, dirigirá la 
investigación penal, sin que pueda suspender, interrumpir 
o hacer cesar su curso, salvo en los casos autorizados en 
la misma. 

La investigación deberá realizarse de manera inmediata, 
eficiente, exhaustiva, profesional e imparcial, libre de es-
tereotipos y discriminación, orientada a explorar todas las 
líneas de investigación posibles que permitan allegarse de 
datos para el esclarecimiento del hecho que la ley señala 
como delito, así como la identificación de quien lo cometió o 
participó en su comisión (HCU, 2021b).



299

Por su parte, el artículo 213, estatuye que:

La investigación tiene por objeto que el Ministerio Público 
reúna indicios para el esclarecimiento de los hechos y, en 
su caso, los datos de prueba para sustentar el ejercicio de 
la acción penal, la acusación contra el imputado y la repa-
ración del daño.

A su vez, su numeral 218, establece que los registros de investigación, 
así como todos los documentos, independiente de su contenido o natu-
raleza, los objetos, los registros de voz e imagen o cosas que le están 
relacionados, son estrictamente reservados, y únicamente, las partes, 
podrán tener acceso a ellos (HCU, 2021b). Aunado a lo anterior, en el 
acuerdo de reserva, se analizó la Ley Orgánica de la Fiscalía General 
de Justicia del Estado de Nuevo León, particularmente su artículo 7, el 
cual estatuye que el Ministerio Público, cuenta con diversas facultades, 
destacando para el caso que nos ocupa:

I. Investigar los delitos que le corresponden al Estado con 
auxilio de las policías y los servicios periciales; 

II. III. Recabar los indicios y datos, así como ofrecer los medios 
de prueba tendientes al esclarecimiento de los hechos 
materia de la investigación; y (…)

 XVII. Asegurar, en su caso, los instrumentos, objetos o productos 
del delito, así como los bienes en que existan huellas o 
pueden tener relación con éste (HCNL, 2022c)

De igual forma, el sujeto obligado manifestó que, de conformidad con el 
numeral 10 de la ley orgánica en comento, la Fiscalía General de Justi-
cia del Estado, para el ejercicio de las facultades, funciones y despacho 
de los asuntos de su competencia, se integraría de diversos órganos 
y unidades, destacando para el caso que hoy nos ocupa, la Fiscalía 
Especializada en Femicidios, siendo ésta la unidad administrativa cen-
tral competente para investigar y perseguir el delito de feminicidio y, en 
general, los delitos cometidos en perjuicio de mujeres (HCNL, 2022c).
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Concluyendo, que el divulgar la información traería consigo un ries-
go real, demostrable e identificable, ya que al dar acceso a la carpeta 
de investigación a la ciudadanía, la persona o personas que se encuen-
tran bajo un proceso de investigación, directa o indirectamente, podrían 
obstaculizar, ocultar o eliminar pruebas, aunado a que, en muchos ca-
sos, el éxito de las investigaciones dependen de que tan oportunas 
y discretas sean llevadas las mismas; por lo cual, permitir su acceso 
vulneraría u obstaculizaría la carpeta de investigación y con ello se en-
torpecería ésta, trayendo consigo un daño irreparable para la imparti-
ción de justicia, que debe imperar en el país y sobre todo en el Estado.

Por otra parte, el sujeto obligado al aplicar la prueba de daño res-
pecto a la fracción II del artículo 129 de la LGTAIP, relativa a que el ries-
go de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público 
general de que se difunda; manifestó que, realizando una ponderación 
de los intereses en conflicto, advirtió que la publicidad de la información 
solicitada generaría un riesgo de perjuicio que rebasaría el interés pú-
blico protegido por la reserva (HCU, 2021a). Por lo que se manifestó 
que, en el caso concreto, la divulgación de la información que resulta de 
interés del particular lesionaría el interés jurídicamente protegido con-
sistente en la procuración de justicia, toda vez que el daño que pudiera 
producirse con la publicidad de ésta es mayor. 

Sustentando lo anterior, y tomando en consideración los bienes ju-
rídicos que tutela, consistentes en la procuración de justicia, la cual 
debe responder a la satisfacción del interés social y del bien común; la 
capacidad del Agente del Ministerio Público del Estado para sustanciar 
las carpetas de investigación que se tramitan ante dicha autoridad y 
resguardar la información contenida en éstas; así como el sigilo que 
ameritan las mismas. Para efecto de lo anterior, el sujeto obligado de-
terminó que, la reserva supera el ejercicio del derecho de acceso a la 
información, toda vez que la citada clasificación atiende a la protección 
de un interés jurídico superior para toda la sociedad.

Por otra parte, la autoridad al aplicar la prueba de daño, respecto a 
la fracción III, relativa a que la limitación se adecua al principio de pro-
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porcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para 
evitar el perjuicio (HCU, 2021a), se tiene que la Fiscalía Especializada 
en Feminicidios refirió que la restricción de proporcionar la información 
inmersa en una carpeta de investigación no podría traducirse en un 
medio restrictivo al derecho de acceso del peticionario, en razón de 
que la naturaleza de la información resulta proporcional al atender la 
importancia de los bienes jurídicos que tutela. Por otro lado, es preciso 
señalar que al analizar el acuerdo de reserva, el sujeto obligado obser-
vó los Lineamientos en materia de clasificación y desclasificación de la 
información, así como para la elaboración de versiones públicas de los 
sujetos obligados del Estado de Nuevo León particularmente, el artículo 
Vigésimo Segundo, que establece lo siguiente:

Vigésimo Segundo. De conformidad con el artículo 138, 
fracción IV de la Ley Estatal, podrá considerarse como in-
formación reservada, aquella que obstruya la prevención de 
delitos al obstaculizar las acciones implementadas por las 
autoridades para evitar su comisión, o menoscabar o limitar 
la capacidad de las autoridades para evitar la comisión de 
delitos. 

Para que se verifique el supuesto de reserva, cuando se 
cause un perjuicio a las actividades de persecución de los 
delitos, deben de actualizarse los siguientes elementos:

I. La existencia de un proceso penal en sustanciación o una 
carpeta de investigación en trámite; 

II. Que se acredite el vínculo que existe entre la información 
solicitada y la carpeta de investigación, o el proceso penal, 
según sea el caso; y

III. Que la difusión de la información pueda impedir u obs-
truir las funciones que ejerce el Ministerio Público o su equi-
valente durante la etapa de investigación o ante los tribu-
nales judiciales con motivo del ejercicio de la acción penal. 
(COTAI, 2020)
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En cuanto a la fracción I, el sujeto obligado refirió sobre la existencia de 
la carpeta de investigación en trámite, al precisar de manera puntal el 
número de carpeta de investigación, que ésta se encontraba en la eta-
pa de investigación o trámite. Asimismo, en cuanto a la fracción II, el su-
jeto obligado a fin de acreditar el vínculo existente entre la información 
solicitada y la carpeta de investigación, o el proceso penal, según sea 
el caso; manifestó que el particular estaba requiriendo la totalidad de 
la información que obra en la carpeta de investigación siendo evidente 
que los referidos documentos obran en ésta.

Finalmente, y en lo que toca a la fracción III correspondiente a que 
la difusión de la información pueda impedir u obstruir las funciones que 
ejerce el Ministerio Público o su equivalente durante la etapa de in-
vestigación o ante los tribunales judiciales con motivo del ejercicio de 
la acción penal, la autoridad refirió que, el dar a conocer la carpeta de 
investigación, vulneraría la secrecía que debe tener la información que 
integra a la misma, con lo cual se podría impedir u obstruir sus funcio-
nes, ya que los infractores pudieran tener pleno conocimiento de las 
investigaciones que se están realizando en su contra y con ello podrían 
evadir, obstaculizar, obstruir, e interrumpir las investigaciones.

Por otra parte, que de conformidad con el artículo 126 de la LG-
TAIP el sujeto obligado estableció la temporalidad de la reserva, la cual, 
en el presente caso fue de cinco años.   Además, es de precisar que, 
el acuerdo de reserva fue debidamente confirmado por su Comité de 
Transparencia acorde a lo establecido en el artículo 128 de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Nuevo 
León.

Posteriormente, el Instituto Estatal de Transparencia, Acceso a la 
Información y Protección Datos Personales, emitió una resolución en 
la cual determinó que fue correcta la clasificación de la información 
como reservada, ya que el sujeto obligado, en primer lugar, atendió 
puntualmente los términos establecidos en la Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública del Estado de Nuevo León, ya que la 
unidad administrativa correspondiente realizó el acuerdo de reserva de 
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información, además que aplicó la prueba de daño de forma correcta y 
observó los Lineamientos en materia de clasificación y desclasificación 
de la información, así como para la elaboración de versiones públicas 
de los sujetos obligados del Estado de Nuevo León.

Destacando, además, que se consideró acertada la argumentación 
del sujeto obligado, en el sentido de indicar que la divulgación de la 
información representa un riesgo real, demostrable e identificable de 
perjuicio significativo al interés público, ya que, al dar a conocer las 
actuaciones que obraban en la carpeta de investigación que se encon-
traba en trámite ante la Fiscalía Especializada en Feminicidios y Delitos 
cometidos contra las Mujeres, traería consigo un perjuicio significativo 
al interés público. Ello, al considerar que la carpeta de investigación 
es el conjunto de actas e informes que contienen los actos de inves-
tigación realizados por el agente o ¬fiscal del Ministerio Público, con 
el auxilio de la Policía y del personal pericial, de un hecho que la ley 
señala como delito, así como la probable responsabilidad de la persona 
imputada que lo haya cometido o participado en su ejecución.

En el entendido de que, la carpeta de investigación permite y jus-
ti¬fica jurídicamente que la persona sea presentada ante el Órgano 
Jurisdiccional correspondiente; y, se determinó por el órgano garante 
que, de hacerla pública, las personas bajo investigación, de manera 
directa o indirecta, podrían tener conocimiento de la misma, y con ello, 
obstaculizar, obstruir, y en su caso, burlar las consecuencias legales 
que les correspondieran.  Además, se estableció que, al dar a conocer 
la carpeta de investigación, se vulneraría la secrecía que debe tener la 
información que integra a la referida carpeta, y se estarían perjudicando 
las acciones relativas a la consecución y a la impartición de justicia, 
trayendo consigo un estado de ingobernabilidad. 

Finalmente, el Instituto de transparencia del Estado dio atención a 
la manifestación realizada por el recurrente en su escrito de inconfor-
midad, en cuanto a que, el expediente solicitado era producto de una 
grave violación a los derechos humanos, lo que se incluía dentro de las 
excepciones señaladas por el artículo 140 de la Ley de Transparencia y 
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Acceso a la Información Pública del Estado de Nuevo León, señalado el 
órgano garante del Estado que en el caso particular, no se actualizaban 
las excepciones establecidas en el numeral 140 de la Ley de la materia, 
por los motivos siguientes: 

El criterio federal cuyo rubro dice: Delitos o crímenes de lesa hu-
manidad. Su concepto para efectos del derecho de acceso a la infor-
mación de la averiguación previa que los investiga; dispone que, a fin 
de que se determine si un caso concreto se ubica en el supuesto de 
excepción relativo a delitos de lesa humanidad y se deba dar acceso 
a la averiguación previa correspondiente, es necesario atender, a nivel 
federal, al Título Tercero del Código Penal Federal, el cual tipifica como 
delitos contra la humanidad, en su artículo 149, a la violación a los 
deberes de humanidad respecto de prisioneros y rehenes de guerra y, 
en su artículo 149 bis, al genocidio (Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, 2012). 

A su vez, señaló que el Estado mexicano ratificó el Estatuto de 
Roma de la Corte Penal Internacional, adoptado en la capital italiana 
el 17 de julio de 1998. Asimismo, que el 31 de diciembre de 2005, se 
publicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto por el cual se 
promulgó dicho Estatuto. Estatuto anterior, que, en su artículo 7°, de-
fine los delitos o crímenes de lesa humanidad y establece un catálogo 
sobre las conductas que deberán considerarse como tales, por lo que, 
se entendería por crimen de lesa humanidad cualquiera de los actos 
siguientes: el asesinato; el exterminio; la esclavitud; la deportación o 
traslado forzoso de la población; la encarcelación u otra privación grave 
de la libertad física en violación de normas fundamentales de derecho 
internacional; la tortura; la violación, esclavitud sexual, prostitución for-
zada, embarazo forzado, esterilización forzada u otros abusos sexuales 
de gravedad comparable; la persecución de un grupo o colectividad con 
identidad propia fundada en motivos políticos, raciales, nacionales, ét-
nicos, culturales, religiosos, de género u otros motivos universalmente 
reconocidos como inaceptables con arreglo al derecho internacional; 
la desaparición forzada de personas; el crimen de apartheid, así como 
otros actos inhumanos de carácter similar que causen intencionalmente 
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grandes sufrimientos o atenten gravemente contra la integridad física o 
la salud mental o física (Corte Penal Internacional, 2002). 

Precisando además, que estos delitos serían considerados como 
crímenes de lesa humanidad de conformidad con el Estatuto de Roma, 
únicamente cuando se cometieran como parte de un ataque generali-
zado o sistemático contra una población civil y con conocimiento de di-
cho ataque; entendiéndose por ataque generalizado contra la población 
civil la línea de conducta que implique la comisión de actos menciona-
dos en el catálogo de referencia contra una multiplicidad de personas 
dentro de dicha población; mientras que por sistematizado debía enten-
derse que los actos se cometían de conformidad con la política de un 
Estado o de una organización de cometer esos actos o para promover 
esa política, es decir, en seguimiento de un plan preconcebido, lo cual 
excluiría a aquellos actos cometidos al azar (Lozada, 2019).

Por lo tanto, el Instituto de transparencia local, estableció que en el 
caso en concreto, no se actualizaban los supuestos previamente seña-
lados, para que pudiera determinar que, los hechos investigados dentro 
de la carpeta de investigación, se clasificaran como de los delitos de 
lesa humanidad, ya que éstos no correspondía a ataques generaliza-
dos o sistemáticos contra la población civil y con conocimiento de dicho 
ataque, primero, porque no fueron contra una multiplicidad de personas 
dentro de la población, y después, debido a que los actos investigados 
no se cometieron de conformidad con la política del Estado o de una or-
ganización, en seguimiento de un plan preconcebido. Reiterando, que 
no se surtía en la especia la excepción prevista por el artículo 140 de la 
ley de transparencia local.

De igual manera, cabe mencionar que en la resolución no se analizó 
el diverso supuesto de violaciones graves de derechos humanos, ya 
que no fue argumentado por la parte actora, no obstante lo cual, estimo 
importante señalar la siguiente tesis aislada emitida por la Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en Febrero de 2012, que 
estableció los siguientes criterios utilizables para calificar de grave una 
violación a derechos humanos:
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De conformidad con el artículo 14 de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Guberna-
mental, no puede alegarse el carácter de reservado cuando 
la averiguación previa investigue hechos constitutivos de 
graves violaciones a derechos humanos o delitos de lesa 
humanidad. A fin de que el intérprete determine si un caso 
concreto se ubica en el supuesto de excepción relativo a las 
violaciones graves a derechos humanos y deba dar acce-
so a la averiguación previa correspondiente, es necesario 
que atienda a los lineamientos sentados por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación y por la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos en esta materia. Siguiendo los 
lineamientos establecidos por este alto tribunal, para de-
terminar que una violación a derechos humanos es “grave” 
se requiere comprobar la trascendencia social de las vio-
laciones, lo cual se podrá determinar a través de criterios 
cuantitativos o cualitativos. El criterio cuantitativo determi-
na la gravedad de las violaciones demostrando que tienen 
una trascendencia social en función de aspectos medibles 
o cuantificables, tales como el número, la intensidad, la am-
plitud, la generalidad, la frecuencia o su prolongación en el 
tiempo, así como, evidentemente, la combinación de varios 
de estos aspectos. Es lógico que el criterio anterior no haya 
podido aplicarse a todos los casos, razón por la cual esta 
Suprema Corte también ha entendido que en algunos su-
puestos la trascendencia social de las violaciones se puede 
demostrar mediante un criterio cualitativo, determinando si 
éstas presentan alguna característica o cualidad que les dé 
una dimensión específica. En lo que respecta a la jurispru-
dencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
ese tribunal ha determinado que la “gravedad” radica, esen-
cialmente, en que se presenten las siguientes característi-
cas: multiplicidad de violaciones comprendidas dentro del 
fenómeno delictivo; especial magnitud de las violaciones en 
relación a la naturaleza de los derechos afectados; y una 
participación importante del Estado, al ser los actos cometi-
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dos por agentes estatales o con la aquiescencia, tolerancia 
o apoyo del Estado . (SCJN, 2012)

De la lectura anterior, cabe considerar que en los casos que así lo ame-
riten, se requiere analizar los requisitos necesarios para que una carpe-
ta de investigación que se encuentra en curso pueda ser pública bajo 
el argumento de que se trata de hechos que pueden ser considerados 
como una violación grave a los derechos humanos, es decir, que se 
pueda acreditar la multiplicidad de violaciones comprendidas dentro del 
fenómeno delictivo; especial magnitud de las violaciones en relación a 
la naturaleza de los derechos afectados; y una participación importante 
del Estado, al ser los actos cometidos por agentes estatales o con la 
aquiescencia, tolerancia o apoyo del Estado.

Caso 2: Acceso a documentos que obran en una carpeta de 
investigación.

Solicitud: 

El particular, ejerciendo su derecho fundamental de acceso a la in-
formación, solicitó a la Fiscalía General de Justicia del Estado de Nue-
vo León, le proporcionara el documento donde conste la intervención 
de comunicaciones, así como localización geográfica en tiempo real, 
realizadas dentro de la carpeta de investigación, respecto al secuestro 
de una persona determinada. 

Respuesta:

La Fiscalía General de Justicia del Estado, comunicó al particular 
que la información peticionada estaba clasificada como reservada, ar-
gumentando que éste se encontraba activa, es decir, en la etapa de 
investigación o trámite, ante la Fiscalía Especializada Antisecuestros, 
por lo cual, estaría fuera del alcance del dominio público, por el término 
de cinco años.
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El Recurso de Revisión

El particular, inconforme con la respuesta que le fue brindada por 
parte del sujeto obligado, interpuso un recurso de revisión ante este 
Instituto Estatal de Transparencia, Acceso a la Información y Protec-
ción de Datos Personales, manifestando que la respuesta viola en su 
perjuicio, el derecho de acceso a la información y principio de máxima 
publicidad, ya que el sujeto obligado se niega a entregar la información.

Por su parte, la Fiscalía General de Justicia del Estado, al rendir su 
informe justificado, reiteró los términos de su respuesta, al indicar que 
la carpeta de investigación se encontraba fuera del alcance del dominio 
público, ya que la misma estaba activa, es decir, en la etapa de trámite 
o investigación. Asimismo, el sujeto obligado dentro de su informe justi-
ficado allegó el acuerdo de reserva respectivo, del cual se desprenden 
los argumentos que se precisan, a continuación:  

En primer lugar, es necesario señalar que el acuerdo de reserva fue 
elaborado por la Fiscalía Especializada Antisecuestros, de conformidad 
con el artículo 125 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública del Estado de Nuevo León, que refiere que los titulares de 
las áreas serán los responsables de clasificar la información (HCNL, 
2022b).  Para ello, el sujeto obligado estableció que, de conformidad el 
artículo 158 de la Constitución Local, el Ministerio Público es la institu-
ción que tiene por objeto ejercer la representación y defensa de los in-
tereses de la sociedad, velar por la exacta observancia de las leyes de 
interés general y perseguir los delitos del orden común (HCNL, 2022a).

Además, se precisó que el Ministerio Público cuenta con diversas 
facultades, destacando para el caso que nos ocupa: 

III. Investigar los delitos que le corresponden al Estado con 
auxilio de las policías y los servicios periciales; 

IV. III. Recabar los indicios y datos, así como ofrecer los medios 
de prueba tendientes al esclarecimiento de los hechos 
materia de la investigación; y (…)
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 XVIII. Asegurar, en su caso, los instrumentos, objetos o productos 
del delito, así como los bienes en que existan huellas o 
pueden tener relación con éste (HCNL, 2022c).

De igual forma, se estableció que, para el ejercicio de las facultades, 
funciones y despacho de los asuntos de su competencia, la Fiscalía 
General se integrará de diversos órganos y unidades, destacando para 
el caso que hoy nos ocupa la Fiscalía Especializada Antisecuestro, ello, 
de conformidad con el numeral 10 de la Ley Orgánica referida en el 
párrafo anterior.

Finalmente, la autoridad expresó que en atención a lo previsto en el 
artículo 37 del Lineamiento Provisional Para la Organización Interna de 
la Fiscalía General de Justicia del Estado de Nuevo León: 

 La Fiscalía Especializada Antisecuestro, es la unidad admi-
nistrativa competente para investigar y perseguir los delitos 
en materia de secuestros y de aquellos que se encuentren 
relacionados con esa especialidad [además, que tiene entre 
sus atribuciones] planear los operativos y dirigir el equipo 
de investigación policial, con el fin de obtener elementos de 
prueba que coadyuven a la integración y fortalecimiento de 
las indagatorias, a la liberación de las víctimas del secuestro 
y la acreditación de la responsabilidad de los imputados. 
(FGJENL, 2018)

Asimismo, en el acuerdo de reserva también se estableció, que se ac-
tualizaba la fracción IV del artículo 138 de la Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública del Estado de Nuevo León, consisten-
te en que se considera información clasificada como reservada la que 
obstruye la prevención y persecución de los delitos, al considerar que 
la carpeta de investigación se encontraba en la etapa de investigación 
o trámite, por lo que se actualizaba la hipótesis de referencia. De igual 
forma, del acuerdo de reserva se observa que la autoridad realizó una 
prueba de daño, la cual se encuentra contemplada en el artículo 129 de 
la legislación de la materia, misma que se transcribe para una mayor 
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precisión y claridad, a continuación:

Artículo 129. En la aplicación de la prueba de daño, el sujeto 
obligado deberá justificar que:

I. La divulgación de la información representa un riesgo real, 
demostrable e identificable de perjuicio significativo al inte-
rés público;

II. El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera 
el interés público general de que se difunda; y

III. La limitación se adecua al principio de proporcionalidad y 
representa el medio menos restrictivo disponible para evitar 
el perjuicio. (HCNL, 2022b)

En cuanto a la fracción I relativa a que la divulgación de la información 
representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio signi-
ficativo al interés público, se tiene que el sujeto obligado estableció en 
su acuerdo de reserva, que la investigación de los delitos correspondía 
al Ministerio Público y a las policías, las cuales actuarán bajo la conduc-
ción y mando de aquél en el ejercicio de esta función y que el ejercicio 
de la acción penal ante los tribunales corresponde al Ministerio Público. 
A su vez, señaló que la ley determinará los casos en que los particula-
res podrán ejercer la acción penal ante la autoridad judicial, ello acorde 
a lo establecido en el artículo 26 de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Nuevo León.

De igual manera, precisó que el Ministerio Público es la institución 
que tiene por objeto ejercer la representación y defensa de los inte-
reses de la sociedad, velar por la exacta observancia de las leyes de 
interés general y perseguir los delitos del orden común, y será desem-
peñado por una Fiscalía General de Justicia del Estado (HCNL, 2022a). 
A su vez, la autoridad mencionó que la Ley General para Prevenir y 
Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro, Reglamentaria de la 
fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, esto, conforme a su artículo 2, establece que, para 
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la investigación, persecución y sanción de los delitos previstos en la ley 
en comento, se aplicará, entre otras normativas, el Código Nacional de 
Procedimientos Penales (HCU, 2021c).

En ese sentido, el sujeto obligado destacó que, el artículo 1 y 2 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales, en lo medular establecen 
que las disposiciones que lo conforman son de orden público y de ob-
servancia general en toda la República Mexicana, por los delitos que 
sean competencia de los órganos jurisdiccionales federales y locales 
en el marco de los principios y derechos consagrados en la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los Tratados Inter-
nacionales de los que el Estado mexicano sea parte. Asimismo, que 
dicho código nacional tiene por objeto establecer las normas que han 
de observarse en la investigación, el procesamiento y la sanción de los 
delitos, para esclarecer los hechos, proteger al inocente, procurar que 
el culpable no quede impune y que se repare el daño y así contribuir a 
asegurar el acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver 
el conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, en un marco 
de respeto a los derechos humanos (HCU, 2021b).

Por consiguiente, dentro del acuerdo de reserva se analizó el Có-
digo Nacional de Procedimientos Penales, disponiendo que el artículo 
127 estatuye que:

Compete al Ministerio Público conducir la investigación, 
coordinar a las policías y a los servicios periciales durante 
la investigación, resolver sobre el ejercicio de la acción pe-
nal en la forma establecida por la ley y, en su caso, ordenar 
las diligencias pertinentes y útiles para demostrar, o no, la 
existencia del delito y la responsabilidad de quien lo cometió 
o participó en su comisión. (HCU, 2021b)
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El ordinario 131, fracciones III y V, establece que, para los efectos del 
referido Código, el Ministerio Público tendrá entre sus atribuciones:

III.  Ejercer la conducción y el mando de la investigación de 
los delitos, para lo cual deberá coordinar a las policías y a 
los peritos durante la misma; 

V. Iniciar la investigación correspondiente cuando así proce-
da y, en su caso, ordenar la recolección de indicios y medios 
de prueba que deberán servir para sus respectivas resolu-
ciones y las del Órgano jurisdiccional, así como recabar los 
elementos necesarios que determinen el daño causado por 
el delito y la cuantificación del mismo para los efectos de su 
reparación. (HCU, 2021b)

Su numeral 211, dispone que el procedimiento penal comprende las 
siguientes etapas: 

I. La de investigación, que comprende las siguientes fases: 
a) Investigación inicial, que comienza con la presentación 
de la denuncia, querella u otro requisito equivalente y con-
cluye cuando el imputado queda a disposición del Juez de 
control para que se le formule imputación, e,
b) Investigación complementaria, que comprende desde 
la formulación de la imputación y se agota una vez que se 
haya cerrado la investigación; 

II. La intermedia o de preparación del juicio, que comprende 
desde la formulación de la acusación hasta el auto de aper-
tura del juicio, y,

III. La de juicio, que comprende desde que se recibe el auto 
de apertura a juicio hasta la sentencia emitida por el Tribu-
nal de enjuiciamiento. (HCU, 2021b)

El dispositivo legal 212 dispone que:
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Cuando el Ministerio Público tenga conocimiento de la exis-
tencia de un hecho que la ley señale como delito, dirigirá la 
investigación penal, sin que pueda suspender, interrumpir 
o hacer cesar su curso, salvo en los casos autorizados en 
la misma. 

La investigación deberá realizarse de manera inmediata, 
eficiente, exhaustiva, profesional e imparcial, libre de es-
tereotipos y discriminación, orientada a explorar todas las 
líneas de investigación posibles que permitan allegarse de 
datos para el esclarecimiento del hecho que la ley señala 
como delito, así como la identificación de quien lo cometió o 
participó en su comisión. (HCU, 2021b)

Por su parte, el artículo 213, estatuye que:

La investigación tiene por objeto que el Ministerio Público 
reúna indicios para el esclarecimiento de los hechos y, en 
su caso, los datos de prueba para sustentar el ejercicio de 
la acción penal, la acusación contra el imputado y la repara-
ción del daño. (HCU, 2021b)

A su vez, su numeral 218, establece que “los registros de investigación, 
así como todos los documentos, independientemente de su contenido 
o naturaleza, los objetos, los registros de voz e imagen o cosas que le 
están relacionados, son estrictamente reservados, y únicamente, las 
partes, podrán tener acceso” (HCU, 2021b).  Aunado a lo anterior, en el 
acuerdo de reserva, se analizó la Ley Orgánica de la Fiscalía General 
de Justicia del Estado de Nuevo León, particularmente su artículo 7, el 
cual estatuye que el Ministerio Público, cuenta con diversas facultades, 
destacando para el caso que nos ocupa: 

I. la de investigar los delitos que le corresponden al Estado con 
auxilio de las policías y los servicios periciales; 
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II. Recabar los indicios y datos, así como ofrecer los medios de 
prueba tendientes al esclarecimiento de los hechos materia 
de la investigación;

III. Asegurar, en su caso, los instrumentos, objetos o productos 
del delito, así como los bienes en que existan huellas o 
pueden tener relación con éste. (HCNL, 2022c)

De igual forma, el sujeto obligado manifestó que de conformidad con el 
numeral 10 de la ley orgánica en comento, la Fiscalía General de Justi-
cia del Estado, para el ejercicio de las facultades, funciones y despacho 
de los asuntos de su competencia, se integraría de diversos órganos 
y unidades, destacando para el caso que hoy nos ocupa, la Fiscalía 
Especializada Antisecuestros, siendo ésta la unidad administrativa cen-
tral competente para investigar y perseguir los delitos en materia de 
secuestros y de aquellos que se encuentren relacionados con esa es-
pecialidad (HCNL, 2022c). 

Concluyendo, que el divulgar la información traería consigo un ries-
go real, demostrable e identificable, ya que al dar acceso a la carpeta 
de investigación a la ciudadanía, particularmente a las acciones que en 
su caso se hubiera realizado en la misma, la persona o personas que 
se encuentran bajo un proceso de investigación, directa o indirecta-
mente, podrían obstaculizar, ocultar o eliminar pruebas, aunado a que, 
en muchos casos, el éxito de las investigaciones dependen de que tan 
oportunas y discretas sean llevadas las mismas, por lo cual, permitir 
su acceso vulneraría u obstaculizaría la integración de la carpeta de 
investigación y con ello se entorpecería ésta, trayendo consigo un daño 
irreparable para la impartición de justicia, que debe imperar en el país 
y sobre todo en el Estado. 

Por otra parte, el sujeto obligado al aplicar la prueba de daño, res-
pecto a la fracción II, relativa a que el riesgo de perjuicio que supondría 
la divulgación supera el interés público general de que se difunda, ma-
nifestó que realizando una ponderación de los intereses en conflicto, 
advirtió que la publicidad de la información solicitada generaría un ries-
go de perjuicio que rebasaría el interés público protegido por la reserva. 
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Manifestando que, en el caso concreto, la divulgación de la información 
que resulta de interés del particular lesionaría el interés jurídicamen-
te protegido consistente en la procuración de justicia, toda vez que el 
daño que pudiera producirse con la publicidad de ésta es mayor. 

Para efecto de sustentar lo anterior, la autoridad señaló que, de di-
fundirse la información, se trastocarían las tareas propias del Ministerio 
Público, pues se revelaría el uso de tecnología y en su caso, la eficacia 
y eficiencia de los instrumentos que han dado mayor resultando para 
combatir este tipo de delito, con lo cual, las personas que practican 
estas conductas delictivas tendrían ventaja sobre las autoridades en-
cargadas de procurar la justicia, lo que es proclive a un escenario favo-
recedor de la impunidad que en definitiva, es contrario al orden público 
y al interés social. Por lo tanto, el sujeto obligado estimó que, bajo una 
ponderación de los efectos que produce la reserva o la difusión de la 
información, se arribó a la conclusión de que, de dar a conocer la in-
formación requerida, sería mayor el perjuicio causado, que el beneficio 
generado con su divulgación.

Por otra parte, la autoridad al aplicar la prueba de daño, respecto a 
la fracción III, relativa a que la limitación se adecua al principio de pro-
porcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para 
evitar el perjuicio, se tiene que la Fiscalía Especializada Antisecuestros 
refirió que la restricción de proporcionar la información inmersa en una 
carpeta de investigación no podría traducirse en un medio restrictivo al 
derecho de acceso del peticionario, en razón de que la naturaleza de la 
información resulta proporcional al atender la importancia de los bienes 
jurídicos que tutela.

Por otro lado, es preciso señalar que al analizar el acuerdo de reser-
va el sujeto obligado observó los Lineamientos en materia de clasifica-
ción y desclasificación de la información, así como para la elaboración 
de versiones públicas de los sujetos obligados del Estado de Nuevo 
León particularmente, el artículo vigésimo segundo, que establece lo 
siguiente:



316

“Vigésimo Segundo. De conformidad con el artículo 138, 
fracción IV de la Ley Estatal, podrá considerarse como in-
formación reservada, aquella que obstruya la prevención de 
delitos al obstaculizar las acciones implementadas por las 
autoridades para evitar su comisión, o menoscabar o limitar 
la capacidad de las autoridades para evitar la comisión de 
delitos. 

Para que se verifique el supuesto de reserva, cuando se 
cause un perjuicio a las actividades de persecución de los 
delitos, deben de actualizarse los siguientes elementos:

I. La existencia de un proceso penal en sustanciación o una 
carpeta de investigación en trámite; 

II. Que se acredite el vínculo que existe entre la información 
solicitada y la carpeta de investigación, o el proceso penal, 
según sea el caso; y

III. Que la difusión de la información pueda impedir u obs-
truir las funciones que ejerce el Ministerio Público o su equi-
valente durante la etapa de investigación o ante los tribu-
nales judiciales con motivo del ejercicio de la acción penal. 
(COTAI, 2020)

En cuanto a la fracción I, el sujeto obligado refirió sobre la existencia 
de la carpeta de investigación en trámite, ya que precisó de manera 
puntal el número de carpeta de investigación, señalando además que 
ésta se encontraba en la etapa de investigación o trámite. Asimismo, 
en cuanto a la fracción II, el sujeto obligado a fin de acreditar el vínculo 
existente entre la información solicitada y la carpeta de investigación, o 
el proceso penal, según sea el caso; manifestó que el solicitante estaba 
requiriendo información de actuaciones de una carpeta de investiga-
ción, la cual, se encontraba en la etapa de investigación, tan es así, que 
el particular solicitó de forma puntal documentos relativos al secuestro 
de una persona determinada.
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Finalmente, en lo que toca a la fracción III, correspondiente a que 
la difusión de la información pueda impedir u obstruir las funciones que 
ejerce el Ministerio Público o su equivalente durante la etapa de in-
vestigación o ante los tribunales judiciales con motivo del ejercicio de 
la acción penal, la autoridad refirió que, el dar a conocer la carpeta de 
investigación, vulneraría la secrecía que debe tener la información que 
integra a la misma, con lo cual se podría impedir u obstruir sus funcio-
nes, ya que los infractores pudieran tener pleno conocimiento de las 
investigaciones que se están realizando en su contra y con ello podrían 
evadir, obstaculizar, obstruir, e interrumpir las investigaciones.

Por otra parte, de conformidad con el artículo 126 de la legislación 
en comento, el sujeto obligado estableció la temporalidad de la reserva, 
la cual, en el presente caso fue de cinco  años.  Además, es de precisar 
que, el acuerdo de reserva fue debidamente confirmado por su Comité 
de Transparencia acorde a lo establecido en el artículo 128 de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Nuevo 
León. Posteriormente, el Instituto Estatal de Transparencia, Acceso a 
la Información y Protección Datos Personales, emitió una resolución 
en la cual determinó que fue correcta la clasificación de la información 
como reservada, ya que el sujeto obligado, en primer lugar, atendió 
puntualmente los términos establecidos en la Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública del Estado de Nuevo León, ya que la 
unidad administrativa correspondiente realizó el acuerdo de reserva de 
información, además que, aplicó la prueba de daño de forma correcta y 
observó los Lineamientos en materia de clasificación y desclasificación 
de la información, así como para la elaboración de versiones públicas 
de los sujetos obligados del Estado de Nuevo León.

Destacando además que se consideró acertada la argumentación 
del sujeto obligado, en el sentido de indicar que la divulgación de la 
información representa un riesgo real, demostrable e identificable de 
perjuicio significativo al interés público, ya que al dar a conocer las ac-
tuaciones que obraban en la carpeta de investigación que se encon-
traba en trámite ante la Fiscalía Especializada Antisecuestros, traería 
consigo un perjuicio significativo al interés público. Ello, al considerar 
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que la carpeta de investigación es el conjunto de actas e informes que 
contienen los actos de investigación realizados por el agente o ¬fiscal 
del Ministerio Público, con el auxilio de la policía y del personal pericial, 
de un hecho que la ley señala como delito, así como la probable res-
ponsabilidad de la persona imputada que lo haya cometido o participa-
do en su ejecución.

En el entendido de que, la carpeta de investigación permite y jus-
ti¬fica jurídicamente que la persona sea presentada ante el órgano ju-
risdiccional correspondiente y se determinó por este órgano garante 
que, de hacerla pública, las personas bajo investigación, de manera 
directa o indirecta, podrían tener conocimiento de la misma, y con ello, 
obstaculizar, obstruir, y en su caso, burlar las consecuencias legales 
que les correspondieran.  Además, se estableció que, al dar a conocer 
la carpeta de investigación, se vulneraría la secrecía que debe tener la 
información que integra a la referida carpeta, y se estarían perjudicando 
las acciones relativas a la consecución y a la impartición de justicia, 
trayendo consigo un estado de ingobernabilidad.

Por último, el órgano garante, determinó que, de difundirse la infor-
mación solicitada, se trastocarían las tareas propias del Ministerio Pú-
blico, pues se revelarían motivos o indicios específicos que sustentan 
su trabajo de investigación, ya que, la información estaría en manos 
de un tercero (solicitante), desconociéndose la utilización que pudiera 
hacerse de la misma o bien, a quien podría retrasmitírsela. Y, con esto 
se pondrían en riesgo los objetivos legítimos del Estado, al conllevar 
la posibilidad de alertar sobre las investigaciones a quienes pueden 
estar sujetos a ellas, lo que es proclive a un escenario favorecedor de 
la impunidad que, en definitiva, es contrario al orden público y al interés 
social.
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RETOS, CARENCIAS, OMISIONES Y 
DEFECTOS QUE EXISTEN CUANDO 
SE PRETENDE CLASIFICAR COMO 
RESERVADA LA INFORMACIÓN PÚBLICA

Mtra. María Teresa Treviño Fernández

Introducción   

El presente documento tiene por objetivo revisar dos casos prácticos, 
mediante los cuales se ejemplifica la clasificación de información pú-
blica, en el primer caso se observa que el particular dio a conocer me-
diante la Plataforma Nacional de Transparencia, su inconformidad en 
contra de los Servicios a la Navegación en el Espacio Aéreo Mexicano, 
determinando, que no se presentaba publicada la información reque-
rida por el particular, adicionalmente se menciona por el mismo, que 
únicamente se observaba el acta del Comité de Transparencia. Por su 
parte, en el segundo caso, se analiza un recurso de revisión relativo a 
la información pública consistente en las denuncias, quejas, reclamos 
o informes presentado ante el Instituto Federal de Telecomunicaciones.

Ambos casos concentran un análisis en torno a la fracción VI del 
artículo 113 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción, sobre la reserva de información pública que obstruya las activida-
des de verificación, inspección y auditoría relativas al cumplimiento de 
las leyes o afecte la recaudación de contribuciones (H. Congreso de la 
Unión, 04 de mayo de 2015).

En México los procesos democráticos presentan cada día más re-
levancia, esto mediante ciertas reglas y procesos que apoyen a las au-
toridades, así pues, la democracia forma parte de una representación 
de gobierno (Hintelholher, 2019). En este sentido cabe mencionar que 
ciertas actividades que los ciudadanos realizan, tales como demandas 
y las resoluciones que se ejecutan en el sentido más puro de la de-
mocracia, se nutren mediante estos mismos ejercicios democráticos. 
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Aunado a lo anterior, la transparencia fortalece la rendición de cuentas 
y a su vez forja criterios más amplios de involucramiento ciudadano que 
fortalece el sistema democrático. 

Para ello, vale la pena señalar que, al hablar de la garantía de la 
transparencia, es necesario conocer su definición, según Moraes & 
González (2021) esta, es entendida como la difusión de la información 
y rendición de cuentas de los servidores públicos sobre quienes se in-
terpone una responsabilidad, eso mediante los tres poderes del Estado, 
y por lo consiguiente a las instituciones pertinentes. Por lo que en este 
sentido, la rendición de cuentas forma parte de un deber ser por par-
te de los servidores públicos y consiste en propiciar condiciones para 
poder construir una democracia más participativa, efectiva y funcional, 
donde exista mayor responsabilidad. Así pues, cualquier institución, or-
ganismo, autoridad o entidad que ejerza recursos públicos son respon-
sables de llevar a cabo el proceso de rendición de cuentas y presentar 
los resultados a la sociedad en su papel de crítico y juzgador. Desde el 
ámbito ciudadano se puede pedir a los funcionarios públicos que infor-
men sobre sus decisiones o que expliquen sus actos, así como la forma 
para acceder a trámites y servicios, entre otros. (INAI, 2019, p.12)

Siguiendo estas ideas, se plantea que la transparencia y rendición 
de cuentas parten de una responsabilidad ética, y totalmente legal, 
que dispone de un instrumento ciudadano y del gobierno para que los 
funcionarios ejecuten de manera correcta sus funciones determinadas 
por las normas que la sociedad tiene establecidas para lograr la con-
formidad en cada índole específica establecida por el ciudadano (Hin-
telholher 2019; Moraes & González, 2021). Para ejemplificar esto, se 
exponen los siguientes casos en relación con la reserva de información 
pública que obstruya las actividades de verificación, inspección y audi-
toría relativas al cumplimiento de las leyes o afecte la recaudación de 
contribuciones.
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Caso 1: Denuncia por el incumplimiento de obligaciones 
de transparencia contra de los Servicios a la Navegación 
en el Espacio Aéreo Mexicano

El primer caso a revisar, con fecha diez de marzo del dos mil veintidós, 
con número de expediente DIT 0262/2022, asevera que en el apartado 
sobre los detalles de la denuncia presentada por el particular dando 
a conocer mediante la Plataforma Nacional de Transparencia, su in-
conformidad en contra de los Servicios a la Navegación en el Espacio 
Aéreo Mexicano, esto con motivo de que no se muestra publicada la 
información correspondiente a los trimestres dos, tres y cuatro de 2021, 
haciendo cierta mención sobre la existencia del acta del Comité de 
Transparencia, destacando la necesidad que estuviera expuesta toda 
la información de los apartados pertinentes (INAI, 2022).

Para tener un panorama completo del caso, cabe señalar:

I. Motivo: Denuncia por el incumplimiento de obligaciones de 
transparencia contra de los Servicios a la Navegación en el 
Espacio Aéreo Mexicano.

II. Descripción de la denuncia: Como determinante de la fracción 
relativa siendo resultado de la auditoría, se determina la 
petición del solicitante, mencionando por su parte que no se 
encuentra publicada la información de los trimestres 2, 3 y 
4 de 2021. En su relato el sujeto menciona que, “Al hacer 
click en los renglones, se visualiza un acta del comité de 
transparencia” (sic)

III. Respuesta: A través del Instituto Nacional de Transparencia, 
Acceso a la Información y Protección de Datos personales 
fue determinada infundada la denuncia exteriorizada, toda 
vez que el sujeto obligado al momento de la interposición 
de la denuncia, tenía comprobación de manera correcta la 
ausencia de información de la fracción XXIV del artículo 70 
de la Ley General de Transparencia.

IV. Discusión: Partiendo de los Lineamientos Técnicos 
Generales, se observa que el sujeto obligado, para la fracción 
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XXIV del artículo 70 de la Ley General, debe publicar como 
también tener, de forma trimestral, lo relativo a los informes 
de resultados de las auditorías en su relación con el ejercicio 
presupuestal de cada sujeto obligado le convenga, y, las 
aclaraciones pertinentes, para su oportuna publicación y que 
corresponda a los tres ejercicios anteriores. 

 � Para ello, es necesario tener en cuenta que el particular 
presentó una denuncia por el incumplimiento a la obligación 
de transparencia contenida en la fracción XXIV, del artículo 
70 de la Ley General, al señalar que a su dicho, en la fracción 
relativa a los resultados de auditorías no está publicada la 
información del segundo, tercer y cuarto trimestres de 2021, 
pues al intentar ingresar a la información del hipervínculo, se 
visualiza un acta del Comité de Transparencia, señalando 
como denunciados los cuatro trimestres de dos mil veintiuno, 
sin embargo, el particular al manifestar su inconformidad 
respecto del segundo, tercer y cuarto trimestres de ese 
ejercicio, serán esos los periodos analizados en la presente 
resolución. 

Así pues, de la primera verificación al contenido 
publicado por el Sujeto Obligado en el SIPOT, se 
pudo identificar que, para el segundo, tercer y cuar-
to trimestres de dos mil veintiunos existe publicado 
un registro para cada uno de éstos, mismos que se 
encuentran vacíos para todos sus criterios. En este 
sentido, se identificaron tres leyendas, una para 
cada uno de los tres registros en el criterio “nota”, a 
través de la cual el sujeto obligado pretendía justi-
ficar la ausencia de información. (INAI,2022, p.17)

Atendiendo a lo anterior, con fecha diez de marzo de dos mil veintidós, 
la Secretaría de Acceso a la Información al accionar los procesos ne-
cesarios para atender la denuncia, vinculó hacia la Dirección General 
de Enlace de la Administración Pública Centralizada y Tribunales Ad-
ministrativos para los efectos que se establecen en el procedimiento 
de la denuncia por incumplimiento a las obligaciones de transparencia 
previstas.



326

Posteriormente, con fecha diez de marzo de dos mil veintidós, la 
Secretaría de Acceso a la Información, mediante correo electrónico 
remitió el oficio y el escrito de la denuncia a la Dirección General de 
Enlace, a efecto de que se atendiera de manera oportuna, teniendo en 
cuenta los lineamientos de la denuncia. Siguiendo esta línea, la direc-
ción General de Enlace consintió a trámite la denuncia presentada por 
el particular, dicho escrito cubrió los requerimientos pertinentes previs-
tos en el artículo 91 de la Ley General, como también su presencia en 
el numeral Noveno de los Lineamientos de denuncia. 

Se puede observar así, cierta evidencia presentada en el expedien-
te que enfatiza verificación de manera virtual con respecto a la vista 
pública del Sistema de Portales de Obligaciones de Transparencia (SI-
POT) a la fracción XXIV del artículo 70 de la ley General, advirtiendo 
que, el sujeto obligado publicó tres registros que se mencionan a conti-
nuación, el primero se realizó el segundo cuatrimestre de dos mil vein-
tiuno, posteriormente el tercer trimestre de dos mil veintiuno, por último 
para el cuarto cuatrimestre de dos mil veintiuno.

Retomando lo anterior, con ayuda de la herramienta de comunica-
ción y con fundamento en el numeral Décimo cuarto de los lineamientos 
de denuncia, se notificó a la Unidad de Transparencia de los servicios a 
la Navegación en el Espacio Aéreo Mexicano, la admisión de la denun-
cia, otorgándole un plazo de tres días hábiles, para rendir su informe de 
justificación sobre la inconformidad denunciada.

Mediante el informe el Comité de Transparencia de la Secretaría de 
la Función Pública consideró que, en términos del artículo 103 de la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, donde se 
señala la acreditación los requisitos relativos al Vigésimo cuarto de los 
Lineamientos en materia de clasificación y desclasificación de la infor-
mación, así como para la elaboración de versiones públicas, conforme 
lo siguiente: 

Se acreditó la existencia de la auditoría practicada por el 
Área de Auditoría del Órgano Interno de Control en Servi-
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cios a la Navegación en el Espacio Aéreo Mexicano. Así que 
el procedimiento de auditoría se encuentra en seguimiento 
de observaciones. Que derivado de las atribuciones regla-
mentarias con que cuenta el Área de Auditoría Interna, per-
mite revisar las actividades de las unidades administrativas 
y determinar su cumplimiento a la normatividad aplicable y, 
en su caso, determinar la existencia de faltas administrati-
vas en términos de la Ley General de la materia. Así mismo 
debe resguardarse la información recabada en el proceso 
de auditoría, hasta en tanto se tenga la información veraz de 
los hechos que pudieran constituir una falta administrativa. 
Que, en caso de no resguardar tal información, ocasiona 
un daño irreparable a la función de fiscalización, indepen-
dencia y discrecionalidad de la autoridad fiscalizadora (INAI, 
2022, p.5).

Asimismo, el sujeto obligado anexó la Resolución de la Vigésima Quin-
ta Sesión Ordinaria del Comité de Transparencia de la Secretaría de la 
Función Pública, del trece de julio de dos mil veintiuno, que, en la parte 
correspondiente a los Servicios a la Navegación en el Espacio Aéreo 
Mexicano, señala lo siguiente:

La presencia de un procedimiento de auditoría concerniente 
al cumplimiento de las leyes. Este requisito se acredita en 
virtud de la existencia de la auditoría que se encuentra rea-
lizando el Área de Auditoría Interna del órgano Interno en 
Servicios a la Navegación en el Espacio Aéreo Mexicano. 
(INAI, 2022, p.25).

Cabe recalcar que, a pesar de que se mencionó anteriormente el pro-
ceso de auditoría, este proceso lo comprenden diversos momentos 
trascendentales, tales como la planeación, ejecución, presentación del 
informe de auditoría, seguimiento de observaciones, informe de segui-
miento y en su caso el informe de irregularidades detectadas. Por lo 
que este debe concebirse como un único proceso, pues una etapa de-
pende directamente de la realización de la que le precede, aunado a 
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que dicho proceso sistemático persigue un objetivo único, que es el de 
prevenir y combatir la corrupción y abatir la impunidad, mediante la fis-
calización de las actividades del Órgano Interno de Control en Servicios 
a la Navegación en el Espacio Aéreo Mexicano. En el caso en concreto, 
los expedientes de Auditorías señalados se encuentran en seguimiento 
de observaciones. 

Es así que, mediante las determinaciones anteriores la Dirección 
General de Enlace, se realizaron dos verificaciones virtuales para iden-
tificar los rasgos necesarios y así calificar la denuncia, como también 
analizar el estado que presentó la información en el SIPOT, y lo señala-
do por el sujeto obligado y su informe justificado.

Continuando con esta misma línea se presenta un documento por 
parte conveniente que menciona:

()... la existencia de un procedimiento de auditoría relativo al 
cumplimiento de las leyes […]. Este requisito se acredita en 
virtud de la existencia de la auditoría que se encuentra rea-
lizando el Área de Auditoría Interna de Desarrollo y Mejora 
de la Gestión Pública del OIC-SENEAM.

En este sentido, en tres diferentes actas publicadas por el sujeto obli-
gado, se llevó a cabo la respectiva prueba de daño, en la cual justifica 
lo siguiente: 

I. La divulgación de la información representa un riesgo real, 
justificable y determinable de perjuicio significativo al interés 
público. Enfatiza que las auditorías se encuentran en se-
guimiento de observaciones, con el objeto de inspeccionar 
las operaciones en relación a las atribuciones conferidas al 
Órgano Interno de Control; así como determinar el apego a 
la normatividad y comprobar si en el desarrollo de las activi-
dades se cumplió con las disposiciones aplicables y se ob-
servaron los principios que rigen al servicio público, y en su 
caso pueda determinarse si, conforme a la Ley General de 
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Responsabilidades Administrativas, existen faltas adminis-
trativas imputables a servidores públicos, motivo por el que 
debe guardarse sigilo respecto de la información recabada, 
hasta en tanto se tenga el conocimiento veraz respecto de 
los hechos que podrían o no, constituir irregularidades ad-
ministrativas.

Asimismo, que el facilitar la información de manera parcial 
o integral al solicitante obstruye las actividades inherentes a 
la fiscalización, toda vez que los resultados pueden derivar 
en invenciones sobre constituir faltas administrativas a car-
go de servidores públicos, lo que además ocasiona un daño 
irreparable a la función de fiscalización. 

II. El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación su-
pera el interés público general de que se difunda. Pues la 
publicación de la información relacionada con la práctica de 
auditorías podría afectar las actividades inherentes a la fis-
calización, ya que los resultados pueden derivar en hallaz-
gos susceptibles de constituir faltas administrativas. 

III. La limitación representa el medio menos restrictivo dis-
ponible para evitar el perjuicio. En virtud de lo anteriormente 
descrito, no resultaría posible realizar versión pública de los 
expedientes de auditoría practicadas o en su caso de los 
seguimientos a las observaciones realizadas distinguiendo 
una etapa de otra, pues el resultado de dicho procedimiento 
se trata de una unidad documental en la que sus diligencias, 
actuaciones y la totalidad de sus constancias conforman el 
expediente de auditoría, por lo que publicar o difundir parte 
de su información, obstaculizara las atribuciones de verifi-
cación o inspección del Área de Auditoría Interna, de Desa-
rrollo y Mejora de la Gestión Pública del Órgano Interno de 
Control; buscando evitar el perjuicio al interés público, en 
tanto que una vez finalizada la reserva podrá conocerse el 
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actuar, mencionando que dar a conocer dicha información 
en este momento, vulneraría el análisis y el ejercicio de las 
facultades del Área de Auditoría Interna, de Desarrollo y Me-
jora de la Gestión Pública del Órgano Interno en Servicios a 
la Navegación en el Espacio Aéreo Mexicano. Finalmente, 
cumplidos los procesos requeridos como los actos de fisca-
lización que conforme a derecho sean pertinentes, se podrá 
generar la versión pública del expediente correspondiente. 
(INAI, 2022, p.36)

En este sentido, los términos del artículo 49, fracción V de la Ley Gene-
ral de Responsabilidades Administrativas, sitúan que el Órgano Interno 
de Control, en disposición de autoridad tiene que guardar conveniencia 
en proporción a la información obtenida en la práctica de auditorías, 
para que si exista un amplia  explicación de los hechos que puedan 
componer faltas administrativas por parte de servidores públicos en el 
ejercicio de sus funciones, por lo que dar a conocer la información que 
se reserva, contravendría dicha disposición general.

En razón de ello, es mediante toda la información presentada an-
teriormente y el sustento jurídico del órgano garante, se satisface con 
fondo en el artículo 96 de la Ley General de Transparencia y Acceso 
a la información Pública, con fundamento en el artículo 96 de la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, el nume-
ral Vigésimo tercero, fracción I, de los Lineamientos que establecen el 
procedimiento de denuncia por incumplimiento a las obligaciones de 
transparencia previstas en los artículos 70 a 83 de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública y 69 a 76 de la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, se declara 
Infundada la denuncia por incumplimiento de obligaciones de transpa-
rencia presentada en contra de los Servicios a la Navegación en el 
Espacio Aéreo Mexicano, por lo que se ordena el cierre del expediente 
de la misma (INAI, 2022). 

Por tal motivo, se hace de conocimiento al denunciante que, en 
caso de encontrarse insatisfecho con la presente resolución, le asiste el 
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derecho de impugnar ante el Poder Judicial de la Federación, con fun-
damento en el artículo 97 de la Ley General de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública y el numeral Vigésimo cuarto, párrafo segundo, 
de los Lineamientos 83 de la Ley General de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública y 69 a 76 de la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública. 

Es así que se presenta a la Secretaría de Acceso a la Información 
para que, mediante de la Dirección General de Enlace con Organismos 
Públicos Autónomos, Empresas Paraestatales, Entidades Financieras, 
Fondos y Fideicomisos, para que se le haga de conocimiento la presen-
te resolución a la Unidad de Transparencia del sujeto obligado, y al de-
nunciante, en la dirección señalada para tales efectos, con fundamento 
en el artículo 97 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública y el numeral Vigésimo cuarto de los Lineamientos que 
establecen el procedimiento de denuncia por incumplimiento a las obli-
gaciones de transparencia previstas en los artículos 70 a 83 de la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 69 a 76 
de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

Todo esto, relativo a la fracción VI del artículo 113 de la Ley Gene-
ral de Transparencia y Acceso a la Información, sobre la discreción y 
obstrucción de las actividades de verificación, inspección y auditoría 
relativas al cumplimiento de las leyes o afecte la recaudación de con-
tribuciones en la que la denuncia fue infundada por que se encontraba 
en proceso de auditoría, por lo que no se podía proporcionar la infor-
mación solicitada.

Caso 2: Instituto Federal de Telecomunicaciones. Recurso 
de Revisión

El segundo caso que se analiza, es relacionado con el recurso de re-
visión 2015004834, interpuesto al Instituto Federal de Telecomunica-
ciones (IFT) derivado de la contestación que se dio al recurrente por la 
solicitud de acceso a la información de folio 0912100038315, presen-
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tada a través del sistema electrónico denominado Infomex, ocurrido en 
el ejercicio fiscal 2015.

Solicitud de acceso a la información

En un primer momento, el recurrente solicitó:

(...) la información pública consistente en las denuncias, 
quejas, reclamos o informes que cualquier concesionario de 
redes públicas de telecomunicaciones, permisionario, co-
mercializador o usuario de servicios de telecomunicaciones 
haya presentado ante el Instituto Federal de Telecomunica-
ciones con motivo de que el Agente Económico Preponde-
rante en el sector de telecomunicaciones (Telmex, Telnor, 
Telcel) ha prestado servicios de televisión a través de inter-
net (IFT, 2015, p.1).

Respuesta

Por su parte, una vez admitida la solicitud de información, la Unidad de 
Transparencia del ITF realizó las gestiones necesarias internas para 
consultar la información solicitada. Como resultado, se obtuvieron las 
siguientes respuestas: a) No se encontraron quejas, reclamos o infor-
mes presentadas con motivo de que algún Agente Económico Prepon-
derante en el sector de telecomunicaciones haya prestado servicios de 
televisión a través de internet; y b) Se localizaron seis denuncias por el 
motivo descrito anteriormente.

Sin embargo, la contestación a la solicitud de información fue mo-
tivada con los siguientes argumentos: Las seis denuncias habían sido 
clasificadas como información reservada por un periodo de tres años, 
debido a que formaban parte de un expediente que se encontraba en 
proceso de análisis por la Unidad de Cumplimiento, relacionado con 
la verificación, supervisión y vigilancia del cumplimiento de disposicio-
nes legales, reglamentarias y administrativas en materia de telecomu-
nicaciones y radiodifusión, el cual tenía la posibilidad de concluir en 
la imposición de sanciones si se determinaban violaciones, por lo que 
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de proporcionarse las denuncias, se podría afectar  las actividades de 
verificación, entorpecer las facultades de supervisión y verificación, 
brindar al denunciado elementos para evadir las sanciones que se le 
impusieran o dañar la reputación del denunciado a no existir una deci-
sión definitiva.

Por lo que el Sujeto Obligado, fundamentó la reserva de la informa-
ción de acuerdo con lo establecido en el artículo 113 fracción VI de la 
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública. Es 
importante mencionar que la Unidad de Cumplimiento del IFT, esta-
bleció que se debería confirmar que la información en cuestión tenía 
relación directa con la decisión definitiva y que la difusión de las denun-
cias pudiera limitar las medidas finales adoptadas en dicho proceso. 
También que en Sesión Ordinaria el Comité de Transparencia del sujeto 
obligado, confirmó la reserva de las denuncias que se hayan presenta-
do ante el IFT. 

Recurso de revisión

Derivado del escrito de respuesta, a través del Infomex el recurrente 
interpuso un recurso de revisión, en donde manifestó seis agravios. En 
el primero, se expresa que el auto recurrido resulta contrario a derecho, 
toda vez que la información solicitada (denuncias) constituye informa-
ción pública que debería inscribirse en el Registro Público de Conce-
siones, como lo indica el artículo 177 fracciones XVI y XVII de la Ley 
Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión (LFTyR) por lo que el 
marco jurídico en el que se fundó la reserva no es aplicable.

En su segundo agravio el recurrente manifestó que el auto recurrido 
no se encuentra debidamente fundado y motivado, argumentando que 
la razón de esta afirmación es debido a que el IFT interpretó y aplicó in-
correctamente la LGTAIP, determinando como reservada la información 
relativa a las denuncias solicitadas por el recurrente. De igual modo, el 
recurrente hace mención de que el principio de legalidad, no se está 
garantizando puesto que con relación a la afirmación que hace en el 
agravio uno el Instituto no está cumpliendo con lo señalado en la ley. 
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Además, hizo mención de que, con base en el principio fundamental de 
acceso a la información, la contestación es procedente la revocación.

El tercer agravio presentado por el recurrente se basa en dos con-
sideraciones principales. La primera, corresponde a que la respuesta 
es contraria a derecho, puesto que no se justificó objetivamente el acto 
en cuanto a la debida interpretación del derecho y cualificación de los 
hechos. Por lo que respecta al cuarto agravio, este se basa en que la 
respuesta en el auto recurrido es “imprecisa, incongruente e ineficaz”. 
De igual manera, en relación con las características de impreciso e in-
congruente se refiere a que el IFT emitió su respuesta dirigida al Agente 
Económico Preponderante del sector de Telecomunicaciones más no 
al solicitante de la información. Por lo que el argumento de que no se 
debería proporcionar la información solicitada a razón de que el denun-
ciado podría obtener elementos para entorpecer las facultades de ve-
rificación y supervisión de la Unidad de Cumplimiento del IFT resultan 
jurídicamente inadmisible. Agraviando al solicitante ahora recurrente, 
de acuerdo con el principio de acceso a la información.

Como tal, el agravio quinto, se concentra en que es indebida la cla-
sificación como reservada de acuerdo con el artículo 113 fracción VI 
de la LGTAIP, de la información solicitada, pues no debe considerarse 
como una regla absoluta. Argumentando también que la difusión de las 
denuncias tendría más beneficios a los usuarios de telecomunicacio-
nes y a la sociedad en general que a los daños posibles que pudieran 
derivarse de la divulgación de estas. Pues dicha información, permitiría 
a la sociedad identificar que los Agentes Económicos Preponderantes 
cumplen de forma cabal con las disposiciones legales y reglamentarias 
en materia de telecomunicaciones.

Del último agravio, el recurrente manifestó que la respuesta a la 
solicitud de información es contraria a lo establecido en la Ley General 
y Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, artículos 
111 y 43 respectivamente, así como al Séptimo de los lineamientos 
Generales, toda vez que: “la autoridad obligada fue omisa en realizar 
una ponderación de la información solicitada, y, por tanto, elaborar una 
versión pública” (IFT, 2015, p.48).
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Discusión

En lo que respecta a los alegatos presentados por la Unidad de Cumpli-
miento del IFT, en relación con los seis agravios expuestos por el recu-
rrente en el escrito de solicitud del recurso de revisión. Para el primero, 
la Unidad argumentó que al momento de la contestación de la solicitud 
de información y de los alegatos del recurso de revisión, la Unidad se 
encontraba realizando actividades de supervisión, verificación y vigilan-
cia, por lo que dicho proceso todavía no concluía y por ello no se había 
emitido un resultado. Situación que, si se encontraba en el supuesto del 
artículo 177 fracciones XVI y XVII de la LFTyR, en donde resaltó que el 
Instituto tiene como obligación inscribir, para poner a disposición del pú-
blico, sólo los resultados que se deriven de las acciones de supervisión, 
no así la información que forme parte del proceso.

En cuanto al segundo agravio, la unidad presentó en sus alegatos 
que, de acuerdo con lo plasmado por el recurrente, no se desprende 
que se hayan violado los principios de legalidad ni el de acceso a la 
información. Sus razones se sustentan en que la respuesta se funda-
mentó en el artículo 113 fracción VI de la LGTAIP; a su vez manifiesta 
que la motivación presentada fue la correcta, ya que derivado de las 
seis denuncias presentadas, se iniciaron las actividades de verificación 
y supervisión a los agentes económicos preponderantes del sector de 
telecomunicaciones denunciados. Señala también que el principio de 
acceso a la información no es un derecho absoluto y que encuentra su 
límite cuando su ejercicio vulnera otro derecho fundamental como es el 
de la presunción de inocencia.

Así mismo expresa que con base a este derecho, señaló en la res-
puesta remitida, que otra de las consecuencias por las que no se pro-
porcionaba la información, haciendo énfasis en que no solo la única 
ni la relacionada con el artículo anteriormente señalado de la LGTAIP, 
correspondía a que de hacer pública la información solicitada se cau-
saría perjuicio a la reputación del sujeto supervisado y/o vigilado. Por 
lo que no se puede dejar de lado la obligación de la autoridad de vigilar 
y evitar que se violen los derechos de los particulares, en este caso de 
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los agentes económicos preponderantes a quienes se les interpusieron 
denuncias. Puesto que compartir dicha información, podría resultar en 
daño moral para el o los sujetos, situación de la cual se pudiera desen-
cadenar una demanda de reparación del daño en caso de que resulten 
afectados, así como se estaría entregando al recurrente, elementos de 
valor para emitir juicios de valor que afectan a los denunciados y vul-
nerar su derecho de presunción de inocencia. Concatenando así, la 
posible afectación sustancial en la supervisión, verificación y determi-
naciones.

Sin embargo, para el tercer agravio, la Unidad en sus alegatos ex-
puso que, como tal, la respuesta a la solicitud de información fue fun-
dada y motivada adecuadamente, puesto que dicha respuesta cumplió 
con el fin de revelar y explicar al justiciable la actuación de la autoridad, 
así como justificar el acto de autoridad, situación por la cual se negó 
la entrega de la información y el Comité de Transparencia del Instituto 
aprobó la clasificación del contenido de la información como reservada.

Al respecto del agravio cuarto, en el que se manifiesta un error de 
identificación, el IFT hace mención de que si bien, en la redacción se 
estableció que: “en caso de darse a conocer al denunciado la informa-
ción contenida en las denuncias, este podría realizar actos tendientes 
a entorpecer las facultades de verificación y supervisión de la Unidad 
Documental” (IFT, 2015, p.45). Sin embargo, en la redacción de la res-
puesta se identifica de forma clara que, el solicitante puede ser una 
persona ajena a las partes denunciadas, por lo que no existe razón 
para considerarlas de dicha forma.

Del quinto agravio, la Unidad Documental argumento que no se 
considera que la información solicitada cumpla con el supuesto de la 
excepción que menciona el recurrente en dicho agravio, debido a que 
en caso de que exista un beneficio mayor que los daños para la socie-
dad derivados de la divulgación de la información, se puede hacer uso 
de la excepción. Sin embargo, en el caso particular, a pesar de que 
uno de los fines del instituto es proteger los derechos de los usuarios, 
no se deben entorpecer las acciones de supervisión y verificación del 
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cumplimiento de las obligaciones de los concesionarios. De realizarse 
esto, representaría un perjuicio y aunque la información a difundir fuera 
benéfica, este beneficio tendría efectos limitados e inmediatos que no 
corresponden a la finalidad del seguimiento que se le esté dando al 
expediente del que forman parte las seis denuncias presentadas.

Por lo que se refiere al último agravio, se establece que la Unidad 
Administrativa no actuó contrario a lo escrito en la normatividad apli-
cable, al no elaborar una versión pública de la información solicitada, 
puesto que las denuncias en su totalidad fueron clasificadas como re-
servadas, más no partes o fragmentos de ellas.

Dictaminación del Órgano

El Consejo de Transparencia del Instituto Federal de Telecomunicacio-
nes dictaminó y concluyó que:

I. Tanto la Unidad de Competencia como la Unidad de 
Transparencia del Instituto, dieron respuesta a la Solicitud 
de Acceso a la Información con base a la Ley General 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública, sin 
embargo, los principios establecidos por la dicha ley favorecen 
más al recurrente en el sentido de que se debe proteger y 
salvaguardar el derecho de acceso a la información.

II. Las seis denuncias eran información susceptible de 
clasificarse de acuerdo con el artículo 113 de la LGTAIP 
pues como tal, el IFT cuenta con la atribución de verificar o 
supervisar que se cumpla con la normatividad en materia de 
telecomunicaciones y radiodifusión.

III. La respuesta a la solicitud de información generada por la 
Unidad de Competencia cumple con la obligación de probar 
el daño que se ocasiona al difundir y brindar acceso a las 
denuncias en cuestión; pues el daño tendría impacto en 
el procedimiento de supervisión y verificación, así como 
perjuicio a las partes involucradas. Ya que, al encontrarse 
las multicitadas denuncias en análisis y que el concesionario 
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tuviera acceso a ellas, este último podría evitar ser 
sancionado o en su caso obstruir el procedimiento en curso 
interponiendo medios de defensa o impugnación.

IV. El Consejo no comparte las apreciaciones con respecto al 
derecho a la intimidad del concesionario que se encuentre 
dentro de un procedimiento que pudiese concluir en sanción 
puesto que el artículo 113 de la LGTAIP en su fracción VI, no 
contempla como causal de reserva dichas situaciones.

Por último, la respuesta a la Solicitud de Acceso a la Información entre-
gada por la Unidad de Competencia si se encuentra debidamente fun-
dada y motivada, por lo que la clasificación de la información acredita lo 
previsto en el artículo 113 fracción VI de la LGTAIP, lo que significa que 
la clasificación de la información fue correctamente clasificada como 
reservada por un periodo de tres años.

Conclusiones

Partiendo de las nociones antes revisadas y tomando en cuenta los dos 
casos analizados, en torno a la fracción VI del artículo 113 de la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información, sobre la reser-
va de información pública que obstruya las actividades de verificación, 
inspección y auditoría relativas al cumplimiento de las leyes o afecte 
la recaudación de contribuciones. Se observa que en el caso 1, parte 
de los principales retos que existen para reservar datos específicos se 
fundamenta en que la difusión de cierta información entorpezca las acti-
vidades de inspección, supervisión o en su caso vigilancia, que se esté 
realizando por parte de las autoridades pertinentes. En este sentido 
debe mantenerse cierta discrecionalidad con relación a la información, 
todo esto por estar en estatus de revisión por parte de la auditoría. Así 
pues, el acceso a la información se basa en un derecho que acredita la 
construcción de espacio público, partiendo de que, si el ciudadano no 
contara con este derecho, sería complejo generar una opinión pública 
fundamentada.
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En el caso dos, encontramos que la resolución se inclina hacia la 
reserva de información, al reconocer que las seis denuncias eran in-
formación susceptible de clasificarse de acuerdo con el artículo 113 de 
la LGTAIP pues como tal, el IFT cuenta con la atribución de verificar o 
supervisar que se cumpla con la normatividad en materia de teleco-
municaciones y radiodifusión. Por lo tanto, la respuesta a la solicitud 
de información generada por la Unidad de Competencia cumple con 
la obligación de probar el daño que se ocasiona al difundir y brindar 
acceso a las denuncias en cuestión; pues el daño tendría impacto en 
el procedimiento de supervisión y verificación, así como perjuicio a las 
partes involucradas. 
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LA CLASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN 
QUE OBSTRUYA LOS PROCEDIMIENTOS 
PARA FINCAR RESPONSABILIDAD A LOS 
SERVIDORES PÚBLICOS

Mtro. Abraham Montes Magaña.

Comienzo el presente artículo haciendo un reconocimiento al Instituto 
de Transparencia, Información Pública y Protección de Datos Perso-
nales del Estado de Jalisco, por promover y fomentar la cultura de la 
transparencia con temas de actualidad y de interés público, por medio 
de publicaciones que permitan llegar a través de la lectura, a un mayor 
número de ciudadanas y ciudadanos interesados en el tema en nuestro 
querido país.

La clasificación de la información es un tema que sin duda genera 
diversos comentarios al respecto vistos desde distintas ópticas, no obs-
tante, desde un inicio el legislador previó un vértice entre el acceso a la 
información pública y las excepciones necesarias al mismo.

Es decir, si bien el acceso a la información pública ha sido una 
conquista ciudadana legítima en la que, a lo largo de 45 años, la ciu-
dadanía ha podido acceder gradualmente a la información pública y 
conocer el actuar de sus gobernantes, los cuales están obligados por 
ley a transparentar y rendir cuentas de sus acciones y omisiones a sus 
gobernados, dicho derecho de acceso a la información pública no es y 
no puede ser infinito, ya que por diversas razones y causales señaladas 
en la norma, resulta indispensable contar con supuestos que permitan 
a la autoridad clasificar como reservada o como confidencial cierta in-
formación pública.

Dicha clasificación, ya sea como reservada o confidencial, debe es-
tar debidamente fundada, motivada y acreditada mediante una prueba 
de daño que realiza la autoridad/sujeto obligado, en la que pondere 
derechos y demuestre que existen razones, motivos o circunstancias 
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especiales para actualizar el supuesto anteriormente señalado.

De igual manera, la norma señala que la carga de la prueba de 
clasificar la información corresponde al sujeto obligado, debiendo jus-
tificar que el acceso a cierta información podría representar un riesgo 
real, demostrable e identificable que perjudicaría significativamente el 
interés público o a la seguridad nacional, es decir, debe justificar que la 
divulgación de cierta información supera en perjuicio al interés público. 

En el caso particular del presente artículo, dicha clasificación de 
la información se relaciona con la actualización del supuesto de una 
posible obstrucción de los procedimientos para fincar responsabilidad 
a los servidores públicos, es decir clasificando la información como re-
servada, lo cual faculta la ley general en la materia en la fracción IX del 
artículo 113, teniendo como excepción cuando se trate de violaciones 
graves de derechos humanos o delitos de lesa humanidad o cuando se 
trate de información relacionada con actos de corrupción de conformi-
dad con las leyes aplicables en la materia.

Resulta de suma importancia lo señala al final del artículo anterior, 
porque si bien la norma autoriza la clasificación de la información cuan-
do obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad administra-
tiva a los servidores públicos, el mismo capítulo señala que no procede 
lo anterior cuando se acredite y actualice que la información se encuen-
tra relacionada con actos de corrupción.

La responsabilidad de los servidores públicos está regulada en el 
Título Cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, el cual modificó su nombre a raíz de la reforma en materia de 
combate a la corrupción del 27 de mayo del 2015, quedando de la si-
guiente manera: “De las Responsabilidades de los Servidores Pú-
blicos, Particulares Vinculados con Faltas Administrativas Graves 
o Hechos de Corrupción y Patrimonial del Estado.”

Ahora bien, resulta de vital importancia definir a quienes considera 
la norma, en este caso la Carta Magna, como servidores públicos, sien-
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do el propio artículo 108 de la CPEUM el que señala a los representan-
tes de elección popular, a los miembros del Poder Judicial de la Fede-
ración, los funcionarios y empleados y, en general, a toda persona que 
desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en el 
Congreso de la Unión o en la Administración Pública Federal, así como 
a los servidores públicos de los organismos a los que esta Constitución 
otorgue autonomía, quienes serán responsables por los actos u omi-
siones en que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones.

Asimismo, la propia Constitución remite a las constituciones locales 
la responsabilidad de definir el carácter de servidor público en el ámbito 
local. Ahora bien, vale la pena señalar lo que menciona el último párrafo 
del artículo citado anteriormente, el cual establece la obligación de los 
servidores públicos de presentar, bajo protesta de decir verdad, su de-
claración patrimonial y de intereses ante las autoridades competentes, 
en este caso ante los respectivos Órganos Internos de Control o sus 
análogos.

De conformidad con la Real Academia Española1, en su segunda 
acepción, la responsabilidad significa una “deuda, obligación de reparar 
y satisfacer, por sí o por otra persona, a consecuencia de un delito, de 
una culpa o de otra causa legal”, mientras que en su cuarta acepción 
la responsabilidad implica la “Capacidad existente en todo sujeto activo 
de derecho para reconocer y aceptar las consecuencias de un hecho 
realizado libremente.”

En este sentido, podemos mencionar y coincidir que el servicio pú-
blico trae consigo directa o indirectamente una responsabilidad en rela-
ción con el ejercicio de la función pública.

El artículo 7° de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, señala que el derecho de acceso a la información 
o la clasificación de la información se interpretará bajo los principios 
establecidos en la Constitución, los tratados internacionales de los que 

1 (Responsabilidad | Definición | Diccionario De La Lengua Española | RAE - ASALE, 2022)
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el Estado Mexicano sea parte y la Ley en mención, siendo clara la nor-
ma al facultar a los Comités de Transparencia de cada sujeto obligado 
a confirmar, modificar o revocar la clasificación de la información que 
realicen sus áreas administrativas. 

Analizando lo anterior y los supuestos de la clasificación de la in-
formación, existiría una delgada línea en la que la clasificación de la 
información podría obstruir un procedimiento para fincar responsabili-
dad hacia un servidor público, no obstante, lo anterior desde mi parti-
cular punto de vista no se actualiza dicha hipótesis, ya que el derecho 
de acceso a la información se encuentra íntimamente relacionado con 
el combate a la corrupción. La rendición de cuentas de los servidores 
públicos no es únicamente hacia las autoridades, sino hacia la ciudada-
nía, siendo esta la esencia de la transparencia.

Podría señalarse que la clasificación de la información obstruiría el 
proceso de rendición de cuentas ante la ciudadanía, organizaciones de 
la sociedad civil, al sector académico o al periodismo de investigación, 
al impedirles la posibilidad de realizar un escrutinio público en el que 
los mismos ciudadanos puedan observar responsabilidades hacia los 
servidores públicos por sus malas actuaciones, no obstante lo anterior, 
existen ejemplos de diversos sectores de la sociedad, como el caso 
del sector periodístico, quienes a través del análisis de la información 
obtenida por medio del Derecho de Acceso a la Información Pública, 
han realizado investigaciones serias y con elementos que culminaron 
en procedimientos penales y administrativos de gran relevancia por el 
daño ocasionado al patrimonio público y a la sociedad mexicana.

Para cumplimentar y hacer efectivo lo anterior, los Organismos Ga-
rantes de la Transparencia, el Acceso a la Información Pública y la Pro-
tección de Datos Personales desempeñan un rol fundamental al definir 
el derecho por medio de sus resoluciones y al analizar casuísticamente 
los medios de impugnación presentados ante ellos.

De igual manera, resulta de gran relevancia y responsabilidad el 
papel que desempeñan los organismos garantes en materia de cla-
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sificación o desclasificación de la información, ya que, al ser sus re-
soluciones definitivas e inatacables para el sujeto obligado, deben de 
realizarse con profundo cuidado para no vulnerar ni comprometer la 
seguridad nacional, la seguridad pública o principalmente pueda poner 
en riesgo la vida o la seguridad de una persona. 

De igual manera, el acceso a la información no busca ni debe obs-
truir la persecución de los delitos y en el caso en particular del presente 
artículo, no debe obstruir los procedimientos para fincar responsabilidad 
a los servidores públicos ni afectar el debido proceso, por el contrario, 
garantizar el acceso a la información pública implica responsabilidad e 
integridad pública, respetando siempre el principio de legalidad y los 
instrumentos internacionales de los que México sea parte, promovien-
do que la apertura de la información sea la regla y la clasificación de la 
información sea la excepción. 

Ahora bien, desde mi punto de vista el título del presente artículo se 
vincula de igual manera en el caso de la clasificación de la información 
como confidencial, recordando que es la que contiene datos personales 
concernientes a una persona identificada o identificable.

Veamos un ejemplo: 

Imaginemos el caso de una denuncia administrativa presentada ante 
un órgano interno de control o su equivalente, resultaría notorio para la 
autoridad que en caso de que se le requiriera información vía solicitud 
de acceso, con la finalidad de no entorpecer las investigaciones, se 
negaría a brindar mayor información por la naturaleza de la misma y por 
no haberse emitido una resolución definitiva, clasificando así la infor-
mación como reservada con fundamento en la norma en la materia. Lo 
anterior, cuenta con elementos para justificar la negativa del acceso a 
la información, ya que ante un escenario de una investigación en curso 
y de hacer valer la presunción de inocencia, el otorgar dicha informa-
ción vulneraría la fracción IX y XI del artículo 113 de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública.
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Ahora bien, incluso aún y cuando se haya dictado la resolución ad-
ministrativa, por seguridad del propio denunciante y de los testigos ante 
una exposición de sus datos personales sensibles, sería válido clasifi-
car la información como confidencial y en su caso elaborar una versión 
pública testando los datos personales, ya que el exponer dichos datos 
de manera amplia implicaría un riesgo a la seguridad física y emocional 
de las partes, revictimizando y vulnerando así la integridad del alerta-
dor.

En este tenor y con el ánimo de dimensionar la equivalencia del 
derecho administrativo con el derecho penal, vale la pena mencionar 
la tesis jurisprudencial  del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, la cual señala:

DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. PARA LA 
CONSTRUCCIÓN DE SUS PROPIOS PRINCIPIOS CONS-
TITUCIONALES ES VÁLIDO ACUDIR DE MANERA PRU-
DENTE A LAS TÉCNICAS GARANTISTAS DEL DERECHO 
PENAL, EN TANTO AMBOS SON MANIFESTACIONES DE 
LA POTESTAD PUNITIVA DEL ESTADO.

De un análisis integral del régimen de infracciones adminis-
trativas, se desprende que el derecho administrativo san-
cionador posee como objetivo garantizar a la colectividad 
en general, el desarrollo correcto y normal de las funciones 
reguladas por las leyes administrativas, utilizando el poder 
de policía para lograr los objetivos en ellas trazados. En 
este orden de ideas, la sanción administrativa guarda una 
similitud fundamental con las penas, toda vez que ambas 
tienen lugar como reacción frente a lo antijurídico; en uno y 
otro supuesto la conducta humana es ordenada o prohibida. 
En consecuencia, tanto el derecho penal como el derecho 
administrativo sancionador resultan ser dos inequívocas 
manifestaciones de la potestad punitiva del Estado, enten-
dida como la facultad que tiene éste de imponer penas y 
medidas de seguridad ante la comisión de ilícitos. Ahora 
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bien, dada la similitud y la unidad de la potestad punitiva, en 
la interpretación constitucional de los principios del derecho 
administrativo sancionador puede acudirse a los principios 
penales sustantivos, aun cuando la traslación de los mis-
mos en cuanto a grados de exigencia no pueda hacerse de 
forma automática, porque la aplicación de dichas garantías 
al procedimiento administrativo sólo es posible en la medi-
da en que resulten compatibles con su naturaleza. Desde 
luego, el desarrollo jurisprudencial de estos principios en el 
campo administrativo sancionador -apoyado en el Derecho 
Público Estatal y asimiladas algunas de las garantías del 
derecho penal,- irán formando los principios sancionadores 
propios para este campo de la potestad punitiva del Estado, 
sin embargo, en tanto esto sucede, es válido tomar de ma-
nera prudente las técnicas garantistas del derecho penal.” 2

Como se puede observar, el acceso a la información va de la mano con 
la protección de los datos personales, resultando necesario velar por la 
máxima publicidad pero al mismo tiempo garantizar la debida protec-
ción de los datos personales de la ciudadanía, tal y como lo establecen 
los artículos 6° y 16 Constitucional, los cuales deben de ser leídos ar-
mónicamente y bajo una interpretación sistemática e integral, con el fin 
de corroborar que no son dos derechos fundamentales en conflicto, por 
el contrario, son derechos que se complementan el uno al otro con la 
finalidad de garantizar la protección más amplia a las personas.

2 Tesis P./J. 99/2006, Registro Digital 174488, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 
XXIV, agosto de 2006, página 1565,
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CLASIFICACIÓN DE LAS CARPETAS DE 
INVESTIGACIÓN Y AVERIGUACIONES 
PREVIAS

Dr. Luis Gustavo Parra Noriega

Introducción

El Derecho de Acceso a la Información Pública establecido en el artícu-
lo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así 
como, en las constituciones de las entidades federativas, como todo 
derecho, no es absoluto, toda vez que si bien el Estado tiene la obliga-
ción de garantizar su ejercicio, incluso conceder acceso a los documen-
tos que obren en sus archivos de tal forma que permita el escrutinio de 
sus actividades, decisiones, ejercicio de atribuciones y recursos, tam-
bién lo es que, en aras de mantener el Estado de Derecho y proteger el 
interés público y los derechos de terceros, se han establecido una serie 
de excepciones que limitan ese derecho humano. Es de destacar que 
el andamiaje legal que hemos construido en nuestro país a lo largo de 
veinte años, permite que esa restricción no sea arbitraria ni subjetiva, 
por el contrario, establece todo un procedimiento que permite acreditar 
la afectación que se causaría con la entrega de la información, que 
grosso modo, se puede dividir en dos grandes rubros, el primero a los 
particulares y la privacidad y, el segundo las afectaciones al interés 
público.

Las modalidades a la restricción del derecho humano de acceso a 
la información, técnicamente se identifican como información confiden-
cial, que es donde claramente podemos advertir una afectación a los 
particulares en sus derechos, ya sea personas físicas o jurídico-colec-
tivas; la otra, que justamente es la que nos interesa, es la clasificación 
de documentos en su carácter de reservada, en donde la afectación 
independientemente de que directa o momentáneamente pueda afec-
tar a una persona, el daño que causaría su entrega afecta al interés 
público, por consiguiente toda la sociedad se ve perjudicada y la con-
veniencia de la restricción es de mayor peso, que garantizar el derecho 
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de un solo individuo, por eso encuentra justificación su existencia y son 
justamente diversas disposiciones jurídicas desde la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, en lo sucesivo la Ley 
General, las que tejen el entramado que soporta la argumentación para 
la reserva de información.

El artículo 20 de la Ley General, establece que ante la negativa de 
acceso a la información, el sujeto obligado deberá demostrar que lo 
solicitado se encuentra en alguna de las excepciones establecidas en 
la normatividad aplicable; en ese sentido, la negativa de acceso a la 
información ocurre cuanto de manera fundada y motivada, una autori-
dad la niega o la limita, por que sea inexistente, el Sujeto Obligado sea 
incompetente, o bien, se encuentre clasificada (Trujillo, H. 2019); sobre 
el último supuesto, los artículos 100 y 105 de la Ley General, detallan 
que la clasificación es el proceso mediante el cual los sujetos obliga-
dos determinan que la información en su poder, actualiza alguno de los 
supuestos de reserva o confidencialidad. Además, que estos deberán 
aplicar de manera restrictiva y limitada, las excepciones al derecho de 
acceso a la información, por lo que, tendrán que acreditar la proceden-
cia.

Es en esta parte donde la valía de la publicación y ahora reforma de 
Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación 
de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas 
-Lineamientos Generales-, cobra relevancia, pues constituyen una guía 
clara que lleva paso a paso a cada servidor público a identificar si un 
documento que tiene en sus manos por alguna situación excepcional y 
temporal, es mejor mantenerlo fuera del escrutinio público porque las 
consecuencias favorables de su acceso, se ven notoriamente dismi-
nuidas ante las consecuencias negativas que ocasionaría; en efecto, 
conocer los planos de una prisión, tiene ventajas para la rendición de 
cuentas, pues permitiría identificar si la construcción es acorde con la 
necesidades de la población penitenciaria, si las medidas de seguridad 
en la construcción son seguras para soportar sismos, etc.; sin embargo, 
es de Perogrullo la consecuencias negativas de su publicidad, pues el 
objetivo de reclusión perdería su eficacia y a información facilitaría la 
evasión.   
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Clasificación de las averiguaciones previas y carpetas de 
investigación

La clasificación de la información es necesaria y constituye un proce-
so o conjunto de acciones que realizan los sujetos obligados para es-
tablecer que determinada información se encuentra en alguno de los 
supuestos de reserva o confidencialidad establecidos en la legislación 
en materia de transparencia (Trujillo, H. 2007); esto es, ocurre  cuan-
do la autoridad niega el acceso a esta, siempre y cuando los sujetos 
obligados, hayan realizado el proceso de clasificación a la luz de los 
principios y disposiciones establecidas en las leyes de transparencia, a 
través de fundar y motivar, de manera adecuada, dicha clasificación. 
(Bonifaz, L. 2016). Conforme a lo anterior, se observa que la clasifica-
ción es una excepción que contemplan tanto la Carta Magna, como las 
constituciones locales y las leyes de transparencia, cuyo fin y objetivo 
es proteger alguna circunstancia específica, sin dejar de lado que la 
reserva constituye una situación temporal, pues lo que se busca sal-
vaguardar es información de naturaleza pública, que por disposición 
legal se encuentra temporalmente restringida para proteger un fin 
establecido, como es el caso de los documentos relacionados con in-
vestigaciones penales.

Sobre dicho supuesto, el artículo 218 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales, establece que los registros de investigación, así 
como todos los documentos, independientemente de su contenido o 
naturaleza, los objetos, registros de voz e imágenes o cosas que le 
estén relacionados, son estrictamente reservados, situación que va a 
acorde con el artículo 113, fracción XII, de la Ley General, el cual preci-
sa que toda aquella información que se encuentre contenida dentro de 
las investigaciones de hechos que la ley señale como delitos y se trami-
ten ante el Ministerio Público, es considerada reservada, pues el éxito 
de la investigación ministerial se basa en gran medida en que, hasta en 
tanto el Ministerio Público no tengan identificado y en su caso ubicado o 
hasta detenido al presunto responsable de un delito, la información del 
avance y líneas de investigación debe mantenerse en secrecía.
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En ese orden de ideas, el Trigésimo primero de los Lineamientos 
Generales, establece que toda aquella información que se encuentre 
contenida dentro de las investigaciones realizadas por el Ministerio Pú-
blico, es clasificado; es decir, de aquella que forme parte de los expe-
dientes que denominamos averiguaciones previas o carpetas de inves-
tigación, los cuales contienen la información que resulten de la etapa 
de investigación, necesarios para acreditar la comisión del delito y la 
probable responsabilidad de la persona que lo haya cometido. Sobre 
dicha etapa, del artículo 211 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales se advierte que durante el procedimiento penal existen diver-
sos momentos, a saber, los siguientes:

Etapas del procedimiento penal

Etapa de investigación

Etapa 
intermedia o de 
preparación del 

juicio

Etapa de juicio

Dos fases

No tiene fases No tiene fasesInvestigación 
inicial

Investigación 
complementaria

Comienza con 
la presentación 
de la denuncia, 
querella u otro 
requisito equi-
valente.

Concluye cuan-
do el imputado 
queda a dispo-
sición del Juez 
de Control para 
que se le for-
mule imputa-
ción.

Inicia con la for-
mulación de la 
imputación.

Finaliza una vez 
que se cierra la 
investigación.

Comienza con la 
formulación de 
la acusación.

Concluye con el 
auto de apertura 
a juicio.

Inicia desde que 
se recibe el auto 
de apertura a 
juicio.

Finaliza con la 
emisión de la 
sentencia por 
parte del Tribu-
nal de Enjuicia-
miento.
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Sobre este tema, el Glosario localizado en el Anuario Estadístico e Indi-
cadores de Derechos Humanos (PJCDMX, 2021), precisa lo siguiente:

• Averiguación Previa: Inició del proceso penal que se lleva a 
cabo por un Órgano Gubernamental, ya sea Federal o Local; 
que empieza a partir de que el Agente del Ministerio Público, 
como autoridad investigadora, tiene conocimientos de hechos 
que pueden constituir un delito, en donde dicho Agente lleva un 
registro de todas las diligencias e investigaciones practicadas, a 
fin de determinar si procede o no el ejercicio de la acción penal.

• Carpeta de Investigación: Registro de las diligencias y 
actividades realizadas durante la investigación provenientes de 
las Fiscalías de Justicia, integrada por documentos, fotografías, 
videos, grabaciones, informes o cualquier otro tipo de soporte.

Así se puede definir a la carpeta de investigación y la averiguación 
previa, como el conjunto de registros de diligencias y actos de indaga-
ción que realiza el Ministerio Público en la investigación de los delitos, 
para recabar los datos de prueba suficientes, pertinentes e idóneos que 
sustenten sus determinaciones ministeriales; por lo cual, cualquier ac-
tuación realizada por los Agentes de dicha autoridad, en la etapa de 
investigación, se encuentra contenida en los expedientes generados. 
Por lo tanto, toda aquella documentación relacionada con la reunión de 
indicios para el esclarecimiento de los hechos, los datos de prueba para 
sustentar el ejercicio o no de la acción penal, la acusación del imputado 
y la posible reparación del daño, así como todas las actuaciones, dili-
gencias y dictámenes emitidos por dicha autoridad ministerial, debe ser 
considera como información clasificada en su carácter de reservada, 
salvo las excepciones que las leyes de la materia establecen.

Ahora bien, cómo se logra observar esta causal de reserva?, resulta 
ser muy específica, pues no puede ser invocada por cualquier Sujeto 
Obligado en materia de transparencia, sino únicamente aquellos que 
se encargan de la investigación de delitos; es decir, la Fiscalía General 
de la República y las fiscalías generales de justicia de las Entidades 
Federativas, al ser las instancias que tienen adscritos a los Ministerios 
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Públicos; aunado a que son las únicas autoridades que tiene en sus 
archivos averiguaciones previas y carpetas de investigación. Es posi-
ble que algún sujeto obligado haya presentado una denuncia escrita 
y pruebas de su dicho, documentos que obran en sus archivos, sin 
embargo, sólo puede afirmarse que tiene un expediente, que en caso 
de ser reservado encuentra su justificación en otra causal de reserva, 
no en la que nos ocupa. 

La existencia de dicha causal, resulta relevante para la población, 
pues la función principal de los ministerios públicos, conforme al artí-
culo 131 del Código Nacional de Procedimientos Penales, es ejercer la 
conducción y el mando de la investigación de los delitos, mediante la 
coordinación de los policías de investigación y los peritos, con el fin de 
iniciar la investigación del hecho posiblemente constitutivo de delito, la 
recolección de los indicios y medios de prueba, así como, recabar los 
elementos necesarios que determinen el daño causado por el delito y 
la cuantificación, para en su caso, su reparación. La causal de reserva, 
también está ligada al derecho de acceso a la justicia, que es una pre-
rrogativa humana, establecida en el artículo 171 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, así como, el 8°2 de la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos, cuyo fin es garantizar que 
toda persona pueda acceder a tribunales independientes e imparciales, 
para poder resolver las controversias sometidas, de manera pronta y 
eficaz.

En ese orden de ideas, la seguridad en el país es un tema que la 
atañe a toda la población, corresponde a un tema de interés público, 
pues mientras haya seguridad el beneficio es colectivo, pero cuando la 
seguridad de las personas se ve afectada, el impacto negativo es para 
toda la comunidad, además el Estado tiene la obligación de garantizar 
la seguridad, la paz y el orden social; por lo que, debe contar con ins-

1 El artículo 17 de nuestra Carta Magna, refiere que nadie puede hacerse justicia por propia mano y que 
todas las persona tienen derecho a que se les administre justicia a través de tribunales gratuitos y que 
deberán emitir resoluciones de manera pronta en los plazos y términos que fijen las leyes.

2 El artículo 8° de la Convención, denominado Garantías Judiciales, en su numeral 1, determina que es 
derecho de las personas ser oídas, con las debidas garantías y en plazo razonable, por la autoridad, 
ya sea juez o tribunal  independiente, imparcial, establecido con antelación, que corresponda.
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tituciones públicas que investiguen y persigan aquellos hechos posi-
blemente ilícitos, para refrendar a la sociedad que se están realizando 
acciones para disminuir las violaciones a los derechos de las personas 
en el país, mediante tácticas de prevención y persecución de delitos. El 
tema de la seguridad de las personas es tan importante que a las fis-
calías se les identifica como el representante social, baste señalar que 
en algunos juicios del orden familiar se le cita a juicio con ese carácter. 

Al respecto, la función del Estado sobre la seguridad, se debe de-
sarrollar “…mediante la elaboración de estrategias donde las acciones 
para prevenir, investigar y perseguir los hechos ilícitos se realicen me-
diante líneas de acción que operen y desarrollen los derechos huma-
nos, para combatir la violencia a partir de estrategias que fortalezcan 
cada aspecto social en que las personas se desenvuelven.” (Tello y 
otros, 2019, p.779). En ese contexto, podemos precisar que el derecho 
de acceso a la información y al de justicia, resultan principios básicos 
del estado de derecho, pues el primero permite a las personas buscar, 
difundir, investigar, recabar, recibir y solicitar documentos que por al-
guna circunstancia obren en los archivos de las Instituciones Públicas; 
mientras que el segundo, busca que las persona sean escuchadas para 
ejercer sus derechos y hacer frente a la violación que les cometieron; 
de ahí la importancia de la causal de clasificación, pues es de relevan-
cia social preservar el derecho de acceso a la justicia.

Resulta fundamental hacer la acotación que el acceso a la infor-
mación pública debe atender a principios como la máxima publicidad y 
la reserva de la información, contrario a lo que pueda pensarse, no va 
en su contra, sino que, como lo dice Tenorio G. (2017, p. 88), lo único 
que cambia es la temporalidad de la entrega, ya que la reserva de la 
información no es un estado definitivo, sino temporal, que acabará una 
vez que se extingan las causas que den motivo a la reserva, por lo que 
no debe entenderse como una figura permanentemente restrictiva. En 
el caso de estudio, la reserva permite avalar y garantizar la correcta 
investigación y persecución de delitos, a través del aseguramiento de 
la secrecía de las indagaciones realizadas por los Ministerios Públi-
cos; pues al clasificar esa información se protegen las investigaciones 
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y decisiones de los agentes ministeriales. Además, permite al Estado 
cumplir con su obligación de persecución de delitos con diligencia, sin 
injerencias externas que puedan entorpecer la eficacia de la investiga-
ción, en aras de evitar la impunidad, privilegiar el acceso a la justicia, 
imparcial, pronta y expedita. 

Por otra parte, es necesario señalar que contrario a otras causales 
de reserva y por la naturaleza de la información, los Lineamientos Ge-
nerales no establecen requisitos tan específicos, únicamente se debe 
acreditar que lo peticionado forme parte de la investigación realizada 
por los ministerios públicos; sin embargo, sí se debe realizar y confir-
mar una prueba de daño concisa, clara, concreta, fundada y motivada, 
que establezca todas las circunstancias necesarias para actualizar la 
reserva. Esta prueba de daño es un instrumento en el que a través de 
una ponderación de derechos, se establece claramente el daño que 
puede causar la entrega de la información y se busca la menor afecta-
ción a aquel que pretende acceder a la documentación; su desarrollo se 
sustenta en la motivación y clara demostración de los posibles efectos, 
tal como lo indica Tenorio G. (2017, p.88)

En ese orden de ideas, el artículo 105 de la Ley de General, así 
como el Quinto de los Lineamientos Generales, establecen que los su-
jetos obligados deberán fundar y motivar debidamente la clasificación 
de la información. En ese sentido, el Octavo de los Lineamientos Gene-
rales, precisa lo siguiente:

• Para fundar la clasificación de la información se deberán señalar 
el artículo, fracción, inciso, párrafo o numeral de la Ley aplicable, 
y

• Para motivar la clasificación se deberán indicar las razones y 
circunstancias especiales que lo llevaron a concluir que el caso 
particular se ajusta al supuesto previsto por la norma legal 
invocada, la cual, en el caso de que se trate de información 
reservada, la motivación, deberá comprender las circunstancias 
que justifican el establecimiento de un determinado plazo de 
reserva.
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Las definiciones anteriores, encuentran sustento en la fracción V, 
del artículo 3°, de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, que 
establece que todo acto administrativo, debe estar fundado y motivado, 
esto es, que contenga con precisión los preceptos legales aplicables, 
las circunstancias generales o especiales, razones particulares y cau-
sas que se hayan tomado en cuenta para la emisión del mismo, pues 
justamente a través de cumplir con ello se brinda certeza jurídica de 
las actuaciones de los servidores públicos; asimismo, la Tesis aislada 
número I. 4o. P. 56 P, Octava Época, publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación, Tomo XIV, noviembre de mil novecientos noventa y 
cuatro, (p. 450), que establece lo siguiente:

FUNDAMENTACION Y MOTIVACION, CONCEPTO DE. 
La garantía de legalidad consagrada en el artículo 16 de 
nuestra Carta Magna, establece que todo acto de autori-
dad precisa encontrarse debidamente fundado y motivado, 
entendiéndose por lo primero la obligación de la autoridad 
que lo emite, para citar los preceptos legales, sustantivos y 
adjetivos, en que se apoye la determinación adoptada; y por 
lo segundo, que exprese una serie de razonamientos lógi-
co-jurídicos sobre el por qué consideró que el caso concreto 
se ajusta a la hipótesis normativa.

Conforme a lo anterior, podemos detallar lo siguiente:

Fundamentación: es la obligación de la autoridad que emite 
un acto, para citar los preceptos legales, sustantivos y adje-
tivos, en que se apoye para la determinación tomada.

Motivación: son los razonamientos lógico-jurídicos sobre 
porque se consideró en el caso en concreto, que se ajusta 
a la hipótesis normativa. Particularmente para el caso de 
nuestra materia, la argumentación juega un peso relevante 
cuando en su realización se parte de que la información es 
pública y se busca acreditar lo contrario.
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En ese orden de ideas, el artículo 104 de la Ley General, 
precisa que, para realizar una correcta prueba de daño, se 
debe justificar lo siguiente:

• Que la divulgación de la información representa un riesgo 
real, demostrable e identificable de perjuicio significativo al 
interés público o a la seguridad nacional;
• Que el riesgo de perjuicio supera el interés público general 
de que se difunda, y
• Que la limitación se adecua al principio de proporcionali-
dad y representa el medio menos restrictivo disponible para 
evitar el perjuicio.

Por lo que, en la prueba de daño que realicen las fiscalías generales de 
justicia, se debe de acreditar justamente que la información se encuen-
tre dentro de las investigaciones ministeriales; es decir, que se localicen 
en los expedientes de la averiguación previa o carpeta de investigación, 
así como, que la divulgación podría menoscabar la capacidad de los 
agentes del Ministerio Público para llevar a cabo diligencias e inves-
tigaciones, así como para allegarse de elementos para comprobar el 
cuerpo del delito y la probable responsabilidad. Lo anterior resulta rele-
vante pues conforme al artículo 225, fracción XXVIII, del Código Penal 
Federal, es un delito contra la administración de justicia cuando los ser-
vidores públicos dan a conocer a quién no tenga derecho, documentos, 
constancias o información que obre en una carpeta de investigación, 
que por disposición legal sean reservados o confidenciales.

Así se logra desentrañar la finalidad de la causal de reserva, pues, 
por una parte, ayuda a garantizar el derecho de acceso a la justicia y 
por otra, propicia la secrecía en la etapa de investigación, al evitar la 
divulgación de información que pueda menoscabar las actividades de 
los agentes ministeriales; asimismo, evita que estos comentan un delito 
al publicar o dar a conocer datos sobre la indagación. No obstante, es 
de señalar que la causal tiene un reto y riesgo mayor, que se traduce en 
el interés público que existe de dar a conocer información de determi-
nadas investigaciones; sobre esta circunstancia, el artículo 3°, fracción 
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XII, de la Ley General de Transparencia, precisa que la información 
de interés público, es aquella que resulta relevante o beneficiosa para 
la sociedad y no simplemente de interés individual, cuya divulgación 
resulta útil para que el público comprenda las actividades que llevan a 
cabo los sujetos obligados.

Dicha situación se suele relacionar con las excepciones estable-
cidas en el artículo 115 de la Ley referida y el Trigésimo Séptimo de 
los Lineamientos Generales, que precisan que no podrá invocarse el 
carácter de reservado, cuando la información se trate de violaciones 
graves a derechos humanos, se trate de delitos de lesa humanidad, 
o bien, se trate de información relacionada con actos de corrupción; 
circunstancias que se han acreditado en diversos casos, a través de los 
años. Respecto a los delitos de lesa humanidad, Velázquez J. (2010, 
p. 102) señala  que podemos advertir crímenes como la trata de seres 
humanos, en los que también encuadra la esclavitud, la segregación ra-
cial, la tortura, la desaparición forzada, las ejecuciones arbitrarias, entre 
otros, asimismo la corrupción entendida en el ámbito del sector públi-
co o administrativa como aquella “…actividad de las personas que, en 
sus cargos como funcionarios públicos, legisladores o administradores, 
controlan actividades o decisiones que afectan de una u otra manera a 
la comunidad…” (Rowland, 1998, p.3)

Gracias al derecho de acceso a la información, en México existen 
precedente de trascendencia en materia de trasparencia y rendición de 
cuentas, pues logró la apertura de información de la carpeta de investi-
gación del caso Odebrecht, pues se ha identificado como posiblemente 
uno de los más grandes actos de corrupción en el país, así como carpe-
tas de investigación relacionadas con ex gobernadores, como Gabino 
Cue Monteagudo, Javier Duarte de Ochoa, Gerardo Gerundiano Rovi-
rosa, ex presidente municipal, cuyas indagaciones estén relacionadas 
con delitos cometidos en ejercicio de sus funciones, es decir, cuando 
eran funcionarios públicos. Por otra parte, por lo que hace al tema de 
violaciones graves a derechos humanos, se ha logrado acceder a las 
carpetas de investigación de los cuarenta y tres estudiantes de Ayotzi-
napa, así como, el caso Tlatlaya. Además, se ha logrado proporcionar 
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la carpeta de investigación del homicidio de Donaldo Colosio, que guar-
da una trascendencia social e histórica para la ciudadanía, al dar cuen-
ta de las acciones y los resultados obtenidos por parte de los órganos 
de procuración de justicia.3

Como se logra observar, la causal de reserva aplicable a la res-
tricción del derecho humano de acceso a la información en las averi-
guaciones previas y carpetas de investigación que se analiza, resulta 
relevante, pues si bien la clasificación busca proteger las actuaciones 
de los ministerios públicos con el fin de garantizar la procuración de jus-
ticia, también es susceptible a aplicarle las excepciones establecidas 
en las Leyes de Transparencia y Lineamientos Generales, por el interés 
público que existe en dar a conocer las actividades realizadas por di-
chos agentes, en los casos que sean de relevancia social, como lo son 
los delitos relacionados con actos de corrupción o violaciones graves a 
derechos humanos. En ese orden de ideas, en los siguientes apartados 
se establecen ejemplos para mostrar la importancia de la clasificación, 
así como el sobrepaso del interés público, a la reserva.4

Resolución de los Recursos de Revisión 00441/INFOEM/IP/
RR/2020 y 00442/INFOEM/IP/RR/2020, emitida por el Instituto de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de 
Datos Personales del Estado de México y Municipios y el Sujeto 
Obligado fue la Fiscalía General de Justicia de dicha Entidad Fe-
derativa.

En este caso, un particular por medio de dos requerimientos infor-
mativos, solicitó acceder a la resolución, acuerdo o documento dicta-
do por el Agente del Ministerio Público para dejar en libertad a una 

3 Sobre estos precedentes se sugiere revisar las resoluciones RRA 4436/18 y RRA 11863/21, sobre 
el caso Odebrecht y por lo que hace a los exgobernadores las resoluciones RRA 8080/17, el RRA 
6308/17, emitidas por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de 
Datos Personales INAI

4 Las versiones públicas de las resoluciones que se analizan pueden ser consultadas en la dirección 
electrónica https://www.infoem.org.mx/es/contenido/versionespublicas, para ello únicamente es nece-
sario introducir el número del recurso de revisión.
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persona menor de edad, que había cometido el delito de homicidio, la 
cual fue identificada por el solicitante, por lo que en respuesta, la Fisca-
lía Especializada en Delitos Cometidos por Adolescentes, precisó que 
la carpeta de investigación que contenía la documental requerida, se 
encontraba en trámite, pues la autoridad ministerial estaba realizando 
actos de investigación, a efecto de esclarecer el hecho delictivo y pro-
porcionó el Acuerdo del Comité de Transparencia, donde confirmaba 
la reserva de la misma. Ante dicha circunstancia, la parte recurrente 
se inconformó de la clasificación aludida, toda vez que no le habían 
entregado la expresión documental requerida; por su parte, la Fiscalía 
ratificó su respuesta.

En ese contexto, el Pleno del Instituto de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública del Estado de México y Municipios, determinó 
procedente modificar la respuesta de la Fiscalía General de Justicia del 
Estado de México, con el fin de que proporcionará el acuerdo emitido 
por el Comité de Transparencia, que confirmará como información re-
servada, en términos del artículo 140, fracción IX, de la Ley de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Mu-
nicipios, el documento mediante el cual el Ministerio Público determinó 
dejar en libertad al probable responsable en la carpeta de investigación 
LER/FHT/FHT/054/326448/19/11; lo anterior, resultó del hecho de que, 
el Sujeto Obligado ocupó causales distintas a la específica para acre-
ditar la clasificación.

En dicho asunto, a través del desarrollo por parte del Instituto de la 
respectiva prueba de daño, en atención a la proporcionada por la fis-
calía, se acreditó que revelar el documento requerido expondría el de-
sarrollo de la línea de investigación, así como las decisiones tomadas 
por el Ministerio Público, en lo que acaba de reunir elementos durante 
la tramitación de la carpeta de investigación; además, que el probable 
responsable había sido identificado como un menor de edad, por lo 
que, otorgar acceso al documento solicitado podría afectar la presun-
ción de inocencia de este y se estaría violentando lo establecido en la 
Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes, 
toda vez, que el Solicitante, identificó de manera clara al probable res-
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ponsable. Así, dado que el daño real, demostrable e identificable, era 
mayor al interés público de dar a conocer lo peticionado se determinó 
reservar la información, ya que de esta manera se protegió, tanto las in-
vestigaciones realizadas por la autoridad ministerial en una carpeta de 
investigación en trámite, como, la presunción de inocencia y el interés 
superior del menor identificado en la solicitud.

Resolución del Recurso de Revisión 01026/INFOEM/IP/
RR/2022, emitida por el Instituto de Transparencia, Acceso 
a la Información Pública y Protección de Datos Personales 
del Estado de México y Municipios y el Sujeto Obligado fue 
la Fiscalía General de Justicia de dicha Entidad Federativa.

En este ejemplo, un particular requirió entre otra información, la carpeta 
de investigación abierta en contra de la persona identificada como el 
“Feminicida de Atizapán”; en respuesta, el Sujeto Obligado señaló que 
existía una carpeta de investigación; sin embargo, también que contaba 
con un trámite específico para obtener acceso a dichas documentales, 
establecido en el Código Nacional de Procedimientos Penales.5 Ante 
dicha circunstancia, la parte recurrente se inconformó de la entrega de 
información incompleta, por lo que mediante Informe Justificado, la Fis-
calía General de Justicia proporcionó el acuerdo emitido por el Comité 
de Transparencia, por medio del cual clasificaba los documentos que 
formaban parte de la Carpeta de Investigación integrada por la Fiscalía 
Especializada en Feminicidios. 

En ese contexto, el pleno del Instituto de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública del Estado de México y Municipios, determinó 
procedente modificar la respuesta de la Fiscalía General de Justicia 
del Estado de México, con el fin de que proporcionara la carpeta de 
investigación de caso del “Feminicida de Atizapán”, en versión pública; 

5 En las solicitudes de acceso a la información, cuando la Fiscalía General de Justicia del Estado de 
México, se refiere al trámite específico, le indica a los solicitantes que debe requerir la información al 
Agente del Ministerio Público, pues de esta forma sólo se entrega la información si el solicitante es 
parte en la carpeta de investigación, de tal forma que, si no tiene interés jurídico, no accederá a la 
información.
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no se trataba de una carpeta de investigación en trámite, en virtud de 
que al momento de la presentación de la solicitud el Ministerio Público, 
ya había ejercicio la acción penal, incluso el juez de la causa estaba por 
emitir sentencia y con independencia del estado procesal de la carpeta 
de investigación, se identificó la posible comisión de violaciones graves 
a los derechos humanos por parte de la autoridad, ello con base en la 
gravedad del delito de feminicidio y los criterios emitidos por la Corte, 
que fija parámetros para identificar violaciones graves a derechos hu-
manos.

Así, el Organismo Garante del Estado de México ya referido, aplicó 
la excepción a la reserva de información contemplada en el artículo 
142, fracción II, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado de México y Municipios, para privilegiar el derecho 
humano de acceso a la información de investigaciones ministeriales, 
por considerar que en este caso específico, además de que no se per-
judicaba la investigación de los delitos presuntamente cometidos, pues 
el Ministerio Público había dado por concluida su investigación, supo-
niendo sin  conceder que esto no hubiera acontecido, advirtió que la 
publicidad de la información supera su reserva, en beneficio del interés 
público, al haberse identificado posibles violaciones graves a los dere-
chos humanos; esto con el fin de que la sociedad conozca esta clase de 
asuntos y exigir a las autoridades que este tipo de hechos no se repitan 
en el ámbito nacional.

Conclusiones

De acuerdo con lo expuesto, las carpetas de investigación y las ave-
riguaciones previas que aún queden en los archivos de las Fiscalías, 
son reservadas en tanto se encuentren en trámite para que el Ministerio 
Público pueda acreditar el cuerpo del delito y la probable responsabi-
lidad, para ello, es necesario acreditar su existencia con el número de 
la carpeta de investigación, por lo que este dato no es susceptible de 
reserva; se debe precisar la etapa en la que se encuentra y por último 
acreditar la prueba de daño, que tiene que ver con las consecuencias 
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desfavorables que se causarían al interés público con la entrega de la 
información, por  cada caso específico, pues como ya quedó indica-
do, las investigaciones ministeriales en donde se investigan actos de 
corrupción, violaciones graves a derechos humanos o delitos de lesa 
humanidad, no pueden reservarse.

Cuando nos encontramos frente a una Carpeta de Investigación que 
no permite acreditar los elementos antes descritos, el resultado será 
que nos encontramos frente a un expediente susceptible de entrega 
en versión pública, en donde se clasifiquen todos los datos personales 
que puedan hacer identificados o identificables a las partes, poniendo 
en riesgo su privacidad. En ambos casos, tanto en la reserva total de la 
información, como en la clasificación de partes o secciones confiden-
ciales por tratarse de datos personales, el Comité de Transparencia 
tiene como autoridad la última palabra y pude modificar una clasifica-
ción o incluso revocarla y ordenar su entrega, mediante un acuerdo 
debidamente fundado  motivado.

Por último, no quiero cerrar este apartado sin la recomendación de 
que, tratándose de caretas de investigación o averiguaciones previas, 
no es necesario invocar otras causales de reserva, pues la fracción XII 
del artículo 113 de la Ley General, al ser la específica es la correcta 
y, al invocar otras fracciones se corre el riesgo de realizar una indebi-
da motivación, lo que originaría vicios en el acuerdo de clasificación, 
porque dichos argumentos podrían conducir a error o interpretaciones 
incorrectas sobre el contenido real de la información, pues es sencillo, 
si se acredita la causal correcta, agregar otras fracciones no hará más 
o menos clasificada a la información, ni tampoco justificará un mayor o 
menor plazo de reserva, por lo que una reserva debidamente invocada 
con su respectiva prueba de daño, es suficiente para garantizar la se-
crecía de la investigación y se da certeza de la restricción al particular 
que la solicitó.
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CORRUPCIÓN Y ACCESO A LA 
INFORMACIÓN

Dra. Lourdes Morales Canales

La información es la materia prima para rendir cuentas y combatir la 
corrupción. Sin información, no es posible conocer el estado de las ad-
ministraciones ni el efecto público de las decisiones de quienes nos 
gobiernan. La información sirve para conocer si los recursos públicos 
se ejercen de manera adecuada y si se cumplen o no los objetivos para 
los cuales dichos recursos son destinados. La información permite el 
diálogo, nutre de valor el debate público, y fortalece a la ciudadanía. Es 
la llave para ejercer derechos fundamentales y exigir a los gobiernos 
que cumplan con su mandato. 

El caso que se presenta a continuación, tiene que ver con una de 
las dos excepciones a la reserva de información contempladas en las 
leyes secundarias en materia de transparencia y acceso a la informa-
ción. Se trata del Caso de la constructora brasileña Odebrecht mismo 
que, por su relevancia, se ha convertido en un referente en el estudio de 
redes de corrupción. Al igual que otros casos de presunta corrupción, 
Odebrecht remite a la disposición normativa mediante la cual no puede 
invocarse el carácter de reservado cuando “Se trate de información re-
lacionada con actos de corrupción de acuerdo con las leyes aplicables”.  
(Art. 115 Fracc II de la LGTAIP y Art. 112 Fracc II de la LFTAIP).1

Ambas excepciones limitan la reserva de información en casos en 
los que hay un claro interés público. Es decir, conforme a la normativa 
vigente, la información de interés público es aquella que: “resulta rele-
vante o beneficiosa para la sociedad y no simplemente de interés indi-
vidual, cuya divulgación resulta útil para que el público comprenda las 
actividades que llevan a cabo los sujetos obligados” (Art. 3 Fracción XII 
de la LGTAIP). De igual forma, en las Recomendaciones sobre Acceso 

1 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGTAIP_200521.pdf y https://www.diputados.gob.mx/
LeyesBiblio/pdf/LFTAIP_200521.pdf
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a la Información de la Organización de Estados Americanos se estable-
ce que aunque la información se encuentre en los supuestos de reser-
vado, si el daño que produce por no divulgar la información es mayor a 
que si se divulgara, es necesario privilegiar el principio de transparen-
cia.2 Finalmente, en la Ley Modelo Interamericana 2.0 sobre Acceso a 
la Información Pública se establece que las excepciones al acceso a la 
información no pueden ser invocadas “cuando se trate de información 
relacionada con actos de corrupción de funcionarios públicos, según 
los definan las leyes vigentes y de acuerdo con la Convención Intera-
mericana contra la Corrupción” (Art. 28 Actos de corrupción).3

Sin duda, la aplicación correcta de esta excepción se topa con el 
dilema sobre la definición de qué es corrupción. Conforme a los están-
dares internacionales, se puede entender que corrupción es el “abuso 
de poder para beneficio propio” (Transparencia Internacional, 2009) 4,  
“un grave impedimento para el Estado de derecho o el desarrollo sos-
tenible” (ONU, 2019) o la “captura de lo público” (Merino, 2022). En los 
hechos, la Ley General de Responsabilidades Administrativas, mejor 
conocida como la Ley3de3, clasifica en los artículos 52 a 64 a doce 
conductas consideradas como faltas administrativas graves por parte 
de los funcionarios públicos. Estos son: cohecho, peculado, desvío de 
recursos públicos, utilización indebida de información, abuso de funcio-
nes, conflicto de interés, contratación indebida, enriquecimiento oculto 
u ocultamiento de conflicto de interés, tráfico de influencias, encubri-
miento, desacato y obstrucción de la justicia. De igual forma, en los 
artículos 66 a 73 considera como faltas administrativas graves de los 
particulares a nueve conductas: soborno; participación ilícita en pro-
cedimientos administrativos; tráfico de influencias; utilización de infor-
mación falsa; obstrucción de facultades de investigación; colusión; uso 
indebido de recursos públicos; contratación indebida; exigir, solicitar, 
aceptar, recibir o pretender recibir algún beneficio a cambio de otorgar u 

2 https://www.oas.org/es/sla/ddi/docs/CP-CAJP-2599-08_esp.pdf

3 https://www.oas.org/es/sla/ddi/docs/publicacion_Ley_Modelo_Interamericana_2_0_sobre_Acceso_
Informacion_Publica.pdf

4 tent/uploads/2014/10/Guía-de-lenguaje-claro-sobre-lucha-contra-la-corrupción.pdf
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ofrecer una ventaja indebida en el futuro en caso de obtener el carácter 
de servidor público. El Código Penal Federal en su libro segundo, título 
décimo, artículos 212 a 224 y en los códigos penales de las entidades 
federativas se tipifican trece delitos por hechos de corrupción.  Se trata 
del conjunto de acciones contrarias a la ley en los que puede incurrir 
un servidor o servidora pública o un particular, tales como: ejercicio 
ilícito de servicio público, abuso de autoridad, desaparición forzada de 
personas, coalición de integrantes del servicio público, uso ilícito de 
atribuciones y facultades, concusión, intimidación, ejercicio abusivo de 
funciones, tráfico de influencia, cohecho, cohecho a servidoras o servi-
dores públicos extranjeros, peculado y enriquecimiento ilícito.5

Adicionalmente, para resolver si la información incurre en una de las 
excepciones de reserva mencionados, es necesario considerar, prime-
ro, el respeto al principio constitucional de máxima publicidad conforme 
a lo dispuesto en la Constitución, la Ley General, las leyes federal y 
estatales en materia de transparencia y acceso a la información y los 
tratados internacionales de los que el Estado Mexicano es parte así 
como las resoluciones y sentencias vinculantes que emitan los órganos 
nacionales e internacionales especializados. En segundo término, no 
se debe desdeñar la obligación por parte de los órganos garantes de 
emitir políticas de transparencia proactiva (Art. 56 a 58 LGTAIP). Dichas 
políticas tienen por objeto, además de promover la reutilización de la in-
formación pública, considerar la demanda de la sociedad. En los casos 
de corrupción, la apertura de la información permite la vigilancia social 
necesaria para el debido proceso y el cumplimiento de la ley.

5 Para contar con una explicación sobre la lógica de esta clasificación ver: A. Fierro, R. Mejía, L. Rojas 
y A. García, Manual sobre faltas administrativas y delitos de corrupción de servidoras y servidores pú-
blicos y particulares, 2021, USAID, CIDE, RRC.  https://www.rendiciondecuentas.org.mx/wp-content/
uploads/2021/04/Manual_Responsabilidades_13abril21.pdf



369

Caso Odebrecht

Uno de los casos más emblemáticos de redes trasnacionales de co-
rrupción ha sido sin duda el vinculado con la petrolera brasileña de 
Norberto Odebrecht. Basado en revelaciones periodísticas y una inves-
tigación del Departamento de Justicia de Estados Unidos, este caso 
mostró cómo a través de su Departamento de Relaciones Estratégicas, 
la constructora estableció una red de sobornos y corrupción política 
para obtener beneficios en contratos públicos. La forma de operar de 
Odebrecht involucró a presidentes y funcionarios de alto perfil en al 
menos diez países de América Latina. 

En México el escándalo Odebrecht  salió a la luz pública en diciem-
bre de 2016 cuando ejecutivos de Odebrecht admitieron ante una corte 
federal en Nueva York, haber sobornado a funcionarios mexicanos por 
10.5 millones de dólares entre 2010 y 2014. Las declaraciones revela-
ron la posible responsabilidad de al menos tres expresidentes, varios 
ex-gobernadores y funcionarios de la administración pública mexicana. 
La Auditoría Superior de la Federación alertó sobre irregularidades en 
PEMEX por Odebrecht desde febrero del 2011 sin que hubiera sancio-
nes penales contra la constructora brasileña. Distintas investigaciones 
periodísitcas revelaron posteriormente que una parte de los sobornos 
se habrían entregado a Emilio Lozoya, director de la petrolera estatal 
entre 2012 y 2016. En 2017, la Secretaría de la Función Pública anun-
ció la inhabilitación de la constructora brasileña por cuatro años. Y en 
2019 se continuó con los procesos sancionatorios con multas equiva-
lentes a 91 millones de dólares además de que se abrieron carpetas de 
investigación por delitos por posibles hechos de corrupción.6

Según los datos alojados en la Plataforma Nacional de Transparen-
cia, de 2008 a la fecha, se han realizado 683 solicitudes de informa-
ción sobre el caso. Las solicitudes se centran en contratos, renuncias, 
reuniones, auditorías y carpetas de investigación. La mayoría (247) 
se realizaron en 2017, meses después de que en Estados Unidos los 

6 https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5543508&fecha=12/11/2018#gsc.tab=0
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directivos declararan en juicio de acceso público sobre el caso. Pos-
teriormente, en 2019, hubo otra oleada de solicitudes (141). Del total 
de solicitudes, sólo se entregó información por medio electrónico y vía 
la PNT en poco más de la mitad (51 por ciento). El 17 por ciento de la 
información solicitada fue declarada inexistente mientras que 9.2 por 
ciento se consideró como información reservada. Dado que el registro 
de estas solicitudes se hizo desde antes de la reforma constitucional 
del 2014 en materia de transparencia y acceso a la información y de la 
aprobación de las leyes secundarias en la materia vale la pena recordar 
la evolución en los criterios de apertura sobre el caso.

Tabla 1. Número de solicitudes sobre Odebrecht por año

AÑO DE SOLICITUD NÚMERO

2022 51

2021 98

2020 39

2019 142

2018 50

2017 247

2016 18

2015 7

2014 18

2013 9



371

2010 1

2009 1

2008 2

TOTAL 683

Fuente: Elaboración personal con información de la PNT.

Del total de solicitudes, el 89 por ciento se concentró en instituciones 
del gobierno federal (las más solicitadas son Fiscalía General de la Re-
pública, PEMEX y Secretaría de la Función Pública), mientras que las 
demás son de orden estatal.  

Tabla 2. Nivel de gobierno que recibió solicitudes por Odebrecht

SOLICITUDES DE INFORMACIÓN NÚM

Federación 608

Michoacán 25

Veracruz 25

Guanajuato 7

Tamaulipas 6

CdMx 4

Hidalgo 3

Estado de México 3
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Coahuila 1

Nuevo Léon 1

Total 683

Fuente: Elaboración personal con información de la PNT.

Tras la reforma constitucional en materia de transparencia y acceso a 
la información pública de 2014, el INAI resolvió recursos de revisión 
vinculados a Odebrecht de manera reactiva. Sólo de mayo a marzo de 
2020 se resolvieron 25 recursos de revisión que permitieron la entrega 
de la información en 18 asuntos (72 por ciento de los casos)7 De 2015 al 
2022 se produjeron 43 quejas por información incompleta o por la falta 
de acceso  a la información que fue solicitada. En un primer momento, 
el INAI resolvió a favor de la clasificación de la información sobre las 
carpetas de investigación de la entonces Procuraduría General de la 
República. Los argumentos esgrimidos pueden resumirse en dos: 1. 
Que a falta de la designación de un Fiscal Especializado en Combate 
a la Corrupción, el órgano garante no podía prejuzgar por una posible 
falta grave o delito en la materia. Y ,2. Que por tratarse de información 
relativa a una investigación en curso por delitos por hechos de corrup-
ción, la apertura podía entorpecer el curso de las indagatorias. 

Tabla 3. Respuestas a solicitudes de información sobre Odebrecht

TIPO DE RESPUESTA NÚM

Entrega de información en medio electrónico 298

Inexistencia de la información solicitada 117

7 Esta información fue difundida por el INAI. https://home.inai.org.mx/wp-content/documentos/comisio-
nados/omgf/presentaciones/ODEBRECHT-INAI.pdf
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No es de competencia de la unidad de enlace 68

Entrega de información vía PNT 55

Negativa por ser reservada o confidencial 63

Entrega de Información 13

Entrega información vía Infomex 12

Notoria incompetencia 9

Información disponible al público en diversos medios 11

Información disponible vía Infomex 6

Información disponible públicamente 5

La solicitud corresponde a otro ente 4

Notificación lugar y fecha de entrega 3

La solicitud corresponde a otra dependencia 3

Información disponible públicamente 3

 Información disponible vía Infomex 2

Entrega información vía Infomex 2

La solicitud no corresponde al marco de la Ley 1

Notificación de envío 1



374

Información disponible vía Infomex 1

Incompetencia y Orientación 2

Información disponible 1

Solicitud improcedente 1

Respuesta a la solicitud notificada 1

Respuesta a la solicitud notificada 1

TOTAL 683

Fuente: Elaboración personal en base a la PNT

A pesar de esto, las distintas decisiones del pleno rara vez fueron por 
unanimidad.8 A partir de enero de 2018, el INAI adoptó otros criterios. 
A partir de la resolución del recurso RRA 7889/17 y del inicio de una in-
vestigación por presuntos delitos electorales contra funcionarios de PE-
MEX, se priorizó el criterio del interés público de la información relativa 
al caso y se dieron a conocer datos que antes habían sido reservados 
como: los nombres de los funcionarios investigados, las actuaciones 
de las carpetas de investigación, los contratos entre PEMEX, la empre-
sa brasileña y sus filiales, las resoluciones sobre funcionarios públicos 
inhabilitados, las actas del Consejo de Administración de PEMEX, la 
nomenclatura de las carpetas de investigación y los montos sobre in-
cumplimiento de contratos.

El caso Odebrecht es un claro ejemplo de la necesidad de contar 
con información oportuna para la correcta investigación, prevención 
y sanción de actos de corrupción. Y aún así, a la fecha, a través de 
litigios, la constructora ha logrado anular multas por 54 millones de 
dólares, mantiene un litigio para cancelar otros 27 millones y logró la 

8 http://consultas.ifai.org.mx/pdf/resoluciones/2017/votos/RRA%207889_1.pdf
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anulación de multas por 10 millones de dólares a un ex directivo de la 
compañía.9 La transparencia y el acceso a la información serán la llave 
que permitirán en un futuro, llamar a cuentas a los responsables de las 
acciones y omisiones en este caso para evitar que la red de corrupción 
vuelva a configurarse.

9 https://contralacorrupcion.mx/odebrecht-libra-sanciones-millonarias-ya-puede-volver-a-contra-
tar-en-mexico/
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DERECHO A SABER EN VIOLACIONES 
GRAVES A DERECHOS HUMANOS: 
APERTURA Y CASOS EN LA CIUDAD DE 
MÉXICO

Dra. María del Carmen Nava Polina

El derecho humano a saber se traduce en que cualquier persona co-
nozca del ejercicio de lo público a través de la transparencia, de solicitar 
información para investigar, solventar alguna necesidad y acceder a de-
recho a la verdad. Ningún derecho humano es absoluto, se encuentra 
sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan en la protección 
de la seguridad nacional, los intereses de la sociedad y los derechos de 
privacidad de las personas. 

Este texto aborda el derecho a saber en violaciones graves a dere-
chos humanos, así como tres casos de interés público que pudieran ser 
antesala de delitos de lesa humanidad por lo que se requiere contar con 
información pública: el accidente en la Línea 12 del Metro, feminicidios 
y medio ambiente. 

Excepciones

La Ley General de Transparencia y Acceso a Información Pública, es-
tablece que toda información que sea generada, obtenida, adquirida, 
transformada o en posesión de los sujetos obligados es pública y acce-
sible a cualquier persona, a menos que se actualice uno de los supues-
tos de excepción que señalen las leyes aplicables. 

Las excepciones indicadas se actualizan cuando se trata de infor-
mación clasificada como confidencial o reservada. La primera de ellas 
se trata de aquella que contiene datos personales concernientes a una 
persona identificada o identificable, es decir, se protege la vida privada 
de las personas; la segunda, cuando la información que solicitó alguna 
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persona no puede tener acceso temporalmente pues su publicación 
pueda generar un perjuicio o daño al interés público.

El artículo 113 fracción III de la Ley General de Transparencia se-
ñala que, como información reservada podrá clasificarse aquella cuya 
publicación se entregue al Estado mexicano expresamente con ese ca-
rácter o el de confidencial por otro u otros sujetos de derecho interna-
cional, excepto cuando se trate de violaciones graves de derechos 
humanos. 

Además, el Sistema Nacional de Transparencia (SNT) ha estable-
cido que tampoco puede reservarse la información relacionada con ac-
tos de corrupción, la relativa a la asignación y ejercicio de gastos de 
campañas, precampañas y gastos en general de partidos políticos, así 
como los delitos de lesa humanidad.

En el caso que nos ocupa, nos enfocaremos en el primero de los 
supuestos, pero antes de iniciar el análisis de la clasificación de infor-
mación es necesario revisar qué es una violación grave a los derechos 
humanos, así como los delitos por lesa humanidad, su alcance y rela-
ción con el derecho a saber.

Violaciones a derechos humanos

De conformidad con la Oficina del Alto Comisionado de Organización 
de las Naciones Unidas (ONU) los derechos humanos son inherentes a 
la humanidad, sin distinción de nacionalidad, lugar de residencia, sexo, 
origen nacional o étnico, color, religión, lengua, o cualquier otra condi-
ción, sin discriminación alguna. Estos derechos son interrelacionados, 
interdependientes e indivisibles.

En el ámbito internacional se establecen las obligaciones que tienen 
los gobiernos de tomar medidas que promuevan, protejan y garanticen 
derechos humanos y libertades fundamentales individuales y grupales. 
Para México, esa obligación se encuentra contenida en el párrafo terce-
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ro del artículo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, que establece que: “Todas las autoridades, en el ámbito de 
sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger 
y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios 
de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En 
consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y repa-
rar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que esta-
blezca la ley.”

La Corte Interamericana de Derechos Humanos menciona en el pá-
rrafo 139 del Caso Radilla Pacheco Vs. México que las violaciones gra-
ves a derechos son una violación múltiple de varios derechos protegi-
dos por la Convención Americana que coloca a la víctima en un estado 
de completa indefensión, acarreando otras vulneraciones conexas. Eso 
es especialmente grave cuando forma parte de un patrón sistemático o 
una práctica aplicada o tolerada por el Estado.

Se considera que la “gravedad” consiste, en que se presenten las 
siguientes características: 

• Multiplicidad de violaciones comprendidas dentro del fenómeno 
delictivo.

• Especial magnitud de las violaciones en relación con la naturaleza 
de los derechos afectados.

• Participación importante del Estado.

Antes de la reforma constitucional en materia de derechos humanos 
de 2011, la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) tenía la 
llamada “facultad de investigación” la cual consistía en que este órgano 
investigara la posible violación a las garantías individuales. Entre los 
casos que resolvieron destacan la masacre de Aguas Blancas en 1995, 
el secuestro y tortura de la periodista Lydia Cacho, los abusos policiales 
en Atenco en 2006, y la negligencia que ocasionó la muerte de menores 
en la Guardería ABC. 

En el amparo en revisión 168/2021 resuelto el 30 de noviembre de 
2011, la SCJN determinó que era necesario probar que los hechos que 



379

se denunciaban eran graves. Para acreditar la gravedad del asunto, la 
Suprema Corte exigió comprobar la trascendencia social de las viola-
ciones, lo cual podría determinarse con base en criterios cuantitativos 
o cualitativos.

• Criterio cuantitativo: determina la gravedad de las violaciones 
al demostrar que tienen una trascendencia social en función 
de aspectos medibles o cuantificables, tales como el número, 
la intensidad, la amplitud, la generalidad, la frecuencia o 
su prolongación en el tiempo, así como, evidentemente, la 
combinación de varios de estos aspectos.

• Criterio cualitativo:  determina si se presenta alguna característica 
o cualidad que les dé una dimensión específica, es decir, se 
actualicen alguno de estos supuestos: 

• Participación de multiplicidad de autoridades de dos o más 
poderes federales o locales para afectar deliberadamente 
los derechos de una persona, desconociendo el sistema de 
distribución de competencias establecido en la Constitución 
o el principio de división de poderes.

• Entrega a la comunidad de información manipulada, 
incompleta o el simple impedimento de conocer la verdad, 
afectando con ello la formación de la voluntad general y 
generando una cultura del engaño.

Como se puede apreciar, la SCJN estableció un criterio para determinar 
en qué casos se consideraba como una violación grave a las garantías 
individuales de las personas. Ahora bien, con la reforma constitucional 
de 2011, esta facultad de investigación se transfirió a la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos (CNDH).

En la actualidad, la CNDH retoma los criterios establecidos por la 
SCJN para identificar cuáles casos tratan de violaciones graves a de-
rechos humanos; el artículo 88 del Reglamento Interno de la Comisión 
Nacional y la Guía para identificar, atender y calificar violaciones graves 
a los derechos humanos, establece que los atentados a la vida constitu-
yen una infracción grave a los derechos fundamentales de la persona. 
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Para calificar la gravedad, se debe considerar la naturaleza de los de-
rechos humanos violados, la escala o magnitud, así como su impacto.

Delitos de Lesa Humanidad y Agenda 2030

Por otra parte, en cuanto a los delitos por lesa humanidad, que se en-
tienden como crímenes contra la humanidad, los cuales se encuentran 
enlistados en el artículo 7 del Estatuto de Roma de la Corte Penal In-
ternacional y son: asesinato; exterminio; esclavitud; la deportación o 
traslado forzoso de la población; la encarcelación u otra privación grave 
de la libertad física en violación de normas fundamentales de derecho 
internacional.

También son crímenes contra la humanidad: tortura; violación, es-
clavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización 
forzada u otros abusos sexuales de gravedad comparable; la persecu-
ción de un grupo o colectividad con identidad propia fundada en mo-
tivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de 
género u otros motivos universalmente reconocidos como inaceptables 
con arreglo al derecho internacional; así como la desaparición forzada 
de personas. 

La SCJN1 señala que se consideran delitos de lesa humanidad 
cuando se cometen como parte de un ataque generalizado o sistemá-
tico2 contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque; es 
decir, alguna conducta que implique la comisión de actos mencionados 
en el catálogo de referencia contra una multiplicidad de personas den-
tro de dicha población.

En ese sentido, la excepción establecida en Ley General de Trans-
parencia y los lineamientos de desclasificación, se refiere a casos espe-
cíficos en los que existe una trascendencia social, dicho de otro modo, 

1 Tesis aislada 1a. X/2012 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 10a. 
Época, 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta, Libro V, febrero de 2012, Tomo 1, pág. 650.

2 Por sistematizado se entiende que los actos se cometan de conformidad con la política de un Estado 
o de una organización, es decir, en seguimiento de un plan preconcebido.
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la gravedad a la que se refieren las violaciones a derechos humanos y 
delitos de lesa humanidad, es porque se trata de actos que lesionan en 
lo más profundo la dignidad humana y cuyos perjuicios son irreversibles 
o muy difíciles de reparar (Sánchez, 2011).   

¿Qué importancia tiene la excepción de este supuesto de reserva 
en el derecho de acceso a la información? El derecho a saber habilita el 
ejercicio de otros derechos; es clave para fomentar mayor eficiencia y 
eficacia en las acciones del Estado, en el manejo de recursos públicos 
y es esencial para la rendición de cuentas y la transparencia de sus 
operaciones. Todo esto contribuye en la consolidación de la confianza 
en las instituciones públicas (OEA, 2013).

Asimismo, el acceso a la información es una herramienta vital en 
la lucha contra la corrupción -una de las amenazas más poderosas 
contra el desarrollo económico y social de cada país- ya que permite 
implementar el control público, hace posible revelar abusos, errores y 
debilidades (OEA, 2013) y por ende, contribuye a alcanzar las metas 
del Objetivo de Desarrollo Sostenible 16, “Paz, Justicia e Instituciones 
Sólidas” de la Agenda 2030 de la Organización de las Naciones Unidas 
(ONU, 2015).

Derecho a la verdad

Para el caso que nos ocupa, la información que cualquier persona pue-
de obtener a través de una solicitud a un sujeto obligado tiene la posi-
bilidad de ser tan valiosa que en el caso de violaciones graves a dere-
chos humanos, la sociedad obtendrá información que no sólo afectan a 
las víctimas en forma directa sino a toda la sociedad, precisamente por 
su gravedad y por las repercusiones que implican.

Como se mencionó, la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, establece la obligación para las autoridades de investigar 
las violaciones a los derechos humanos. Esta labor de investigación no 
sólo debe incluir al Estado, acceder a información pública facilita que 
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personas, academia, sociedad civil, se acerquen al derecho a la ver-
dad, pues las violaciones graves atañen a toda la sociedad. 

La investigación en derechos humanos es una actividad profesional 
y especializada que requiere la recogida de información de muy varia-
das fuentes (incluida las entrevistas), analizarlas, evaluarlas a la luz de 
los estándares internacionales de derechos humanos, formular reco-
mendaciones específicas, desarrollar una estrategia para comunicarlas 
y conseguir que se implementen. Se requieren una serie de competen-
cias que van desde el pensamiento estratégico, el conocimiento temá-
tico y del país, habilidades analíticas y de evaluación, experiencia en 
metodología de investigación en cuestiones legales o jurídicas, en téc-
nicas de incidencia política, comunicación y campañas. (Verdes, 2015).

La labor de investigación de violación de derechos humanos debe-
ría orientarse hacia la acción. Pretende generar cambios en la vida de 
las personas que sufren o están en riesgo de sufrir violaciones de dere-
chos humanos. Tiene como objetivo, por tanto, ejercer influencia sobre 
quienes están en condiciones de efectuar dichos cambios (autoridades 
estatales, judiciales, organizaciones internacionales, grupos armados, 
empresas, particulares). Se trata, por tanto, de una investigación que 
está orientada hacia la protección y promoción de los derechos huma-
nos de las personas, grupos y comunidades. (Verdes, 2015).

De lo anterior, podemos advertir que se trata de una labor titánica, 
que a la fecha para las autoridades es complejo garantizar, por lo cual, 
el derecho de acceso a la información complementa de manera impor-
tante esta gran labor, sobre todo su relación con la investigación de 
violaciones a derechos humanos. 

Línea 12 del Metro

Aparentemente en la Ciudad de México no es muy frecuente conocer 
sobre violaciones graves a derechos humanos, especialmente desde 
el trabajo del Instituto de Transparencia. Sin embargo, identificamos 
un lamentable accidente que conmocionó a toda la sociedad en la que 
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existieron pérdidas humanas y que está relacionado con el derecho de 
acceso a la información pública. El caso concreto es el colapso de la 
Línea 12 del Sistema de Transporte Colectivo Metro (STC Metro) ocu-
rrido en el año 2021. 

Este suceso encuadra en la definición de violaciones graves a dere-
chos humanos, constituye un hecho trágico pues en el tramo que va de 
la estación Olivos a Tezonco de la Línea 12 del STC Metro, se colapsó 
y 26 personas fallecieron y 103 resultaron lesionadas.

Como era de esperarse, este hecho detonó un aumento significativo 
de las solicitudes de acceso a la información formuladas al Metro, así 
como de los recursos de revisión que fueron interpuestos en contra de 
este organismo. 

En la investigación aplicada que desarrollamos en el equipo de Es-
tado Abierto (InfoCDMX, 2022), identificamos con datos concretos que 
las personas habían acudido a estos mecanismos legales en busca de 
respuestas sobre temas como informes de reparaciones, mantenimien-
to preventivo y correctivo, contratos, información sobre los seguros, 
presupuesto y gasto para la reparación, peritajes realizados, averigua-
ciones, carpetas de investigación y auditorías, entre otros temas.

Sin embargo, cuando las personas tocan una segunda puerta para 
obtener respuestas tuvieron que enfrentar diversos obstáculos. Al res-
pecto, observamos que de las 1,130 de 1,807 solicitudes con estatus 
terminado en 389 casos los sujetos obligados se declararon incompe-
tentes, en 27 clasificaron la información, en 12 se consideraron impro-
cedentes y en cinco inexistentes.

Ahora bien, las personas solicitantes tienen la opción de inconfor-
marse -o no- por este tipo de respuestas. Es así que el garante de la 
CDMX resolvió 33 recursos de revisión en materia de acceso a la in-
formación sobre la Línea 12; el 70% de las resoluciones fueron a favor 
de las personas, es decir, se determinó la entrega de la información por 
parte de los sujetos obligados.
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No obstante, una tercera parte de los recursos tiene que ver con 
obligaciones de transparencia, es decir, información que debería de pu-
blicarse sin que medie solicitud de transparencia alguna, como la asig-
nación y ejercicio del gasto público, obras y construcciones o contratos. 

Adicionalmente, el reporte indica que se identificaron cuatro recur-
sos de revisión por información clasificada y que fueron revocados o 
modificados -todos interpuestos en contra de la Fiscalía General de 
Justicia de la Ciudad de México-, donde se observó la ausencia del 
Comité de Transparencia en el proceso para la clasificación de la infor-
mación y entrega de versiones públicas.

Por otro lado, advertimos que sólo 17 sujetos obligados de los 42 
revisados publicaron información relativa a la Línea 12 del Metro, de los 
cuales apenas ocho (19.05%) lo hicieron con características de trans-
parencia proactiva, sólo cinco (11.9%) publicaron información focaliza-
da, y cuatro (9.52%) información de interés. Sin mencionar que cuatro 
instituciones no contaban con un sitio web. 

Como se puede observar, el interés público y trascendencia de este 
siniestro es notorio: el reporte señala que se ingresaron al día, en pro-
medio, cinco solicitudes de información pública durante un año, y se 
interpusieron 33 recursos de revisión en materia de acceso a la infor-
mación pública. La mejor manera de colaborar con la investigación es 
proporcionar la información concerniente a este hecho, pues es eviden-
te que nos encontramos en la Ciudad de México frente a un caso de 
violación de derechos humanos de manera grave.

Feminicidios

Por otro lado, es conocido que la Ciudad de México atraviesa por una 
crisis en materia de violencia de género en contra de las mujeres, tan 
es así que en noviembre de 2019, se emitió alerta de género en la que 
se requirieron diferentes tipos de medidas para dar cara a la situación 
de violencia que se enfrenta en la ciudad. 
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Este supuesto, de igual forma, en materia de acceso a la infor-
mación, puede ser un instrumento que ayude a la investigación de 
violación grave a derechos humanos. Recordemos que, este tipo de 
situaciones generan consecuencias muy específicas, tales como: dis-
criminación agravada por situaciones de especial vulnerabilidad de las 
mujeres. Feminicidios o tortura. 

En este caso, en temas de violencia de género, de 2019 a octubre 
de 2022, el Pleno del InfoCDMX resolvió 154 recursos de revisión en 
materia de acceso a la información pública. Del total de recursos re-
sueltos, al menos tres recursos de revisión en materia fueron por clasi-
ficación de información.

Algunos textos de las solicitudes de información son los siguientes: 

 “Quiero conocer el número de investigación, el número de 
expediente, número de resolución y tener acceso en versión 
pública, en pdf o Word de aquellas resoluciones emitidas 
y relacionadas con la destitución y/o cesión de dos jueces 
involucrados en el caso del feminicidio”

“Copia del audio/video de toda la audiencia realizada el pa-
sado veinticinco de septiembre de dos mil diecinueve, en la 
cual el Juez de Control del Sistema Penal Acusatorio, vin-
culó a proceso al imputado [C…] por el delito de lesiones 
y violencia familiar, y en la que además se le imputó como 
medida cautelar la de prisión preventiva oficiosa.”

“Solicito copia del audio/video de toda la audiencia realiza-
da el pasado 25 de septiembre de 2019 en la cual el Juez 
de Control del Sistema Penal Acusatorio, Federico Mosco 
González, vinculó a proceso al imputado Juan Carlos Gar-
cía Sánchez por el delito de lesiones y violencia familiar, y 
en la que además se le imputó como medida cautelar la de 
prisión preventiva oficiosa. 2) Solicito copia del audio/video 
de la audiencia en la cual (por orden del magistrado de la 
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Cuarta Sala Penal Ponencia Tres en la toca 222/2019) se 
repuso parcialmente la audiencia referida en la pregunta 1 
con la finalidad de debatir sobre la imposición de una nueva 
medida cautelar dentro de la misma causa iniciada al impu-
tado Juan Carlos García Sánchez por los delitos de lesio-
nes y violencia familiar. 3) Solicito copia de las resoluciones 
por escrito tomadas en las dos audiencias referidas en las 
preguntas 1 y 2, y que tuvieron que elaborarse tras las au-
diencias orales de acuerdo con el artículo 67 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales”.

Con lo anterior, se advierte la importancia que reviste la información en 
materia de violencia género contra las mujeres. A través de ver garan-
tizado su derecho a saber, las mujeres ocupan vías legales adicionales 
para exigir y hacer efectivos sus derechos. Conocer la información re-
lacionada con políticas públicas orientadas a resolver la violencia y la 
discriminación es condición indispensable para que las mujeres tengan 
posibilidad de participar en su diseño. 

Por ello es tan importante la sensibilidad y valoración de los órga-
nos garantes cuando se presenten situaciones en las que se requiera 
información que facilite la investigación de un posible caso de violación 
a los derechos humanos de las mujeres, por lo cual la clasificación de la 
información como reservada no es viable. Esta orientación de criterios 
abona al impulso de la igualdad sustantiva, a la transversalización de 
género y con ello al ODS 5 de la Agenda 2030. (ONU, 2015). 

Medio ambiente

Otro supuesto que puede generar alguna violación grave en materia 
de derechos humanos, es la materia ambiental. El derecho humano 
de todas las personas a buscar, recibir e impartir información, incluye 
la información sobre cuestiones ambientales. El acceso público a la 
información ambiental permite que los individuos comprendan en qué 
medida el daño ambiental puede menoscabar sus derechos, incluidos 
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sus derechos a la vida y la salud, y servir de apoyo al ejercicio de otros 
derechos, como los derechos de expresión, asociación, participación y 
reparación. (ONU, 2018).

Los principios marco sobre los derechos humanos y el medio am-
biente de las naciones unidas señalan que el acceso a la información 
ambiental tiene dos dimensiones. En primer lugar, los Estados deben 
reunir, actualizar y difundir periódicamente información ambiental, 
como la información sobre la calidad del medio ambiente, incluidos el 
aire y el agua; la contaminación, los desechos, los productos químicos 
y otras sustancias potencialmente nocivas que se introducen en el me-
dio ambiente; los impactos ambientales reales o que constituyan una 
amenaza para la salud y el bienestar humanos; y las leyes y políticas 
pertinentes. 

En particular, en situaciones que impliquen una amenaza inminente 
de daño a la salud humana o al medio ambiente, los Estados han de 
garantizar que toda la información que permita que la población adopte 
medidas de protección se difunda inmediatamente entre todas las per-
sonas afectadas, independientemente de que las amenazas obedez-
can a causas naturales o humanas.

En segundo lugar, los Estados deben proporcionar un acceso ase-
quible, efectivo y oportuno a la información ambiental en poder de las 
autoridades públicas, a petición de cualquier persona o asociación, sin 
necesidad de que demuestren un interés legítimo o de otra índole.

Ahora bien, en la Ciudad de México de 2019 a octubre de 2022, el 
Pleno del InfoCDMX resolvió 524 recursos de revisión en materia de 
acceso a la información pública en materia ambiental.  Del total de re-
cursos resueltos, al menos en ocho  clasificaron información.

Si bien es cierto que ni en la Ley General de Transparencia, ni en la 
Ley de transparencia aplicable a la Ciudad de México se establece al-
gún supuesto en el que en el que la información en “materia ambiental” 
puede constituir una excepción a la clasificación de la información, si es 
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oportuno considerar que, caso por caso, pues puede existir información 
cuyo contenido sea de interés público. En ocasiones, forma parte de 
proyectos que pudieran provocar afectaciones ambientales y sociales. 

Un ejemplo de las afectaciones al medio ambiente, lo constituye la 
construcción del Tren Maya, uno de los proyectos de infraestructura 
en el que se tiene documentado que causa afectaciones ambientales 
irreparables, así como consecuencias directas en las comunidades in-
dígenas. 

Las organizaciones de la sociedad civil Centro Mexicano de De-
recho Ambiental, Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los 
Derechos Humanos, Consejo Regional Indígena y Popular de Xpujil 
(CRIPX), Fundación para el Debido Proceso Legal International Servi-
ce for Human Rights (ISHR), Proyecto sobre Organización, Desarrollo, 
Educación e Investigación (PODER), en un comunicado al Gobierno 
Mexicano manifestaron su preocupación por las afectaciones que su-
frirían las comunidades indígenas de Campeche, Chiapas, Tabasco, 
Yucatán y Quintana Roo en sus derechos territoriales, su derecho a no 
ser desalojadas y su derecho a la salud, así como sobre los riesgos de 
daños ambientales causados por la contaminación e impactos negati-
vos a la biodiversidad y el agua resultantes de un estudio de impacto 
ambiental que creen inadecuado. 

En este caso, la información que deban de tener los habitantes y 
todas las personas es de considerable importancia, pues como se ha 
documentado, existen diferentes discrepancias entre lo que se men-
ciona por el gobierno mexicano y lo que se hace en los procedimientos 
administrativos ambientales. 
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Conclusión

Llegados a este punto, podemos concluir que la excepción prevista en 
el artículo 113 de la Ley de Transparencia de clasificar la información 
con relación a casos en los que se presente violación grave derechos 
humanos, no sólo son los descritos por la SCJN o en su caso la CNDH, 
sino que se debe de tomar en consideración una visión más amplia y 
considerar que la información que se solicita con relación a violencia 
de género en contra de las mujeres y medio ambiente, también puede 
tener impacto importante en una sociedad, trascendencia  e investiga-
ciones en posibles casos de violación a derechos humanos, como en 
lo sucedido en el desafortunado accidente de la Línea 12 del Metro de 
la capital de México. 



390

Referencias

Info CDMX. 2022. Apertura en la Línea 12 del Metro. La ruta del inte-
rés público a un año. Equipo de Estado Abierto del Instituto de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública, Protección de 
Datos Personales y Rendición de Cuentas de la Ciudad de Mé-
xico. https://infocdmx.org.mx/images/biblioteca/2022/Reporte%20
Metro%20L12%202022%20V4.pdf 

OEA. 2013. El Acceso a la Información Pública, un Derecho para ejercer 
otros Derechos. Organización de los Estados Americanos. https://
www.oas.org/es/sap/dgpe/concursoinformate/docs/cortosp8.pdf 

ONU. 2015. Transformar nuestro mundo: la Agenda 2030 para el De-
sarrollo Sostenible. A/RES/70/1. https://www.un.org/ga/search/
view_doc.asp?symbol=A/RES/70/1&Lang=S

ONU. 2018. Principios marco sobre los derechos humanos y el medio 
ambiente. Organización de las Naciones Unidas. https://www.oh-
chr.org/sites/default/files/Documents/Issues/Environment/SREnvi-
ronment/FP_ReportSpanish.PDF

ONU. (s.f.). Graves violaciones de derechos humanos. Organización 
de las Naciones Unidas. https://hchr.org.mx/ambitos-de-trabajo/
graves-violaciones-de-dh/ 

Sánchez, J. A. 2011. “Violaciones graves a los derechos humanos. 
Seguridad y Sociedad Civil”. Novena Jornada Nacionales Sobre 
Víctimas del Delito y Derechos Humanos. Víctimas de Violaciones 
Graves (pág. 147). Ciudad de México: CNDH.

SNT. 2016. Acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de 
Datos Personales, por el que se aprueban los lineamientos ge-
nerales en materia de clasificación y desclasificación de la in-
formación, así como para la elaboración de versiones públicas. 



391

[DOF, 15/04/2016] https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codi-
go=5433280&fecha=15/04/2016#gsc.tab=0 

Verdes, E. B. (2015). “Investigación de violaciones de derechos hu-
manos y crímenes de derecho internacional”. Universidad de la 
Plata, Buenos Aires, Argentina. http://www.derechoshumanos.
unlp.edu.ar/assets/files/T%C3%A9cnicas%20de%20Investiga-
ci%C3%B3n..pdf



392

LA EXCEPCIÓN A LA CLASIFICACIÓN 
DE LA INFORMACIÓN CONFIDENCIAL 
QUE SE ENCUENTRA EN REGISTROS 
PÚBLICOS O FUENTES DE ACCESO 
PÚBLICO, O QUE POR LEY TIENEN 
CARÁCTER DE INFORMACIÓN PÚBLICA

Dr. Javier Martínez Cruz

En México los Derechos de Acceso a la Información Pública y Protec-
ción de Datos Personales se reconocen en la Constitución Federal de 
México, a partir de una serie de reformas que contribuyen al fortalecer 
el sistema democrático mexicano, destacando la vinculación entre el 
Derecho de Acceso a la Información Pública y la Transparencia, que 
constituyen derechos de gran trascendencia y representan un avance 
significativo para nuestro país.

El Derecho de Acceso a la Información Pública (DAI) está garantiza-
do por el Estado, a través, de los órganos garantes, que obedecen a los 
principios de certeza, eficacia, imparcialidad, independencia, legalidad, 
máxima publicidad, objetividad, profesionalismo y transparencia; asi-
mismo, deben garantizar que la información sea confiable, verificable, 
veraz y que atienda a las necesidades de las personas en el ejercicio 
de su derecho. 

En tal virtud, la Ley General de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública (LGTyAIP) tiene por objeto establecer los principios, 
bases generales y procedimientos para garantizar el Derecho de Ac-
ceso a la Información Pública, considerando que la información en po-
sesión de los sujetos obligados está sujeta a excepciones que deben 
ser definidas y legitimadas; para ello, debe ser objeto de clasificación y 
determinar el carácter confidencial o reservada. 
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Derecho de Acceso a la Información Pública 

El Derecho de Acceso a la Información Pública (DAI) es un derecho 
universal y un requisito fundamental para garantizar la transparencia 
y la buena gestión pública del gobierno; este derecho se basa en el 
principio de máxima publicidad, que alude a que la información en po-
sesión de instituciones públicas es por definición pública. Por otro lado, 
también se basa en el principio de buena fe, en virtud de que el Estado 
debe implentar políticas efectivas para garantizar una real  cultura de 
transparencia y respuesta plena a las solicitudes de acceso a la infor-
mación pública. 

El DAI ha tenido una evolución importante en nuestro país, desde su 
aparición en el texto constitucional en el año 1977, por el que se otorgó 
la concesión del derecho a la información a los ciudadanos mexicanos 
y se obliga al Estado Mexicano a garantizarlo. Es claro identificar que 
el derecho a la información en esos días, sólo se otorgó a los ciudada-
nos como una garantía constitucional, sin establecer los mecanismos 
y procedimientos para su debida difusión, implementación, ejercicio y 
sanción como derecho fundamental.

El cuarto punto de la Declaración de Principios Sobre la Libertad de 
Expresión, refiere que el acceso a la información en poder del Estado, 
es un derecho fundamental de los individuos, por lo cual, los Estados 
están obligados a garantizar el ejercicio de este derecho; sin embargo, 
este principio sólo admite limitaciones excepcionales que deben estar 
establecidas previamente por la ley para el caso que exista un peligro 
real e inminente que amenace la seguridad nacional en sociedades 
democráticas. (Declaración de Principios, 2000)    

El DAI comenzó a tener una evolución robusta con la reforma al 
artículo sexto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos (CPEUM) efectuada en 2007, en la que se identifican los aspectos 
siguientes:

• Principio de máxima publicidad;
• Protección de la vida privada y los datos personales;



394

• Acceso gratuito a información pública;
• Creación de organismos especializados, imparciales y 

autónomos;
• Publicación en medios electrónicos de la información completa 

y actualizada; 
• Publicación de información de recursos públicos entregados a 

personas físicas o morales, y
• Sanciones por el incumplimiento del DAI. (Decreto por el que se 

reforma el artículo 6 de la CPEUM, 2007)

No debe omitirse que la reforma al artículo primero de la CPEUM, efec-
tuada en 2011, en materia de derechos humanos, ha sido pieza funda-
mental para el sistema jurídico mexicano al considerarlo el parteaguas 
en el antes y después, en la aplicación de los derechos humanos en 
beneficio de las personas, esta reforma integra al texto constitucional 
los elementos de reconocer los derechos humanos establecidos en  la 
CPEUM que gozarán las personas en territorio nacional, la interpreta-
ción de las normas en materia de derechos humanos bajo la máxima 
de dar la protección más amplia a las personas de conformidad con el 
principio pro persona, la obligación de las autoridades de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, la observancia 
de los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad, en los derechos humanos. (Decreto por el que se refor-
ma el artículo 1 de la CPEUM, 2011)  

En este sentido, la LGTyAIP define el principio de máxima publi-
cidad al establecer los elementos de que la totalidad de la informa-
ción que se encuentra en los haberes de los sujetos obligados tendrá 
la naturaleza de pública y esta tendrá que ser completa, oportuna y 
accesible; imponiendo limitaciones en su acceso, con un régimen de 
excepciones que deberán ser definidas, legítimas y necesarias para 
una sociedad democrática. No obstante, debe establecerse que el se-
gundo párrafo del artículo siete de la citada Ley, determina que en la 
aplicación e interpretación de está, deberá prevalecer el principio de 
máxima publicidad, de conformidad con los dispuesto por la CPEUM, 
los tratados internacionales y las resoluciones de organismos naciones 
e internaciones especializados.  
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El principio de máxima publicidad consiste en determinar que el DAI 
debe estar sometido a un régimen limitado de excepciones, donde las 
decisiones negativas deben estar motivadas y, por ende, le correspon-
de al Estado llevar a cabo la carga de la prueba para determinar que la 
información no puede ser revelada y ante una duda o vacío legal, debe 
primar el DAI. La Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) 
establece que el principio de máxima publicidad consiste en la presun-
ción de que toda información es accesible y está sujeta a un sistema 
restringido de excepciones, las cuales deben estar previamente fijadas 
por la ley, responder a un objetivo permitido por la Convención Ameri-
cana de Derechos Humanos (CADH) y ser necesaria en una sociedad 
democrática, lo que implica que deben estar orientadas a satisfacer un 
interés público imperativo. (Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos, 2006) 

Por lo tanto, atendiendo al principio de máxima publicidad se entien-
de que por regla general toda la información que sea generada, alma-
cenada, procesada y difundida por las instituciones de la administración 
pública en los tres órdenes de gobierno (federal, estatal y municipal), 
deberá de ser pública; así mismo, las acciones, políticas y resoluciones 
que sean emitidas, desarrolladas y aplicadas por los organismos ga-
rantes de este derecho, deberá sustentarse bajo la idea de publicidad 
de la información. No debe omitirse, que el actuar de las instituciones 
públicas en la generación de actos de autoridad, deberá beneficiar en 
todo momento los derechos de las personas, bajo el resguardo de su 
dignidad e integridad; por ello, los sujetos obligados deben integrar en 
su actuar la misión de beneficiar la publicidad de la información, siem-
pre que esta información sea de interés público. 

La información de interés público puede referirse a aquella que re-
sulte relevante o beneficiosa para la sociedad y, por ende, que no sea 
de simple interés individual; así mismo, esta información deberá de ser 
de utilidad a través de su divulgación, para que la ciudadanía pueda 
comprender actividades que lleven a cabo las instituciones de la admi-
nistración pública. No obstante, el principio de máxima publicidad de la 
información tiene sus limitantes, de conformidad con lo establecido en 
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la CPEUM, los tratados internaciones y la normatividad nacional e inter-
nacional; reiterando que la publicidad de la información se debe sujetar 
a un régimen claro de excepciones, para limitar el DAI.  

Para tal efecto, el legislador generó los mecanismos de clasifica-
ción de la información, los cuales serán analizados en un apartado es-
pecífico, precisando que el principio de máxima publicidad deberá ser 
garantizado por los organismos garantes, a través de sus mecanismos 
de verificación, investigación, sanción, así como en las resoluciones 
que se emitan para atender las inconformidades en el ejercicio del DAI.  

Derecho a la Protección de Datos Personales 

El Derecho a la Protección de Datos Personales (DPDP) se contem-
pló por primera vez en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental (LFTyAIPG) al definir como dato 
personal “cualquier información concerniente a una persona física iden-
tificada o identificable” (Artículo 3 fracción II, LFTyAIPG); posteriormen-
te, en 2007 se reconoció en el texto constitucional al establecer que la 
información concerniente a la vida privada y los datos personales debía 
ser protegida y se instaura el acceso gratuito a los datos personales y 
su rectificación cuando los datos son inexactos, incompletos o no están 
actualizados. (Decreto por el que se reforma el artículo 6 de la CPEUM, 
2007)

El DPDP en nuestro país, ha evolucionado constantemente desde 
la primera reforma hecha a nuestra Carta Magna en el 2009 con el re-
conocimiento de los Derechos ARCO y la creación de los organismos 
garantes; cabe destacar, que con la reforma al artículo primero de la 
CPEUM efectuada en 2011, le otorga el carácter de derecho humano, 
a fin de tutelar la privacidad de los datos personales que se encuentran 
en poder de los sujetos obligados, por lo que corresponde al sector 
público o, en su caso, de los particulares cuando se trata del sector 
privado.  
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En este orden de ideas, la Ley Federal de Protección de Datos 
Personales en Posesión de los Particulares (LFPDPPP) se encarga 
de regular la protección de la información de carácter personal que se 
encuentra en poder de los particulares que consisten en personas físi-
cas o morales de carácter privado que llevan a cabo un tratamiento de 
datos personales (Artículo 3 fracción XVIII, LFPDPPP); con excepción 
de las sociedades de información crediticia (Ley para Regular las So-
ciedades de Información Crediticia, 2002) y las personas que lleven a 
cabo la recolección y/o almacenamiento de datos personales para uso 
personal, sin fines de divulgación o utilización comercial. De acuerdo 
a lo anterior, el organismo competente para conocer lo relativo al tra-
tamiento de datos en manos de particulares es el Instituto Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Perso-
nales (INAI).  

Por otro lado; la Ley General de Protección de Datos Personales 
en Posesión de los Sujetos Obligados (LGPDPPSO), se encarga de 
regular el tratamiento de datos a cargo de los sujetos obligados, cuyo 
objeto es establecer las bases, principios y procedimientos que garan-
ticen el derecho que tiene toda persona a la protección de sus datos 
personales.

El Estado garantiza la privacidad de los individuos y debe velar 
porque terceras personas no incurran en conductas que puedan afec-
tarla arbitrariamente, precisando que el DPDP, solamente se limitará 
por razones de seguridad nacional, disposiciones de orden público, 
seguridad y salud públicas o para proteger derechos de terceros. De 
igual manera, el tratamiento de datos personales sensibles, se limitara 
a contar con el consentimiento expreso de su titular y en el caso de 
menores de edad se deberá privilegiar el interés superior de la niña, el 
niño y el adolescente.

El artículo octavo de la LGPDPPSO, establece que la aplicación e 
interpretación de la Ley se debe realizar conforme a lo dispuesto en la 
CPEUM, los tratados internacionales, así como las resoluciones y sen-
tencias vinculantes que emitan los órganos nacionales e internaciona-
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les especializados, favoreciendo en todo tiempo el derecho a la priva-
cidad, la protección de datos personales y a las personas la protección 
más amplia; para ello, el DPDP implica el tratamiento de datos persona-
les que obren en soportes físicos o electrónicos, con independencia de 
la forma o modalidad de su creación, tipo de soporte, procesamiento, 
almacenamiento y organización.  

Los principios en materia de protección de datos personales esta-
blecidos en la LFPDPPP y la LGPDPPSO, muestran una similitud en el 
marco de ejercicio ya que los “responsables en el tratamiento de datos 
personales, deberán observar los principios de licitud, consentimiento, 
información, calidad, finalidad, lealtad, proporcionalidad y responsabili-
dad”. (Artículo 16, LGPDPPSO)

La LFPDPPP, refiere que todo responsable del tratamiento de datos 
deberá establecer y mantener medidas de seguridad administrativas, 
técnicas y físicas que permitan proteger la información personal contra 
daño, pérdida, alteración, destrucción o el uso, acceso o tratamiento 
no autorizado. Así mismo, se establece que aquellos que intervengan 
en cualquier fase del tratamiento de datos personales deberán guardar 
confidencialidad, obligación que subsistirá aun después de finalizar sus 
relaciones con el titular o el responsable. 

En la LGPDPPSO se establecen los deberes de confidencialidad, 
integridad y disponibilidad, destacando que el artículo 31 refiere el de-
ber de los responsables de establecer y mantener las medidas de se-
guridad de carácter administrativo, físico y técnico para la protección de 
los datos personales que los protejan contra daño, pérdida, alteración, 
destrucción, uso, acceso o tratamiento no autorizado, dicho deber es 
obligatorio para mantener el tratamiento de los datos personales, bajo 
un nivel adecuado a la naturaleza de la información y de los sujetos 
obligados.  

En este contexto, la confidencialidad se entiende como la propiedad 
o característica consistente en que la información no se pondrá a dispo-
sición, ni se revelará a individuos, entidades o procesos no autorizados, 
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por consiguiente, el responsable, es el único que puede llevar a cabo el 
tratamiento de los datos personales, mediante los procedimientos que 
para tal efecto se establezcan. El deber de integridad se tiene concep-
tualizado como el deber que consiste en que los datos personales no 
serán alterados de manera no autorizada, deber que guarda relación 
con los principios de proporcionalidad, lealtad y calidad que serán ob-
servados por los responsables en el tratamiento de los datos persona-
les, para que la información este actualizada, veraz y oportuna, ante 
el manejo de dicha información. El deber de disponibilidad consiste en 
que los datos sean accesibles y utilizables cuando se requieran por 
personas, entidades o a través de procesos autorizados. 

La LGPDPPSO establece que el responsable deberá establecer y 
mantener las medidas de seguridad de carácter administrativo, físico y 
técnico para la protección de los personales, para lo cual, las acciones 
relacionadas con las medidas de seguridad deberán estar documenta-
das y contenidas en un sistema de gestión, entendido como “conjunto 
de elementos y actividades interrelacionadas para establecer, imple-
mentar, operar, monitorear, revisar, mantener y mejorar el tratamiento y 
seguridad de los datos personales”. (Artículo 34, LGPDPPSO) 

Convergencia de los Derechos de Acceso a la Información 
Pública y Protección de Datos Personales 

El DAI y el DPDP tienen varios puntos en los que convergen debido a 
su naturaleza jurídica, además de la estructura organizacional de las fi-
guras jurídicas que intervienen para el ejercicio de dichos derechos. En 
el DAI se destaca el principio de máxima publicidad; mientras que, en el 
caso del DPDP es conveniente considerar un principio de máxima con-
fidencialidad que establece que en todo momento se debe favorecer el 
derecho a la privacidad, la protección de datos personales y brindar a 
las personas la protección más amplia. 

En este sentido, el principio de máxima publicidad tiene sus limitan-
tes de conformidad con la CPEUM, los tratados internaciones y la nor-
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matividad nacional e internacional, destacando que la LGTyAIP señala 
que la publicidad de la información se debe sujetar a un claro régimen 
de excepciones; por lo que, el legislador generó los mecanismos de 
clasificación de la información, a fin de distinguir los supuesto para de-
terminar la información reservada y confidencial.  

Clasificación de Información 

La LGTyAIP establece que la “clasificación es el proceso mediante el 
cual el sujeto obligado determina que la información en su poder ac-
tualiza alguno de los supuestos de reserva o confidencialidad” (Artículo 
100, LGTyAIP), para ello, los titulares de las áreas administrativas de 
los sujetos obligados son responsables de llevar a cabo el proceso de 
clasificación de información. 

En tal virtud, la clasificación de la información se lleva a cabo cuan-
do se recibe una solicitud de acceso a la información, se determina 
mediante resolución emitida por autoridad competente o se generan 
versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de trans-
parencia. La clasificación puede ser parcial o total y debe llevar una le-
yenda que indique tal carácter, la fecha de clasificación, el fundamento 
legal y el periodo de reserva o si es información confidencial, tomando 
en cuenta que los sujetos obligados no pueden emitir acuerdos de ca-
rácter general ni particular que clasifiquen información y por regla gene-
ral, no pueden clasificar información antes de generarse. 

La clasificación de información como reservada o confidencial, 
debe de ser valorada y dictaminada por los encargados de la Unidad 
de Transparencia de cada sujeto obligado y confirmada, modificada o 
revocada por el Comité de Transparencia, sin que se contravengan las 
bases, principios y disposiciones establecidas en la LGTyAIP y demás 
normatividad aplicable; cabe destacar, que los documentos que con-
tengan partes o secciones reservadas o confidenciales, para efecto de 
atender solicitudes de acceso a la información pública, deberán elabo-
rar una versión pública en la que se testen las partes o secciones clasi-
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ficadas, indicando su contenido de manera genérica; así como, fundar 
y motivar la actualización de los supuestos de clasificación.

Es preciso mencionar que en el momento que los sujetos obligados 
consideren que los documentos o la información deba ser clasificada, 
debe llevar a cabo el procedimiento de clasificación; para ello, el área 
administrativa debe remitir la solicitud; así como, un escrito en el que 
funde y motive la clasificación al Comité de Transparencia, quien debe-
rá resolver para confirmar, modificar o revocar la clasificación; es decir, 
limitar el acceso al DAI en los términos que determinó el área admi-
nistrativa, otorgar total o parcialmente la información, o bien, conceder 
el acceso a la información. Bajo este contexto, el Comité de Transpa-
rencia podrá tener acceso a la información que se pretende clasificar 
y la resolución del Comité deberá ser notificada al interesado en un 
plazo que no puede exceder de 20 días, el cual sólo podrá ampliarse 
excepcionalmente por 10 días más, siempre y cuando existan razones 
que funden y motiven tal determinación. (Artículos 132 y 137, LGTyAIP) 

Información Reservada y Confidencial 

Para garantizar el pleno ejercicio del DAI se deben atender a los su-
puestos de clasificación que establece la LGTyAIP. En el caso de infor-
mación reservada se entiende como aquella  que se limita su acceso 
por un tiempo determinado que puede ser hasta por cinco años, pu-
diendo ampliar dicho plazo por un periodo igual cuando subsistan las 
causas que dieron origen a la clasificación; cabe destacar que dicha in-
formación es pública cuando se extinguen las causas que dieron origen 
a su clasificación, expira el plazo de clasificación, exista una resolución 
de autoridad competente que determine el interés público de conocer 
la información, o bien, el Comité de Transparencia considere pertinente 
su clasificación de conformidad con la Ley y demás normatividad que 
resulte aplicable. (Artículo 101, LGTyAIP)

En este sentido, el Capítulo III de los Lineamientos Generales en 
materia de clasificación y desclasificación de la información, así como 
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la elaboración de versiones públicas (Lineamientos de clasificación) es-
tablece que las áreas administrativas integran un índice de información 
reservada, que se actualiza semestralmente y contiene el área que ge-
neró la información, el nombre del documento, la especificación de que 
es una reserva total o parcial, la fecha en que se clasifica y concluye la 
reserva, la justificación y el periodo de reserva.  

Por otro lado, se debe fundamentar y motivar los motivos que sus-
tentan la clasificación de la información, a través de la prueba de daño 
que se sustenta en el artículo 104 de la LGTyAIP, que debe contener la 
descripción de por qué la divulgación de la información representa un 
riesgo real, demostrable e identificable en perjuicio del interés público 
o la seguridad nacional; así como, el análisis del riesgo que implica la 
divulgación por encima del interés público de conocer la información y 
que dicha limitación es conforme con el principio de proporcionalidad, 
al ser el menos restrictivo para evitar el perjuicio que ocasionaría la 
divulgación de la información. 

Bajo este contexto, se aprecia que la información reservada se rige 
bajo la regla que afecte el interés público o la seguridad nacional; sin 
embargo, en el artículo 113 de la LGTyAIP se establece el catálogo de 
supuestos de clasificación, destacando los siguientes: se comprometa 
la seguridad nacional, seguridad pública o la defensa nacional; menos-
cabe la conducción de las negociaciones y relaciones internacionales; 
se ponga en riesgo la vida, seguridad o salud de una persona física; 
implique la obstrucción de actividades de verificación, inspección y au-
ditoría, prevención o persecución de los delitos y aquella que por dispo-
sición expresa de una ley tengan tal carácter. 

De igual manera, los Lineamientos de clasificación emitidos por el 
Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la información y Protec-
ción de Datos Personales (SNT), definen que la prueba de daño es la 
argumentación fundada y motivada tendiente a acreditar que la divul-
gación de información lesiona el interés jurídicamente protegido y que 
el daño que pueda producirse es mayor que el interés de conocerla. 
(Artículo Segundo fracción XIII, Lineamientos de clasificación)



403

No obstante lo anterior, el proceso de clasificación de información 
como reservada tiene excepciones cuando la información esté relacio-
nada con violaciones graves a derechos humanos o delitos de lesa 
humanidad, de conformidad con el derecho nacional o los tratados in-
ternacionales de los que el México sea parte, precisando que ninguna 
persona podrá ser objeto de inquisición judicial o administrativa con el 
objeto del ejercicio del DAI. (Artículo 5 de la LGTyAIP)

Por otro lado, la clasificación de información como confidencial, 
tiene su fundamento en el artículo 116 de la LGTyAIP, que establece 
se considera información confidencial la que contiene datos persona-
les concernientes a una persona física identificada o identificable, la 
cual en comparación con la información reservada, no está sujeta a 
temporalidad y sólo puede tener acceso los titulares de la información, 
sus representante legales y los servidores públicos tengan facultades 
o atribuciones para llevar a cabo el tratamiento de dicha información.

De igual manera, la LGTyAIP determina que los secretos bancario, 
fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal a cargo de parti-
culares, sujetos de derecho internacional o de sujetos obligados que no 
involucre el ejercicio de recursos públicos, constituyen información con-
fidencial y, por ende, los sujetos obligados requieren el consentimiento 
de los titulares para permitir el acceso a dicha información, siempre y 
cuando está no se encuentre en registros públicos o fuentes de acceso 
público, exista una orden judicial o se acredite que su divulgación es 
necesaria para salvaguardar la seguridad nacional, salubridad pública 
o garantizar derechos de terceros. 

En tal virtud, la LGTyAIP otorga la facultad a los organismos ga-
rantes de aplicar la prueba de interés público, que consiste en un ra-
zonamiento lógico jurídico que refleja el ejercicio de ponderación de 
la información confidencial frente a un tema de interés público, a fin 
de acreditar el beneficio que reporta dar a conocer la información; así 
mismo, que dicha divulgación es proporcional y representa la mínima 
afectación en la intimidad de las personas titulares de la información. 
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De igual manera, los Lineamientos de clasificación establecen que 
en la aplicación de la prueba de interés público se deben considerar 
los elementos de idoneidad, necesidad y proporcionalidad; es decir, se 
debe acreditar el vínculo entre la información confidencial y el tema 
de seguridad nacional, salubridad general o la protección de los dere-
chos de terceros, así como acreditar que el interés público es mayor 
al derecho que tienen los titulares de mantener la confidencialidad de 
su información personal, precisando las razones objetivas del benefi-
cio que implica la divulgación de la información, las circunstancias de 
modo, tiempo y lugar que justifique la desclasificación, de manera que 
resulte adecuada y proporcional para la protección del interés privado e 
interferir lo menor posible en el ejercicio del DAI. 

En este sentido, el principio de máxima publicidad es pieza funda-
mental para el ejercicio del DAI, ya que éste constituye la base en la 
que se sustenta este derecho; sin embargo, atendiendo a la naturaleza 
de la información, los sujetos obligados deben revisar que no se ac-
tualice algún supuesto de clasificación y, en su caso, realizar la prueba 
de daño correspondiente, para garantizar la procedencia de limitar el 
ejercicio del DAI cuando se comprometa la salud y seguridad pública o 
para proteger derechos de terceros; o bien, se puede clasificar como in-
formación confidencial cuando se refiere a información privada o datos 
personales, tal y como se aprecia en Figura 1.



405

Figura 1. Fuente: Elaboración propia.  

Por otro lado, en el análisis del DPDP resulta importante establecer 
en que consiste la privacidad y la intimidad, a fin de distinguir sus dife-
rencias y similitudes. La intimidad se refiere a aquello que es propio y 
exclusivo de la persona; es decir, sólo puede ser accesible cuando la 
persona decide compartirlo con otros, como es el caso de las creencias 
morales, los pensamientos, sentimientos o deseos. Por tanto, para la 
efectiva protección de la intimidad se requiere el respeto a la privaci-
dad, entendida como aquello que por derecho se excluye del acceso y 
conocimiento de los demás, esto incluye al escrutinio del Estado. (Do-
cumento de Recomendaciones, 2013)

La protección de datos personales se reconoce como un derecho, 
considerando que los datos personales consisten en cualquier informa-
ción que identifica o hace identificable a una persona; por tanto, este 
derecho es el medio para garantizar la protección de la intimidad y pri-
vacidad de los individuos al otorgar el poder de uso, disposición y con-
trol de sus datos; por tanto, “cuando se afirma que una persona tiene 
derecho a que se respete la intimidad y la privacidad de su información 
personal, se parte del supuesto del deber profesional de preservar su 
confidencialidad. Su protección es un deber ético y una obligación legal 
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para quienes la atiendan”. (Documento de Recomendaciones, 2013, 
p.10)  

En este sentido, la confidencialidad es una cualidad que consiste 
en decir, hacer o intercambiar información en un marco de confianza, 
a fin de que esta sólo sea accesible a personas autorizadas, obligando 
a no revelar la información que se obtiene en ese marco de confianza; 
por tanto, dicha cualidad incluye la intimidad como el núcleo central de 
protección, la privacidad como el derecho de excluirse de los demás, a 
través del derecho de protección de los datos personales (uso, disposi-
ción y control de sus datos), tal y como se aprecia en la Figura 2.    

Figura 2. Fuente: Elaboración propia.  

El DPDP obedece a los principios de licitud, consentimiento, informa-
ción, calidad, finalidad, lealtad, proporcionalidad y responsabilidad; así 
como, a los deberes de confidencialidad, integridad, disponibilidad y 
seguridad (establecer y mantener medidas de seguridad administrati-
vas, técnicas y físicas) previstos en la LFPDPPP y la LGPDPPSO; por 
tanto, resulta sumamente importante, analizar que los principios son un 
conjunto de reglas mínimas que deben cumplir los sujetos obligados 
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para garantizar el cumplimiento de la normatividad aplicable en la mate-
ria; mientras que, un deber es un compromiso o expectativa de realizar 
diversas acciones como una imposición prevista en la normatividad.  

Bajo este contexto, el deber de confidencialidad en términos de 
la LGPDPPSO consiste en que la información no se puede poner a 
disposición, ni ser revelada a individuos, entidades o procesos no au-
torizados. No obstante, en el ámbito del proceso de clasificación de 
la información, es procedente considerar la confidencialidad como un 
principio, ya que en el proceso de análisis para determinar si se ac-
tualiza algún supuesto de clasificación como información reservada o 
confidencial, se deben cumplir reglas mínimas para proteger los bienes 
jurídicos superiores como la salud y seguridad pública o el derecho de 
terceros, considerando que la información confidencial es aquella que 
se refiere a información privada y datos personales; sin embargo, no 
todos los datos personales son confidenciales atendiendo a las obli-
gaciones de transparencia y el interés público de conocer cierta infor-
mación, destacando que los organismos garantes en el ámbito de sus 
atribuciones de verificación, investigación y sanción, tienen la potestad 
de determinar la aplicación de la prueba de interés público para permitir 
el acceso a la información que por su naturaleza tiene el carácter de 
confidencial.  

Por tanto, como en el caso del DAI la normatividad prevé un prin-
cipio de máxima publicidad como se aprecia en la Figura de abajo; 
es posible, plantear el principio de máxima confidencialidad como un 
parámetro para permitir la apertura de información confidencial, como 
se muestra en la Figura 3.
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Figura 3. Fuente: Elaboración propia.  

Excepciones a la clasificación de confidencial por 
registros públicos o fuentes de acceso público, o que por 
ley tienen carácter de información pública.

El artículo 120 de la LGTyAIP, establece en su segundo párrafo, las 
diferentes modalidades en que no se requiere el consentimiento del 
titular de los datos personales; para los fines del presente trabajo es 
de resaltar las fracciones I y II de la ley general referida, donde en la 
fracción I se refiere a información que se tenga en registros públicos o 
fuentes de acceso público; en lo que respecta a la fracción II, esta se 
refiere a la información que por Ley tenga Carácter de Pública.

En el caso de la fracción I, es importante invocar que dichos regis-
tros o fuentes de acceso público deben tener como condición necesaria 
un origen lícito para su conformación e integración; y como condición 
suficiente un riguroso examen de pleno cumplimiento que estos regis-
tros o fuentes de acceso público cumplen con la correcta protección y 
tratamiento de los datos personales que como Derecho Humano man-
data nuestro Marco Jurídico. En el caso que refiere la fracción II, es 
condición necesaria conocer el precedente judicial que le da el carácter 
de pública y como condición suficiente si la prueba de interés público 
sigue prevaleciendo. 
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El reto que implica atender estas condiciones para las fracciones 
I y II del artículo  120 de la LGTyAIP, nos obliga a buscar alcanzar el 
equilibrio de los derechos fundamentales de acceso a la información 
pública y protección de datos personales, a partir de un ejercicio de 
ponderación o balanceo de derechos considerando las teorías de Ro-
bert Alexy y Ronald Dworkin, con la finalidad de contar con parámetros 
medibles que sienten las bases para que Ambos Derechos Coexistan y 
se aplique el derecho que más favorezca a la persona. Se identifica la 
interacción del DAI y el DPDP bajo los principios de máxima publicidad 
en el caso del DAI y de máxima confidencialidad en lo que corresponde 
al DPDP, considerando que la prueba de daño se aplica cuando se ac-
tualiza algún supuesto de clasificación como información reservada y la 
prueba de interés público se aplica para permitir la apertura de informa-
ción confidencial, como se aprecia en la imagen siguiente:  

Figura 4. Fuente: Elaboración propia.  

Ponderación y Balanceo de Derechos Fundamentales 

La correcta ponderacióno o balanceo del DAI y el DPDP, a fin de lo-
grar un equilibrio entre ambos derechos fundamentales, nos obliga a 
atender que el principio de proporcionalidad es la técnica jurídica y ar-
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gumentativa encaminada a determinar si un derecho fundamental se 
ajusta o no a la Constitución, el cual, se integra por los sub-principios 
de idoneidad, necesidad y proporcionalidad en sentido estricto, cuya 
aplicación se refleja en el ejercicio de ponderación entendido como 
el método que tiene como objetivo resolver una colisión de derechos, 
considerando que no debe realizarse desde un enfoque rígido de ante-
poner un derecho sobre otro; es decir, se debe aplicar el derecho que 
más favorezca a la persona, de manera que los derechos coexistan y 
se determine su ejercicio a través del medio que resulte menos lesivo 
para satisfacer, en el caso del DAI el interés público, o bien, en lo que 
corresponde al DPDP la confidencialidad de la información. 

La importancia de establecer una metodología radica en la asigna-
ción de valores cuantitativos que permitan aplicar la ponderación con la 
premisa de analizar caso por caso, mediante la implementación de ac-
ciones que garanticen en todo momento, el respeto a los derechos hu-
manos. Cuando se invocan las excepciones referidad en la fracción I y 
II del artículo 120 de la LGTyAIP se identifica la colisión de los derechos 
fundamentales de acceso a la información pública y protección de datos 
personales, bajo la perspectiva del legislador, considerando la postura 
de Robert Alexy para garantizar el control judicial de constitucionalidad, 
(Alexy, 2010) y bajo la perspectiva del juzgador de conformidad con 
Ronald Dworkin, quien afirma que los jueces aplican el derecho y sólo 
en casos excepcionales actúan como legisladores, precisando que el 
juez resuelve con principios y carecen de discrecionalidad al momento 
de decidir mediante la aplicación de la prueba de razonabilidad. (Dwor-
kin 2017)

En nuestro país, la creación de leyes se efectúa a través del pro-
ceso legislativo previsto en el artículo 72 de la CPEUM, a cargo del 
Poder Legislativo, quien tiene la potestad formal y material de expedir 
leyes; por lo que respecta al Poder Ejecutivo en diversas ocasiones 
posee competencia material en actos legislativos; mientras que, el Po-
der Judicial realiza formalmente actos jurisdiccionales y en ocasiones 
efectúa actos que son materialmente legislativos; pero, nunca realiza 
actos administrativos. Por tanto, se considera que la metodología para 
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determinar parámetros medibles como objetivo del presente trabajo de 
investigación, se aplica la teoría de Robert Alexy bajo la potestad formal 
y material que posee el Poder Legislativo para expedir leyes, específi-
camente la LGTyAIP y la LGPDPPSO. 

Asimismo, se aplica la teoría de Ronald Dworkin bajo la perspecti-
va del juzgador a cargo del Poder Judicial, destacando que la reforma 
constitucional de 2011 al artículo primero, trajo consigo la expedición 
de la actual Ley de Amparo que brinda los elementos necesarios para 
garantizar los derechos fundamentales de los mexicanos, tal es el caso 
del DAI y el DPDP. Además, es importante considerar que la jurispru-
dencia como una fuente formal del derecho se crea por reiteración de 
criterios, contradicción de tesis y por sustitución, la cual consiste en la 
aplicación e interpretación de las leyes, cuya aplicación resulta obliga-
toria.  

En complemento a lo anterior, el diagrama que se aprecia a con-
tinuación refleja las posturas de Alexy y Dworkin; por un lado, Alexy 
plantea una ponderación de derechos bajo la interpretación de los le-
gisladores al aplicar el test de proporcionalidad, que de conformidad 
con el artículo 149 de la LGTyAIP, los organismos garantes al resolver 
el recurso de revisión deben aplicar una prueba de interés público con 
base en los elementos de idoneidad, necesidad y proporcionalidad. Por 
otro lado, Dworkin plantea un balanceo de derechos bajo la interpreta-
ción de los jueces, al aplicar el test de razonabilidad, atendiendo a las 
fuentes del derecho y las etapas de interpretación.  
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Figura 5. Fuente: Elaboración propia.  

El DAI y el DPDP son derechos humanos reconocidos constitucional-
mente y, por ello, resulta indispensable determinar una metodología 
que les permita coexistir para lograr un equilibrio entre ambos dere-
chos. En términos de la ley de la ponderación, cuanto mayor es el grado 
de satisfacción o afectación de uno de los derechos, tanto mayor debe 
ser la importancia de satisfacer el otro, a través de la aplicación de la 
fórmula del peso en el caso concreto, destacando que en caso de ob-
tener valores iguales se debe recurrir a las cargas de la argumentación 
para resolver la colisión de derechos. 

Lo anterior, con la finalidad de maximizar el beneficio de un dere-
cho, con la aplicación del criterio pro persona que consiste en realizar 
la interpretación más favorable a la persona para lograr su protección 
más amplia; por lo que, se incluye la siguiente gráfica en la que se re-
presenta el equilibrio del DAI y el DPDP, atendiendo a la ponderación 
de derechos fundamentales.
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Figura 6. Fuente: Elaboración propia.  

En la gráfica se aprecia que cuanto mayor es la satisfacción de un 
derecho, mayor es la afectación del otro y estos tienden a unirse en un 
punto que representa el punto de equilibrio ante la colisión del DAI y el 
DPDP. 

Ahora bien, para contar con una metodología efectiva que permi-
ta determinar parámetros medibles en la ponderación de derechos, se 
complementa la Figura 6, tal y como se aprecia en la Figura 7.  
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Figura 7. Fuente: Elaboración propia.  

En la imagen se aprecia la convergencia de normas, reglas, derechos y 
principios; el circulo punto representa el punto de equilibrio; cabe des-
tacar, que el objetivo de esta gráfica es visualizar que la ponderación 
se realiza desde un enfoque flexible, a fin de maximizar el beneficio 
de un derecho, minimizando la afectación del otro, aplicando siempre 
el derecho que más favorezca a la persona con la implementación de 
un medio alternativo que resulte menos lesivo para satisfacer el interés 
público y/o la confidencialidad de la información.

Casos Prácticos

A partir del análisis y reseña del marco jurídico que regula el DAI y 
el DPDP, y de manera específica las modalidades de excepción de la 
clasificación de la información confidencial; y con la propuesta de pon-
deración y balanceo de derechos fundamentales, se presentan a conti-
nuación los siguientes casos.
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1. Acceso a Registros Públicos. El Caso de los Montachoques en 
las Zonas Metropolitanas de México

En fechas recientes grupos delictivos utlizan las bases de datos de los 
registros públicos del Registro Público Vehícular (REPUVE) y del re-
gistro de la Asociación Mexicana de Instituciones de Seguros (AMIS); 
con estos datos de los registros públicos, arman los denominados Mon-
tachoques para propiciar accidentes viales para posteriormente extor-
sionar a sus víctimas, ya que estas bases de datos les permiten elegir 
vehículos no asegurados.

Estos grupos delictivos acceden a estos registros públicos los cua-
les al estar en los casos de excepción que establece la fracción I del 
artículo 120 de la LGTyAIP, los sujetos obligados no tienen que contar 
con el consentimiento para tratar datos personales en estas bases de 
datos que estan los registros públicos; provocando que con las bases 
de datos públicas se puedan cometer extorsiones, como las que llevan 
a cabo los llamados montachoques, grupos que provocan percances 
viales para exigir el pago de los supuestos daños con amenazas, que 
incluyen, en ocasiones violencia física.

La operación de estos grupos delictivos se realiza en promedio con 
cuatro personas en el vehículo que usan para chocar y se ha detecta-
do en la Ciudad de México, Estado de México y Puebla; estos grupos 
delictivos identifican a sus posibles víctimas al consultar las placas en 
el REPUVE y cruzan los datos con el registro de la AMIS. La disponi-
bilidad de los datos, les permite hacer toda una planeación, ya que se 
puede bajar información con las aplicaciones sencillas de acceder a las 
bases de datos estos dos registros públicos.

Análisis del Caso

Como se expuso en párrafos anteriores, los registros públicos están 
en los casos de excepción que precisa la Fracción I de la LGTyAIP en 
el artículo 120; pero donde también se señaló que es necesario hacer 
una prueba rigurosa de la correcta protección y tratamiento de los datos 
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personales que en esos registros públicos se tienen, al amparo del mar-
co jurídico del Derecho de Protección de Datos Personales.

Ante lo que ya se ha señalado se podría hacer la siguiente ponde-
ración de derechos como se aprecia a continuación: 

Figura 8. Fuente: Elaboración propia.  

En tal virtud, se podría aplicar el razonamiento siguiente:  

VEDPDP ≤ ó ≥ VEDAI 

Dónde: 

VEDPDP = Valor esperado del DPDP  

VEDAI = Valor esperado del DAI  

Para el caso que nos ocupa analizar, podemos ver que el valor espe-
rado del DPDP es vulnerado ante la modalidad de que estamos ante la 
presencia de un Registro Público.



417

Ahora bien, para llevar a cabo la ponderación del DAI y el DPDP 
es preciso mencionar que la colisión de dichos derechos se efectúa en 
un entorno social donde convergen diversos factores como el diseño, 
ejecución y evaluación de políticas públicas, la relevancia social que 
deriva de ideologías políticas y económicas, la estructura del sistema 
político, valores sociales y, en general, del sistema jurídico, la seguridad 
pública como una posible limitación al DAI, el interés público como una 
excepción en el ejercicio del DPDP y la relevancia individual en el ejer-
cicio de los derechos fundamentales. 

Figura 9. Fuente: Elaboración propia.  

De igual manera, para efectos del caso objeto de estudio, se toma en 
consideración lo previsto en el artículo 120 de la LGTyAIP que estable-
ce los supuestos para que los sujetos obligados permitan el acceso a 
información confidencial, precisando que no se requiere el consenti-
miento del titular cuando por razones de seguridad nacional, salubridad 
general o para proteger derechos de terceros se requiera su publica-
ción; para ello, los organismos garantes deben aplicar la prueba de 
interés público, a fin de corroborar una conexión entre la información 
confidencial y un tema de interés público y la proporcionalidad entre la 
invasión a la intimidad ocasionada por la divulgación de la información 
confidencial y el interés público de la información.  
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2. Acceso a Fuente Pública (Libertad Prensa). Gloria contra 
Google y el Tiempo, Corte Constitucional de Colombia

En el año 2000, una persona que trabajaba en una agencia de viajes 
fue vinculada a una red de trata de personas, para ello, el periódico El 
Tiempo publicó una noticia bajo el encabezado Empresa de Trata de 
Blancas en la que la mencionaba como una de las personas involucra-
das en el proceso penal, dicha noticia también se encontraba dispo-
nible en el motor de búsqueda de Google. Posteriormente, en el año 
2008 se determinó la prescripción de la acción penal. 

En este sentido, la ciudadana en el año 2012 solicitó al periódico 
que eliminara de sus registros la noticia; sin embargo, éste se negó 
afirmando que el contenido original era veraz; la ciudadana alegó que 
con la publicación de dicha nota se vulneraba su derecho a la honra, 
buen nombre e intimidad, debido a que la noticia no especificaba que 
ella nunca había sido vencida en juicio; además, exponía que la di-
vulgación de la nota le perjudicaba para realizar trámites financieros y 
comerciales. 

El asunto se puso a disposición de un juez de primera instancia, 
quien otorgó el amparo y ordenó la rectificación de la información, a fin 
de especificar que la ciudadana no había sido vencida en juicio; sin em-
bargo, determinó improcedente la eliminación de la noticia, es decir, la 
resolución ordenaba la actualización de la información para garantizar 
los derechos de la ciudadana, sin vulnerar el derecho a la libertad de 
expresión al permitir la divulgación de la noticia por razones de interés 
público. 

La ciudadana inconforme con la decisión del juez, recurrió a la se-
gunda instancia, para lo cual, el Tribunal a cargo de resolver el caso or-
denó al periódico El Tiempo la eliminación de toda la información de la 
ciudadana relacionada con la comisión del delito de trata de personas, 
a fin de garantizar su derecho a la honra, buen nombre e intimidad, ya 
que afirmaba que la información no resultaba veraz porque la ciudada-
na nunca fue vencida en juicio y la divulgación de la noticia traía con-
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sigo la vulneración de sus derechos. En otras palabras, el Tribunal de-
terminó que la protección de los derechos de la ciudadana estaba por 
encima del derecho a la libertad de expresión ejercido por el periódico 
al publicar la noticia y el interés público de conocer dicha información.

Finalmente, el caso fue sometido a la revisión de la Corte Consti-
tucional  Colombiana; por lo que, para efectos del presente trabajo, es 
preciso analizar las consideraciones que se tomaron en cuenta en la 
aplicación del ejercicio de ponderación de derechos, para determinar la 
actualización de la información, su desindexación a través de motores 
de búsqueda en internet y la absolución de Google de cualquier respon-
sabilidad ya que actuaba como un simple intermediario. 

Análisis del Caso

La Corte Constitucional determinó que la noticia debería estar dispo-
nible con la actualización de la información; es decir, con la especifi-
cación de que la persona vinculada al proceso penal nunca había sido 
vencida en juicio, a fin de permitir el pleno ejercicio del derecho a la 
libertad de expresión e información. Lo anterior, considerando que el 
internet es el espacio idóneo para ejercer el derecho a la libertad de 
expresión, ya que permite la libertad de acceso, descentralización en el 
consumo de la información, interacción de los usuarios y la neutralidad 
en cuanto al tipo de información. 

De igual manera, a fin garantizar el derecho a la libertad de expre-
sión, se ordenó la desindexación de la noticia en los motores de bús-
queda para permitir el acceso en condiciones de igualdad, pluralismo, 
no discriminación y privacidad, ya que se ordenó la actualización de la 
información para evitar la vulneración de los derechos de la ciudadana, 
atendiendo a que el principio de neutralidad en internet está orientado a 
evitar situaciones de bloqueo, interferencia o filtración para el ejercicio 
efectivo del derecho a la libertad de expresión; por ende, no es posible 
atribuir una responsabilidad a los motores de búsqueda por los conte-
nidos y actividades de los usuarios, ya que si se les permite controlar 
el contenido y tipo de información, se pone en riesgo la neutralidad 
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en internet y los principios de acceso en condiciones de igualdad y no 
discriminación.  

La vulneración de los derechos fundamentales no se puede atribuir 
a los motores de búsqueda, ya que no son responsables de producir la 
información que se encuentra disponible en internet, destacando que 
la publicación de la noticia en internet resultaba incompleta; por tanto, 
debía actualizarse la información en los medios de comunicación, a fin 
de garantizar el pleno ejercicio del derecho a la libertad de expresión.  

Por otro lado, la Ley de Habeas Data excluye de su aplicación las 
bases de datos y archivos de información periodística y otros conteni-
dos editoriales; por tanto, no se aplica a medios de comunicación; por 
tanto, se determinó la aplicación del test de proporcionalidad en térmi-
nos de las disposiciones del Sistema Interamericano de Derechos Hu-
manos, concluyendo que la actualización de la información y la dispo-
nibilidad de la noticia permite la protección del derecho al buen nombre 
con la restricción menos invasiva del derecho a la libertad de expresión 
y la eliminación completa de la información relacionada con la noticia 
resulta desproporcionada, debido a que se violenta el pleno ejercicio 
del derecho a la libertad de expresión. 
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  Conclusiones 

En la ponderación de los derechos fundamentales de Acceso a la Infor-
mación Pública y Protección de Datos Personales, se pueden invocar 
las propuestas de Robert Alexy y Ronald Dworkin, como se aprecia a 
continuación:   

Figura 10. Fuente: Elaboración propia. 

En el caso de Alexy se efectúa la ponderación de derechos, a tra-
vés de la aplicación del test de proporcionalidad, considerando que el 
ejercicio de ponderación se refleja con la aplicación del principio de 
proporcionalidad que se integra por los sub-principios de idoneidad, ne-
cesidad y proporcionalidad en sentido estricto, bajo la perspectiva del 
legislador; mientras que, Dworkin plantea un balanceo de derechos, a 
través de la aplicación del test de razonabilidad bajo la interpretación 
de los jueces, atendiendo a las fuentes del derecho y las etapas pre 
interpretativa, interpretativa y post interpretativa. 

La ponderación no debe realizarse desde un enfoque rígido de an-
teponer un derecho sobre otro; es decir, se debe aplicar el derecho que 



422

más favorezca a la persona, de manera que los derechos coexistan y 
se determine su ejercicio a través del medio que resulte menos lesivo; 
por ende, la importancia de establecer una metodología radica en la 
asignación de valores cuantitativos que permitan aplicar la ponderación 
con la premisa de analizar caso por caso, mediante la implementación 
de acciones que permitan garantizar en todo momento el respeto a los 
derechos humanos. En términos de la ley de la ponderación, cuanto 
mayor es el grado de satisfacción o afectación de uno de los derechos, 
tanto mayor debe ser la importancia de satisfacer el otro, a través de 
la aplicación de la fórmula del peso, precisando que estos tienden a 
unirse en un punto que representa el punto de equilibrio ante la colisión 
de los derechos fundamentales. 
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LA PRUEBA DE INTERÉS PÚBLICO 
VS LA CONFIDENCIALIDAD DE LA 
INFORMACIÓN

Dr. Diego García Ricci

Introducción

Una de las grandes novedades de la Ley General de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública de 2015 fue la incorporación de la 
prueba de interés público al orden jurídico mexicano. Esta prueba se 
utiliza en aquellos casos en los que la información clasificada como 
confidencial comienza a despertarle a la sociedad un gran interés. Este 
tipo de casos podría llegar a plantear una colisión de derechos fun-
damentales de suma importancia para un Estado constitucional. Por 
una parte, el derecho a la privacidad y protección de datos personales 
de aquellas personas cuya información se encuentra clasificada como 
confidencial y, por la otra, el derecho de acceso a información pública 
que toda sociedad tiene para ocuparse de asuntos de gran relevancia 
para la vida pública del país. El ejercicio de ambos derechos es de 
suma importancia para toda sociedad democrática, sin embargo, exis-
ten casos en los que uno podría prevalecer sobre el otro, para poder 
alcanzar un bien colectivo mayor como podría ser la verdad o el acceso 
a la justicia. 

En este trabajo analizaré la prueba de interés público prevista en la 
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública. Para 
ello, primero examinaré qué se entiende por información confidencial, 
pues es este tipo de información es la que podría quedar desvelada de 
aplicarse la prueba. En segundo lugar, analizaré brevemente cuál es la 
naturaleza normativa de la prueba de interés público, para, después, 
centrarme en revisar cómo está regulada por la legislación y jurispru-
dencia nacionales. Finalmente, revisaré dos casos prácticos en los que 
la prueba ha sido aplicada por el organismo garante del derecho a la 
protección de datos personales del Estado de Jalisco. 
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Información Confidencial

Para poder entender algunos casos prácticos relacionados con la prue-
ba de interés público, es necesario precisar algunos conceptos. Es im-
portante definir, en primer lugar, qué es la clasificación de información. 
La Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(LGTAIP) establece que la clasificación es el proceso mediante el cual 
un sujeto obligado por la Ley determina que la información en su po-
der actualiza alguno de los supuestos de reserva o confidencialidad 
previstos en ella (art. 100). La Ley señala, además, los tres tipos de 
información que podrían clasificarse como información confidencial: 1) 
la que contenga datos personales concernientes a una persona física 
identificada o identificable; 2) los secretos bancario, fiduciario, indus-
trial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda 
a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados 
cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos; y, 3) la que los 
particulares le presentan a los sujetos obligados, siempre que tengan 
derecho a ello, de conformidad con las leyes o tratados internacionales 
(art. 116).

Una diferencia importante entre la información clasificada como re-
servada y la confidencial es el hecho que la primera está sujeta un 
plazo de reserva, mientras que la segunda no. La propia LGTAIP señala 
que la información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna 
y sólo podrán tener acceso a ella los titulares de dicha información, sus 
representantes, o bien, servidores públicos facultados para ello (art. 
116, 2° pfo.)

La lógica detrás de la información confidencial es proteger del ac-
ceso público información que, por regla general, no es de interés de la 
sociedad. Tal sería el caso de los datos personales. Reflejan aspectos 
de la vida privada de las personas que no conciernen a la ciudadanía. 
Lo mismo ocurre con los secretos. Piénsese, por ejemplo, en los secre-
tos industriales, de ser revelados, podrían dejar en una gran desventa-
ja competitiva a quienes desarrollaron alguna innovación. Finalmente, 
también existen casos en los que la autoridad necesita verificar cierta 
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información para poder llevar a cabo su gestión administrativa. Tal sería 
el caso de la expedición de un registro sanitario para un medicamento. 
Para poder otorgar dicho registro, la autoridad debe tener acceso a las 
fórmulas químicas o componentes de ese medicamento, para verificar 
que ese producto, una vez que salga a la venta, no pondrá en riesgo la 
salud de las y los consumidores. 

De esta forma, la LGTAIP lleva a cabo un equilibrio de intereses que 
resulta muy importante en toda sociedad democrática. Por una parte, 
les garantiza a las y los ciudadanos el acceso a documentos que obran 
en los archivos oficiales; por la otra, protege los intereses de los parti-
culares quienes, por alguna razón, deben entregarle al Estado informa-
ción concerniente a su vida o negocios privados. 

Existen ocasiones en las que, no obstante, la información confiden-
cial podría comenzar a despertar un interés público, esto es, un interés 
para toda la sociedad. Una pregunta se torna ineludible: ¿cuándo es-
taríamos en un caso de estos? Se trata de un tema que podría resultar 
complejo, máxime si consideramos que la publicación de este tipo de 
información conllevaría una afectación a los intereses privados de al-
gún particular. Para tratar de ayudar a resolver casos como estos, la 
propia LGTAIP establece una herramienta hermenéutica, la prueba de 
interés público, la cual se analizará en la siguiente sección 

La Prueba de Interés Público y su Naturaleza Normativa

El concepto interés público es sumamente difícil de determinar. Aunque 
existen diversas definiciones sobre lo público, para efectos del presente 
trabajo resulta de gran utilidad entender dicho concepto como “lo que 
es de interés o de utilidad común a todos, lo que atañe al colectivo, lo 
que concierne a la comunidad, por ende, la autoridad allí emanada, en 
contraposición a lo privado, entendido como aquello que se refiere a la 
utilidad y el interés individual” ((Rabotnikof, 2010, p.45).

Este concepto de lo público es consistente con el de información 
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de interés público previsto por la LGTAIP. La Ley la define como aque-
lla que resulta relevante o beneficiosa para la sociedad y no simple-
mente de interés individual, cuya divulgación resulta útil para que el 
público comprenda las actividades que llevan a cabo los sujetos obli-
gados (LGTAIP, art. 3, fr. XII). En principio, la información confidencial, 
no encuadraría dentro de esta definición, razón por la que se permite 
su clasificación. Existen momentos, situaciones o circunstancias en la 
que la información confidencial podría despertar la atención y el interés 
del público, usualmente, por sucesos que conmocionan o han tenido un 
gran impacto en la sociedad.

En aquellos casos en los que la información confidencial comienza 
a despertar interés público se advierte una colisión de derechos funda-
mentales muy importante. Por una parte, el derecho de acceso a la in-
formación pública; por la otra, el derecho a la privacidad y la protección 
de datos personales. El ejercicio de ambos derechos se justifica legí-
timamente en cualquier sociedad democrática. Sin embargo, en estos 
casos, se tiene que valorar cuidadosamente qué derecho debiera pre-
valecer sobre el otro, esto es, si el derecho a la privacidad y protección 
de los datos personales de una persona, o bien, el derecho de acceso 
a la información pública de toda la ciudadanía. Para este fin, existen 
algunos estándares que se vuelven la guía para evaluar, analizar y pon-
derar derechos fundamentales. 

Sobre este punto, resulta útil establecer una distinción entre lo que 
es una regla y un estándar. Una regla obliga al intérprete a alcanzar un 
resultado específico ante la presencia de determinados hechos (Maga-
loni, 2001). Una regla “debe ser aplicada en todos aquellos litigios que 
entren dentro de su ámbito normativo y dicha aplicación es indepen-
diente de las razones sustantivas y los principios que sustentan una 
regla” (Magaloni, 2001, p. 139). Un estándar, por el contrario, es más 
casuístico. Le confiere al intérprete “un amplio margen de libertad para 
que el tribunal posterior, a la luz de las circunstancias fácticas del nuevo 
asunto a resolver, decida cómo ajustar su decisión al precedente que 
le vincula” (Magaloni, 2001, p. 139).  Los estándares son muy útiles 
porque “proporcionan pautas generales para que el tribunal posterior 
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analice y pondere las circunstancias fácticas que rodean la disputa y re-
suelva a partir de determinados criterios sustantivos” (Magaloni, 2001, 
p. 139).

Por lo general, al estándar que ayuda a hacer la ponderación entre 
el derecho a la privacidad y la protección de datos personales y el de-
recho de acceso a la información pública se le conoce como prueba de 
interés público (López-Ayllón y Posadas, 2006). En la siguiente sección 
veremos cómo está prevista la prueba de interés público en la legisla-
ción, jurisprudencia y normatividad mexicanas.

La Prueba de Interés Público en la Legislación y 
Jurisprudencia

En México, algunos ordenamientos prevén la prueba de interés público. 
La LGTAIP establece lo siguiente: 

Artículo 120. Para que los sujetos obligados puedan permitir 
el acceso a información confidencial requieren obtener el 
consentimiento de los particulares titulares de la informa-
ción.
No se requerirá el consentimiento del titular de la informa-
ción confidencial cuando:
[…]
IV. Por razones de seguridad nacional y salubridad general, 
o para proteger los derechos de terceros, se requiera su 
publicación, o
[…]
Para efectos de la fracción IV del presente artículo, el orga-
nismo garante deberá aplicar la prueba de interés público. 
Además, se deberá corroborar una conexión patente entre 
la información confidencial y un tema de interés público y la 
proporcionalidad entre la invasión a la intimidad ocasionada 
por la divulgación de la información confidencial y el interés 
público de la información.
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De esta forma, sólo de forma excepcional podría desclasificarse la in-
formación confidencial y determinarse su acceso público. La decisión 
le correspondería tomarla a los organismos garantes del derecho a la 
protección de datos personales –el INAI o los de las entidades federati-
vas—a través de la sustanciación de un recurso de revisión. De manera 
particular, la LGTAIP establece que:   

Artículo 149. El organismo garante, al resolver el recurso de 
revisión, deberá aplicar una prueba de interés público con 
base en elementos de idoneidad, necesidad y proporciona-
lidad, cuando exista una colisión de derechos.
Para estos efectos, se entenderá por:
I. Idoneidad: La legitimidad del derecho adoptado como pre-
ferente, que sea el adecuado para el logro de un fin consti-
tucionalmente válido o apto para conseguir el fin pretendido;
II. Necesidad: La falta de un medio alternativo menos lesivo 
a la apertura de la información, para satisfacer el interés 
público, y
III. Proporcionalidad: El equilibrio entre perjuicio y beneficio 
a favor del interés público, a fin de que la decisión tomada 
represente un beneficio mayor al perjuicio que podría cau-
sar a la población.

Aunado a lo anterior, respecto a la prueba de interés público, la Ley 
General de Archivos, publicada el 15 de junio de 2018, establece que:

Artículo 38. El Instituto Nacional de Transparencia, Acceso 
a la Información y Protección de Datos Personales o, en su 
caso, los organismos garantes de las entidades federativas, 
de acuerdo con la legislación en materia de transparencia 
y acceso a la información pública, determinarán el procedi-
miento para permitir el acceso a la información de un docu-
mento con valores históricos, que no haya sido transferido a 
un archivo histórico y que contenga datos personales sensi-
bles, de manera excepcional en los siguientes casos:
I. Se solicite para una investigación o estudio que se con-
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sidere relevante para el país, siempre que el mismo no se 
pueda realizar sin acceso a la información confidencial y el 
investigador o la persona que realice el estudio quede obli-
gado por escrito a no divulgar la información obtenida del 
archivo con datos personales sensibles;
II. El interés público en el acceso sea mayor a cualquier 
invasión a la privacidad que pueda resultar de dicho acceso;
III. El acceso a dicha información beneficie de manera con-
tundente al titular de la información confidencial, y
IV. Sea solicitada por un familiar directo del titular de la infor-
mación o un biógrafo autorizado por él mismo.

Los particulares podrán impugnar las determinaciones o resoluciones 
de los organismos garantes a que se refiere el presente artículo, ante el 
Poder Judicial de la Federación. 

De las transcripciones anteriores se advierte que la prueba de inte-
rés público es, efectivamente, un estándar, el cual permite llevar a cabo 
una ponderación entre, por ejemplo, el ejercicio del derecho a la priva-
cidad y protección de datos personales y el derecho de acceso a infor-
mación pública. Este estándar le pide el intérprete considerar cuál es 
la idoneidad, necesidad y proporcionalidad de desclasificar información 
confidencial para determinar, en un caso concreto, su acceso público. 
Como podemos observar, estos tres principios, idoneidad, necesidad y 
proporcionalidad, le dan al intérprete cierta libertad para analizar caso 
por caso y así determinar en qué momentos el interés particular de al-
guien debe ceder frente al interés de la sociedad en general.

Por otro lado, la Suprema Corte de Justicia de la Nación también se 
ha pronunciado sobre la prueba de interés público. La siguiente mues-
tra aleatoria da cuenta de que este concepto no le resulta ajeno a nues-
tro Máximo Tribunal.

A. En la Tesis Aislada I.1o.A.E.133 A (10a.): 

[…] cuando un documento contenga partes o secciones re-
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servadas o confidenciales, los sujetos obligados deberán 
elaborar una versión pública, en la que testen única y ex-
clusivamente aquéllas, con indicación de su contenido de 
forma genérica, así como la fundamentación y motivación 
que sustente dicha clasificación. Por otra parte, si alguien 
intenta revertir determinada clasificación de información que 
estima no es confidencial, debe plantearlo ante la autoridad 
que realizó la clasificación, dando audiencia a los benefi-
ciados con la decretada y a los probables afectados, para 
el evento de que se reclasifique, a través de la “prueba del 
interés público”. De lo anterior se advierte que corresponde 
a los sujetos obligados realizar la clasificación de la informa-
ción que obre en su poder y, contra la decisión que adopten, 
procede interponer el recurso de revisión ante el organismo 
garante que corresponda. (SCJN, 2018, p. 403)

B. En la Tesis 1a.CLV/2013. LIBERTAD DE EXPRESIÓN. EL INTERÉS 
PÚBLICO CONSTITUYE UNA CAUSA DE JUSTIFICACIÓN PARA DI-
FUNDIR INFORMACIÓN PRIVADA:

Sostener que la divulgación de cualquier información veraz 
está amparada por la libertad de expresión equivaldría a 
hacer nugatorio el derecho a la intimidad, toda vez que en 
la medida en la que los hechos en cuestión fueran verda-
deros los medios de comunicación estarían en libertad de 
publicarlos. En este sentido, el interés público es la causa 
de justificación más relevante en los casos donde entran en 
conflicto libertad de información y derecho a la intimidad. 
Así, la identificación de un interés público en la difusión de 
información íntima actualizará una causa de justificación al 
estar en presencia del ejercicio legítimo de la libertad de 
información. (SCJN, 2018, p. 180)

C. En la Tesis 1a.XLII/2010 DERECHO A LA INTIMIDAD O VIDA PRI-
VADA. NOCIÓN DE INTERÉS PÚBLICO, COMO CONCEPTO LEGITI-
MADOR DE LAS INTROMISIONES SOBRE AQUÉL: 
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En la noción de interés público, como concepto legitimador 
de las intromisiones en la intimidad, debe considerarse la 
relevancia pública de lo informado para la vida comunita-
ria, por ende, no es exigible a una persona que soporte pa-
sivamente la difusión periodística de datos sobre su vida 
privada, cuando su conocimiento es trivial para el interés 
o debate público. Al efecto, la información puede tener re-
levancia pública, ya sea por el hecho en sí sobre el que se 
está informando, o bien, por la propia persona sobre la que 
versa la noticia, relevancia que, en sí misma, da el carác-
ter de “noticiable” a la información. Además, la relevancia 
pública dependerá en todo caso de situaciones históricas, 
políticas, económicas y sociales, que, ante su variabilidad, 
se actualizará en cada caso concreto. (SCJN, 2018, p. 196)

De los criterios anteriores claramente se desprende que tanto el interés 
público como la prueba de interés público son conceptos reconocidos 
en la jurisprudencia de nuestro Máximo Tribunal. 

Por último, el Sistema Nacional de Transparencia elaboró y aprobó 
en 2016 los “Lineamientos generales en materia de clasificación y des-
clasificación de la información, así como para la elaboración de versio-
nes públicas”, los cuales establecen:

Cuadragésimo noveno. En la aplicación de la prueba de 
interés público para otorgar información clasificada como 
confidencial por razones de seguridad nacional y salubridad 
general, o para proteger los derechos de terceros, se re-
quiera su publicación, de conformidad con el último párrafo 
del artículo 120 de la Ley General, los organismos garantes 
en el ámbito de sus respectivas competencias atenderán, 
con base en elementos de idoneidad, necesidad y propor-
cionalidad, lo siguiente:
I. Deberán acreditar el vínculo entre la información confiden-
cial y el tema de seguridad nacional, salubridad general, o 
protección de derechos de terceros;
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II. Que el beneficio del interés público de divulgar la infor-
mación es mayor que el derecho del titular de la misma a 
mantener su confidencialidad;
III. Deberán citar la fracción y, en su caso, la causal aplica-
ble de la Ley General o las leyes que le otorguen el carácter 
de confidencial a la información, vinculándola con el Linea-
miento específico del presente ordenamiento;
IV. Precisarán las razones objetivas por las que el acceso 
a la información generaría un beneficio al interés público;
V. En la motivación de la desclasificación, deberá acreditar 
las circunstancias de modo, tiempo y lugar que justifiquen el 
interés público de conocer la información, y
VI. Deberán elegir la opción de acceso a la información que 
menos invada la intimidad ocasionada por la divulgación, 
la cual será adecuada y proporcional para la protección del 
interés privado, y deberá interferir lo menos posible en el 
ejercicio efectivo del derecho de acceso a la información. 
(DOF, 2016)

El Lineamiento anterior sugiere una metodología que bien podría se-
guirse al momento de aplicar la prueba de interés público por algún 
organismo garante del derecho a la protección de los datos personales. 
En la siguiente sección se revisarán dos casos que fueron resueltos por 
el organismo garante del derecho de acceso a la información y protec-
ción de datos personales del Estado de Jalisco. 

La Aplicación de la Prueba de Interés Público en Casos 
Prácticos

No son muchos los casos en los que los organismos garantes del dere-
cho a la protección de datos personales han llegado a aplicar la prue-
ba de interés público. Como ya se señaló, la LGTAIP establece dicha 
prueba. Al ser una ley general, esto es, al establecer las bases mínimas 
que deben observar las legislaturas estatales al momento de legislar, la 
prueba de interés público prevista en la LGTAIP es reconocida—o por 
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lo menos así debería ser—en las leyes de transparencia y acceso a la 
información de las entidades federativas. 

Por lo anterior, se analizarán dos casos resueltos por el Instituto de 
Transparencia, Información Pública y Protección de Datos Personales 
del Estado de Jalisco (ITEI), pues ilustran de manera adecuada la co-
lisión de derechos fundamentales a la que hemos hecho referencias 
líneas arriba. 

A) Recurso de Revisión número: 1486/2017 y acumulados 1489, 
1495, 1498, 1501, 1504. 

El sujeto obligado en este caso fue el Congreso del Estado de Jalisco. 
El promovente le había solicitado información relativa a los gastos de 
un evento realizado por el diputado Ramón Demetrio Guerrero Martí-
nez. Entre los gastos mencionados por el solicitante se encontraban: 
impresión de lonas, publicidad repartida, renta de escenario, luz y soni-
do, contratación del artista Pancho Barraza, y costos de los obsequios 
repartidos. El diputado había organizado este evento para la presenta-
ción de su segundo informe legislativo, el cual se realizó en las instala-
ciones del propio Congreso y se utilizaron logotipos oficiales.  

El Congreso del Estado de Jalisco negó el acceso a la información 
argumentando que el diputado no era sujeto obligado porque no recau-
da, ni administra, ni recibe, ni aplica recursos públicos. Señaló que la 
información que se solicitaba es confidencial, en virtud de se utilizaron 
recursos propios. Respecto a los obsequios, el Congreso respondió 
que no se había repartido dichos obsequios. Además, la Dirección de 
Control Presupuestal y Financiero respondió que no se le asignaban 
recursos a los Diputados para la erogación derivados de informes legis-
lativos, por lo que la solicitud no era de su competencia.

Inconforme con la respuesta, el recurrente interpuso el recurso de 
revisión el cuatro de noviembre de 2017, afirmando que la solicitud se 
le respondió como “afirmativa” a pesar de que la respuesta que le die-
ron fue negativa.



437

En su resolución, el ITEI afirmó que:

• No era correcto que únicamente debiera documentarse aquella 
información derivada del ejercicio del gasto público o del uso 
de recursos públicos, sino que también debía documentarse 
todo acto derivado del ejercicio de las funciones de los sujetos 
obligados y, por consecuencia, de quienes los integran. [CPEUM, 
art. 6 y Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
del Estado de Jalisco, art. 3].

• Los informes de actividades legislativas se consideran un producto 
del ejercicio de una atribución, función u obligación derivada del 
cargo de diputado [Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado 
de Jalisco, art. 21, fr. VI]

• Toda la información relacionada con el cumplimiento de la 
obligación de informar a la sociedad sobre las actividades 
parlamentarias de un diputado, debe de documentarse como 
información pública.

Al aplicar la prueba de interés público, el ITEI observó los principios 
de idoneidad, necesidad y proporcionalidad, los cuales le ayudaron a 
resolver la colisión de derechos entre la protección de la información 
clasificada vs la desclasificación de la información y su acceso público. 
Al respecto, el ITEI señaló:

Idoneidad: Debe darse preferencia a la divulgación de la informa-
ción pública requerida.

Necesidad: No existe un medio alternativo menos lesivo a la aper-
tura de la información, para satisfacer el interés público, por lo cual se 
vuelve necesario que este Órgano realice la desclasificación de dicha 
información.

Proporcionalidad: remover la confidencialidad en la clasificación 
de la información pública derivada de los gastos erogados para la rea-
lización de un informe de actividades parlamentarias es necesario y 
proporcional con la limitación al derecho a la privacidad patrimonial de 
dicho legislador. 
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El ITEI sustentó su resolución y, por ende, la desclasificación de la 
información con base en cuatro argumentos centrales:

• El evento fue en cumplimiento de una obligación expresa de la 
ley.

• En el evento se utilizaron el nombre del sujeto obligado [Congreso 
del Estado de Jalisco], sus logotipos y el funcionario se ostentó 
en todo momento con la investidura de su encargo constitucional.

• El evento fue de naturaleza pública y en un recinto público.
• Existió el reconocimiento expreso de la existencia de ese evento.

En este sentido, la aplicación de la prueba de daño fue crucial, pues le 
permitió al ITEI ponderar el beneficio que existía para la sociedad de 
conocer cuanto se había gastado un servidor público, en este caso, un 
legislador, para llevar a cabo un acto básico de rendición de cuentas 
como lo es un informe de actividades. Me parece que es información 
muy valiosa para la sociedad jalisciense, pues le permitirá conocer 
cuanto dinero está dispuesto a gastar un representante popular con tal 
de ganar popularidad entre las y los jaliscienses.  

B) Recurso de Revisión número: 2279/2019. 

El sujeto obligado en este caso fue la Universidad de Guadalajara. El 
promovente le había solicitado acceso a todas las recomendaciones 
realizadas por la Defensoría de los Derechos Universitarios de la refe-
rida Universidad, desde su creación y en versión pública. La respuesta 
del sujeto obligado fue que las recomendaciones se encontraban en su 
página de internet y lo remitieron a la dirección electrónica dónde se 
encontraban publicadas. 

El promovente argumentó que se le negó el acceso a información 
pública clasificada indebidamente como confidencial, pues en la página 
web de la Universidad de Guadalajara aparecían testados los nombres 
de los servidores públicos de la Universidad que fueron responsables 
de alguna violación a los derechos humanos de los universitarios. El 
ITEI indicó que, si bien el nombre se trata de un dato personal, también 
es verdad que no se está ponderando el interés público de conocerlo.
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En su resolución, el ITEI afirmó que:

• La existencia de información confidencial por simple disposición 
legal no necesariamente impide su acceso a los ciudadanos, sino 
que se exige la fundamentación y motivación de la clasificación 
(Lineamientos Generales, numerales cuarto, quinto, sexto, 
séptimo y octavo).

• El nombre de un servidor público motivo de una recomendación 
realizada por presuntas violaciones a derechos universitarios, no 
se encuentra contenido dentro del catálogo de excepciones a 
contar con el consentimiento del titular (LGTAIP, art. 120 y LT de 
Jalisco, art. 22), por lo que, en principio, es evidente la existencia 
de una obligación de la Universidad para protegerlos.

• Tomando en consideración el Reglamento de la Defensoría, 
se concluye con certeza que la Defensoría de Derechos 
Universitarios, fue creada para proteger los derechos humanos 
de la comunidad universitaria.

• Es viable señalar que la LGTAIP, en su artículo 70 fracción XXXV, 
establece como información fundamental, las recomendaciones 
emitidas por los órganos públicos del Estado Mexicano u 
organismos internacionales garantes de los derechos humanos. 

• Aplicando el principio del derecho “Ubi eadem est ratio, eadem 
est o debet esse juris dispositio” (siempre que exista una misma 
razón, debe haber una misma disposición), existe una analogía 
entre los principios constitucionales y legales de transparencia 
que rigen la publicidad de las recomendaciones de organismos de 
protección de derechos humanos del país y las recomendaciones 
de la Defensoría de Derechos Universitarios de la Universidad de 
Guadalajara.

Al aplicar la prueba de interés público, el ITEI observó los principios 
de idoneidad, necesidad y proporcionalidad, los cuales le ayudaron a 
resolver la colisión de derechos entre la protección de la información 
clasificada vs la desclasificación de la información y su acceso público. 
Al respecto, el ITEI señaló:
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Idoneidad: El criterio adoptado es legítimo, puesto que debe dar-
se preferencia en este caso a la divulgación de la información pública 
requerida, por tratarse de una presunta violación a los derechos uni-
versitarios vinculados directamente con los derechos humanos de la 
comunidad universitaria;

Necesidad: Después de analizar la legislación vigente, NO EXISTE 
un medio alternativo menos lesivo a la apertura de la información, para 
satisfacer el interés público

Proporcionalidad: Remover la confidencialidad en la clasificación 
de la información pública derivada del nombre del servidor público uni-
versitario que presumiblemente violentó los derechos humanos univer-
sitarios de estudiantes de dicha casa de estudios, es proporcional con 
el interés público. 

El ITEI sustentó su resolución y, por ende, la desclasificación de la 
información con base en cuatro argumentos centrales:

• La violación fue producto de acciones realizadas en el desempeño 
de sus funciones como servidor público universitario.

• La violación recayó sobre un integrante de la comunidad 
universitaria que consideró vulnerados sus derechos –humanos- 
universitarios.

• La recomendación se emitió debido a que se acreditó la existencia 
de elementos suficientes de la violación por parte del profesor.

• Existe una resolución definitiva.

Una vez más, en este caso, observo que la aplicación de la prueba de 
daño fue crucial, pues le permitió al ITEI ponderar el beneficio que exis-
tía para la sociedad jalisciense de conocer quiénes son los servidores 
públicos de la Universidad de Guadalajara que han incurrido en alguna 
violación de derechos universitarios. Me parece que publicar esa infor-
mación podría ser de gran valor no sólo para la comunidad universitaria 
de la U de G, sino para toda la sociedad jalisciense, pues permitirá ejer-
cer un mayor escrutinio sobre el actuar de dichos servidores, ya sean 
profesores o personal administrativo.
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Conclusiones

El concepto información confidencial tiene como finalidad principal pro-
teger determinados valores privados de las personas, entre ellos, la 
privacidad y los datos personales. No obstante, existen situaciones en 
las que la protección del derecho a la privacidad y protección de datos 
personales puede verse superado por los beneficios que le traería a la 
sociedad dar a conocer dichos datos, así como aquella otra información 
que conforma el concepto información confidencial. La prueba de inte-
rés público, en ese sentido, es una herramienta establecida en la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública que per-
mite analizar, entender y fundamentar la publicación de ciertos datos 
que podrían ser considerados como personales, pero que, para la ciu-
dadanía en general, le resultarían útil conocer. Esto lo realiza a través 
de una ponderación de los derechos de protección de datos personales 
y acceso a la información mediante los principios de idoneidad, necesi-
dad y proporcionalidad. 

La prueba de interés público es un estándar, el cual le proporciona al 
intérprete una pauta general que le permitirá resolver cada caso a partir 
de las circunstancias fácticas del mismo. En los dos casos analizados, 
el ITEI realizó una ponderación de derechos en la que, a través de los 
principios mencionados, identificó que era de interés público conocer 
los datos que fueron clasificados como confidenciales por el Congreso 
del Estado de Jalisco y la Universidad de Guadalajara. En el primer 
caso, se analizó que la información relacionada con las actividades que 
derivan de las funciones como servidor público deben ser transparen-
tes y de acceso público. En el caso particular del diputado, se consideró 
que, al haber realizado un informe de actividades legislativas, debía 
publicar los gastos del evento a pesar de haber utilizado sus propios 
recursos, cumpliendo así con un acto de rendición de cuentas que re-
sulta fundamental para toda persona que se ostente como legisladora. 
En este punto, es relevante destacar que el derecho a la protección de 
datos personales para las personas que son servidoras o funcionarias 
públicas se encuentra limitado por el ejercicio de sus actividades y fun-
ciones en el servicio público.
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En el segundo caso, la Defensoría de los Derechos Universitarios 
de la Universidad de Guadalajara tenía, en principio, la idea de que no 
podía revelar los datos personales de las personas identificadas como 
responsables en sus resoluciones. No obstante, el ITEI aplicando el 
principio jurídico “Ubi eadem est ratio, eadem est o debet esse juris dis-
positio” (siempre que exista una misma razón, debe haber una misma 
disposición), encontró una semejanza entre las resoluciones de los or-
ganismos de protección derechos humanos del país y las resoluciones 
de la Defensoría, por lo que, a través de la prueba de interés público, 
identificó que era más benéfico para la sociedad conocer los nombres 
de los servidores públicos responsables de violaciones a derechos uni-
versitarios que mantenerlos clasificados como confidenciales. 
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LA DEBIDA ELABORACIÓN DE UNA 
VERSIÓN PÚBLICA

Mtro. José David Cabrera Canales 
y Dr. José Alfonso Lima Gutiérrez

Introducción

A finales del siglo XX el tema de transparencia no era un tema presen-
te en la agenda pública mexicana, pero hoy no hay ley, programa de 
gobierno, ni plataforma de partido político que no tome en cuenta los 
valores y principios de la transparencia (Cejudo, 2019). A la par de lo 
anterior, en lo que va de este siglo, en el país se ha construido un com-
plejo, pero completo entramado normativo, institucional y administrativo 
en materia de transparencia, acceso a la información y protección de 
datos personales. En ese marco, uno de los subtemas más complica-
dos para quienes representan a los sujetos obligados es la clasificación 
y desclasificación de la información, temas que ocupan a este libro y 
que de manera particular este capítulo se ocupa de la versión pública, 
entendida en un primer acercamiento como el punto de encuentro entre 
el derecho de información de las personas y el derecho a proteger su 
privacidad, así como la seguridad (en los ámbitos de gobierno federal, 
estatal y municipal), en muchas de las acciones de los entes públicos 
que ponen en riesgo su cometido. 

El objetivo de este capítulo, además de analizar los elementos con-
ceptuales alrededor del tema, es elaborar una propuesta de versión 
pública de información clasificada a partir de dos ejemplos, uno de cla-
sificación de información reservada y, el otro, de clasificación de infor-
mación confidencial, que permitan apoyar y guiar el trabajo de los suje-
tos obligados en el cumplimiento de sus responsabilidades en materia 
de transparencia y acceso a la información, sobre todo, para aquellos 
que registran dificultades operativas para responder en tiempo y forma 
a las solicitudes que las personas realizan en uso pleno de sus dere-
chos humanos; se reconoce que no es posible generar una propuesta 
única para la debida elaboración de versiones públicas, en razón de 
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que cada clasificación de información y su generación es casuística, 
por lo que se propone una guía que ayude a la debida elaboración de 
versiones públicas de información clasificada como reservada o confi-
dencial.  

Es pertinente aclarar que parte de la dificultad que tienen quienes 
están al frente de las áreas administrativas de información, al igual que 
los titulares de las unidades de transparencia, así como los comités 
de transparencia de los sujetos obligados, radica en que el período de 
tiempo en el que permanecen en funciones, corresponde al lapso de 
gobierno y en el caso del ámbito municipal su renovación es cada tres 
años (salvo los casos de reelección), motivo por el cual es complicado 
profesionalizar perfiles sobre transparencia, acceso a la información 
pública y protección de datos personales para periodos tan cortos y 
que se reinventan sistemáticamente (Cabrero, 1996), esto hace más 
urgente disponer de materiales que ayuden a simplificar estas tareas 
en la medida de lo posible y la debida elaboración de una versión públi-
ca pretende contribuir a esos fines. Las falsas justificaciones guberna-
mentales sobre el desconocimiento o la omisión por tratarse de tareas 
complicadas deben quedar superadas.

La versión pública de la información clasificada 

Hoy más que nunca los entes públicos, están inscritos en una dinámica 
de respetar el principio constitucional de máxima publicidad, para re-
forzar la confianza y responder a las demandas de una ciudadanía que 
está cada vez más interesada por conocer la manera en qué, dónde y 
cómo se administran los recursos públicos producto de sus contribu-
ciones. 

La desconfianza en los gobiernos es una de las características más 
evidentes de las sociedades democráticas en esta primera parte del 
siglo XXI (Chávez, 2004). Entonces, también en las sociedades moder-
nas la transparencia es producto de la desconfianza (Chul Han, 2016). 
En el caso mexicano es consecuencia de una transparencia que, si 
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bien lleva todo el recorrer de esta centuria con leyes e instituciones 
consolidadas, en la práctica como ejercicio de gobierno ha evoluciona-
do con intermitencia y a ritmos dispares entre los sujetos obligados del 
orden federal, estatal o municipal, o entre entes gubernamentales, par-
tidistas o autónomos. Con avances en otros casos con estancamientos 
y en casos más graves con retrocesos. Hoy se puede asegurar que en 
teoría, está completa, pero en la práctica incompleta.

Transparencia, acceso a la información pública, protección de datos 
personales y archivos son temas que están presentes en la mayoría de 
las agendas de los intelectuales de las ciencias sociales y todos coin-
ciden en otorgar a las personas la mayor publicidad y protección posi-
ble, sin embargo, se entiende que los conceptos tienen límites, cuando 
esto sucede, es necesario articular un instrumento que nos atrevemos 
a denominarle en esta aportación “bisagra”, porque es el que permite 
la apertura a la información, siempre y cuando se proteja la autodeter-
minación  informativa de las personas y no se atente contra el interés 
público y la seguridad nacional. Lo que jurídica y técnicamente se le 
denomina versión pública. 

Una versión pública es “el documento que contiene las secciones 
testadas, que se ocultan por contener datos personales, información 
reservada o aquella información que no deba ni pueda ser entregada 
en función de la naturaleza de la información” (Moreno, 2019: 377). La 
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública (LG-
TAIP) en su artículo 3o, fracción XXI, define a la versión pública como 
un “Documento o expediente en el que se da acceso a información eli-
minando u omitiendo las partes o secciones clasificadas” (DOF, 2021b). 
Es decir, al tratarse de documentos o expedientes que contengan una 
parte de información considerada como pública y otra como clasificada, 
se deberá generar una versión pública del documento en donde se tes-
ten o eliminen las partes clasificadas y permita la visibilidad de la parte 
que se considera pública. Los Lineamientos Generales en Materia de 
Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Ela-
boración de Versiones Públicas (LGMCDEVP), definen lo que se debe 
entender por versión pública: “El documento a partir del que se otorga 
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acceso a la información, en el que se testan partes o secciones clasifi-
cadas, indicando el contenido de éstas de manera genérica, fundando 
y motivando la reserva o confidencialidad, a través de la resolución que 
para tal efecto emita el comité de transparencia” (DOF, 2016).

La Secretaría de la Función Pública (SFP) señala que, la versión 
pública de la información clasificada “en materia de acceso a la infor-
mación, cuando los documentos solicitados contengan partes o sec-
ciones reservadas o confidenciales, los sujetos obligados deberán ela-
borar una versión pública en la que se testen las partes o secciones 
clasificadas” (SPF, 2022). 

En un panorama donde la trasparencia es un eje fundamental de 
la democracia, las versiones públicas de la información clasificada  re-
presentan la mejor muestra de voluntad por la transparencia al llevar 
al máximo la publicidad de la información que concentran los sujetos 
obligados, porque a diferencia de la información pública que está a dis-
posición de todos, las versiones públicas son la respuesta sintética e 
individualizada a una obligación en materia de transparencia o a una 
solicitud expresa de información reservada, además de ser el límite 
de las fronteras entre los derechos del solicitante y la obligación del 
solicitado. 

Por ello, lo que menos se espera es que en la elaboración de ver-
siones públicas se incurra en el uso de argumentos discrecionales para 
ocultar información con naturaleza pública; en el marco de la clasifica-
ción y reserva, se debe generar un documento objetivo, con sustento 
jurídico que muestre la disposición de ofrecer y garantizar la máxima 
publicidad de la información al solicitante.

Desafortunadamente, es también sabido que debido al cumplimien-
to parcial e incumplimiento total (en algunos casos) de la transparencia, 
el acceso a la información pública y la protección de los datos per-
sonales en muchos sujetos obligados, ha generado, como se había 
señalado párrafos atrás, una pérdida aún mayor de confianza en los 
ciudadanos y que, si la propia información pública de oficio enfrenta 
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obstáculos en su acceso, mecanismos como los recursos de revisión y 
las versiones públicas aparecen como un laberinto administrativo que 
los usuarios prefieren no recorrer por más que exista  la voluntad y 
competencia de los organismos garantes.

La clasificación y desclasificación de la información

La clasificación de la información no es un capricho. Jarquín (2020: 70), 
la define como “el proceso o conjunto de acciones que realizan los suje-
tos obligados para establecer que determinada información se encuen-
tra en alguno de los supuestos de reserva establecidos en la legislación 
en materia de transparencia o que contiene información considerada de 
carácter confidencial”. La fundamentación legal que da soporte a la cla-
sificación de la información se encuentra contenida en el título Sexto de 
la LGTAIP, que comprende del artículo 100 al 120. En su capítulo I refe-
rente a las disposiciones generales de la clasificación y desclasificación 
de la información, definen a la clasificación como el proceso mediante 
el cual el sujeto obligado determina que la información en su poder 
actualiza alguno de los supuestos de reserva o confidencialidad (DOF, 
2021b). Los supuestos de reserva o confidencialidad previstos en las 
leyes deberán ser acordes con las bases, principios y disposiciones es-
tablecidos en la ley y en ningún caso podrán contravenirla. El capítulo II 
establece los criterios de la información reservada; el capítulo III refiere 
la información confidencial.

En relación al concepto de desclasificación de la información, la 
realiza el titular del área de información en el momento en que haya 
concluido el período de reserva o cuando ya no existan las causas que 
dieron motivo a su clasificación (Moreno, 2019b: 123-126).

Marco normativo

El sustento normativo de la información pública se encuentra estableci-
do en la fracción I del artículo 6º constitucional que señala que toda la 
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información en posesión de toda autoridad, así como cualquier persona 
física, moral o sindicato que reciba recursos públicos o realice actos 
de autoridad en el ámbito federal, estatal o municipal, es pública y sólo 
podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y 
seguridad nacional en los términos que fijen las leyes (DOF, 2021a). A 
su vez el título sexto de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública establece lo referente a la información clasificada; 
en su capítulo I señala las disposiciones generales de la clasificación y 
desclasificación de la información, el capítulo II establece lo relaciona-
do a la información reservada, y el capítulo III lo relativo a la información 
confidencial. Este título y tres capítulos comprenden los artículos del 
100 al 120 (DOF, 2021b).

Las versiones públicas de la información clasificada se encuentran 
sustentadas en el artículo 109 de la LGTAIP, que señala “Los lineamien-
tos generales que emita el Sistema Nacional en materia de clasificación 
de la información reservada y confidencial y, para la elaboración de 
versiones públicas, serán de observancia obligatoria para los sujetos 
obligados”. Adicionalmente, el artículo 111 establece que “cuando un 
documento contenga partes o secciones reservadas o confidenciales, 
los sujetos obligados, para efectos de atender una solicitud de informa-
ción, deberán elaborar una versión pública en la que testen las partes 
o secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica, 
fundando y motivando su clasificación” (DOF, 2021b).

Los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Descla-
sificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones 
Públicas, se publicaron en el año 2016, con una reforma un par de me-
ses después (DOF, 2016) y recientemente en mayo de 2022 se aprobó 
una reforma en lo general a los lineamientos por parte del Consejo 
Nacional del SNT, la que aún no ha sido publicada en el Diario Oficial 
de la Federación. Las versiones públicas de los documentos que con-
tienen información clasificada, están sustentadas en el capítulo IX, que 
comprende los artículos del quincuagésimo sexto al sexagésimo sexto. 
El primero de ellos establece “la versión pública del documento con-
tiene partes o secciones reservadas o confidenciales y será elaborada 
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por los sujetos obligados, previo pago de los costos de reproducción, a 
través de sus áreas y deberá ser aprobada por su comité de transpa-
rencia” (DOF, 2016). La sección I refiere a los documentos impresos; 
la sección II alude a los documentos electrónicos; la sección III de la 
elaboración de versiones públicas de la información contenida en las 
obligaciones de transparencia en casos de excepción; la sección IV de 
las actas, minutas y acuerdos y versiones estenográficas donde inter-
vengan servidores públicos y la sección V de las concesiones, permi-
sos y autorizaciones.

Las modalidades de la transparencia, acceso a la 
información, información clasificada y versión pública

La transparencia llegó a México (y lo mismo sucedió en muchos países 
del mundo), en un momento en el que las tecnologías de la información 
y comunicación permitieron un fuerte impulso, para que de manera di-
gital concentraran toda la información disponible en sus plataformas 
informáticas. Haber llegado una generación antes hubiera obligado a 
elaborar inmensos archivos físicos documentales. En esa misma medi-
da, el uso de las tecnologías ha ido perfeccionando e intentado simpli-
ficar y facilitar la especialización en los diferentes subtemas derivados 
de la transparencia, el acceso a la información pública y la protección 
de datos personales, y lo que inicialmente representaba disponer de 
información material (con costos elevados) y digital, hoy casi la totali-
dad de la información buscada y solicitada a los sujetos obligados se 
realiza a través de mecanismos electrónicos por medio de la Platafor-
ma Nacional de Transparencia del Sistema Nacional de Transparencia 
administrada por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la 
Información y Protección de Datos Personales (INAI) y los portales web 
institucionales (INAI, 2022). 

En esta era de la información, en la que todos reconocen estar, pero 
que también enfrenta riesgos de desinformación, se puede asegurar 
que en los temas de transparencia y acceso a la información, no se co-
noce algún intento de robo o manipulación en los medios digitales. Esta 
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situación, permite plantear que experiencias como la del Sistema de 
Generación y Publicación de Sentencias en Versiones Públicas desa-
rrollado en el Supremo Tribunal Judicial del Estado de Jalisco (STJEJ), 
representa ser un referente latinoamericano en la simplificación y rapi-
dez en la elaboración de versiones públicas de información clasificada 
(STJEJ, 2022). Esta experiencia capitaliza el uso de las tecnologías y 
debido a su éxito, hoy comparte su software con una docena de ins-
tituciones en el país para que los tiempos normales de dos horas de 
elaboración del testado de un documento, hoy se pueda realizar en 
cinco minutos.

Con base en lo anterior, los ejemplos que se incorporan en este 
documento, permiten servir de modelo para la debida elaboración de 
versiones públicas en formatos impresos, pero que pueden y deben 
elaborarse con el apoyo digital para optimizar tiempo y recursos, lo cual 
también genera certidumbre porque queda casi en su totalidad ajeno a 
la mano discrecional del titular de área de información y de las unidades 
y comités de transparencia de los sujetos obligados.

Dilemas para la debida elaboración de una versión pública  

La falta de teoría sobre la clasificación de información pública, conlleva 
a que de forma concurrente y continua por desconocimiento u omisio-
nes, se violen los derechos de acceso a la información pública y de 
protección de datos personales, lo anterior por indebidas clasificacio-
nes de información pública y por la ausencia de versiones públicas bien 
elaboradas, que se realicen de conformidad con lo que establecen las 
leyes y los lineamientos específicos, sobre la materia de clasificación 
y desclasificación de información pública y la elaboración de versiones 
públicas, lineamientos que fueron elaborados y aprobados en el año 
2016 por los integrantes del Sistema Nacional de Transparencia, Acce-
so a la Información Pública y Protección de Datos Personales (SNT), 
máxima instancia en materia de transparencia, acceso a la información 
y protección de datos personales, con funciones de coordinación, deli-
beración y toma de acuerdos, conformado por el Instituto Nacional de 
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Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Perso-
nales (INAI), la Auditoria Superior de la Federación (ASF), el Archivo 
General de la Nación (AGN), del hoy Instituto Nacional de Estadística 
y Geografía (INEGI) y los 32 organismos garantes de las entidades fe-
derativas, cada instancia de acuerdo a las materias de sus respectivas 
competencias, con el objeto de fortalecer la rendición de cuentas en 
nuestro país.

Cuando se cumple con la garantía efectiva del derecho de acceso 
a la información pública, por parte de los sujetos obligados, nos encon-
tramos frente a la posibilidad real de que las personas puedan fortale-
cer sus capacidades y maximizar sus alcances como ciudadanos, este 
fortalecimiento permite una participación ciudadana activa y dinámica 
en la vida pública, por un lado debidamente informada y por otro lado, 
con la información obtenida, permite tener acceso a otros derechos 
fundamentales, sin embargo, al existir clasificación de información pú-
blica en algunas ocasiones clasificaciones indebidas, se atenta contra 
el principio constitucional de máxima publicidad y con ello se afecta el 
desarrollo y potencial de las personas y se violan sus derechos huma-
nos, ya que toda la información en posesión de los sujetos obligados 
es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de 
interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes.

En virtud de lo anterior; es indispensable que los sujetos obligados 
a través de sus áreas administrativas y con la confirmación de sus co-
mités de transparencia, elaboren adecuadas clasificaciones de la in-
formación, así como las debidas elaboraciones de versiones públicas; 
para el logro de lo anteriormente mencionado, es necesario fortalecer 
el conocimiento de los servidores públicos, titulares de las áreas admi-
nistrativas de los sujetos obligados, así como de los integrantes de los 
comités de transparencia y de las unidades de transparencia, también 
es necesario buscar mecanismos que permitan su permanencia en el 
cargo más allá de los cambios de administración del ámbito municipal, 
estatal y federal, así como en los poderes públicos del Estado (Poder 
Legislativo, Ejecutivo y Judicial), se deben buscar las áreas de oportu-
nidad para que la transparencia y la garantía de los derechos de acceso 
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a la información pública y de protección de datos personales no decrez-
ca en cada cambio de administración, por el contrario, se busca que 
las personas puedan acceder a la información en general, incluyendo 
información clasificada (que cumpla con los requisitos legales dicha 
clasificación) por medio de versiones públicas adecuadas. 

La debida versión pública

En el presente apartado, se describe el procedimiento para la debida 
elaboración de versiones públicas, ejemplificando con un caso prácti-
co, así como, con un ejercicio realizado con el software generador de 
versiones públicas denominado “TestData” creado por el Instituto de 
Transparencia, Información Pública y Protección de Datos Personales 
del Estado de Jalisco (ITEI), en colaboración con el Ayuntamiento de 
Guadalajara.

Una vez que se lleva a cabo la clasificación de la información, se 
procede a la elaboración de versiones públicas conforme lo establecen 
los Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasifica-
ción de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Pú-
blicas, ya sea para dar cumplimiento a obligaciones de transparencia, a 
solicitudes de información o a mandato de autoridad competente.

A continuación, se presentan los pasos a seguir para la debida ela-
boración de versiones públicas: 

a) El Sujeto Obligado, a través del Titular del área administrativa, 
elaborará la propuesta de versión pública. (Imagen 1)

I. Del documento original se deberá crear un nuevo archivo 
electrónico o fotocopiarse, según sea el caso. 

II. Sobre el nuevo documento se eliminarán o testarán 
las partes o secciones clasificadas como reservadas o 
confidenciales.

III. En la parte eliminada o testada del documento (s), 
se insertará un cuadro de texto en color distinto con 



455

la palabra “eliminado”, el tipo de dato o información 
y se señalará si corresponde a palabras, renglones o 
párrafos. 

 �
 � En el cuadro de texto mencionado, se deberá colocar 

el fundamento legal de la clasificación, las siglas de los 
ordenamientos jurídicos, artículo, fracción y párrafo que 
fundan la eliminación respectiva, así como la motivación 
de la clasificación.
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b) La propuesta se presentará ante el Comité de Transparencia 
del sujeto obligado, para su aprobación en los siguientes 
supuestos:

I. En caso de versiones públicas derivada de la atención 
a una solicitud de acceso a información pública, o que 
derive de la resolución de una autoridad competente, 
deberá de ir acompañada de un formato que permita 
conocer las razones y argumentos debidamente 
fundados y motivados de las partes que han sido 
testadas (Prueba de daño o interés público).

II. En caso de versiones públicas elaboradas solo para 
efectos del cumplimiento de las obligaciones de 
transparencia, se llevará su aprobación en una sesión 
especial por el comité.

c) Se debe elaborar una leyenda en caratula o colofón que 
rija a todo el documento, la cual debe señalar lo siguiente: 
(Sexagésimo tercero, LGMCDI)

I. El nombre del área del cual es titular quien clasifica.
II. La identificación del documento del que se elabora la 

versión pública.
III. Las partes o secciones clasificadas, así como las 

páginas que la conforman. 
IV. Fundamento legal, indicando el nombre del 

ordenamiento, el o los artículos, fracción (es), párrafo 
(s) con base en los cuales se sustente la clasificación; 
así como las razones o circunstancias que motivaron la 
misma.

V. Firma del titular del área. Firma autógrafa de quien 
clasifica.

VI. Fecha y número del acta de la sesión de comité donde 
se aprobó la versión pública.
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De acuerdo a lo citado, se representa un ejemplo de leyenda en ca-
rátula con los numerales correspondientes a las fracciones las cuales 
cumplen debidamente en su totalidad con lo que establece el artículo 
sexagésimo tercero de los LGMCDI.

d) Finalmente, después de la aprobación por el comité, se 
procede a la publicación y/o entrega de la versión pública, 
física o electrónicamente, según sea el caso.
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Caso práctico

A continuación, se analiza una versión pública de un documento que 
contiene información confidencial, si bien, este documento en su ver-
sión pública original, no está testado el dato personal relativo a la fecha 
de nacimiento, para utilizar el documento de la imagen tres por parte 
de los actores de este artículo, se realizó el testado del dato personal 
antes mencionado. 

Se trata de una persona que aspiró a ocupar un cargo público, mis-
mo que requiere tener cuando menos treinta años cumplidos el día de 
la designación, por lo que entre otros documentos se solicitaba el acta 
de nacimiento, misma que a continuación se examina:
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Se advierte que del documento, se eliminan diversos datos personales, 
sin embargo, los errores que se observan en la elaboración de la ver-
sión pública, consisten en haber eliminado la fecha de nacimiento de la 
postulante, en virtud de resultar de interés público conocer la edad de la 
misma, por ser un requisito imprescindible para ocupar el cargo público, 
así mismo, que dicho documento no reúne los requisitos de la sección 
I, artículo quincuagésimo noveno de los Lineamientos Generales en 
Materia de Clasificación, Desclasificación de la Información, así como 
para la debida elaboración de versiones públicas.

Ejercicio

Con base en el instrumento de software mencionado previamente, se 
presenta el caso del ITEI, ya que cuenta con un software generador de 
Versiones Públicas denominado “TestData”, por lo que realizamos un 
ejercicio de una semblanza curricular hipotética, lo que nos llevó a con-
cluir que dicho software facilita y optimiza la elaboración de la versión 
pública derivado a que proporciona un catálogo de datos personales, 
así como la fundamentación y motivación, como se muestra en las imá-
genes 4, 5 y 6; sin embargo, cabe señalar que existen sujetos obligados 
que utilizan el software y que no pertenecen al estado de Jalisco, inclu-
so dan cumplimiento a obligaciones de transparencia sin advertir que 
la herramienta está diseñada acorde a la legislación de dicha entidad 
federativa, por lo que les resulta inaplicable. Por ello, se propone la 
implementación de un software específico para cada Estado.   
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Reflexiones finales

Una carga de trabajo razonable

Existen casos en los que los sujetos obligados no cuentan con la in-
fraestructura ni recursos necesarios para atender las responsabilida-
des emanadas de la legislación en materia transparencia, acceso a 
la información pública, protección de datos personales y archivos. La 
responsabilidad de los servidores públicos que fungen como personal 
habilitado de transparencia, así como los titulares de las unidades de 
transparencia e integrantes de los comités de transparencia, de los 
sujetos obligados, generalmente conlleva la suma de trabajo a otras 
responsabilidades inherentes a la persona, no obstante que existen ins-
tituciones públicas con mayor o menor carga de trabajo, así como con 
menor o mayor presupuesto, de lo cual depende el cumplimiento con 
éxito de cualquier actividad. 

La responsabilidad de la realización de versiones públicas con to-
dos los protocolos establecidos en los Lineamientos Generales en ma-
teria de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como la 
elaboración de Versiones Públicas, emitidos por el Sistema Nacional de 
Transparencia, implica un trabajo con dedicación, esfuerzo y esmero 
para su debido cumplimiento, por lo que uno de los principales retos es 
que las instituciones públicas cuenten con personal suficiente para el 
cumplimiento de sus funciones, sin que les implique una suma de carga 
de responsabilidades que no les permita cumplir de manera eficiente, 
ya que de este trabajo deriva el éxito del verdadero sentido de una 
versión pública. 

Dentro del presente reto se podría citar como ejemplo a los órganos 
encargados de la impartición de justicia, quienes se encuentran obli-
gados a emitir versiones públicas de las resoluciones que dictan. Ésta 
labor implica una doble responsabilidad para el operador jurídico, dado 
que a su vez tiene que cumplir con los términos que la ley de la materia 
que conoce le impone para dictar sus sentencias o resoluciones, auna-
do a la carga de trabajo que siempre tienen estas instituciones públicas, 
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y si se le suma la complejidad que establecen los Lineamientos Gene-
rales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, 
así como para la elaboración de Versiones Públicas, para realizar las 
citadas versiones, se vuelve complejo su cumplimiento.

Permanente capacitación que permita la profesionalización de los 
servidores públicos, por parte de los organismos garantes.

Dentro de las funciones establecidas por el artículo 42, fracción VII, 
de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 
se encuentra la capacitación permanente por parte de los organismos 
garantes hacia los sujetos obligados, sin embargo, en muchas ocasio-
nes éstos solo se enfocan a temas más generalizados como las soli-
citudes de información, la protección de datos personales, la carga de 
información en la Plataforma Nacional de Transparencia, etc., dejando 
a un lado temas, que aunque no parezcan primordiales, tienen una tras-
cendencia e importancia gradual, como son la clasificación de la infor-
mación reservada o confidencial, la correcta elaboración de versiones 
públicas o la ponderación de derechos dentro del ejercicio de la prueba 
de daño y de interés público, por lo que no debe ser menos importante 
la formación, capacitación y profesionalización de los servidores públi-
cos que se involucran en dichos temas, que cada vez son más utiliza-
dos en el ejercicio del derecho de acceso a la información pública y la 
transparencia, por lo que esto implica un reto que debe ser incluido en 
la agenda de cada organismo garante del país

Vigilancia al cumplimiento de los mandatos de la Ley de 
Transparencia

Los organismos garantes cuentan con facultades para verificar el cum-
plimiento de los mandatos de la Ley, por lo tanto, otro reto implica la 
frecuente vigilancia o supervisión de la debida clasificación de informa-
ción pública y la correcta elaboración de versiones públicas que reali-
zan los sujetos obligados, ya que por lo general, la clasificación de la 
información y las versiones públicas de estas, no son del conocimiento 
de los organismos garantes, sino hasta que se promueve el recurso de 
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revisión de acuerdo al artículo 143, fracción I, de la LGTAIP; por lo que 
es en este momento que en sede del organismo garante, se conoce, 
se tiene acceso y se interviene, ante la existencia de clasificaciones 
indebidas, así como de indebidas elaboraciones de versiones públicas. 

Aplicación de sanciones 

Los organismos garantes, a partir de la reforma promulgada el cuatro 
de mayo de 2015, cuentan con toda la suma de facultades y atribucio-
nes para hacer cumplir los mandatos de la Ley, por lo que se requiere 
de instituciones más sólidas y con políticas internas para imponer estas 
sanciones que permitan su cumplimiento, ya que las sociedades se 
rigen bajo la fórmula del ejemplo, lo que se ve, se hace; lo que se im-
pone, se cumple

La debida clasificación de información pública y confidencial es de 
relevante importancia en virtud de que permite, por un lado, a los su-
jetos obligados transparentar cierta información o parte de ella y por 
otro lado, proteger la privacidad y la reserva de la información que así 
lo amerité; lo anterior, a través de la correcta elaboración de versiones 
públicas. Atento a esto, los sujetos obligados deben apegarse estricta-
mente a lo que las leyes de la materia refieren, a efecto de no limitar 
el acceso a la información pública, sin poner en riesgo el derecho a la 
autodeterminación informativa de las personas, a la seguridad nacional 
y al interés público.
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